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PROYECTO DE ACUERDO N° 282 DE 2018  
 

PRIMER DEBATE 
 

"POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL PROGRAMA ESPECIAL DE FOMENTO Y 
PROMOCIÓN PARA REDUCIR EL CONSUMO DE SAL Y DE AZÚCAR EN EL DISTRITO 

CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
1. OBJETO DEL PROYECTO  
 
El presente proyecto de acuerdo de la Bancada del Polo Democrático Alternativo busca 
crear el programa especial de fomento y promoción para reducir el consumo de sal y de 
azúcar en el Distrito Capital, con el fin de disminuir la incidencia y prevalencia de 
enfermedades crónicas no transmisibles y la tasa de sobrepeso y obesidad de la población. 
 
2. ANTECEDENTES  
 
La Organización Mundial de la Salud, reconoce que el elevado consumo de sodio (que no 
debería superar 2 gramos/día, equivalente a 5 gramos de sal por día) y la absorción 
insuficiente de potasio (menos de 3,5 gramos por día) contribuyen a la hipertensión arterial y 
aumentan el riesgo de cardiopatía y accidente cerebrovascular. La mayoría de las personas 
consumen demasiada sal, de 9 a 12 gramos por día en promedio, es decir, dos veces la 
ingesta máxima recomendada.  
 
Igualmente la OMS ha certificado que un consumo de sal inferior a 5 gramos diarios en el 
adulto contribuye a disminuir la tensión arterial y el riesgo de enfermedad cardiovascular, 
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accidente cerebrovascular e infarto de miocardio. El principal beneficio de reducir la ingesta 
de sal es la correspondiente disminución de la hipertensión arterial (OMS ORGANIZACION 
MUNDIAL DE LA SALD, 2016). 
Los Estados Miembros de la OMS han acordado reducir en un 30% el consumo de sal de la 
población mundial de aquí a 20251. Razón para emprender acciones que impliquen que este 
tipo de acciones que favorezcan la salud pública en la Ciudad, no solo apuntan al bienestar 
de los ciudadanos sino que la reducción generará un año más de vida sana a un costo 
inferior al ingreso anual medio o al producto interno bruto por persona. 
 
Los colombianos ingieren, en promedio, 12 gramos por día de sal (EL TIEMPO, 2016). Lo 
cual sin duda, coloca a los colombianos y a los bogotanos como una de las poblaciones con 
mayor riesgo asociados al excesivo consumo de sal. 
 
En el marco del Índice de Prosperidad que ha sido implementado en las encuestas 
multipropósito de 2011 y 2014, es claro que las  variables que tienen un  mayor  impacto  
positivo  sobre  la  prosperidad  vía  ingreso están  relacionadas  con  la educación,  la  
economía,  el  acceso  a  servicios  de  salud  y  nuevas  tecnologías, el vivir en un hogar 
donde se tenga vivienda propia, tener acceso a mercados,  y ser trabajador  preferiblemente 
formal. También es evidente el  efecto  positivo que tienen  sobre  el  ingreso  el  hacer  
deporte  o  limitar  el  consumo  excesivo  de  sal,  azúcar, grasas o alcohol, a nivel mundial 
este índice y el impacto que genera el exceso de sal o de azúcar o de los dos, influyen en el 
resultado del índice (SECRETARIA DISTRITAL PLANEACION DE BOGOTA, 2013) (Alcaldia 
Mayor de Bogotá). 
 
La OMS considera que cada año se podría evitar 2,5 millones de defunciones si el consumo 
de sal a nivel mundial se redujera al nivel recomendado. No obstante no contamos con la 
información de cuantas defunciones se producen en Bogotá por el exceso de consumo de 
sal, sin embargo hay que reconocer la premisa descrita por el Ministerio de Salud que 
informa que “hay que reducir la ingesta de sal en la población con el propósito de prevenir 
enfermedades como la hipertensión, considerada el principal factor de riesgo para el 
desarrollo de enfermedad cardiovascular y cerebrovascular, y otras como las renales, el 
cáncer gástrico y la osteoporosis” (MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2015). 
 
También son relevantes los datos del MINSALUD, frente al consumo de sal y sus 
consecuencias: 
 

-Las enfermedades crónicas no transmisibles ocasionan 2 de cada 3 muertes de la 
población general de América Latina y casi la mitad de todas las defunciones en 
personas menores de 70 años de edad. 

                                                           
1 La Organización Mundial de la Salud es el organismo de las Naciones Unidas especializado en salud, 

creado el 7 de abril de 1948, cuyo objetivo principal es que todos los pueblos puedan gozar del grado 

máximo de salud que se pueda lograr. Se caracteriza por gestionar políticas de prevención, promoción 

e intervención en salud a nivel mundial. Colombia forma parte de dicho Organismo desde el 14 de 

mayo de 1959 
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-Existe una relación directa entre el consumo de sal y la presión arterial; hay evidencia 
de que la sal agregada a los alimentos es responsable del 30% de los casos de 
hipertensión arterial. 
-La presión arterial elevada es el factor de riesgo más importante de muerte e 
incapacidad en el mundo, y se le considera responsable del 50% de las muertes por 
enfermedad coronaria y de más del 60% de las muertes por accidentes 
cerebrovasculares. 
- La Encuesta Nacional de Situación Nutricional (2010),  muestra que el 16.7% de los 
colombianos adiciona más sal a sus alimentos después de servidos en la mesa. 
Bogotá es la zona donde en mayor proporción se hace (21.3%), seguida de la región 
oriental (20.1%) y la pacífica (17.5%), particularmente en niveles 1 y 2 de Sisbén. De 
igual forma identifica que entre los alimentos que más consumen los colombianos con 
mayor contenido de sal/sodio, están el pan, galletas, enlatados, embutidos y 
alimentos de paquete. El 73% consume embutidos y el 69.6% alimentos de paquete. 
(MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2015) (Subrayado propio). 

 
Resaltamos de la anterior información, de la Encuesta Nacional de Situación Nutricional 
(2010),  que los Bogotanos son los que adicionan más sal a sus alimentos (21.3%) después 
de servidos en la mesa, particularmente en los niveles 1 y 2 del Sisbén. Así mismo, la OMC 
advierte de la principal enfermedad causada por el excesivo consumo de sal es la 
hipertensión sin contar con que a través de ella se pueden presentar otros problemas como 
enfermedades cardiovasculares y cerebrovasculares, enfermedades renales, osteoporosis, 
entre otras más. 
 
Extrayendo de una de las Ponencias Al proyecto se observa que en el año 2017, se realizó 
un estudio para determinar cuántas personas sufren de hipertensión arterial en Colombia a 
través de la organización “Cuenta de Alto Costo”, en ella se determinó que en el año 2008 
existían 1.422.584 personas que sufrían de esta enfermedad y en el 2016 pasaron a ser 
3.524.445 personas, lo que representa un aumento del 59.6%2. 
 
 
La reducción del consumo de azúcar es otro de nuestros objetivos, toda vez que para la 
Organización Mundial de la Salud una ingesta elevada de azúcares libres3 es preocupante 
por su asociación con la mala calidad de la dieta, la obesidad y el riesgo de contraer 
enfermedades no transmisibles4 (ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SALUD, 2015). 

                                                           

2 Cuenta de Alto Costo. (2017). Hipertensión Arterial. Obtenido de: 

ttps://cuentadealtocosto.org/site/images/Publicaciones/boletines/2017/CAC.Co_2017_05_16_BolT 

ec_V3N10_DM_HTA_V_0.0.pdf   
3 Según la OMS La expresión «azúcares libres» son: «todos los monosacáridos y disacáridos añadidos a los alimentos por 

el fabricante, el cocinero o el consumidor, más los azúcares naturalmente presentes en la miel, los jarabes y los jugos de 

frutas y los concentrados de jugos de frutas». Los azúcares libres se diferencian de los azúcares intrínsecos que se 

encuentran en las frutas y las verduras enteras frescas. Como no hay pruebas de que el consumo de azúcares  intrínsecos 

tenga efectos adversos para la salud, las  recomendaciones de la directriz no se  aplican al consumo de los azúcares 

intrínsecos presentes en las frutas y las verduras enteras frescas (ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SALUD, 2015). 
4 Con base a la OMS, Las enfermedades no transmisibles constituyen la principal causa de mortalidad, pues provocaron en 

2012 38 millones (68%) de los 56 millones de muertes en todo el mundo. Más del 40% de esas muertes (16 millones) 

fueron prematuras (es decir, antes los 70 años de edad). Casi tres cuartas partes de todas las muertes por enfermedades no 

transmisibles (28 millones), y la mayoría de las muertes prematuras (82%), ocurrieron en países de ingresos bajos y 
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La OMS, frente a las recomendaciones para la reducción de azucares libres en las dietas de 
los habitantes, ha calificado las recomendaciones como “firmes” dada la calidad de los datos 
probatorios, y considera que deben ser adoptadas  como  políticas  en  la mayoría de los 
contextos. 
 
En consecuencia las recomendaciones de la OMS son las siguientes: 
 

La OMS recomienda una ingesta reducida de azúcares libres a lo largo de toda la vida 
(recomendación firme). 
 
Tanto en adultos como en niños, la OMS recomienda reducir la ingesta de azúcares 
libres a menos del 10% de la ingesta calórica total (recomendación firme). 
 
La OMS sugiere que se reduzca aún más la ingesta de azúcares libres a menos del 
5% de la ingesta calórica total (recomendación condicional) (ORGANIZACION 
MUNDIAL DE LA SALUD, 2015). 

 
En este contexto el Ministerio de Salud y Protección Social resalta la importancia de un 
consumo moderado de azúcar porque su exceso conlleva a la generación de enfermedades 
relacionadas con la obesidad, la diabetes y patologías coronarias. 
 
Los azucares son esenciales para el funcionamiento del cuerpo humano, estos hacen parte 
de los carbohidratos (harinas y azucares) y generan la energía necesaria para su 
funcionamiento, pero los azúcares refinados no deben exceder el 10%. Hay que tener en 
cuenta que los alimentos pueden contener distintos tipos de azúcares: de origen natural 
como el que ese encuentra en la miel y frutas frescas, y el azúcar refinada que se adiciona 
como ingrediente a las bebidas gaseosas, jugos, helados, vinos, productos de repostería y 
panadería, postres, mermeladas, salsa de tomate, entre muchos otros. El organismo los 
asimila y, con la participación de la insulina (una hormona que fabrica el páncreas), ayuda a 
que las células utilicen la glucosa (el azúcar que corre por la sangre) para dar esa energía 
(MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2014).  
 
El exceso de azúcar o de carbohidratos se convierte en grasa que se acumula en el cuerpo y 
genera la crisis de la obesidad, en Colombia 5,7 millones de personas adultas (17,6 % de la 
población) están afectadas por sobrepeso y obesidad, flagelo compromete a 3 de cada 10 
niños, con cerca de 500 mil menores afectados (EL TIEMPO, 2017). Este sobrepeso o  el 
índice de masa corporal elevado se relaciona con enfermedades degenerativas y los 
cánceres de esófago, colon, recto, hígado, vesícula, páncreas, mama, útero, ovario, riñón, 
tiroides y leucemias (EL TIEMPO, 2017). 
 

                                                                                                                                                                                                      

medianos. Los factores de riesgo modificable, como la mala alimentación y la falta de ejercicio físico, se encuentran ente 

las causas más frecuentes de las enfermedades no transmisibles; también son factores de riesgo para la obesidad. 
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El MINSALUD recomienda, tener presente el consumo del azúcar “invisible”, es decir aquella 
que está presente en muchos alimentos que se toman a diario o de manera frecuente y de la 
que no se tiene un conocimiento claro de la cantidad exacta; por ejemplo: 

 
- Una lata de gaseosa puede contener el equivalente a 9,8 cucharaditas de azúcar 
(90% de la ingesta diaria total recomendada de azúcar). 
 
- En un jugo de fruta industrializado, el contenido de azúcar puede ser equivalente 
hasta 12 cucharaditas (110% de la ingesta diaria total recomendada. 
 
- Cada tinto en la oficina puede agregar a nuestro consumo diario de azúcar, dos 
cucharaditas por pocillo. 
 
- En una hamburguesa casi todos sus ingredientes contienen azúcar invisible: el pan, 
la salsa de tomate, la mostaza. (MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2014) 
 

 
3. JUSTIFICACIÓN  
 
No hay otra justificación para este proyecto que apoyar un derecho fundamental de los 
Ciudadanos de la Capital de gozar de mejores condiciones de vida, con la implementación 
de prácticas que disminuyan el consumo de sal y de azúcar en la dieta cotidiana de los 
adultos, niños, niñas y adolescentes de Bogotá. Basta con revisar las cifras de personas 
afectadas por enfermedades derivadas del consumo excesivo de sal y de azúcar. Para el 
caso de la azúcar el 30% de la población mundial está afectada por problemas de sobrepeso 
y obesidad, con sus enfermedades derivadas de la misma obesidad (enfermedades 
degenerativas, diabetes, y los cánceres de esófago, colon, recto, hígado, vesícula, páncreas, 
mama, útero, ovario, riñón, tiroides y leucemias). Ya dejamos clara la cifra de la obesidad en 
Colombia, donde el 17,6 % de la población están afectadas por sobrepeso y obesidad, y a 3 
de cada 10 niños, con cerca de 500 mil menores afectados (EL TIEMPO, 2017). 
 
Para MINSALUD y con base a la Encuesta Nacional de Situación Nutricional en Colombia 
(ENSIN) 2010, la situación es más crítica y  muestra que cerca del 5% de los niños menores 
de 5 años tienen exceso de peso y en la medida que se aumenta la edad este porcentaje se 
va incrementando hasta llegar a la edad adulta (18 a 64 años) a que cerca de uno de cada 
dos personas adultas (51,2%) presenten algún grado de exceso de peso (MINISTERIO DE 
SALUD DE COLOMBIA, 2014). 
 
Frente al consumo excesivo de sal, la OMS ha determinado que cada año se podría evitar 
2,5 millones de defunciones si el consumo de sal a nivel mundial se redujera al nivel 
recomendado. Para el Ministerio de Salad “hay que reducir la ingesta de sal en la población 
con el propósito de prevenir enfermedades como la hipertensión, considerada el principal 
factor de riesgo para el desarrollo de enfermedad cardiovascular y cerebrovascular, y otras 
como las renales, el cáncer gástrico y la osteoporosis”.  
 
La Encuesta Nacional de Situación Nutricional (2010),  muestra que el 16.7% de los 
colombianos adiciona más sal a sus alimentos después de servidos en la mesa. Bogotá es la 
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zona donde en mayor proporción se hace (21.3%), particularmente en niveles 1 y 2 de 
Sisbén. (MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2015). 
 
4. SUSTENTO JURÍDICO 
 
Dentro del marco jurídico que soporta el presente proyecto se pueden mencionar los 
siguientes: 
 
Aspectos constitucionales: 
 
ARTICULO 49. Modificado por el Acto Legislativo No 02 de 2009. Reglamentado por la Ley 
1787 de 2016. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a 
cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud. 
…….. 
Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su 
comunidad. 
 
ARTICULO 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población 
son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de 
las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua 
potable. 
…….. 
 
Aspectos legales y normativos: 
 
LEY ESTATUTARIA 1751 DE 2015 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho fundamental a la 
salud, regularlo y establecer sus mecanismos de protección. 
 
Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. El derecho 
fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 
 
Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para 
la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. El Estado adoptará políticas 
para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de 
promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las 
personas. De conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como 
servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, 
organización, regulación, coordinación y control del Estado. 
 
LEY 1355 DE 2009 “POR MEDIO DE LA CUAL SE DEFINE LA OBESIDAD Y LAS 
ENFERMEDADES CRÓNICAS NO TRANSMISIBLES ASOCIADAS A ESTA COMO UNA 
PRIORIDAD DE SALUD PÚBLICA Y SE ADOPTAN MEDIDAS PARA SU CONTROL, 
ATENCIÓN Y PREVENCIÓN”. 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5049 

 
Artículo 1°. Declárase. La obesidad como una enfermedad crónica de Salud Pública, la cual 
es causa directa de enfermedades cardiacas, circulatorias, colesterol alto, estrés, depresión, 
hipertensión, cáncer, diabetes, artritis, colon, entre otras, todos ellos aumentando 
considerablemente la tasa de mortalidad de los colombianos. 
 
Artículo 2°. Ámbito de aplicación. Las determinaciones establecidas en esta ley serán 
aplicables a las Entidades y Organizaciones del Estado a nivel nacional y territorial 
responsables de promover los ambientes sanos, la actividad física, la educación, la 
producción y la distribución de alimentos; así como a las entidades encargadas de la 
prestación y la garantía de los servicios de salud y los sectores de transporte, planeamiento 
y seguridad vial. Serán beneficiarios de esta ley la población colombiana, en especial los 
grupos vulnerables. 
 
Artículo 3°. Promoción. El Estado a través de los Ministerios de la Protección Social, 
Cultura, Educación, Transporte, Ambiente y Vivienda y Desarrollo Territorial y Agricultura y 
Desarrollo Rural y de las Entidades Nacionales Públicas de orden nacional Coldeportes, el 
ICBF y Departamento Nacional de Planeación, promoverá políticas de Seguridad Alimentaria 
y Nutricional, así como de Actividad Física dirigidas a favorecer ambientes saludables y 
seguros para el desarrollo de las mismas. Estas políticas se complementarán con 
estrategias de comunicación, educación e información. 
…….. 
Artículo 10. Etiquetado. Con el ánimo de mejorar el conocimiento que tiene la población en 
general referente a los contenidos nutricionales y calóricos, los productores de alimentos 
entregarán la información en el etiquetado de acuerdo a la reglamentación expedida por el 
Ministerio de la Protección Social. 
………. 
 
Artículo 11. Regulación del consumo de alimentos y bebidas en centros educativos. Las 
instituciones educativas públicas y privadas que suministren el servicio de alimentación de 
manera directa o a través de terceros, deberán ofrecer una diversidad de alimentos que 
cubran las necesidades nutricionales de su comunidad, siguiendo, entre otras referencias, 
las guías alimentarias del Ministerio de la Protección Social y del ICBF, velando por la 
calidad de los alimentos que se ofrecen y de conformidad con los lineamientos establecidos 
por el Ministerio de la Protección Social a que se refiere el artículo 8° de la presente ley. 
 
LEY 1438 DE 2011 "POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL SISTEMA GENERAL 
DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES". 
 
Artículo 10. Uso de los recursos de promoción y prevención. El Gobierno Nacional será 
de responsable de la política de salud pública y de garantizar la ejecución y resultados de las 
acciones de promoción de la salud y la prevención de la enfermedad como pilares de la 
estrategia de Atención Primaria en Salud, para lo cual determinará la prioridad en el uso de 
los recursos que para este fin administren las entidades territoriales y las Entidades 
Promotoras de Salud. 
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ACUERDO 645 DE 2016 “POR EL CUAL SE ADOPTA EL PLAN DE DESARROLLO 
ECONÓMICO, SOCIAL, AMBIENTAL Y DE OBRAS PÚBLICAS PARA BOGOTÁ D.C. 
2016 - 2020 “BOGOTÁ MEJOR PARA TODOS” 
 
Artículo 17. Atención integral y eficiente en salud 
 
……promoción de la salud y prevención de la enfermedad, a partir de la identificación, 
clasificación e intervención del riesgo en salud, basándose en un modelo de salud positiva, 
corresponsabilidad y autocuidado, riesgo compartido, salud urbana y en una estrategia de 
Atención Primaria en Salud Resolutiva, que se soporta en equipos especializados que 
ofrecen servicios de carácter esencial y complementario y que cubren a las personas desde 
el lugar de residencia hasta la institución hospitalaria…… 
 
RESOLUCIÓN 333 DE 2011 DEL MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA.  
Los productos industrializados que tienen etiquetado nutricional, brindan información sobre 
el contenido de sodio; de acuerdo con la Resolución 333 de 2011, estos son los valores y se 
interpretan así: 
  
* Libre de sodio: contiene menos de 5 mg. por porción 
* Muy bajo contenido de sodio: hasta 35 mg. por porción 
* Bajo en sodio: contiene máximo 140 mg. por porción. 
 
Por otra parte también resulta de singular importancia mencionar que actualmente el 
Ministerio de Salud de Colombia adelanta el estudio de consulta pública nacional e 
internacional de una resolución “Por la cual se expide el reglamento técnico que define los 
contenidos máximos de sodio de los alimentos priorizados en el marco de la Estrategia 
Nacional de Reducción del Consumo de Sodio y se dictan otras disposiciones”, cuyo trámite 
de consulta se adelanta coordinada con el Ministerio de Comercio por considerarse un 
obstáculo técnico al comercio y en el marco de la organización Mundial del Comercio el 
Estado Colombi9ano recibirá las observaciones pertinentes. Con base a la información de la 
Doctora Eliza Cadena (Subd. Salud Alimentos y bebidas MINSALUD) la adopción de la 
Resolución mencionada puede darse a mediados del año 2018. 
 
5. ANTECEDENTES EN LA CORPORACION 
 
Esta iniciativa ha tenido el siguiente trámite en la Corporación: 
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Y frente a las Observaciones que hemos recibido de los ponentes, y en especial del H.C. 
Edwuar Arias, hemos considerado sus comentarios, modificaciones y pertinencia de los 
mismos, los cuales han sido incluidos en la presente iniciativa. De igual manera nos resulta 
importante la observación del H.C. Julián López Sierra, sin embargo consideramos que la 
realización de las campañas frente al tema del proyecto en establecimientos de comercio, no 
exceden las funciones constitucionales y legales de la Administración. Por otra parte hemos 
incorporada algunas de las justificaciones que ha presentado el H.C. Hosman Yaith Martínez 
Moreno, que nos permiten ampliar el espectro de condicionantes necesarios para el 
desarrollo del proyecto. 
 
6. COMPETENCIA DEL CONCEJO 
 
El Concejo de Bogotá es competente para dictar normas relacionadas con el objeto del 
proyecto de acuerdo, según las disposiciones constitucionales mencionadas que obligan al 
Estado a garantizar la salud de los niños y a nivel general de brindarla en condiciones que 
protejan la salud de los colombianos, siendo el bienestar del usuario el eje central y núcleo 
articulador de las políticas en salud. 
 
Así mismo el Decreto Ley 1421 de 1993, en su Artículo 12, Numeral 1, 10 y 25, le concede al 
Concejo atribuciones para dictar normas. 
 
Artículo 12:  
Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 

1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 
funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito.  
(….)  
 

25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
 

PERIODO PRESENTADO PONENTES CONCEPTO 
ADMINISTRACION 

No. 504  de 2017 – Periodo 
de noviembre de 2017 

Edwuar Arias - PONENCIA 
POSITIVA CON 
MODIFICACIONES  
 
Venus Albeiro Silva Coordinador - 
PONENCIA POSITIVA 

 

No. 028 de 2018 – Periodo 
de Febrero de 2018 

NO FUE SORTEADO  

No. 157 de 2018 – Periodo 
de Mayo de 2018 

Pedro Julián López Sierra - 
PONENCIA POSITIVA CON 
MODIFICACIONES. 
 
Hosman Yaith Martínez Moreno 
(coordinador) - PONENCIA 
POSITIVA 
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7. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con el Artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los gastos que genere la presente 
iniciativa se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan Operativo Anual de 
Inversión de las entidades competentes.  
 
Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante lo anterior, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, 
no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa, afirmando: 
 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 
2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 
 
“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma 
de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

 
Con fundamento en los argumentos expuestos, ponemos a consideración del Honorable 
Concejo de la Ciudad la presente iniciativa. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
ALVARO ARGOTE MUÑOZ 
Concejal de Bogotá 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
CELIO NIEVES HERRERA 
Concejal de Bogotá  
 
 
 
 

 
XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal de Bogotá 
 

 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO 
Concejal de Bogotá - Vocero 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 282 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL PROGRAMA ESPECIAL DE FOMENTO Y 

PROMOCIÓN PARA REDUCIR EL CONSUMO DE SAL Y DE AZÚCAR EN EL DISTRITO 
CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial de las que le 
confiere el numeral 1 y 25 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
 

ACUERDA: 
 

ARTÍCULO 1. Objeto. Créese el programa especial de fomento y promoción para reducir el 
consumo de sal y de azúcar en el Distrito Capital, con el fin de disminuir la incidencia y 
prevalencia de enfermedades crónicas no transmisibles y la tasa de sobrepeso y obesidad 
de la población de la Ciudad de Bogotá.  
 
ARTICULO 2. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaria Distrital de Salud o 
quien haga sus veces y en coordinación con los gobiernos locales, implementará el 
programa especial de fomento y promoción para reducir el consumo de sal y de azúcar de 
los habitantes del Distrito Bogotá. 
 
Impleméntense piezas comunicativas que resalten la importancia de la reducción del 
consumo de sal y azúcar, que serán expuestas en lugar visible de los establecimientos 
comerciales que expendan alimentos de la Ciudad de Bogotá, con el siguiente mensaje: “el 
exceso de sal y de azúcar son perjudiciales para la salud”, y se mencionará el presente 
acuerdo. 
 
Se adelantaran campañas permanentes en las entidades públicas y en los establecimientos 
comerciales que expendan alimentos de la ciudad de Bogotá con el fin de reducir el uso de 
sal y de azúcar al preparar los alimentos; y retirando la y el azúcar de la mesa. 
 
ARTICULO 3. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaria Distrital de Salud y de 
la Secretaria Distrital de Educación o quienes hagan sus veces, implementará el programa 
especial de promoción para disminuir el consumo de sal y de azúcar en los colegios públicos 
y privados de la Ciudad y con el apoyo de los Gobiernos Locales se adelantará el programa 
con la comunidad en general. 
 
ARTICULO 4. En todo caso las acciones del programa especial de fomento y promoción 
para reducir el consumo de sal y de azúcar de que habla el presente acuerdo se realizarán 
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en el marco de la disponibilidad presupuestal y misional del sector de Salud, Educación y de 
los Gobiernos Locales del Distrito Capital. 
 
ARTICULO 5. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.  

 
 
 

PUBLÍQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 283 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR EL CUAL SE FOMENTA Y APOYA EL VOLUNTARIADO EN SALUD Y BIENESTAR 

EN EL DISTRITO CAPITAL” 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
1. OBJETO DEL PROYECTO  
 
El presente proyecto de la Bancada del Polo Democrático Alternativo busca fomentar y 
reconocer las acciones del voluntariado en salud y bienestar como expresión de toda 
persona natural o jurídica que libre y responsablemente, sin recibir remuneración de carácter 
laboral ofrece su tiempo, talento y capacidades para apoyar las acciones, recomendaciones, 
consejos y medidas preventivas para mejorar las condiciones en la salud y el bienestar de la 
comunidad en general5. 
 
2. ANTECEDENTES  
 
Para las Naciones Unidas “el voluntariado es una vía poderosa para que cada vez más 
gente se una a la causa. El voluntariado y los voluntarios están ampliando el espacio en el 
cual alcanzamos el futuro que queremos al involucrar cada vez a más personas en la 
planificación local y nacional, y en la acción para cumplir con la Agenda 2030” (Naciones 
Unidas, 2017) . 
 
En la Cumbre Mundial de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible celebrada el 
25 de septiembre de 2015, los líderes mundiales aprobaron la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible, la cual incluye un conjunto de 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible 
(ODS), conocidos como Objetivos Mundiales, para poner fin a la pobreza, luchar contra las 
desigualdades y la injusticia y abordar el cambio climático de aquí a 2030. Estos objetivos 
mundiales son universales, inclusivos y representan un compromiso valiente con las 
personas y el planeta. La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible reconoce 
explícitamente a los grupos de voluntarios como actores para alcanzar los diecisiete ODS. 
 
“El voluntariado refuerza el compromiso cívico, protege la inclusión social, afianza la 
solidaridad y solidifica el sentido de apropiación de los resultados de desarrollo. El 
voluntariado es, por naturaleza, un importante vehículo para el desarrollo sostenible. Permite 
a las personas y comunidades participar en su propio crecimiento. Gracias al voluntariado, 
los ciudadanos construyen su propia resiliencia, amplían su conocimiento básico y adquieren 
un sentido de la responsabilidad para sus propias comunidades. El voluntariado consolida la 

                                                           
5 En el Objeto del proyecto de acuerdo se incluyen algunos elementos definidos en los Artículos 1º y 3º 

de  La Ley 720 de 2001 “Por medio de la cual se reconoce, promueve y regula la acción voluntaria de 

los ciudadanos colombianos”. 
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cohesión social y la confianza al promover acciones individuales y colectivas, lo que conlleva 
efectos sostenibles para las personas mediante las personas. El voluntariado refuerza el 
compromiso cívico, protege la inclusión social, afianza la solidaridad y solidifica el sentido de 
apropiación de los resultados de desarrollo. Los voluntarios pueden proporcionar asistencia 
técnica y completar las capacidades en todas las áreas de metas temáticas. Proporcionan 
servicios básicos, ayudan a transferir capacidades y a fomentar intercambios de buenas 
prácticas, y añaden una valiosa experiencia internacional y local gracias a los intercambios 
nacionales, ….Los voluntarios ayudan a no dejar a nadie atrás al llegar a las personas, 
incluso a aquellas marginadas o de difícil acceso, para que su voz y conocimientos se 
incluyan en las acciones colectivas. Muchos de los ODS apelan a actitudes a largo plazo y 
cambios en el comportamiento como, por ejemplo, la forma en la que convivimos o en la que 
consumimos. Los voluntarios facilitan el cambio de mentalidad al generar conciencia o 
defender estos cambios e inspirar otros”  (Naciones Unidas, 2017). 
Así como lo plantean las Naciones Unidas frente al Voluntariado, esta iniciativa está 
enfocada en resaltar y apoyar la labor de los Voluntarios que frente a las buenas prácticas 
en la salud que redunden en el bienestar, incluyendo hábitos alimenticios, de actividad física 
y que permitan cambios en la mentalidad a través de los cambios logrados, es así como un 
factor importante está en hacer énfasis en las practicas del autocuidado y de la medicina 
preventiva. 
 
Para el Portalfarma el autocuidado se puede definir como “la actitud y aptitud para realizar 
de forma voluntaria y sistemática actividades dirigidas a conservar la salud y prevenir 
enfermedades; y cuando se padece una de ellas, adoptar el estilo de vida más adecuado 
para frenar la evolución. Constituye el primer escalón en el mantenimiento de la calidad de 
vida de cada persona”. 
 
En tanto La medicina preventiva es la “especialidad médica encargada de la prevención de 
las enfermedades, basada en un conjunto de actuaciones y consejos médicos, esta se aplica 
en el nivel asistencial tanto en atención especializada u hospitalaria como atención primaria. 
Tiene distintas facetas según la evolución de la enfermedad, y se pueden distinguir cuatro 
tipos de prevención en medicina: Prevención primaria: son un conjunto de actividades 
sanitarias que se realizan tanto por la comunidad o los gobiernos como por el personal 
sanitario antes de que aparezca una determinada enfermedad; Prevención secundaria: 
también se denomina diagnóstico precoz, cribado, o screening. Su propósito es la detección 
y tratamiento de la enfermedad en estadíos muy precoces; Prevención terciaria: es el 
conjunto de actuaciones médicas encaminadas a prevenir las complicaciones y secuelas de 
una enfermedad ya establecida; yla  Prevención cuaternaria: el conjunto de actividades 
sanitarias que atenúan o evitan las consecuencias de las intervenciones innecesarias o 
excesivas del sistema sanitario” (SANITAS). 
 
 
Unos de los aspectos que se deben atender desde el enfoque de los habitas y 
recomendaciones a través de los voluntarios en salud y bienestar son los diagnósticos de la 
Organización Mundial de la Salud, que reconoce que el elevado consumo de sodio (que no 
debería superar 2 gramos/día, equivalente a 5 gramos de sal por día) y la absorción 
insuficiente de potasio (menos de 3,5 gramos por día) contribuyen a la hipertensión arterial y 
aumentan el riesgo de cardiopatía y accidente cerebrovascular. La mayoría de las personas 
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consumen demasiada sal, de 9 a 12 gramos por día en promedio, es decir, dos veces la 
ingesta máxima recomendada (OMS ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SALD, 2016).  
 
Igualmente la OMS ha certificado que un consumo de sal inferior a 5 gramos diarios en el 
adulto contribuye a disminuir la tensión arterial y el riesgo de enfermedad cardiovascular, 
accidente cerebrovascular e infarto de miocardio. El principal beneficio de reducir la ingesta 
de sal es la correspondiente disminución de la hipertensión arterial (OMS ORGANIZACION 
MUNDIAL DE LA SALD, 2016). 
 
Los Estados Miembros de la OMS han acordado reducir en un 30% el consumo de sal de la 
población mundial de aquí a 20256. Razón para emprender acciones que impliquen que este 
tipo de acciones que favorezcan la salud pública en la Ciudad, no solo apuntan al bienestar 
de los ciudadanos sino que la reducción generará un año más de vida sana a un costo 
inferior al ingreso anual medio o al producto interno bruto por persona. 
 
Los colombianos ingieren, en promedio, 12 gramos por día de sal (EL TIEMPO, 2016). Lo 
cual sin duda, coloca a los colombianos y a los bogotanos como una de las poblaciones con 
mayor riesgo asociados al excesivo consumo de sal. 
 
En el marco del Índice de Prosperidad que ha sido implementado en las encuestas 
multipropósito de 2011 y 2014, es claro que las  variables que tienen un  mayor  impacto  
positivo  sobre  el  ingreso  son  hacer  deporte  o  limitar  el  consumo  excesivo  de  sal,  
azúcar, grasas o alcohol, a nivel mundial este índice y el impacto que genera el exceso de 
sal o de azúcar o de los dos, influyen en el resultado del índice (SECRETARIA DISTRITAL 
PLANEACION DE BOGOTA, 2013) (Alcaldia Mayor de Bogotá). 
 
La OMS considera que cada año se podría evitar 2,5 millones de defunciones si el consumo 
de sal a nivel mundial se redujera al nivel recomendado. No obstante no contamos con la 
información de cuantas defunciones se producen en Bogotá por el exceso de consumo de 
sal, sin embargo hay que reconocer la premisa descrita por el Ministerio de Salud que 
informa que “hay que reducir la ingesta de sal en la población con el propósito de prevenir 
enfermedades como la hipertensión, considerada el principal factor de riesgo para el 
desarrollo de enfermedad cardiovascular y cerebrovascular, y otras como las renales, el 
cáncer gástrico y la osteoporosis” (MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2015). 
 
 
La reducción del consumo de azúcar es otro de nuestros objetivos, toda vez que para la 
Organización Mundial de la Salud una ingesta elevada de azúcares libres7 es preocupante 

                                                           
6 La Organización Mundial de la Salud es el organismo de las Naciones Unidas especializado en salud, 

creado el 7 de abril de 1948, cuyo objetivo principal es que todos los pueblos puedan gozar del grado 

máximo de salud que se pueda lograr. Se caracteriza por gestionar políticas de prevención, promoción 

e intervención en salud a nivel mundial. Colombia forma parte de dicho Organismo desde el 14 de 

mayo de 1959 
7 Según la OMS La expresión «azúcares libres» son: «todos los monosacáridos y disacáridos añadidos a los alimentos por 

el fabricante, el cocinero o el consumidor, más los azúcares naturalmente presentes en la miel, los jarabes y los jugos de 

frutas y los concentrados de jugos de frutas». Los azúcares libres se diferencian de los azúcares intrínsecos que se 

encuentran en las frutas y las verduras enteras frescas. Como no hay pruebas de que el consumo de azúcares  intrínsecos 
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por su asociación con la mala calidad de la dieta, la obesidad y el riesgo de contraer 
enfermedades no transmisibles8 (ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SALUD, 2015). 
 

Otro aspecto relevante que debe ser tratado inicialmente desde la prevención sin duda es el 
consumo de azúcar y al respecto La OMS, ha planteado que para la reducción de azucares 
libres en las dietas de los habitantes, ha calificado las recomendaciones como “firmes” dada 
la calidad de los datos probatorios, y considera que deben ser adoptadas  como  políticas  
en  la mayoría de los contextos. 
 
En consecuencia las recomendaciones de la OMS son las siguientes: 
 

La OMS recomienda una ingesta reducida de azúcares libres a lo largo de toda la vida 
(recomendación firme). 
 
Tanto en adultos como en niños, la OMS recomienda reducir la ingesta de azúcares 
libres a menos del 10% de la ingesta calórica total (recomendación firme). 
 
La OMS sugiere que se reduzca aún más la ingesta de azúcares libres a menos del 
5% de la ingesta calórica total (recomendación condicional) (ORGANIZACION 
MUNDIAL DE LA SALUD, 2015). 

 
En este contexto el Ministerio de Salud y Protección Social resalta la importancia de un 
consumo moderado de azúcar porque su exceso conlleva a la generación de enfermedades 
relacionadas con la obesidad, la diabetes y patologías coronarias. 
 
Los azucares son esenciales para el funcionamiento del cuerpo humano, estos hacen parte 
de los carbohidratos (harinas y azucares) y generan la energía necesaria para su 
funcionamiento, pero los azúcares refinados no deben exceder el 10%. Hay que tener en 
cuenta que los alimentos pueden contener distintos tipos de azúcares: de origen natural 
como el que ese encuentra en la miel y frutas frescas, y el azúcar refinada que se adiciona 
como ingrediente a las bebidas gaseosas, jugos, helados, vinos, productos de repostería y 
panadería, postres, mermeladas, salsa de tomate, entre muchos otros. El organismo los 
asimila y, con la participación de la insulina (una hormona que fabrica el páncreas), ayuda a 
que las células utilicen la glucosa (el azúcar que corre por la sangre) para dar esa energía 
(MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2014).  
 
El exceso de azúcar o de carbohidratos se convierte en grasa que se acumula en el cuerpo y 
genera la crisis de la obesidad, en Colombia 5,7 millones de personas adultas (17,6 % de la 
población) están afectadas por sobrepeso y obesidad, flagelo compromete a 3 de cada 10 

                                                                                                                                                                                                      

tenga efectos adversos para la salud, las  recomendaciones de la directriz no se  aplican al consumo de los azúcares 

intrínsecos presentes en las frutas y las verduras enteras frescas (ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SALUD, 2015). 
8 Con base a la OMS, Las enfermedades no transmisibles constituyen la principal causa de mortalidad, pues provocaron en 

2012 38 millones (68%) de los 56 millones de muertes en todo el mundo. Más del 40% de esas muertes (16 millones) 

fueron prematuras (es decir, antes los 70 años de edad). Casi tres cuartas partes de todas las muertes por enfermedades no 

transmisibles (28 millones), y la mayoría de las muertes prematuras (82%), ocurrieron en países de ingresos bajos y 

medianos. Los factores de riesgo modificable, como la mala alimentación y la falta de ejercicio físico, se encuentran ente 

las causas más frecuentes de las enfermedades no transmisibles; también son factores de riesgo para la obesidad. 
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niños, con cerca de 500 mil menores afectados (EL TIEMPO, 2017). Este sobrepeso o  el 
índice de masa corporal elevado se relaciona con enfermedades degenerativas y los 
cánceres de esófago, colon, recto, hígado, vesícula, páncreas, mama, útero, ovario, riñón, 
tiroides y leucemias (EL TIEMPO, 2017). 
 
El MINSALUD recomienda, tener presente el consumo del azúcar “invisible”, es decir aquella 
que está presente en muchos alimentos que se toman a diario o de manera frecuente y de la 
que no se tiene un conocimiento claro de la cantidad exacta; por ejemplo: 

 
- Una lata de gaseosa puede contener el equivalente a 9,8 cucharaditas de azúcar 
(90% de la ingesta diaria total recomendada de azúcar). 
 
- En un jugo de fruta industrializado, el contenido de azúcar puede ser equivalente 
hasta 12 cucharaditas (110% de la ingesta diaria total recomendada. 
 
- Cada tinto en la oficina puede agregar a nuestro consumo diario de azúcar, dos 
cucharaditas por pocillo. 
 
- En una hamburguesa casi todos sus ingredientes contienen azúcar invisible: el pan, 
la salsa de tomate, la mostaza. (MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2014) 
 

 
3. JUSTIFICACIÓN  
 
No hay otra justificación para este proyecto que apoyar un derecho fundamental de los 
Ciudadanos de la Capital de gozar de mejores condiciones de vida, a través de la labor de 
los voluntarios en salud y bienestar, que de manera desinteresada y espontanea puedan 
apoyar y generar oportunidades para la comunidad a través de la orientación, 
recomendaciones y consejos necesarios y saludables que hagan mejorar sus condiciones. 
Incluso estos voluntarios son en muchos casos personas que han sabido superar una 
enfermedad y que se han mejorado gracias a mucha dedicación y fuerza de voluntad y se 
convierten en inspiración para otras personas que afrontan los mismos problemas en la 
salud. 
 
 
Con la implementación de prácticas saludables, de buenos hábitos y de consejos frente a la 
actividad física, que puedan ser impartidos por los voluntarios en la salud y el bienestar se 
logrará una mejor salud pública de los adultos, niños, niñas y adolescentes de Bogotá. Basta 
con revisar las cifras de personas afectadas por enfermedades derivadas del consumo 
excesivo de sal y de azúcar. Para el caso de la azúcar el 30% de la población mundial está 
afectada por problemas de sobrepeso y obesidad, con sus enfermedades derivadas de la 
misma obesidad (enfermedades degenerativas, diabetes, y los cánceres de esófago, colon, 
recto, hígado, vesícula, páncreas, mama, útero, ovario, riñón, tiroides y leucemias). Ya 
dejamos clara la cifra de la obesidad en Colombia, donde el 17,6 % de la población están 
afectadas por sobrepeso y obesidad, y a 3 de cada 10 niños, con cerca de 500 mil menores 
afectados (EL TIEMPO, 2017). 
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Para MINSALUD y con base a la Encuesta Nacional de Situación Nutricional en Colombia 
(ENSIN) 2010, la situación es más crítica y  muestra que cerca del 5% de los niños menores 
de 5 años tienen exceso de peso y en la medida que se aumenta la edad este porcentaje se 
va incrementando hasta llegar a la edad adulta (18 a 64 años) a que cerca de uno de cada 
dos personas adultas (51,2%) presenten algún grado de exceso de peso (MINISTERIO DE 
SALUD DE COLOMBIA, 2014). 
 
Frente al consumo excesivo de sal, la OMS ha determinado que cada año se podría evitar 
2,5 millones de defunciones si el consumo de sal a nivel mundial se redujera al nivel 
recomendado. Para el Ministerio de Salad “hay que reducir la ingesta de sal en la población 
con el propósito de prevenir enfermedades como la hipertensión, considerada el principal 
factor de riesgo para el desarrollo de enfermedad cardiovascular y cerebrovascular, y otras 
como las renales, el cáncer gástrico y la osteoporosis”.  
 
La Encuesta Nacional de Situación Nutricional (2010),  muestra que el 16.7% de los 
colombianos adiciona más sal a sus alimentos después de servidos en la mesa. Bogotá es la 
zona donde en mayor proporción se hace (21.3%), particularmente en niveles 1 y 2 de 
Sisbén. (MINISTERIO DE SALUD DE COLOMBIA, 2015). 
 
4. SUSTENTO JURÍDICO 
 
Dentro del marco jurídico que soporta el presente proyecto se pueden mencionar los 
siguientes: 
 
Aspectos constitucionales: 
 
Artículo 2. "Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la 
Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan y en la 
vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y 
la vigencia de un orden justo." (Negrilla de los autores de la Iniciativa). 
 
ARTICULO 49. Modificado por el Acto Legislativo No 02 de 2009. Reglamentado por la Ley 
1787 de 2016. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios 
públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios 
de promoción, protección y recuperación de la salud. 
…….. 
Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su salud y la de su 
comunidad. 
 
ARTICULO 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población 
son finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de 
las necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua 
potable. 
…….. 
 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5061 

Aspectos legales y normativos: 
 
Ley 720 de 2001. “Por medio de la cual se reconoce, promueve y regula la acción voluntaria 
de los ciudadanos colombianos”. Esta Ley, establece los preceptos para el desarrollo del 
voluntariado en Colombia, dentro de ellos el voluntariado en salud y bienestar, definida como 
Actividad de Interés General dentro de la Acción Voluntaria (según aparte del artículo 4 de la 
Ley 720 de 2001). 
 
También la Ley 720 en sus artículo 3º, define los siguientes conceptos: "Voluntariado" Es el 
conjunto de acciones de interés general desarrolladas por personas naturales o jurídicas, 
quienes ejercen su acción de servicio a la comunidad en virtud de una relación de carácter 
civil y voluntario. 
"Voluntario" Es toda persona natural que libre y responsablemente, sin recibir remuneración 
de carácter laboral, ofrece tiempo, trabajo y talento para la construcción del bien común en 
forma individual o colectiva, en organizaciones públicas o privadas o fuera de ellas. 
 
En el artículo 5º de la Ley 720 de 2001 se identifican los principios de la Acción Voluntaria: a) 
La libertad como principio de acción tanto de los voluntarios como de los destinatarios, 
quienes actuarán con espíritu de unidad y cooperación; b) La participación como principio 
democrático de intervención directa y activa de los ciudadanos en las responsabilidades 
comunes, promoviendo el desarrollo de un tejido asociativo que articule la comunidad desde 
el reconocimiento de la autonomía y del pluralismo; c) La solidaridad como principio del 
bien común que inspira acciones en favor de personas y grupos, atendiendo el interés 
general y no exclusivamente el de los miembros de la propia organización; d) El 
compromiso social que orienta una acción estable y rigurosa, buscando la eficacia de sus 
actuaciones como contribución a los fines de interés social; e) La autonomía respecto a los 
poderes públicos y económicos que amparará la capacidad crítica e innovadora de la Acción 
Voluntaria; f) El respeto a las convicciones y creencias de las personas, luchando contra las 
distintas formas de exclusión; g) En general todos aquellos principios inspiradores de una 
sociedad democrática, pluralista, participativa y solidaria. 
 
LEY ESTATUTARIA 1751 DE 2015 “POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES”. 
 
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho fundamental a la 
salud, regularlo y establecer sus mecanismos de protección. 
 
Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. El derecho 
fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 
 
Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad para 
la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. El Estado adoptará políticas 
para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades de 
promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las 
personas. De conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como 
servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, 
organización, regulación, coordinación y control del Estado. 
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LEY 1355 DE 2009 “POR MEDIO DE LA CUAL SE DEFINE LA OBESIDAD Y LAS 
ENFERMEDADES CRÓNICAS NO TRANSMISIBLES ASOCIADAS A ESTA COMO UNA 
PRIORIDAD DE SALUD PÚBLICA Y SE ADOPTAN MEDIDAS PARA SU CONTROL, 
ATENCIÓN Y PREVENCIÓN”. 
 
Artículo 1°. Declárase. La obesidad como una enfermedad crónica de Salud Pública, la cual 
es causa directa de enfermedades cardiacas, circulatorias, colesterol alto, estrés, depresión, 
hipertensión, cáncer, diabetes, artritis, colon, entre otras, todos ellos aumentando 
considerablemente la tasa de mortalidad de los colombianos. 
 
LEY 1438 DE 2011 "POR MEDIO DE LA CUAL SE REFORMA EL SISTEMA GENERAL 
DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES". 
 
Artículo 10. Uso de los recursos de promoción y prevención. El Gobierno Nacional será 
de responsable de la política de salud pública y de garantizar la ejecución y resultados de las 
acciones de promoción de la salud y la prevención de la enfermedad como pilares de la 
estrategia de Atención Primaria en Salud, para lo cual determinará la prioridad en el uso de 
los recursos que para este fin administren las entidades territoriales y las Entidades 
Promotoras de Salud. 
 
ACUERDO 645 DE 2016 “POR EL CUAL SE ADOPTA EL PLAN DE DESARROLLO 
ECONÓMICO, SOCIAL, AMBIENTAL Y DE OBRAS PÚBLICAS PARA BOGOTÁ D.C. 
2016 - 2020 “BOGOTÁ MEJOR PARA TODOS” 
 
Artículo 17. Atención integral y eficiente en salud 
 
……promoción de la salud y prevención de la enfermedad, a partir de la identificación, 
clasificación e intervención del riesgo en salud, basándose en un modelo de salud positiva, 
corresponsabilidad y autocuidado, riesgo compartido, salud urbana y en una estrategia de 
Atención Primaria en Salud Resolutiva, que se soporta en equipos especializados que 
ofrecen servicios de carácter esencial y complementario y que cubren a las personas desde 
el lugar de residencia hasta la institución hospitalaria…… 
 
RESOLUCIÓN 333 DE 2011 DEL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL DE 
COLOMBIA.  
Los productos industrializados que tienen etiquetado nutricional, brindan información sobre 
el contenido de sodio; de acuerdo con la Resolución 333 de 2011, estos son los valores y se 
interpretan así: 
  
* Libre de sodio: contiene menos de 5 mg. por porción 
* Muy bajo contenido de sodio: hasta 35 mg. por porción 
* Bajo en sodio: contiene máximo 140 mg. por porción. 
 
RESOLUCIÓN 429 DE 2016 DEL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL DE 
COLOMBIA.  
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Adopta la Política de Atención Integral en Salud, la cual atiende la naturaleza y contenido del 
derecho fundamental a la salud y de la seguridad social en salud a la garantía del derecho a 
la salud de la población, generando un cambio de prioridades del Estado como regulador y 
la subordinación de las prioridades e intereses de los integrantes a los objetivos de la 
regulación, que centra el sistema en el ciudadano. 
 
5. COMPETENCIA DEL CONCEJO 
 
El Concejo de Bogotá es competente para dictar normas relacionadas con el objeto del 
proyecto de acuerdo, según las disposiciones constitucionales mencionadas que obligan al 
Estado a garantizar la salud de los niños y a nivel general de brindarla en condiciones que 
protejan la salud de los colombianos, siendo el bienestar del usuario el eje central y núcleo 
articulador de las políticas en salud. 
 
Así mismo el Decreto Ley 1421 de 1993, en su Artículo 12, Numeral 1, 10 y 25, le concede al 
Concejo atribuciones para dictar normas. 
 
Artículo 12:  
Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 

2. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 
funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito.  
(….)  
 

10. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la desconcentración y la 
participación y veeduría ciudadanas. 
(….)  
 

25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
 

6. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con el Artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los gastos que genere la presente 
iniciativa se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan Operativo Anual de 
Inversión de las entidades competentes.  
 
Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante lo anterior, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, 
no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa, afirmando: 
 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 
2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 
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“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma 
de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

 
7. TRAMITE EN LA CORPORACIÓN 
 
El Proyecto ha sido presentado en una oportunidad y se han acogido las observaciones de 
los ponentes y de la Administración en este nuevo periodo. El trámite que tuvo el proyecto 
fue: 
 

No. 
Proyect

o 

Fecha 
Radicaci
ón Autor 

COMISIÓ
N 

TITULO 
PROYECT

O 

AUTORE
S) 

PONENTES 
Hs.Cs.  

CONCEPTO DE 
LA 

ADMINISTRACI
ON 

163 
16 de 
marzo 

Segunda 

"Por el 
cual se 

fomenta y 
apoya el 

voluntaria
do en 

salud y 
bienestar 

en el 
Distrito 
Capital” 

Hs.Cs. 
Álvaro 
José 

Argote 
Muñoz, 
Celio 

Nieves 
Herrera, 

Xinia 
Rocio 

Navarro 
Prada y 
Manuel 

José 
Sarmient
o Arguello 

Ricardo Correa - 
PONENCIA 
POSITIVA   
 
Ruben Torrado -  
PONENCIA 
POSITIVA CON 
MODIFICACION
ES 

VIABLE 
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Con fundamento en los argumentos expuestos, ponemos a consideración del Honorable 
Concejo de la Ciudad la presente iniciativa. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
ALVARO ARGOTE MUÑOZ 
Concejal de Bogotá 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
CELIO NIEVES HERRERA 
Concejal de Bogotá  
 
 
 
 

 
XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal de Bogotá 
 

 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO 
Concejal de Bogotá - Vocero 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 283 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR EL CUAL SE FOMENTA Y APOYA EL VOLUNTARIADO EN SALUD Y BIENESTAR 

EN EL DISTRITO CAPITAL” 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial de las que le 
confiere el numeral 1, 10 y 25 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
ACUERDA: 

 
ARTÍCULO 1. Objeto. Fomentar y reconocer las acciones del voluntariado en salud y 
bienestar como expresión de toda persona natural o jurídica que libre y responsablemente, 
sin recibir remuneración de carácter laboral ofrece su tiempo, talento y capacidades para 
apoyar las acciones, recomendaciones, consejos y medidas preventivas para mejorar las 
condiciones en la salud y el bienestar de la comunidad en general. 
 
PARAGRAFO 1. Las iniciativas desarrolladas en el marco del Voluntariado en salud y 
bienestar se adelantaran con base a las políticas y a los protocolos relacionados con la 
medicina preventiva. 
 
ARTICULO 2. Principios: dentro de los principios que se reconocen en el voluntariado en 
salud y bienestar se encuentran en general la libertad, la participación, la solidaridad, el 
compromiso social, la autonomía, la democracia, la justicia, y el respeto a las convicciones y 
creencias de las personas, y en el marco de los principios definidos en el Artículo 5 de la Ley 
720 de 2001 “por medio de la cual se reconoce, promueve y regula la acción voluntaria de 
los ciudadanos colombianos”. 
 
ARTICULO 3. La Secretaria Distrital de Salud se encargará de las actividades relacionadas 
con el con el fomento y reconocimiento de las acciones del voluntariado en salud y 
bienestar. 
 
ARTICULO 4. Se establece el día 5 de diciembre de cada año como el Día del Voluntariado 
en Salud y Bienestar en Bogotá D.C. 
 
ARTICULO 5. En todo caso las acciones e iniciativas de voluntariado en salud y bienestar 
de que habla el presente acuerdo se realizarán en el marco de la disponibilidad presupuestal 
y misional del sector salud. 
 
ARTICULO 6. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.  

 
 

PUBLÍQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 284 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR MEDIO DEL CUAL SE DECLARA COMO RESERVA AMBIENTAL NATURAL ÁREA 

PROTEGIDA Y SE CREA EL PROGRAMA ESPECIAL DE PROTECCIÓN, 
RESTAURACIÓN Y REVEGETALIZACIÓN DE LA RESERVA FORESTAL REGIONAL 
PRODUCTORA DEL NORTE DE BOGOTÁ D.C. TOMAS VAN DER HAMMEN Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
1. OBJETO DEL PROYECTO  
 
El presente proyecto de acuerdo de la Bancada del Polo Democrático Alternativo busca 
declarar como reserva ambiental natural de interés público y patrimonio ecológico de Bogotá 
D.C. Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. Tomas Van Der 
Hammen y se crea el programa especial de protección, restauración y revegetalización en 
pro de la sostenibilidad de la Ciudad de Bogotá. 
 
2. ANTECEDENTES  
 
El Distrito Capital cuenta con una extensión de 163.660,94 Ha, de las cuales el 24,41% 
corresponde al área urbana y el restante 76,59% al área rural. Según la Política para la 
Gestión de la Conservación de la Biodiversidad en el Distrito Capital (2010) “El Distrito 
capital posee una diversidad de ecosistemas que asciende a más de 90 tipos rurales y a 
más de 400 unidades ambientales urbanas, en donde habitan más de 600 especies de flora 
y 200 de fauna”9. Biodiversidad que es asociada a la necesidad de mantener la conectividad 
con los ecosistemas de la región, por lo cual la Política de Biodiversidad del Distrito Capital 
definió como área de influencia de la Política el Actual Corredor de conservación Páramo 
Guerrero Chingaza – Cerros Orientales – Sumapaz (Figura 1). No obstantes es necesario 
considerar la existencia del Complejo de Paramo Cruz Verde - Sumapaz el cual aumenta la 
importancia de la conectividad ecosistémica en el soporte de la biodiversidad del distrito 
capital. 
 

                                                           

9 Política Para La Gestión de la Conservación de la Biodiversidad  en el Distrito Capital. 2010. 

Adoptada por el Decreto Distrital 607 De 2011.  
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Como se mencionó anteriormente y en complemento de la importancia ecosistémica de la 
región, el Distrito Capital hace parte del ecosistema estratégico del Páramo de Cruz 
Verde – Sumapaz, el cual es uno de los páramos más grandes del mundo (CAR y UN, 
2004). Con una extensión de 266.750 ha, el complejo de páramos de Cruz Verde - Sumapaz 
se encuentra al suroeste del departamento de Cundinamarca y al noroeste del Meta, incluida 
una pequeña parte del norte del Huila. Comprende un sector de 25 municipios, dentro de los 
cuales los de mayor área son: Bogotá, D. C., San Luis de Cubarral, La Uribe, Guamal y 
Gutiérrez.   
 
Con base en la información del Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander 
von Humboldt, el complejo de Cruz Verde – Sumapaz se encuentra presente en el área del 
Distrito Capital con el 31,74% de su extensión, equivalente a 84.666 hectáreas (Figura 2).  
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Además de sus inmensas potencialidades derivadas de los ecosistemas estratégicos, la 
ciudad soporta grandes atributos en especies de fauna y flora, registrando material genético 
endémico en el Páramo de Sumapaz y en los ecosistemas urbanos de los humedales. 
 
Con base a las Proyecciones poblaciones del DANE para el año 2017 la Ciudad soporta a 
8.080.734 habitantes10, y ha sido declarada como ciudad de Interés Ecológico Nacional (Ley 
99 de 1993, artículo 61)11, en donde su población convive en medio de altos niveles de 
contaminación, generando disminución de la oferta de biodiversidad en la ciudad, 
constituyéndose en una de las principales problemáticas identificadas por la comunidad, 
activistas y población en general. 
 
Según el Decreto 675 de 201112, "Política Pública Distrital de Educación Ambiental", el 
Distrito Capital ha definido como objetivo de educación ambiental “…Consolidar una ética 
ambiental en el Distrito Capital, que coadyuve a la mejora de las condiciones ambientales de 
la ciudad, y que redunde, por lo tanto, en la calidad de vida de quienes transitan, disfrutan y 

                                                           

10 DANE, proyecciones con base al censo poblacional de 2005. 

11 Ley  99 de 1993. Sistema Nacional Ambiental. 

12 Decreto distrital  675 de 2011 “Por medio del cual se adopta y reglamenta la Política Pública 

Distrital de Educación Ambiental y se dictan otras disposiciones”. 
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habitan en ella”.  Esta política no puede convertirse en realidad sin la participación efectiva 
de la ciudadanía en las decisiones que tienen que ver con el destino de la ciudad y de las 
Unidades de Planeación Zonal (UPZ`s), de las Unidades de Planeación Rural (UPR`s), 
localidades, y territorialidades que la conforman.  
 
En un escenario en donde la ciudadanía activa y la territorialidad13 se encuentran en busca 
del mejoramiento de las condiciones ambientales, y en busca de la identificación de los 
conflictos y problemáticas ambientales14 de los territorios del Distrito Capital.  
 
La Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. “Thomas Van der 
Hammen” declarada por el Acuerdo 11 de 2011 de la Corporación Autónoma Regional de 
Cundinamarca - CAR, se localiza (Figura 3) al noroccidente de la ciudad de Bogotá, en la 
Sabana de Bogotá15, centro geográfico de Colombia, sobre el flanco occidental de la 
Cordillera Oriental, parte sur del Altiplano Cundiboyacense, entre los 2.550 y 2.560 msnm. A 
través del Acuerdo 21 de 2014 de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – 
CAR se adoptó el Plan de Manejo Ambiental de la Reserva Forestal Regional Productora del 
Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, 
 
El clima del área de la Sabana de Bogotá donde se localiza la reserva está determinado por 
su localización en la franja Ecuatorial y por la interacción de sistemas de circulación general 
de la atmósfera, como los alisios y la Zona de Confluencia Intertropical con la orografía 
regional, específicamente los elementos de la Cordillera Oriental y de la Sabana de Bogotá 
como los Cerros Orientales por el Este, el Cerro de Majui por el Occidente y el de La 
Conejera por el Sur. 
 

                                                           

13 “Territorialidad, en geografía, es el sentido de pertenencia que muestran los habitantes en relación con el lugar que 

habitan. Se da en hombres y en animales de la misma especie. Incluye la soberanía. La territorialidad produce una instintiva 

acción, generalmente violenta, defender el territorio de ajenas intromisiones. Hombres y animales demarcan sus espacios. 

Los animales con olores que impregnan en árboles y piedras. Los hombres, obedientes al instinto zoológico de la 

territorialidad, con murallas, cercas, hitos, muros y líneas que trazan sobre mapas.” Centro Virtual de Noticias de la 

Educación, Ministerio de Educación Nacional. 

 

14 La problemática ambiental se muestra como resultado de la interacción entre el ser humano y la 

naturaleza, expresada en el agotamiento de los recursos naturales y en el deterioro del ambiente. Los 

problemas ambientales mundiales más comunes y que en mayor o menor grado afectan a nivel local 

están: efecto invernadero, lluvia ácida, destrucción de la capa de ozono; contaminación ambiental de 

suelos, agua y aire, tal como erosión, pérdida de la biodiversidad, pobreza, superpoblación, 

deforestación, violencia, drogadicción, tabaquismo, ruido, desechos nucleares, quemas, destrucción del 

paisaje, consumismo, apropiación y/o destrucción de la biodiversidad con fines monopólicos privados, 

entre otros. Vélez Hildebrando, Resiliencia, Iniciativa Ambiental (2005). 
15 El Artículo 61º de la Ley 99 de 1993,  “Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles 

aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya 

destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal”. 
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Figura 3. Ubicación de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá 
D.C. “Thomas Van der Hammen” (Fuente: Plan de Manejo Ambiental de la Reserva 
Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, CAR, 
2014)  
El área de la reserva se enmarca en elementos de la Estructura Ecológica Principal del 
Distrito Capital y la Región, como son: la Zona de Manejo y Preservación Ambiental del río 
Bogotá y el Parque Ecológico Distrital Humedal de La Conejera en su sector Sur occidental; 
el Parque Ecológico Distrital Cerro de La Conejera al Sureste; el Parque Ecológico Distrital 
Humedales de Torca y Guaymaral por el Noreste, y la reserva forestal protectora Bosque 
Oriental de Bogotá por el Este (Figura 4); y constituyen con los demás accidentes 
orográficos de la Altiplanicie Cundiboyacense, una unidad biogeográfica en el ámbito 
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regional y una bioregión homogénea muy particular de la Cordillera Oriental incrustada en el 
norte de los Andes, que alberga en su conjunto una flora y fauna características. 
 

 
Figura 4. Elementos de la Estructura Ecológica Principal del Distrito Capital y la Región de la 
Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. “Thomas Van der 
Hammen” (Fuente: Plan de Manejo Ambiental de la Reserva Forestal Regional Productora 
del Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, CAR, 2014)  
La reserva forestal se localiza en terrenos rurales de las localidades de Suba y Usaquén del 
Distrito Capital (Figura 5), con un área total de 1.395,16 hectáreas, los cuales acogen lo 
establecido en las Resoluciones 475 y 621 de 2000, expedidas por el entonces Ministerio de 
Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial. 
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Figura 5. Límites de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. 
“Thomas Van der Hammen” (Fuente: Plan de Manejo Ambiental de la Reserva Forestal 
Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, CAR, 2014)  
 
 
Síntesis de las Unidades de Manejo Ambiental  
 
De acuerdo con las zonas definidas por cada categoría, se estableció la zonificación 
ambiental para la reserva (figura 6): 
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Figura 6. Unidades de Manejo Ambiental de la Reserva Forestal Regional Productora del 
Norte de Bogotá D.C. “Thomas Van der Hammen” (Fuente: Plan de Manejo Ambiental de 
la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der 
Hammen”, CAR, 2014)  
 
Mapa de capacidad de uso del suelo (figura 7) para el área de la reserva forestal 

 
Figura 7. Capacidades de uso de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de 
Bogotá D.C. “Thomas Van der Hammen” (Fuente: Plan de Manejo Ambiental de la 
Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, 
CAR, 2014)  
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Usos actuales del suelo en la reserva 
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(Fuente: Plan de Manejo Ambiental de la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de 
Bogotá D.C. “Thomas van der Hammen”, CAR, 2014  
 
 
Estructura de la propiedad 
 
De acuerdo con el documento Informe Final Fase 2 (CAR et al., 2011), la zona relacionada 
con la Reserva Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá D.C.,” Thomas Van der 
Hammen” estuvo conformada inicialmente por comunidades Muiscas, en el período 
comprendido entre el siglo I a.C. al VIII d.C. Los humedales ocuparon grandes extensiones 
en la Sabana, y los Muiscas fueron visitantes permanentes de las rondas, sirviéndose de la 
biodiversidad allí existente y obteniendo en estas áreas alimentos proteínicos a partir de la 
cacería o de la cría de peces. 
 
Con la llegada de los españoles a América se inicia el cambio en la concepción cultural 
sobre el ambiente y el mundo de los grupos indígenas; a finales del siglo XVI se tomó 
posesión militar de los territorios indígenas y los europeos recibieron, de parte de la corona 
española, la asignación de estas áreas con sus pobladores, con el compromiso de 
adoctrinarlos en la religión católica y enseñarles el castellano, lo cual fue conocido como 
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“encomienda”. A esto se ligó también la influencia de los misioneros católicos (dominicos y 
franciscanos), los cuales arribaron a la región cerca del año 1550 para fundar órdenes y 
adelantar una campaña de erradicación de las costumbres y prácticas rituales indígenas 
celebradas en ríos, bosques y pantanos (humedales), para lo cual adquirió vigencia la 
creación de centros doctrineros en lo que más tarde fueron los resguardos de Bosa, 
Fontibón, Engativá, Usme, Suba y Usaquén, principalmente. 
La zona se encontraba distribuida en grandes haciendas entre las cuales se tienen La 
Conejera, El Noviciado, Tibaitatá, Hatogrande, Yerbabuena, Fusca, Tiquiza y Gagua, cada 
una con su particular historia de posesiones y sucesiones y con sus respectivos propietarios, 
todos pertenecientes a familias santafereñas. 
 
La historia de la propiedad en la zona correspondiente al área de estudio se inicia con la 
apropiación de las tierras de los indios por parte de los jesuitas y de su traslado posterior a 
manos de particulares en el siglo XVIII. Durante la primera parte del siglo XX, el norte de 
Bogotá y por ende – la zona de estudio – no fue escenario importante de transacciones 
comerciales pero, con la perspectiva de la construcción de vías como la Autopista Norte (Av. 
Paseo de los Libertadores), a partir de 1950 se inició un comercio intenso de la tierra. 
 
Entre los años de 1941 y 1958 se fragmentaron las haciendas más importantes de la zona 
(La Conejera y Las Mercedes), cuyos propietarios habían constituido empresas de 
parcelación para vender lotes de pequeño y regular tamaño. En los sesentas se observa que 
algunos grupos de personas compraron varios predios; de igual manera empieza a aparecer 
como propietarios en el sector un grupo de familias alemanas, que se consolidan como 
comunidad en los comienzos de los años ochenta. Los años setenta muestran la presencia 
de la Caja Agraria y el proceso de transformación de los propietarios dedicados a 
actividades agropecuarias hacia nuevas actividades como la floricultura y el ingreso de 
empresas inmobiliarias que compran suelo con la expectativa de expansión de la ciudad. 
 
En los años ochenta y primeros años de los noventa, se observó un aumento en la presencia 
de bancos, universidades, colegios y comunidades religiosas como nuevos propietarios. A 
principios del primer decenio del siglo XXI ingresaron en la zona empresas dedicadas al 
cultivo de flores, en particular Porcelain Flowers Ltda. y Colombian Carnations Ltda., 
miembros del Grupo Floramérica perteneciente a la multinacional Dole y luego adquirido por 
el Grupo Nannetti. 
 
 
 
3. JUSTIFICACIÓN  
 
No hay otra justificación para este proyecto que apoyar un derecho fundamental de los 
Ciudadanos de la Capital de gozar de mejores condiciones de vida, a gozar al derecho 
fundamental a un ambiente sano y que los habitantes presentes y futuros de la ciudad 
puedan vivir en una ciudad en donde los preceptos de sostenibilidad se mantengan. 
 
El director de la Corporación Autónoma Regional en entrevista con Noticias UNO (febrero 
13, 2016), dice que “La reserva Van Der Hammen conecta a los cerros orientales con el río 
Bogotá pasando por la localidad de Suba. Los bienes y servicios de esa zona ambiental 
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fueron declarados intocables por la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, 
CAR, hace cinco años. Tres informes de la CAR, sustentados en investigaciones de la 
Universidad Nacional, explican que los predios de la reserva Van Der Hammen 
garantizarán recursos hídricos durante cien años y la existencia de mariposas y aves en 
Bogotá……la CAR recomienda al Distrito no intervenir los bosques, parques y zonas 
verdes de Van Der Hammen”.  
 
Son muchos los estudios realizados por investigadores principalmente de la Universidad 
Nacional de Colombia y la Universidad de Ciencias Aplicadas y Ambientales -UDCA: 
 
En el año 2000, el Ministro del Medio Ambiente creó la Misión de Estudios para la definición 
de lineamientos de política para el desarrollo integral de la Sabana de Bogotá, a la cual le 
asignó la tarea de asesorar al Ministro en la toma 
de decisiones sobre algunos puntos cruciales de 
las discusiones surgidas entre la CAR y el Distrito 
Capital en torno al Plan de Ordenamiento Territorial 
(POT) de la ciudad de Bogotá, y al proyecto de la 
Avenida Longitudinal de Occidente (ALO) en su 
tramo norte. Los miembros de la Misión, conocidos 
como el “Panel de Expertos”, recomendaron al 
gobierno nacional que declarara una franja de 
reserva forestal que conectara estos parches de 
bosque entre sí, asegurando su supervivencia, y 
que protegiera otros componentes fundamentales 
en la zona: los suelos, el agua y el paisaje. Esta 
franja de protección es la misma que propuso 
desde 1998 el profesor Thomas van der Hammen. 
 
Panel de Expertos 
Jorge Acevedo, Eduardo Aldana, Julio Carrizosa, 
Mauricio Correal, Luis Mauricio Cuervo, Raúl 
Jaramillo, Manuel Rodriguez, Rogelio Salmona, 
Germán Samper, Thomas van der Hammem, Luis 
Ricardo Paredes. 
 
 
 
Esta zonificación (Figura 8) fue el resultado del Panel de expertos, la cual no fue firmada por 
Luis Ricardo Paredes. El 17 de mayo de 2000, el Ministerio del Medio Ambiente expidió la 
Resolución 0475, por medio de la cual se opuso a la urbanización general de las cerca de 
cinco mil hectáreas del borde norte de Bogotá, y declaró como Áreas Protegidas a la ronda 
hidráulica y la zona de manejo ambiental del Río Bogotá, a los Parques Ecológicos 
Distritales de Humedales correspondientes a los humedales de Torca y Guaymaral y demás 
cuerpos de agua en esa zona, así como a los sistemas hídricos conectantes con la Reserva 
Forestal Regional del Norte –RFRN 
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Figura 8. Zonificación resultante del Panel de Expertos, Ministro del Medio Ambiente (2000). 
Otros estudios en el área son:  
 

 En el año 2010-2011, la Academia Colombiana de Ciencias Exactas, Físicas y Naturales 
-ACCEFYN, El Instituto de Estudios Urbanos –IEU- de la Universidad Nacional de 
Colombia, la Universidad de Ciencias Ambientales y Aplicadas –UDCA-, el Instituto 
Geográfico Agustín Codazzi y la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca –
CAR, adelantaron estudios de carácter integral al polígono que delimita la Reserva 
Forestal Regional del Norte –RFRN- 
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 Distribución y características de los  suelos  (Ricardo  Siachoque  del IGAC). 

 Aguas freáticas y los sedimentos subsuperficiales  y  su  interacción con los suelos 
(Sergio Gaviria de la Universidad Nacional). 

 Conectividad del sistema hídrico superficial  (Luz  Marina  Cabrera y Alfonso Romero de 
la UDCA). 

 Clima  local  y  sus  interacciones regionales  (Daniel  Pabón, de la Universidad 
Nacional). 

 Coberturas vegetales y sus dinámicas ecológicas (Sandra Cortés, de la Universidad 
Nacional). 

 Distribución y carácter ecológico de los anfibios y reptiles (Laurinette Gutiérrez del IEU). 

 Pequeños mamíferos (Francisco Sánchez y Karin Osbhar, de  la UDCA) 

 Mariposas (Gonzalo Andrade, de la ACCEFYN y de la Universidad  
Nacional) 

 Distribución, conectividad, hábitat y ecología de las aves (Gary  Stiles,  de  la  ACCEFYN 
y Universidad  Nacional  y Loretta Rosselli, de la Universidad Nacional). 

 Historia de las haciendas y los predios entre los siglos XVI y XIX (Henny Santiago, de la 
UDCA). 

 Distribución predial e historia de  la  fragmentación  entre  1941  y  2010  (Gerardo  Ardila  
y  Nelson Pérez  del  IEU  de  la  Universidad Nacional). 

 Historia y análisis económico y  la  evaluación económica de propuestas alternativas 
(Jorge Iván González, del IEU de la Universidad Nacional) 

 Historia y  análisis normativo y jurídico (María Mercedes Maldonado, del IEU de la 
Universidad Nacional). 

 
4. SUSTENTO JURÍDICO 
 
Dentro del marco jurídico que soporta el presente proyecto se pueden mencionar los 
siguientes: 
 
La  Constitución Política de 1991, señaló un conjunto de deberes ambientales a cargo del 
Estado, entre los que sobresalen el artículo 79, estableciendo el deber del Estado de 
proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia 
ecológica y fomentar la educación para lograr estos fines. 
 
Adicionalmente establece en su artículo 80 que el Estado debe planificar el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución…. 
 
La Ley 99 de 1993, que consagró dentro de los principios generales que debe seguir la 
política ambiental colombiana, definidos en su artículo 1°, que la biodiversidad por ser 
patrimonio nacional y de interés de la humanidad debe ser protegida prioritariamente y 
aprovechada en forma sostenible. 
 
Que por su parte el Convenio sobre Diversidad Biológica, aprobado por la Ley 165 de 1994 
tiene como objetivo la conservación de la diversidad, el uso sostenible de sus componentes 
y la participación justa y equitativa en los beneficios derivados del uso de recursos 
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genéticos.  Este convenio tiene entre sus fines rehabilitar y restaurar ecosistemas 
degradados y promover la recuperación de especies amenazadas; armonizar las 
utilizaciones actuales de la biodiversidad con la conservación y utilización sostenible de sus 
componentes; establecer la legislación necesaria para la protección de especies y 
poblaciones amenazadas. 
 
Como antesala al Código de los Recursos Naturales, la Ley 23 de 1973, en su Artículo 2. El 
medio ambiente en un patrimonio común, por lo tanto su mejoramiento y conservación son 
actividades de utilidad pública, en las que deberán participar el Estado y los particulares. 
 
En 1974 con la expedición del Decreto Ley 2811 de 1974 “Código Nacional de los Recursos 
Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente – CNRNR” y en su Artículo 1. El 
ambiente es patrimonio común. El Estado y los particulares deben participar en su 
preservación y manejo, que son de utilidad pública y de interés social. La preservación y 
manejo de los recursos naturales renovables también son de utilidad pública y de interés 
social. 
 
Este Código, predijo el precepto Constitucional y en su Artículo 7. Toda persona tiene 
derecho a disfrutar de un ambiente sano.  
 
De igual manera el CNRNR define en su artículo 206. Se denomina área de reserva forestal 
la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al 
establecimiento o mantenimiento y utilización racional de áreas forestales productoras, 
protectoras o productoras-protectoras. 
 
El Decreto 2372 de 2010, define la ruta para la declaratoria de la Áreas Protegidas y para la 
Reserva FTVDH se guio esta ruta. Este Decreto define en su Artículo 3. EL Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas SINAP, es el conjunto de las áreas protegidas, los actores 
sociales e institucionales y las estrategias e instrumentos de gestión que las articulan, que 
contribuyen como un todo al cumplimiento de los objetivos generales de conservación del 
país.  
 
En su Artículo 10, identifica las categorías de áreas protegidas que conforman el Sinap: 
 
Áreas protegidas públicas: 
a) Las del Sistema de Parques Nacionales Naturales. 
b) Las Reservas Forestales Protectoras. 
c) Los Parques Naturales Regionales. 
d) Los Distritos de Manejo Integrado. 
e) Los Distritos de Conservación de Suelos. 
f) Las Áreas de Recreación. 
 
Áreas Protegidas Privadas: 
g) Las Reservas Naturales de la Sociedad Civil. 
 
Sin embargo al denominarse la Reserva FTVDH, como Reserva Forestal Productora, no 
forma parte del Sistema Nacional de Áreas Protegidas, razón por la cual su régimen jurídico 
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es el establecido en el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables Decreto Ley 
2811 de 1974, artículo 203.  
 
Con base en la NO concertación en 1999 entre la CAR y la Alcaldía de Bogotá frente a los 
temas ambientales del POT y, de conformidad con la Ley 388 de 1997, modificada por la Ley 
507 de 1999, cuando NO existe concertación sobre los asuntos ambientales, entre las 
autoridades ambientales y los distritos o municipios, el Ministerio de Ambiente, deberá 
intervenir pronunciándose sobre los aspectos de desacuerdo de conformidad en el parágrafo 
6 de la Ley 507 de 1999. 
 
El Ministerio de Ambiente, expidió la Resolución 1153 de 1999, la cual estableció que: “para 
adoptar una decisión final que consulte el interés general dentro de los principios que rigen 
la función administrativa, el Ministerio de Ambiente dispuso la conformación de un panel de 
expertos que proporcione recomendaciones frente al tema planteado”. 
Con base al panel de expertos el Ministerio de Medio Ambiente  expidió la Resolución 0475 
de 2000, en donde estableció la Franja de conexión, restauración y protección denominada 
Reserva Forestal Regional del Norte – RFRN-, la cual debería ser declarada por la CAR 
dada su importancia para la región y concertado su Plan de Manejo con el Distrito Capital.  
Frente a esta se interpuso recurso de reposición que fueron resueltos a través de la 
Resolución 621 de 2000, descartando las pretensiones del Alcalde  de construir en la zona 
norte de la ciudad o reserva norte. 
 
Algunos apartes de la Resolución 0475 de 2000 "Por la cual se adoptan unas decisiones 
sobre las áreas denominadas borde norte y borde noroccidental del proyecto de Plan de 
Ordenamiento Territorial del Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá": 
 
ARTICULO CUARTO.- En concordancia con lo acordado en la Resolución 1869 de 1999, en 
relación con la Estructura Ecológica Principal, recibirán tratamiento de Areas Protegidas 
(AP), las siguientes: 
1. La Ronda Hidráulica y la Zona de Manejo Ambiental del Río Bogotá y de los elementos 
del sistema hídrico (AP-1) conectantes con la Reserva Forestal Regional del Norte prevista 
en el numeral siguiente. 
2. La Reserva Forestal Regional del Norte de que trata el ARTICULO QUINTO de la 
presente Resolución, correspondiente a la franja conectante de la Reserva Forestal 
Protectora Bosque Oriental de Bogotá con el sistema valle aluvial del río Bogotá - Humedal 
La Conejera, con un ancho mínimo de 800 metros, en sus puntos mas estrechos (AP-2).  
3. Los Parques Ecológicos Distritales de Humedales, correspondientes a los que se deberán 
desarrollar alrededor de los humedales ubicados en las zonas de las que trata la presente 
Resolución (AP-3) 
 
ARTICULO  QUINTO.- La Zona 3 "Franja de conexión, restauración y protección" de que 
trata los considerandos de la presente Resolución, deberá ser declarada por la autoridad 
ambiental competente como Area de Reserva Forestal Regional del Norte, dada su 
importancia ecológica para la región. A pesar de lo anterior y teniendo en cuenta que dicha 
franja constituye además un elemento fundamental para la ciudad de Bogotá, la definición de 
sus usos, delimitación, así como el plan de manejo para esta área, deberá ser concertado 
entre la CAR y la autoridad ambiental distrital.  
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PARAGRAFO PRIMERO.- En todo caso, la concertación sobre el régimen de usos y el plan 
de manejo del Area de Reserva Forestal Regional del Norte, deberá garantizar, su carácter 
conectante entre los ecosistemas de los Cerros Orientales y el Valle Aluvial del Río Bogotá, 
así como su conformación como área cuyo objetivo principal es el mantenimiento y/o 
recuperación de la cobertura vegetal protectora. 
 
En firme la Actuación Administrativa del Ministerio de Ambiente, el Distrito Capital, expidió el 
Decreto 619 de 2000 “Por el cual de adopta el Plan de Ordenamiento Territorial de Santa Fé  
de Bogotá, Distrito capital”, que en uno de sus aparte del  artículo 516, estableció que Las 
normas del presente Plan de Ordenamiento Territorial, que regulan la expansión de los 
territorios denominados "sector norte de la pieza urbana Ciudad Norte" y sector norte de la 
pieza urbana Borde Occidental", se adecuarán, previos los trámites de Ley, a lo dispuesto en 
la Resolución No. 0621 de 28 de junio de 2000, proferida por el Ministerio del Medio 
Ambiente. 
 
Y además en el POT se acató lo determinado en el Artículo Noveno de la Resolución 0475 
de 2000 del Ministerio de Ambiente “Todas y cada una de las decisiones establecidas en la 
presente providencia, deberán ser incorporadas en el articulado, la cartografía y demás 
documentos que formen parte del proyecto de Plan de Ordenamiento Territorial de Santa Fe 
de Bogotá, D.C.” 
 
Frente a las Resoluciones 475 y 621 de 2000 del Ministerio de Ambiente, se interpuso una 
acción de nulidad ante el Consejo de Estado (expediente 11001-03-24-000-2000-665601, 
Magistrado Ponente Camilo Arciniegas Andrade), la cual fue decidida mediante sentencia 
del 11 de diciembre de 2006, denegando las suplicas de la demanda por encontrar ajustado 
a derecho los actos demandados y en consecuencia de obligatorio cumplimiento; fallo que 
ha hecho tránsito a cosa juzgada. 
 
El 19 de julio de 2011, el Consejo Directivo de la CAR mediante ACUERDO CAR No. 11 de 
2011, declaro la Reserva Forestal productora Regional de Bogotá D.C. “Thomas Van der 
Hammen” 
Esta resolución resalta los diversos valores ambientales: 
 
1. Cumplen funciones de áreas conectoras en la estructura ecológica regional. 
2. Contienen relictos de ecosistemas en buen estado, propios de bosque bajo andino y 
humedales. 
3. Forman parte de las 218 áreas de Endemismo Aviar (EBA por sus siglas en inglés) del 
planeta. 
4. Constituyen hábitat de aves endémicas con importancia para la conservación. 
5. Contienen parte de los mejores suelos agropecuarios (Tipos II y III) de la cuenca alta del 
río Bogotá. 
6. Ofrecen grandes posibilidades para desarrollo agrícola, en armonía con planes de 
restauración ecológica de ecosistemas únicos para Bogotá, D.C., y la región. 
7. Poseen varios cuerpos de agua, zonas de recarga, humedales, pantanos, quebradas y 
parte del valle aluvial del río Bogotá, con importantes funciones de regulación hídrica. 
En el Artículo 3, se ordena la expedición del Plan de Manejo Ambiental de la Reserva 
Forestal Regional Productora del Norte de Bogotá “Thomas van der Hammen”, que 
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contempla el diagnóstico, la zonificación ambiental con su régimen de usos y programas y 
proyectos orientados al mantenimiento de los objetos de conservación de la reserva, de 
manera participativa con los actores vinculados a esta área. Dicho plan se formulará dentro 
de los doce (12) meses siguientes a la entrada en vigencia del presente acuerdo. 
 
El 23 de septiembre de 2014, el Consejo Directivo de la CAR mediante ACUERDO CAR No. 
21 de 2014, Adopta el Plan de Manejo Ambiental de la Reserva Forestal productora 
Regional de Bogotá D.C. “Thomas Van der Hammen” 
 
Esta define los objetivos y los objetos de conservación del Área de la Reserva, dentro de 
ellos:  
“Fortalecer y mantener la calidad, cantidad y regularidad de los flujos físicos y bióticos, con 
el objeto de garantizar la conectividad ecosistémica entre la Reserva Forestal Protectora 
Bosque Oriental de Bogotá y el Valle aluvial del Río Bogotá” 
“Restaurar y proteger los bienes y servicios ambientales prestados por la zona a las 
comunidades rurales y urbanas de Bogotá y a las áreas adyacentes” 
“Restaurar y proteger los valores naturales, históricos y paisajísticos de la zona, como 
patrimonio e identidad cultural de Bogotá y la región” 
Dentro de los Objetos de Conservación, se destacan:  

• Cobertura vegetal natural y seminatural. 
• Sistemas de humedales. 
• Acuíferos. 
• Suelos de clases agrológicas II y III. 
• Avifauna. 
• Patrimonio arqueológico y cultural  y el paisaje. 

 
5. COMPETENCIA DEL CONCEJO 
 
El Concejo de Bogotá es competente para dictar normas relacionadas con el objeto del 
proyecto de acuerdo, según las disposiciones constitucionales mencionadas que obligan al 
Estado a garantizar la salud de los niños y a nivel general de brindarla en condiciones que 
protejan la salud de los colombianos, siendo el bienestar del usuario el eje central y núcleo 
articulador de las políticas en salud. 
 
Así mismo el Decreto Ley 1421 de 1993, en su Artículo 12, Numeral 1, 7, 10 y 25, le 
concede al Concejo atribuciones para dictar normas. 
 
Artículo 12:  
Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 

3. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 
funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito.  
(….)  
 

7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del 
patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente. 
(….) 
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11. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la desconcentración y la 
participación y veeduría ciudadanas. 
(….)  
 

25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
 
 

6. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con el Artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los gastos que genere la presente 
iniciativa se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan Operativo Anual de 
Inversión de las entidades competentes.  
 
Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante lo anterior, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, 
no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa, afirmando: 
 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 
2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 
 
“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma 
de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

 
Con fundamento en los argumentos expuestos, ponemos a consideración del Honorable 
Concejo de la Ciudad la presente iniciativa. 
 
Cordialmente, 
 
 
ALVARO ARGOTE MUÑOZ 
Concejal de Bogotá 
 
 

 
 
CELIO NIEVES HERRERA 
Concejal de Bogotá  
 

 
XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal de Bogotá 

 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO 
Concejal de Bogotá - Vocero 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 284 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR MEDIO DEL CUAL SE DECLARA COMO RESERVA AMBIENTAL NATURAL ÁREA 

PROTEGIDA Y SE CREA EL PROGRAMA ESPECIAL DE PROTECCIÓN, 
RESTAURACIÓN Y REVEGETALIZACIÓN DE LA RESERVA FORESTAL REGIONAL 
PRODUCTORA DEL NORTE DE BOGOTÁ D.C. TOMAS VAN DER HAMMEN Y SE 

DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial de las que le 
confiere el numeral 1, 7, 10 y 25 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
ACUERDA: 

 
ARTÍCULO 1. Objeto. Declarar como reserva ambiental natural área protegida de interés 
público y patrimonio ecológico de Bogotá D.C. la Reserva Tomas Van Der Hammen y se 
crea el programa especial de protección, restauración y revegetalización en pro de la 
sostenibilidad de la Ciudad de Bogotá. 
 
ARTICULO 2. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaria Distrital de Ambiente o 
quien haga sus veces y en coordinación con los la Autoridad Ambiental Territorial, 
implementará el programa especial de protección, restauración y revegetalización en pro de 
la sostenibilidad de la Ciudad de Bogotá, con base a los la normatividad vigente, a los 
planes, programas y proyectos definidos y establecidos para el área de la la Reserva Tomas 
Van Der Hammen y en especial el Acuerdo CAR No, 11 del 19 de julio de 2011 que declaró 
la reserva y el Acuerdo CAR 21 de 2014 que adoptó el Plan de manejo Ambiental de la 
Reserva. 
 
 
ARTICULO 3. En todo caso las acciones del programa especial de protección, restauración 
y revegetalización en pro de la sostenibilidad de la Ciudad de Bogotá, de la Reserva Tomas 
Van Der Hammen de que habla el presente acuerdo se realizarán en el marco de la 
disponibilidad presupuestal y misional del sector de Ambiente del Distrito Capital. 
 
ARTICULO 4. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.  

 
 
 

PUBLÍQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 285 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE CREA EL RECONOCIMIENTO AMBIENTAL EN LOS 

ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS – BANDERA VERDE” 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

1. OBJETO 

El objeto del proyecto de acuerdo es crear un el Reconocimiento Ambiental en los 
Establecimientos Educativos – BANDERA VERDE, con el fin de otorgar una certificación 
pública - Bandera Verde  a los establecimientos educativos públicos y privados  que 
implementen exitosamente de manera voluntaria estrategias de educación ambiental en sus 
comunidades escolares, que contribuyan al cuidado y  protección del medio ambiente.  
 
Se propone que la Secretaria Distrital de Educación conceda estímulos a los colegios que 
obtengan la certificación ambiental Bandera Verde.  
 
2. JUSTIFICACIÓN. 
 
En Bogotá existen múltiples problemas de tipo ambiental que es necesario abordar desde 
diversas ópticas para aunar esfuerzos que nos permitan superarlos en el corto, mediano y 
largo plazo.  
 
Las diversas Administraciones distritales vienen implementando desde hace varios años  
políticas públicas, estrategias, programas y proyectos para la recuperación de la estructura 
ecológica principal, recuperación y conservación de los cerros, humedales,  
descontaminación del rio Bogotá y sus afluentes, mejoramiento de la calidad del aire, 
manejo de residuos sólidos, ahorro de agua, etc. Todo en función de hacer frente al cambio 
climático. 
 
En este marco de defensa y protección ambiental, la educación constituye un elemento 
fundamental para que las acciones y actividades que realicemos sean efectivas. La 
supervivencia de la especie, el ejercicio pleno de los derechos de la población para mejorar 
la calidad de vida exige responsabilidades de todos en la forma de relacionarnos con la 
naturaleza, para entender que solo cambiando nuestros patrones culturales podemos vivir 
mejor. 
 
En este sentido la educación ambiental, según la carta de Belgrado, realizada en 1975, tiene 
como objetivos a nivel mundial: 
 
1. Tomar conciencia: Ayudar a las personas y a los grupos sociales a que adquieran 

mayor sensibilidad y conciencia del medio ambiente en general y de los problemas. 
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2. Conocimientos: Ayudar a las personas y a los grupos sociales a adquirir una 
comprensión básica del medio ambiente en su totalidad, de los problemas conexos y de 
la presencia y función de la humanidad en él, lo que entraña una responsabilidad crítica. 

3. Actitudes: Ayudar a las personas y a los grupos sociales a adquirir valores sociales y un 
profundo interés por el medio ambiente que los impulse a participar activamente en su 
protección y mejoramiento. 

4. Aptitudes: Ayudar a las personas y a los grupos sociales a adquirir las aptitudes 
necesarias para resolver los problemas ambientales. 

5. Capacidad de evaluación: Ayudar a las personas y a los grupos sociales a evaluar las 
medidas y los programas de educación ambiental en función de los factores ecológicos, 
políticos, sociales, estéticos y educativos. 

6. Participación: Ayudar a las personas y a los grupos sociales a que desarrollen su 
sentido de responsabilidad y a que tomen conciencia de la urgente necesidad de prestar 
atención a los problemas del medio ambiente, para asegurar que se adopten medidas 
adecuadas al respecto. 

Existen amplia normatividad sobre el papel que debe jugar la educación ambiental en la 
protección del medio ambiente y los recursos naturales. La Escuela es el espacio natural 
para ir generando cambios culturales entre niños y jóvenes  en la forma de entender los 
valores ambientales, la necesidad de adoptar hábitos de ahorro de agua y energía, uso 
eficiente de los recursos, manejo de residuos sólidos, etc. 
 
En esta tarea ambiental, no solo juegan la comunidad educativa, sino las comunidades del 
entorno de la institución escolar. Es necesario incorporar la temática ambiental no solo en el 
proceso de la enseñanza sino involucrar a la comunidad, superando las actividades 
ambientales más allá de los muros de la escuela. 
 
Existen instrumentos y proyectos que se vienen desarrollando al interior de las instituciones 
educativas como los PRAE, los proyectos ciudadanos y comunitarios de educación 
ambiental (PROCEDA), los comités ambientales escolares, los comités locales ambientales, 
etc. que es necesario articular para el desarrollo de la política de educación ambiental a nivel 
nacional y de la política pública distrital de educación ambiental.  
 
Para avanzar en  la educación ambiental de la ciudad, incorporando los colegios públicos y 
privados y las comunidades, se propone la creación del Reconocimiento Ambiental 
BANDERA VERDE, para que la comunidad educativa y las comunidades del entorno escolar 
se vinculen de manera voluntario en actividades ambientales, que contribuyan a la 
protección del medio ambiente, la biodiversidad, el agua, la gestión de los residuos sólidos, 
aportar con  respuestas al cambio climático,   aprovechando las iniciativas y los saberes 
individuales y colectivos.  
 
En oportunidades anteriores, se ha presentado el proyecto de acuerdo, orientado a la 
certificación ambiental en los establecimientos educativos, a manera de emular iniciativas 
que se han adelantado en otras latitudes, sin embargo se ha considerado asumir las 
observaciones de los diferentes ponentes y de la administración y hemos reducido su 
impacto a la creación del Reconocimiento Ambiental en los Establecimientos Educativos – 
BANDERA VERDE. 
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Sin embargo a manera de contexto dejamos en este marco referencia a dichas experiencias: 
 
Experiencias internacionales  
 

En  Chile existe el Sistema Nacional de Certificación 
Ambiental de Establecimientos Educacionales (SNCAE), que 
es  un programa coordinado por el Ministerio del Medio 
Ambiente (MMA), el Ministerio de Educación (MINEDUC), la 
Corporación Nacional Forestal (CONAF) y la Organización de 
Naciones Unidas para la Educación, Ciencia y Cultura 
(UNESCO). Tiene como propósito fomentar la incorporación 
de variables ambientales en los establecimientos 
educacionales.  

(fuente:http://www.mma.gob.cl/educacionambiental/1319/w3-propertyvalue-16354.html). 
 
En Argentina se ha implementado el Sistema de Certificación Ambiental de Establecimientos 
Educativos “Bandera Verde”. Este proyecto surge a partir de una propuesta presentada al 
Ministro de Ecología en el 2004 por la Asociación Civil Rincon Nazari y basándose en la 
experiencia chilena que dos años atrás creó el programa de “sistema Nacional de 
Certificación ambiental de establecimientos escolares”, basados en el mismo programa que 
se desarrolla en la comunidad europea a través de la Fundation for Environmental Education 
(FEE) desde la década de los 90.  (Fuente: http://www.rinconnazari.org.ar/banderas-verdes/) 
 
En Cuba existe la certificación ambiental, que es una metodología de evaluación utilizada 
para lograr el mejoramiento de la calidad de los servicios educacionales. Es el proceso al 
que voluntariamente se somete una institución educativa con el fin de lograr una calidad 
ambiental para el desarrollo sostenible que garantice la conservación de los recursos 
naturales y logre el manejo sostenible en beneficio del entorno natural y social. (Fuente: 
http://www.ecured.cu/index.php/Certificaci%C3%B3n_ambientales_de_las_instituciones_edu
cativa_en_Camag%C3%BCey). 
 
“La "Conferencia Mundial sobre la Educación para el Desarrollo Sostenible" realizada en 
Alemania, tuvo como propósito central poner de relieve la importancia de la Educación para 
el Desarrollo Sostenible en todos los niveles y ámbitos de la educación, fomentar el 
intercambio internacional en materia de EDS, llevar a cabo una evaluación de la 
implementación del Decenio de las Naciones Unidas 2005-2014, en el tema de Desarrollo 
Sostenible, y desarrollar estrategias para orientar el camino a seguir. 
 
Para el desarrollo de la Conferencia fueron convocados expertos, instituciones y 
organizaciones gubernamentales y no gubernamentales de 150 países del mundo. La 
selección de las 25 experiencias más significativas para el desarrollo de la EDS se realizó 
del 11 de noviembre al 23 de diciembre de 2008 y en ella participaron iniciativas de las 
diferentes regiones del mundo. 
 
Por Latinoamérica, además de Colombia, fueron seleccionados de Brasil dos proyectos 
"Semillas de la primavera" y "El ejercicio de la ciudadanía desde la infancia"; de Chile el 

http://www.rinconnazari.org.ar/banderas-verdes/
http://www.ecured.cu/index.php/Certificaci%C3%B3n_ambientales_de_las_instituciones_educativa_en_Camag%C3%BCey
http://www.ecured.cu/index.php/Certificaci%C3%B3n_ambientales_de_las_instituciones_educativa_en_Camag%C3%BCey
http://www.mma.gob.cl/educacionambiental/1319/presentacion.html
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"Sistema Nacional de Certificación Ambiental de Establecimientos Educativos"; y de Cuba el 
Programa "La educación, la protección y la solución de los problemas ambientales y la 
prevención de los desastres naturales". (Fuente: 
http://www.colombiaaprende.edu.co/html/estudiantesuperior/1608/article-190582.html) 
 
 
3. FUNDAMENTO JURÍDICO 

CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA 1991 
 
ARTICULO 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. 
 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 
 
ARTICULO 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 
 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 
 
Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en 
las zonas fronterizas. 
 
ARTICULO 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad 
nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los 
derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. 
 
Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes. 
 
Son deberes de la persona y del ciudadano: 
 
8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un 
ambiente sano; 
 
ARTICULO 334. Modificado por el art. 1, Acto Legislativo 003 de 2011, Desarrollado por la 
Ley 1695 de 2013. El nuevo texto es el siguiente: La dirección general de la economía estará 
a cargo del Estado. Este intervendrá, por mandato de la ley, en la explotación de los 
recursos naturales, en el uso del suelo, en la producción, distribución, utilización y consumo 
de los bienes, y en los servicios públicos y privados, para racionalizar la economía con el fin 
de conseguir en el plano nacional y territorial, en un marco de sostenibilidad fiscal, el 
mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las 
oportunidades y los beneficios del desarrollo y la preservación de un ambiente sano 
 
LEY 1549 DE 2012 Por medio de la cual se fortalece la institucionalización de la 
política nacional de educación ambiental y su incorporación efectiva en el desarrollo 
territorial. 

http://www.colombiaaprende.edu.co/html/estudiantesuperior/1608/article-190582.html
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Artículo 1°. Definición de la Educación Ambiental. Para efectos de la presente ley, la 
educación ambiental debe ser entendida, como un proceso dinámico y participativo, 
orientado a la formación de personas críticas y reflexivas, con capacidades para comprender 
las problemáticas ambientales de sus contextos (locales, regionales y nacionales). Al igual 
que para participar activamente en la construcción de apuestas integrales (técnicas, 
políticas, pedagógicas y otras), que apunten a la transformación de su realidad, en función 
del propósito de construcción de sociedades ambientalmente sustentables y socialmente 
justas. 
 
Artículo 4°. Responsabilidades de las entidades nacionales, departamentales, 
distritales y municipales. Corresponde al Ministerio de Educación, Ministerio de Ambiente 
y demás Ministerios asociados al desarrollo de la Política, así como a los departamentos, 
distritos, municipios, Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible, y 
otros entes autónomos con competencias y responsabilidades en el tema, incluir dentro de 
los Planes de Desarrollo, e incorporar en sus presupuestos anuales, las partidas necesarias 
para la ejecución de planes, programas, proyectos y acciones, encaminados al 
fortalecimiento de la institucionalización de la Política Nacional de Educación Ambiental. 
 
Artículo 7°. Fortalecimiento de la incorporación de la educación ambiental en la 
educación formal (preescolar, básica, media y superior). El Ministerio de Educación 
Nacional promoverá y acompañará, en acuerdo con las Secretarías de Educación, procesos 
formativos para el fortalecimiento de los Proyectos Ambientales Escolares (PRAE), en el 
marco de los PEI, de los establecimientos educativos públicos y privados, en sus niveles de 
preescolar básica y media, para lo cual, concertará acciones con el Ministerio de Ambiente y 
con otras instituciones asociadas al desarrollo técnico, científico y tecnológico del tema, así 
como a sus espacios de comunicación y proyección 
 
Artículo 8°. Los Proyectos Ambientales Escolares (PRAE). Estos proyectos, de acuerdo 
a como están concebidos en la política, incorporarán, a las dinámicas curriculares de los 
establecimientos educativos, de manera transversal, problemas ambientales relacionados 
con los diagnósticos de sus contextos particulares, tales como, cambio climático, 
biodiversidad, agua, manejo de suelo, gestión del riesgo y gestión integral de residuos 
sólidos, entre otros, para lo cual, desarrollarán proyectos concretos, que permitan a los 
niños, niñas y adolescentes, el desarrollo de competencias básicas y ciudadanas, para la 
toma de decisiones éticas y responsables, frente al manejo sostenible del ambiente. 
 
Artículo 9° Fortalecimiento de las estrategias a las que hace referencia la Política 
Nacional de Educación Ambiental. Todos los sectores e instituciones que conforman el 
Sistema Nacional Ambiental (SINA), deben participar técnica y financieramente, en: a) el 
acompañamiento e implementación de los PRAE, de los Proyectos Ciudadanos y 
Comunitarios de Educación Ambiental (Proceda), y de los Comités Técnicos 
Interinstitucionales de Educación Ambiental (Cidea); estos últimos, concebidos como 
mecanismos de apoyo a la articulación e institucionalización del tema y de cualificación de la 
gestión ambiental del territorio, y b) En la puesta en marcha de las demás estrategias de 
esta política, en el marco de los propósitos de construcción de un proyecto de sociedad 
ambientalmente sostenible. 
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DECRETO 1743 DE 1994.  Por el cual se instituye el Proyecto de Educación Ambiental para 
todos los niveles de educación formal, se fijan criterios para la promoción de la educación 
ambiental no formal e informal y se establecen los mecanismos de coordinación entre el 
Ministerio de Educación Nacional y el Ministerio del Medio Ambiente. 
 
Artículo 1º.- Institucionalización. A partir del mes de enero de 1995, de acuerdo con los 
lineamientos curriculares que defina el Ministerio de Educación Nacional y atendiendo la 
Política Nacional de Educación Ambiental, todos los establecimientos de educación formal 
del país, tanto oficiales como privados, en sus distintos niveles de preescolar, básica y 
media, incluirán dentro de sus proyectos educativos institucionales, proyectos ambientales, 
escolares, en el marco de diagnósticos ambientales, locales, regionales y/o nacionales, con 
miras a coadyuvar a la resolución de problemas ambientales específicos. 

Artículo 3º.- Responsabilidad de la comunidad educativa. Los estudiantes, los padres de 
familia, los docentes y la comunidad educativa en general, tienen una responsabilidad 
compartida en el diseño y desarrollo del Proyecto Ambiental Escolar. Esta responsabilidad 
se ejercerá a través de los distintos órganos del Gobierno Escolar. 

Artículo 6º.- Evaluación permanente. La evaluación de los proyectos ambientales escolares 
se efectuará periódicamente, por lo menos una vez al año, por los consejos directivos de los 
establecimientos educativos y por las respectivas secretarías de educación, con la 
participación de la comunidad educativa y las organizaciones e instituciones vinculadas al 
proyecto, según los criterios elaborados por el Ministerio de Educación Nacional y del Medio 
Ambiente, a través de las directivas y mediante el Sistema Nacional de Evaluación. 

La evaluación tendrá en cuenta, entre otros aspectos, el impacto del Proyecto Ambiental 
Escolar en la calidad de vida y en la solución de los problemas relacionados con el 
diagnóstico ambiental de la localidad, con el fin de adecuarlo a las necesidades y a las 
metas previstas. 

LEY 373 DE 1997 “Por la cual se establece el programa para el uso eficiente y ahorro 
del agua.” 

Artículo 1.- Programa para el uso eficiente y ahorro del agua. Todo plan ambiental regional y 
municipal debe incorporar obligatoriamente un programa para el uso eficiente y ahorro del 
agua. 

Artículo 12.- Campañas educativas a los usuarios. Las entidades usuarias deberán incluir en 
su presupuesto los costos de las campañas educativas y de concientización a la comunidad 
para el uso racionalizado y eficiente del recurso hídrico. 
 
PLAN DE GESTIÓN AMBIENTALDEL DISTRITO CAPITAL, P. G. A. 2008 – 2038 
 
2.5.2.2. Uso eficiente del agua 
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Este objetivo propende por el mantenimiento de la oferta natural de agua mediante la 
conservación de los ecosistemas reguladores y el ciclo hidrológico regional, así como 
promover el consumo racional del recurso, la promoción de alternativas de producción más 
limpia y la sostenibilidad del desarrollo 
 
En términos particulares y de menor escala, como la institucional, se deberá garantizar el 
control sobre el uso del recurso, mediante revisiones periódicas de las instalaciones 
hidrosanitarias y de la promoción de una cultura de consumo racional del agua, incluyendo 
entre otros los siguientes aspectos: 
 

 Revisión técnica de las condiciones actuales de las instalaciones. 

 Cultura de consumo del recurso. 

 Identificación de medidas racionales, para el ahorro. 

 Identificación de impactos positivos y negativos de las medidas de reducción. 

 Estudio de alternativas de tecnologías limpias aplicables. 

 Análisis de costos y beneficios. 

 Evaluación del presupuesto necesario para la implementación del programa 

(adecuaciones físicas, medidas educativas, de mantenimiento y de operación). 

 Desarrollo y evaluación del programa de ahorro de agua 

 
2.5.3.3. Cultura ambiental 
 
El objetivo se orienta a fomentar conceptos, valores y prácticas relacionadas con el 
patrimonio natural y el funcionamiento y gestión del ambiente, como base del disfrute del 
mismo, su apropiación colectiva y la conservación de su valor y función en la cultura. 
 
“Lo cultural ha sido habitualmente tratado, en gestión ambiental, como un factor de deterioro 
o una herramienta de manejo. Sin embargo, la cultura es también parte del ambiente y la 
calidad del mismo, tanto como elemento central de nuestro entorno de relación, así como 
medio a través del cual percibimos. 
 
Dado que percibimos el ambiente a través de un sistema de representaciones y valoraciones 
culturales, aquello que nuestro sistema de clasificación y relación realza, aparecerá 
destacado en el ambiente percibido; así mismo, aquello que nuestro sistema de conceptos y 
valores no identifique, sencillamente no existirá en nuestro ambiente. La riqueza, calidad y 
seguridad del ambiente dependen definitivamente de la riqueza y exactitud de los conceptos, 
asociaciones emocionales y actitudes de que disponemos para representarlas, valorarlas y 
responder ante dichos atributos. 
 
Este objetivo, a pesar de su relativa sutileza y complejidad, es central en la gestión 
ambiental. Su opuesto es el olvido, uno de los peores daños ambientales y “talón de Aquiles” 
del concepto de desarrollo sostenible: si olvidamos lo que enriquece nuestra propia vida aun 
cuando está presente en el ambiente, no estamos en capacidad de garantizar la 
permanencia de tales condiciones para satisfacer las necesidades y expectativas de las 
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generaciones futuras y lo estaremos menos cuando disminuya la accesibilidad de dichos 
elementos. 
 
Este objetivo apunta a mejorar la exactitud de la correspondencia entre las representaciones 
colectivas y los procesos y elementos del ambiente. De la misma forma, se enfoca a orientar 
una adecuada asociación entre los valores culturalmente aceptados y los indicadores de 
ecoeficiencia, calidad ambiental y desarrollo armónico y a enriquecer la vivencia colectiva e 
individual del ambiente, sacando el máximo provecho de la oferta de la ciudad y la región”. 
 
2.5.3.5. Socialización y corresponsabilidad 
 
Este objetivo busca divulgar y crear conciencia de las problemáticas ambientales y la 
responsabilidad individual y colectiva de la sociedad civil, el sector privado y las entidades 
públicas con la ecoeficiencia y la calidad ambiental. 
 
Mediante estrategias como la de información y comunicaciones, participación, entre otras –
expuestas posteriormente- se buscará alcanzar este objetivo, donde la sociedad se 
empodere de los aspectos ambientales del territorio, problemáticas y soluciones, y asuma 
actividades de corresponsabilidad. 
 
2.6.2. Información y comunicaciones 
 
El principal objetivo de esta estrategia es permitir y favorecer el ejercicio del derecho 
fundamental a recibir información veraz e imparcial; el derecho a acceder a los documentos 
públicos y del deber de la persona y del ciudadano de velar por la conservación de un 
ambiente sano; conocer la gestión ambiental de manera accesible a todos los ciudadanos, 
formar opinión pública y generar un contexto favorable y motivador para la misma, que 
permita su control social. 
 
En primer lugar, se puede mencionar la relevancia e implicaciones del tema de la gestión de 
la información y del conocimiento, en cuanto “el conocimiento y la información sobre el 
estado del ambiente y de los recursos naturales renovables y sobre las causas que afectan 
su protección, conservación, restauración y sostenibilidad, así como sobre los factores que 
los deterioran, se constituye en un instrumento indispensable para la toma de decisiones, la 
formulación de políticas, la elaboración de normas y fijación de estándares, la planificación y 
ordenamiento ambiental, la participación ciudadana, la evaluación de impactos ambientales 
la programación de actividades productivas, la identificación de tendencias, el pronóstico y la 
predicción de alertas ambientales, y en general para contribuir a una gestión ambiental 
eficiente y sostenible. 
 
Por ello, cada día crece la necesidad de los Estados y de la sociedad, de obtener 
información confiable, oportuna, accesible y suficiente sobre los recursos naturales y 
elementos ambientales que inciden en su bienestar, desarrollo y seguridad” 
 
Sin embargo es importante agregar, como afirma Wilches (2007), que para que la 
participación de la comunidad sea eficaz, ésta debe contar con información pública y 
efectiva, incluyendo una característica primordial como la oportunidad, es decir, información 
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disponible para todos los actores cuando y donde se necesite, garantizando su difusión y 
discusión; deben existir criterios de calidad en su contenido y forma, debe ser clara y 
comprensible. 
 
Ley 115 de 1994 
 
Artículo 5: consagra como uno de los fines de la educación, la adquisición de una 
conciencia para la conservación, protección y mejoramiento del medio ambiente, de la 
calidad de vida, del uso racional de los recursos naturales, de la prevención de desastres, 
dentro de una cultura ecológica y del riesgo y la defensa del patrimonio cultural de la 
Nación,.. 
 
ARTÍCULO 87. REGLAMENTO O MANUAL DE CONVIVENCIA. Los establecimientos 
educativos tendrán un reglamento o manual de convivencia, en el cual se definan los 
derechos y obligaciones, de los estudiantes. Los padres o tutores y los educandos al firmar 
la matrícula correspondiente en representación de sus hijos, estarán aceptando el mismo. 
 
ACUERDO 166 DE 2005. "Por medio del cual se crea el comité ambiental escolar en los 
colegios públicos y privados de Bogotá y se dictan otras disposiciones" 
 
ARTÍCULO PRIMERO.- Crease el Comité Ambiental en cada institución educativa pública y 
privada del Distrito Capital, como órgano asesor en materia ambiental del Gobierno Escolar, 
en el marco del Proyecto Educativo Institucional PEI. 
 
PARÁGRAFO: El Comité Ambiental Escolar será organizado por el Consejo Directivo en 
cada institución educativa, a través de sistemas de selección democráticos, participativos y 
equitativos garantizando el acceso voluntario de estudiantes, docentes y padres de familia. 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Funciones del Comité Ambiental Escolar 

1. Asesorar al Gobierno Escolar, con el fin de fortalecer la dimensión ambiental al 
interior de la institución educativa. 

2. Liderar la formulación, implementación, seguimiento y evaluación del Proyecto 
Ambiental Escolar (PRAE) y realizar la gestión necesaria para el desarrollo del 
mismo. 

3. Adelantar proyectos y programas que apunten a la preservación y mejoramiento 
ambiental en el marco del Proyecto Ambiental Escolar (PRAE.) 

4. Proponer programas y proyectos para el desarrollo del servicio social obligatorio en 
materia ambiental, de los estudiantes de educación media vocacional (grados 10 y 
11). 

5. Generar espacios pedagógicos educativos para crear y fortalecer valores 
ambientales, sociales y culturales, así como fortalecer la importancia del cuidado y 
mejoramiento del ambiente de acuerdo con el calendario ambiental. 

6. Promover el derecho a un ambiente sano en el marco del desarrollo de la Cátedra de 
Derechos Humanos. 

7. Promover la formulación e implementación de los Planes Integrales de Gestión 
Ambiental (PIGA) en las Instituciones Educativas. 
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ARTÍCULO CUARTO.- Las funciones del Comité Ambiental Escolar se desarrollarán de 
acuerdo con las directrices del CIDEA DISTRITAL (Comité Interinstitucional de Educación 
Ambiental) y los Comités Locales creados en el Acuerdo 23 de 1993, a través del Gobierno 
Escolar de cada institución educativa. 
 
DECRETO 675 DE 2011. "Por medio del cual se adopta y reglamenta la Política Pública 
Distrital de Educación Ambiental y se dictan otras disposiciones" 
 
Artículo 3°. Objetivos. El objetivo general de la Política Pública Distrital de Educación 
Ambiental es consolidar una ética ambiental en el Distrito Capital, que coadyuve a la mejora 
de las condiciones ambientales de la ciudad, y que redunde, por lo tanto, en la calidad de 
vida de quienes transitan, disfrutan y habitan en ella. 
 
Los objetivos específicos de la Política Pública Distrital de Educación Ambiental son: 
1. Fortalecer la promoción y articulación de instancias, instrumentos y mecanismos de 
gestión en educación ambiental, consolidando las iniciativas sociales enmarcadas en 
procesos de formación ciudadana y en dinámicas de participación. 
2. Fortalecer la producción y divulgación de conocimiento a partir de la investigación y la 
sistematización de experiencias en los diversos escenarios e instancias de gestión ambiental 
de la ciudad. 
3. Articular el sistema educativo, la administración pública, el sector productivo, los medios 
de comunicación y las diferentes prácticas organizativas sociales, al establecimiento de 
compromisos y corresponsabilidades específicas frente a la gestión en educación ambiental. 
 
Artículo 4°. Estructura. La Política Pública Distrital de Educación Ambiental se enmarca en 
tres (3) ejes estructurantes, entendidos como referentes temáticos para la gestión e 
implementación de la política y derivados de manera directa de sus objetivos específicos. 

Los ejes temáticos de la Política Pública Distrital de Educación Ambiental son: (i) Gestión 
sistémica; (ii) Generación de conocimiento; (iii) Corresponsabilidad ciudadana. Cada uno de 
estos ejes tiene programas (7) y líneas de acción (30) distribuidas conforme a sus alcances 
específicos 

Artículo 5°. Comisión Intersectorial de Educación Ambiental –CIDEA D.C. Créase la 
Comisión Intersectorial de Educación Ambiental –CIDEA del Distrito Capital, como instancia 
articuladora de la gestión de la educación ambiental distrital, que coordina y orienta las 
acciones pedagógicas ambientales y hace el respectivo seguimiento a estos procesos, 
aunando esfuerzos conceptuales y metodológicos, con enfoque sistémico e integral, en el 
marco del desarrollo de la Política Nacional Educación Ambiental, Plan de Gestión Ambiental 
–PGA, la Política Pública Distrital de Educación Ambiental –PPDEA y de la normatividad 
vigente. 
 
Artículo 9°. Estrategias de Educación Ambiental. Para garantizar la implementación de la 
Política Pública Distrital de Educación Ambiental –PPDEA, la CIDEA distrital promoverá y 
adaptará las estrategias planteadas en la Política Nacional de Educación Ambiental, y las 
que se generen de las dinámicas locales y/o distritales, tales como Proyectos Ambientales 
Escolares –PRAE; Procesos Comunitarios de Educación Ambiental –PROCEDA; Servicio 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5097 

Social Ambiental, Procesos de formación a dinamizadores ambientales; Aulas ambientales; 
Etnoeducación; Comunicación y divulgación; sobre las cuales se construirán los criterios de 
acuerdo con el contexto ambiental de Bogotá, D.C. 
 
4. COMPETENCIA DEL CONCEJO  

Constitución Política  
 
ARTICULO   313. Corresponde a los concejos: 
 
9. Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio 
ecológico y cultural del municipio. 
 
10. Las demás que la Constitución y la ley le asignen. 
 
Decreto Ley 1421 de 1993 
 
ARTICULO 12. ATRIBUCIONES. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la 
Constitución y a la ley: 
 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 
funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 
……… 
7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio 
ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente. 
………. 
25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
 

5. IMPACTO FISCAL  

 
En principio el proyecto de acuerdo no genera gastos adicionales, ya que la educación 
ambiental hace parte de la política pública de educación ambiental adoptada y reglamentada 
por el Decreto 675 de 2011. Si se generan algunos gastos, se pueden cubrir con recursos de 
las entidades responsables de ejecutar lo dispuesto en el proyecto de acuerdo.  
 
Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante lo anterior, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, 
no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa, afirmando: 
 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 
2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 
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“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma 
de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

 
6. ANTECEDENTES  
 
Es necesario indicar que este proyecto de acuerdo, ha tenido como origen el Proyecto de 
Acuerdo “Por el cual se crea el Sistema Distrital de Certificación Ambiental de 
Establecimientos Educativos-SIDICAES”, que ha sido presentado por la Bancada del Polo 
Democrático Alternativo en varios periodos, sin embargo con base a las observaciones de la 
Administración y de los anteriores ponentes, hemos realizado los ajustes pertinentes para 
lograr el trámite del proyecto y que sea una herramienta necesaria para la sostenibilidad a 
través de las instituciones educativas de la ciudad. A continuación se observa el trámite del 
proyecto de acuerdo: 
 

No. 
Proyecto Comisión Nombre del proyecto Autores 

Ponentes y Comentarios 
de la Administración 

166 / 
2016 

Primera 

“Por el cual se crea el 
Sistema Distrital de 
Certificación ambiental 
de Establecimientos 
Educativos-SIDICAES” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Venus 
Albeiro Silva Gómez, 
Manuel José Sarmiento 
Arguello y Nelson 
Castro Rodríguez 

Ponencia positiva. H.C. 
José David Castellanos 

Orjuela. 
Ponencia positiva. H.C. 
Nelly Patricia Mosquera 

Murcia 

253 / 
2016 

Primera 

“Por el cual se crea el 
Sistema Distrital de 
Certificación ambiental 
de Establecimientos 
Educativos-SIDICAES” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Venus 
Albeiro Silva Gómez, 
Manuel José Sarmiento 
Arguello y Nelson 
Castro Rodríguez 

Ponencia positiva. H.C. 
Juan Carlos Flórez 

Arcila  
Ponencia positiva. H.C. 

Hosman Yaaith 
Martínez Moreno  

 
Comentarios: No Viable 

423 / 
2016 

Primera 

“Por el cual se crea el 
Sistema Distrital de 
Certificación ambiental 
de Establecimientos 
Educativos-SIDICAES” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Venus 
Albeiro Silva Gómez, 
Manuel José Sarmiento 
Arguello y Nelson 
Castro Rodríguez 

Ponencia negativa. H.C. 
Jorge Duràn Silva 

Ponencia positiva. H.C. 
Cèsar Alfonso Garcìa 

Vargas  
Comentarios: No Viable 

089 / 
2017 

Primera 
"Por el cual se crea el 
Sistema Distrital de 
Certificación Ambiental 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, 
Segundo Celio Nieves 

 
Ponencia positiva. H.C. 

María Clara Name 
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No. 
Proyecto Comisión Nombre del proyecto Autores 

Ponentes y Comentarios 
de la Administración 

de Establecimientos 
Educativos - SIDICAES -" 

Herrera, Nelson Castro 
Rodríguez, Manuel 
José sarmiento 
Arguello 

Ramírez  
Ponencia negativa. Hs. 

Cs. Jorge Lozada 
Valderrama 

198 / 
2017 

Primera 

"Por el cual se crea el 
Sistema Distrital de 
Certificación Ambiental 
de Establecimientos 
Educativos - SIDICAES" 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Nelson 
Castro Rodríguez y 
Manuel José Sarmiento 
Arguello 

 
Ponencia negativa. H.C. 
Nelson Enrique Cubides 

Salazar  
Ponencia positiva. H.C. 
Rubén Darío Torrado 

Pacheco 

376 / 
2017 

Segunda 

“Por el cual se crea el 
Reconocimiento 
Ambiental en los 
Establecimientos 
Educativos – BANDERA 
VERDE” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Nelson 
Castro Rodríguez y 
Manuel José Sarmiento 
Arguello   

507 / 
2017 

Segunda 

“Por el cual se crea el 
Reconocimiento 
Ambiental en los 
Establecimientos 
Educativos – BANDERA 
VERDE” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Xinia 
Rocío Navarro Prada y 
Manuel José Sarmiento 
Arguello 

Ponencia 
Positiva.H.C.Jorge 

Duran Silva. 
Ponencia Positiva con 
Modificaciones.H.C. 

Diego Andres Molano. 

024 / 
2018 

Segunda 

“Por el cual se crea el 
Reconocimiento 
Ambiental en los 
Establecimientos 
Educativos – BANDERA 
VERDE” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Xinia 
Rocío Navarro Prada y 
Manuel José Sarmiento 
Arguello   

160 / 
2018 

Segunda 

“Por el cual se crea el 
Reconocimiento 
Ambiental en los 
Establecimientos 
Educativos – BANDERA 
VERDE” 

Hs.Cs. Álvaro José 
Argote Muñoz, Celio 
Nieves Herrera, Xinia 
Rocio Navarro Prada y 
Manuel José Sarmiento 
Arguello 

Ponencia Negativa;  
H.C.  Yefer Yesid Vega 

Bobadilla 
Ponencia Negativa; 
H.C. Maria Victoria 

Vargas Silva 
Comentarios Secretaria 
de Gobierno: No Viable. 
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Ya en la vigencia 2018 en el periodo de febrero el proyecto de acuerdo no fue sorteado y 
recibió concepto de no viabilidad por parte de la administración, lo cual esperamos sea 
revisado por la Administración, toda vez que esta iniciativa recoge buena parte de las 
observaciones que han surtido en su trámite histórico y redunda a mejorar el acervo 
normativo que aporte a la sostenibilidad de la ciudad. 

 
Cordialmente,  
 
 
 
 
 
ALVARO ARGOTE MUÑOZ 
Concejal de Bogotá 
 
 
 
 

 
 
 
 
CELIO NIEVES HERRERA 
Concejal de Bogotá  
 
 
 
 

 
XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal de Bogotá 
 

 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO 
Concejal de Bogotá - Vocero 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 285 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE CREA EL RECONOCIMIENTO AMBIENTAL EN LOS 

ESTABLECIMIENTOS EDUCATIVOS – BANDERA VERDE” 
 

EL CONCEJO DE BOGOTA DISTRITO CAPITAL 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y en especial de las conferidas en 
los numerales 1, 7 y 25 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
ACUERDA 

 
Artículo 1. Objeto General. Crease el Reconocimiento Ambiental en los Establecimientos 
Educativos – BANDERA VERDE. 
 
Artículo 2. Definición. El Reconocimiento Ambiental “BANDERA VERDE” es un 
reconocimiento que otorga La Administración Distrital a los Establecimientos Educativos del 
Distrito Capital, que implementen exitosamente, de manera voluntaria, acciones y 
estrategias de educación ambiental en su pensum y comunidades escolares. 
 
Artículo 3. Objetivos Específicos. El Reconocimiento Ambiental en los Establecimientos 
Educativos – BANDERA VERDE tiene como objetivos: 
 
a) Articular esfuerzos y asociar actores institucionales, comunidad educativa y 
organizaciones sociales de manera voluntaria en un compromiso para fortalecer la 
educación ambiental, el cuidado y la protección del medio ambiente.  
 
b) Promover la educación ambiental generando un cambio cultural en la comunidad 
educativa, en tres ámbitos: pedagógico, en la gestión de la institución educativa y en la 
relación de la comunidad educativa con el entorno. 
 
c) Impulsar una efectiva responsabilidad ambiental  
 
Artículo 4. Los establecimientos educativos públicos o privados que decidan acogerse 
voluntariamente al Reconocimiento Ambiental en los Establecimientos Educativos – 
BANDERA VERDE, elaborarán un autodiagnóstico de su institución y de su entorno, un plan 
de acción con actividades de educación ambiental, integrando los ámbitos pedagógicos, de 
gestión y relaciones con el entorno y lo presentarán ante la Comisión Intersectorial de 
Educación Ambiental- CIDEA. 
 
La Comisión Intersectorial de Educación Ambiental- CIDEA recopilará las diferentes 
propuestas de los establecimientos educativos y definirá el reconocimiento “Bandera Verde.  
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Artículo 5. Diagnóstico ambiental y plan de acción. El Comité Ambiental Escolar de cada 
establecimiento educativo público o privado creado mediante el Acuerdo 166 de 2005, será 
el encargado de hacer el auto diagnóstico ambiental en forma participativa de la institución 
educativa y su entorno y elaborar el plan de acción para acceder a la Certificación 
Ambiental.  

Artículo 6. En todo caso, las acciones e iniciativas del Reconocimiento Ambiental en los 
Establecimientos Educativos – BANDERA VERDE, de que habla el presente Acuerdo, se 
realizarán en el marco de la disponibilidad presupuestal y misional del sector de Ambiente y 
Educación o quien haga sus veces. 

Artículo 7. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.  
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PROYECTO DE ACUERDO N° 286 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR EL CUAL SE SUSTITUYE LA TRACCIÓN HUMANA EN LA POBLACIÓN DE 

RECICLADORES DE OFICIO DE BOGOTÁ Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 
1. OBJETO DEL PROYECTO  
 
El presente proyecto de la Bancada del Polo Democrático Alternativo busca crear el estímulo 
a la población de recicladores de oficio de Bogotá que adelantan su labor con medios de 
carga humano y con vehículos de tracción humana. 
 
2. JUSTIFICACION 
 
Para La Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos -UAESP-, la población 
recicladora de oficio de la ciudad, asciende al número de 21.297 los cuales se encuentran 
registrados en el Registro Único de Recicladores (Ruro), sin embargo aclara que solo 14.049 
son clasificados como ACTIVOS, es decir, que han pesado mínimo una vez desde el inicio 
del programa y que 7.248 como SUSPENDIDOS16, sin embargo para la Asociación de 
Recicladores de Bogotá la cifra de recicladores Activos supera los 17.000 (opinión citada por 
Nohra Padilla, 2016). Sin embargo, para efectos de este proyectos asumiremos la cifra de 
recicladores activos en la Ciudad, la cual concuerda con los resultados del censo que 
adelanto la Universidad Distrital en el año 2012, toda vez que este censo es la herramienta 
privilegiada de base por que se desarrolló con la técnica y cobertura en toda la ciudad, 
mientras que el Ruro, fue una acción posterior  a la cual ingresaron muchas personas, que 
reportaron pesaje desde los sitios ya autorizados y solicitados por organizaciones de 
reciente creación a las cuales les asignaron autorización de pesaje, mientras que se 
desconoció la existencia de más de 1000 bodegas (registro Secretaria Distrital de 
Planeación plataforma para el censo) en las cuales se aplicó. Por esta circunstancia miles de 
recicladores que venden en dichas bodegas no tienen posibilidad de planillar y reportar los 
pesajes de material recogido en sus rutas.  
 
Por esto urge la aplicación de un esquema de seguimiento y verificación real y efectiva que 
logre identificar y localizar a los recicladores en sus zonas y bodegas donde venden el 
material, se encontraran con que muchos recicladores no están ni en el censo ni en el Ruro 
y muchos que aparecen en el censo o en el Ruro no aparecen vendiendo en ninguna 
bodega (opinión citada por Nohra Padilla, Directora Ejecutiva de la Asociación Cooperativa 
de Recicladores de Bogotá – ARB ESP, en marzo de 2016). 

                                                           
16 Según Información de Oficio de la UAESP con radicado no. 20161000019821 del 25 de febrero de 

2016, en respuesta a proposición no. 058 de control política del Concejo de Bogotá. 
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La Ciudad de Bogotá genera 7.900 toneladas/día de residuos sólidos, de los cuales 6.500 
toneladas/día son dispuestas en el Relleno Sanitario Doña Juana y 1.200 toneladas/día son 
recogidas por la población recicladora de oficio. 
 
El 28% (2.212 toneladas/día) de los residuos son reciclables, los residuos patógenos y 
peligrosos son el 2% (158 toneladas/día) y otro 5% (395 toneladas/día) corresponde a otros 
materiales; mientras que el 65% (5.135 toneladas/día) de los residuos producidos en Bogotá 
son orgánicos. 
 

 
 
La Corte Constitucional en múltiples actuaciones ha ratificado los derechos de la población 
recicladora, entre ellas las sentencias T-724 de 2003 y Auto 275 de 2011, en donde 
establecieron que la población de recicladores cuenta con el derecho de alcanzar soluciones 
económicas duraderas para la situación en que sobreviven, y “(…) volverse[,] de manera 
progresiva[,] empresarios de la basura a través de las acciones afirmativas que les asigne la 
exclusividad en el oficio de reciclaje y el crecimiento en esta cadena articulada al servicio de 
aseo (…)” (Aparte de la Sentencia T- 724 de 2003). 
 
De igual manera la Corte Constitucional se ha manifestado en privilegiar a la población 
de recicladores. Tal como se indicó en la sentencia C-309 de 1997, los derechos 
constitucionales no pueden ser disueltos en un cálculo utilitario sobre el bienestar colectivo, 
ni pueden estar únicamente sometidos al criterio de las mayorías, ya que esos derechos 
fundamentales e individuales son precisamente limitaciones al principio de mayoría. Sobre el 
punto ha referido esta Corte que “(…) condicionar la validez de un derecho constitucional a 
los criterios de las mayorías es quitarle toda su eficacia específica puesto que, en una gran 
medida, los derechos constitucionales fundamentales son las promesas que formulan las 
mayorías a las minorías -y a esas minorías radicales que son las personas- de que su 
dignidad e igualdad serán siempre respetadas"17. Por ello debe entenderse que el respeto 
de esos derechos es un componente primordial integrante del interés general.  
 

                                                           
17Corte Constitucional. Sentencia C-350/94. 
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Como bien lo señaló Luigui Ferrajoli, “(…) el hecho de que los derechos humanos y con ellos 
todo progreso en la igualdad, se hayan ido afirmando cada vez más, primero como 
reivindicaciones y después como conquistas de los sujetos más débiles dirigidos a poner 
término a sus opresiones y discriminaciones, no se ha debido a la casualidad sino a la 
creciente evidencia de violaciones de la persona percibidas como intolerables”18. Por lo 
mismo, la guarda de tales derechos – máxime en consideración de los sujetos de especial 
protección que sobreviven en situaciones que atentan contra la dignidad humana -, amén de 
consolidarse como una necesidad en contra de condiciones que exacerban la vulneración de 
los principios constitucionales actuales, se constituye en un ineludible deber a la luz de los 
parámetros del Estado Social de Derecho (Aparte del Auto 275 de 2011 de la Corte 
Constitucional).  
 
Es importante denotar a los recicladores de oficio como población vulnerable, así como lo 
manifestado la Constitución y entre otros, la Defensoría del Pueblo en su intervención frente 
al T 724 de 2003 de la Corte Constitucional “estima que los recicladores son grupos con 
debilidades manifiestas, lo que transforma la obligación genérica del Estado frente a las 
personas débiles o marginadas, en obligación específica y hace nacer el correlativo derecho 
a exigir las prestaciones correspondientes por parte de las personas en quienes concurran 
las circunstancias de debilidad manifiesta. Por tal motivo, advierte que el Estado Social de 
Derecho impone la solución señalada ante los casos de manifiesta injusticia material, 
cuando ha sido el mismo Estado el primero en eludir sus compromisos. Cita en ese sentido 
la sentencia T – 571 de 1992 de esta Corporación”. Concluye (la Defensoría del Pueblo) 
“afirmando que el trato excluyente y discriminatorio otorgado por las autoridades nacionales 
y locales al grupo de personas que se dedican al reciclaje, no sólo contraviene el derecho 
fundamental a la igualdad sino que desconoce el derecho a la subsistencia de ese sector de 
la población, razón, que a su juicio, que justifica que la Corte Constitucional analice el caso 
con efectos unificadores e integradores, a fin de que se pronuncie sobre los alcances de los 
derechos a la igualdad y al mínimo vital de la población recicladora”. 
 
También la Corte Constitucional en las sentencia T 724 de 2003, identifico la obligatoriedad 
del Estado de adelantar acciones afirmativas con la población de los recicladores de oficio 
para garantizar la participación de grupos marginados o discriminados. Es sus apartes 
identifica por “acciones afirmativas se entiende todo tipo de medidas o políticas dirigidas a 
favorecer a determinadas personas o grupos, ya sea con el fin de eliminar o reducir las 
desigualdades de tipo social, cultural o económico que los afectan, bien de lograr que los 
miembros de un grupo subrepresentado, usualmente un grupo que ha sido discriminado, 
tengan una mayor representación, con el fin de conseguir una mayor igualdad sustantiva 
entre grupos sociales con problemas de discriminación o de desigualdad de oportunidades. 
En ese orden de ideas tal como lo ha sostenido la Corte, los subsidios en los servicios 
públicos, las becas y ayudas financieras para estudiantes con recursos escasos o el apoyo 
económico a pequeños productores, son acciones afirmativas”. 

Nuestro ordenamiento constitucional prevé ese tipo de medidas. Así, el artículo 13-2 de la 
Constitución Política señala como una obligación del Estado la de promover las condiciones 

                                                           
18 Ferrajoli, L. Los fundamentos de los derechos fundamentales, Madrid: Editorial Trotta, 2007, p. 363. 
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para que la igualdad sea real y efectiva, adoptando medidas a favor de grupos discriminados 
o marginados. 

De manera que las diferentes autoridades del Estado están obligadas, cuando se 
encuentran en presencia de grupos en condiciones de marginalidad y discriminación, a 
adoptar todas aquellas medidas necesarias para lograr una mayor igualdad sustantiva, 
incluyendo en sus decisiones tratamientos acordes con tales situaciones. “Pasar por alto ese 
mandato, no contemplando medidas afirmativas a favor de grupos que pueden verse 
afectados por las decisiones adoptadas, significa quebrantar el derecho a la igualdad, que 
impone, precisamente, su adopción” (concluye la Corte Constitucional en la Sentencia T 724 
de 2003). 
 
En esa oportunidad, la Corte Constitucional en la Sentencia T 724 de 2003, EXHORTO al 
Concejo de Bogotá en lo que respecta a su territorio, para que incluya acciones afirmativas [ 
] a favor de aquellos grupos que por sus condiciones de marginamiento y discriminación 
requieran de una especial protección por parte del Estado [ ]. 
 
Por otra parte la Corte Constitucional mediante Auto 275 del 19 de diciembre de 2011 
ordenó al Distrito “109. (…) el Distrito defina y rediseñe un esquema que dignifique la 
actividad del reciclaje y que tienda a su normalización a través de la fijación de metas a 
cumplir en el corto plazo que sean concretas, cualificadas, medibles y verificables. Dicho 
Plan deberá contener acciones afirmativas en favor de la población que se dedica de 
manera permanente a la actividad de reciclaje -lo que supone un enfoque diferencial-, de 
manera que se logre su regularización respecto de la prestación de los servicios 
complementarios de aseo en los componentes de reciclaje, transporte, transformación y 
aprovechamiento de residuos.  De esta manera mediante la Resolución 062 De 2013 La 
Unidad Administrativa Especial De Servicios Públicos, adopto la base de datos de 
recicladores de oficio que hace uso de la carreta como herramienta para el desarrollo de su 
actividad económica, beneficiarios del programa distrital de sustitución de vehículos de 
tracción animal y definió el procedimiento para la sustitución por vehículo automotor en 
cumplimiento del Decreto Distrital 040 de 2013.  
 
Este proceso de la sustitución de los vehículos de tracción animal se cumplió de manera 
adecuada, aunque se menciona por parte de los recicladores que aún faltan algo más de 
800 carreteros por ser incluidos por el programa. Frente al desarrollo del programa de 
sustitución de vehículos de tracción animal en Bogotá, la UAESP19, aclara que mediante 
Convenio suscrito entre la Secretaria de Movilidad y la Universidad Distrital, en el año 2010 
se realizó el censo social integral de vehículos de tracción animal, el cual fue actualizado en 
el año 2012, dando como resultado una identificación de 2.890 carreteros, posteriormente la 
Administración reconoció esta condición a 1.222 carreteros recicladores, de los cuales 44 
escogieron la opción de plan de negocio (recibiendo un subsidio por 36 s.m.m.l.v.), 1.173 
escogieron la opción de contar con un vehículo (carros de más de 700 kilogramos) y 5 no se 
acogieron a ninguna opción. Frente a los carreteros que no fueron beneficiarios del 
programa de sustitución de los vehículos de tracción animal la Alcaldía Mayor expidió la 

                                                           
19 Según Información de Oficio de la UAESP con radicado no. 20161000019821 del 25 de febrero de 

2016, en respuesta a proposición no. 058 de control política del Concejo de Bogotá. 
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Directiva 03 de 2014, donde concluyó que ningún reclamante tenía derecho a recibir los 
beneficios mencionados en el proceso de sustitución de los vehículos de tracción animal. 
 
Sin embargo, y a pesar de la inexistencia de una ley que este promulgando la salida de 
dichos vehículos de circulación, como si ocurrió con los de tracción animal,  según el censo, 
los recicladores, que adelantan sus actividades gracias a la fuerza humana con costales a 
sus espaldas o como lo mencionamos en este proyecto “con medios de carga humana”20 o 
utilizando vehículos a tracción humana, denominados zorrillos o en otros casos bicicletas o 
carritos de mercados o planchones o enganches, son los más vulnerables y  deben ser 
cobijados por las acciones afirmativas y por el derechos a la igualdad que ha definido en sus 
sentencias la Corte Constitucional, la Constitución y el Decreto Nacional 2981 de 2013 que 
obliga a  los Municipios a la formulación de Planes de Gestión Integral –PGIRS- ., en el cual 
las metas de los proyectos deben estar basados en los diagnósticos y los censos que son de 
obligatoria observancia. Esta población asciende al 75% de la población de recicladores de 
la ciudad, de estos se calcula que 700 son recicladores que adelantan su actividad con 
medios de carga humana y 9.800 son recicladores que adelantan su labor con medios de 
tracción humana con los denominados zorrillos, bicicletas, carritos de mercados, planchones 
o enganches. Sin lugar a duda los recicladores que realizan su labor con medios de carga 
humana deben ser el foco de las Acciones Afirmativas que deben de gozar de especial 
protección de acuerdo los planteamientos reiterados de la Corte Constitucional. 
 
Es necesario distinguir que las acciones que se adelanten en el marco del presente proyecto 
de acuerdo, están soportadas por las sentencias de la Corte Constitucional y su valor 
preferente de población vulnerable, entre otras, le reconoce el derecho de gozar de 
preferente protección en el marco de la constitución y sobre las cuales se deben adelantar 
acciones afirmativas que dignifiquen su labor y su continuidad en la sociedad, es así como 
se ve obligada la Administración para Adelantar el Plan para la Gestión Integral de Residuos 
Sólidos, PGIRS, donde se deben incorporar y fortalecer estas medidas de manera 
permanente y progresiva como  acciones afirmativas a favor de la población recicladora, 
debido a su ausencia en los Decreto 548 y 568 de 2015 la Administración Distrital planteo el 
PGIR para la Ciudad, sin embargo no se logró la  concertación con la población de 
Recicladores, como lo obliga el Decreto Nacional 2981 de 2.013.  
  

                                                           
20 Para la Asociación de recicladores de Bogotá, los recicladores que adelantan sus actividades con el 

esfuerzo humano, aceptan el término de “medios de carga humana”. Y aclara la ARB, que no se 

puede confundir la población de recicladores que adelantan su labor con los medios de carga humana 

con los habitantes de calle, que estas poblaciones son igualmente vulnerables, pero son diferentes 

(opinión citada, por Nohra Padilla, Directora Ejecutiva de la Asociación Cooperativa de Recicladores 

de Bogotá - ARBESP, el 15 de marzo de 2015).  
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3. ANTECEDENTES 
 
Los antecedentes del proyecto de acuerdo son los siguientes: 

 
También es importante mencionar que actualmente la Administración Distrital adelanta el 
Contrato No. 443 de 2017 celebrado por la UAESP, que tiene por objeto: realizar el estudio 
técnico de la caracterización en la fuente de residuos sólidos generados en la Ciudad de 
Bogotá Distrito capital por tipo de generador y establecer el uso de métodos alternativos de 
transporte para materiales aprovechables, lo cual aportara a la solución de la tracción 
humana de residuos en la ciudad. 
 
 
 

PERIODO PRESENTADO PONENTES CONCEPTO 
ADMINISTRACION 

No. 116 de 2016 – Periodo 
de Mayo de 2016 

Jorge Durán Silva  
Nelly Patricia Mosquera 
PONENCIAS NEGATIVAS 

 

No. 225 de 2016 – Periodo 
de Agosto de 2016 

Jorge Eduardo Torres – 
PONENCIA NEGATIVA. 
Diego Andrés Molano – 
PONENCIA POSITIVA 

 

No. 419 de 2016 – Periodo 
de Noviembre de 2016 

María Victoria Silva -  NEGATIVA. 
Venus Albeiro Silva Gómez - 
POSITIVA 

 

No. 091 de 2017 – Periodo 
de Febrero de 2017 

Pedro Julián López – PONENCIA 
NEGATIVA. 
María Clara Name – PONENCIA 
POSITIVA 

 

No. 199 de 2017 – Periodo 
de Mayo de 2017 

Armando Gutiérrez y Horacio 
Serpa – PONENCIAS 
NEGATIVAS. 

NO VIABLE 

No. 379 de 2017 – Periodo 
de Agosto de 2017 

NO FUE SORTEADO NO VIABLE 

No. 225 de 2017 – Periodo 
de Noviembre de 2017 

Marco Fidel Ramírez -  
NEGATIVA. 
Ricardo Correa – POSITIVA 

 

No. 025 de 2018 – Periodo 
de Febrero de 2018 

NO FUE SORTEADO  

No. 158 de 2018 – Periodo 
de Febrero de 2018 

David Ballen - PONENCIA 
NEGATIVA 
Hollman Morris - PONENCIA 
POSITIVA 

NO VIABLE 
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4. SUSTENTO JURÍDICO 
 
Dentro del marco jurídico que soporta el presente proyecto se pueden mencionar los 
siguientes: 
 
Artículo 13 de la Constitución Política, en relación con la adopción de medidas a favor de 
grupos marginados o discriminados  
 

ARTICULO 13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados (subrayado fuera 
del texto). 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

SENTENCIA de la Corte Constitucional T-724 de 2003. Referencia: expediente T-723237. 
Acción de tutela interpuesta por Silvio Ruiz Grisales y la Asociación de Recicladores de 
Bogotá - ARB contra el Distrito Capital de Bogotá – Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos. 
Magistrado Ponente: Dr. Jaime Araujo Rentería. 
 
SENTENCIA de la Corte Constitucional Auto 275 de 2011. Referencia: solicitud de 
cumplimiento de la Sentencia T-724 de 2003 y del Auto 268 de 2010. Peticionarios: Nohra 
Padilla Herrera. Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez. Colaboró: Javier Francisco 
Arenas Ferro. 
 
SENTENCIA de la Corte Constitucional Sentencia T-387 de 2012. Principio De Igualdad - 
Identidad de iguales y diferencia entre desiguales. Referencia: expediente T-2.848.553. 
Acción de Tutela instaurada por Adelaida Campo De Jesús contra la Alcaldía Municipal de 
Popayán. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 1.2.4. Señala que con 
anterioridad, la Corte Constitucional mediante Sentencias T-724 del 20 de agosto de 2003 y 
T-291 del 23 de abril de 2009, y el Auto 091 del 18 de mayo de 2010, ordenó incluir acciones 
afirmativas, y modificar y suspender los procesos de contratación que no incluían a los 
recicladores. 
 
AUTO 275 DE 2011 de la Corte Constitucional. Referencia: solicitud de cumplimiento de la 
Sentencia T-724 de 2003 y del Auto 268 de 2010. Peticionarios: Nohra Padilla Herrera. 
Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez, Colaboró: Javier Francisco Arenas Ferro 
 
AUTO 587 DE 15 de diciembre de 2015. PARTE RESOLUTIVA: SEGUNDO” ADVERTIR  a 
la Uaesp o a quien haga sus veces que la normalización en la prestación del servicio público 
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domiciliario de aseo no podrá hacerse en detrimento de los niveles de cumplimiento 
actualmente alcanzados  respecto a las acciones afirmativas previstas para la población 
recicladora de Bogotá D.C. Por el contrario, dichos logros deberán fortalecerse y 
profundizarse de conformidad con el principio de progresividad, a partir de las órdenes 
dadas en la Sentencia T 724 de 2003 y en los criterios fijados en los autos 286 de 2010 y 
275 de 2011. Así mismo en el esquema de prestación que se escoja también deberá tenerse 
en cuenta los riesgos sociales y ambientales inherentes a este servicio. 
 
Decreto 2981 de 2013 “Por el cual se reglamenta la prestación del servicio público de aseo” 
 

Artículo 88. Plan para la gestión integral de residuos sólidos, PGIRS. Los 
municipios y distritos, deberán elaborar, implementar y mantener actualizado un plan 
municipal o distrital para la gestión integral de residuos o desechos sólidos en el 
ámbito local y/o regional según el caso, en el marco de la gestión integral de los 
residuos, el presente decreto y la metodología para la elaboración de los PGIRS. 
 
El PGIRS deberá incorporar y fortalecer de manera permanente y progresiva las 
acciones afirmativas a favor de la población recicladora. (Subrayado fuera del texto) 

 
Artículo 96. Obligaciones de los municipios y distritos. Los municipios y distritos 
en ejercicios de sus funciones deberán: 

(….)  
9. Formalizar la población recicladora de oficio, para que participe de manera 
organizada y coordinada en la prestación del servicio público que comprende la 
actividad complementaria de aprovechamiento, con el fin de dar cumplimiento a lo 
previsto en este decreto y en la regulación vigente. 
 
10. Adoptar y fortalecer las acciones afirmativas en favor de la población 
recicladora. 
 
11. Adelantar la actualización del censo de recicladores en su territorio, así como 
identificarlos y carnetizarlos con el fin de identificar la población objetivo y focalizar 
las acciones afirmativas para esta población vulnerable. (Subrayado fuera del 
texto) 
(….)  
 

DECRETO 495 DE 2016 "Por el cual se adopta el Plan de Gestión Integral de Residuos 
Sólidos - PGIRS- del Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones" 

 
Artículo 1.- Objeto. Adóptese el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos -
PGIRS- del Distrito Capital para un horizonte de planeación de doce (12) años. 
contados a partir de la entrada en vigencia del presente decreto, como el 
instrumento de planeación distrital contentivo de los objetivos, metas, programas, 
proyectos, actividades y recursos para el manejo de los residuos sólidos, basado 
en la política de gestión integral de los mismos, el cual se contiene en el 
documento anexo e integra el presente Decreto. 
…….. 
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Artículo 7°.- Inclusión de la población recicladora de oficio. Sin distinción del 
esquema prestación que implemente el Distrito Capital para la prestación del 
servicio público de aseo, la UAESP deberá garantizar la inclusión de la población 
recicladora de oficio en el mismo; lo cual deberá reflejarse en los programas, 
proyectos, actividades y metas planteadas en el Documento Técnico de Soporte - 
DTS Yl Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos -PGIRS. 

 
Acuerdo Distrital 287 de 2007 “Por el cual se establecen lineamientos para aplicar las 
acciones afirmativas que garantizan la inclusión de los recicladores de oficio en condiciones 
de pobreza y vulnerabilidad en los procesos de la gestión y manejo integral de los residuos 
sólidos”. 
 
El Articulo 86 del Acuerdo 645 de 2016 “Por el cual se adopta el Plan de Desarrollo 
Económico, Social, Ambiental y de Obras Públicas para Bogotá D.C. 2016 – 2019 “Bogotá 
Mejor Para Todos” ha contemplado la iniciativa así: 
 

“Artículo 86. Proyecto Integral para la prestación del servicio público de aseo  
 
La Unidad Administrativa Especial de Ser-vicios Públicos -UAESP- diseñará e 
implementará un proyecto Distrital para el manejo integral de los residuos sólidos, el 
cual deberá sustentarse en la producción y con-sumo responsable, garantizar la 
disminución en la generación, fomentar la separación en la fuente mediante cambio 
cultural, especialmente a través de campañas de capacitación y el fortalecimiento de 
la aplicación del comparendo ambiental previsto en el numeral 18 del Acuerdo 417 de 
2009, implementar programas de tecnologías alternativas para el aprovechamiento de 
residuos sólidos, propender por la correcta disposición final de los residuos y el trata-
miento de los lixiviados, así como por la inclusión de los recicladores en el esquema 
de prestación. Este proyecto deberá ser parte del Plan de Gestión Integral de 
Residuos Sólidos –PGIRS.  
 
La inclusión de recicladores deberá garantizarse a través de acciones concretas en 
los siguientes aspectos: i.) registro depurado, actualizado y permanente de la 
población recicladora; ii) capacitación para el fortalecimiento técnico y apoyo de las 
organizaciones de recicladores; iii.) Asistencia psicosocial; iv.) Mecanismos que 
garanticen el acceso a la seguridad social y; v.) Sustitución de vehículos de tracción 
humana, sujeta a los estudios de tecnología que garanticen la eficiencia en la 
recolección de materiales aprovechables.” 
 
A partir de los estudios realizados se definirá la línea base para establecer la meta en 
materia de aprovechamiento y separación en la fuente.  
 
Parágrafo 1. La UAESP, desarrollará los estudios que permitan fomentar la de-
manda de materiales aprovechables, el uso de métodos alternativos de transporte 
para este tipo de materiales y el aprovecha-miento energético, así como aquellos que 
permitan determinar la solución de largo plazo respecto a la disposición final de 
residuos a partir del análisis de nuevas tecnologías.  
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Parágrafo 2. Incorporación del Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos – 
PGIRS. De conformidad con lo previsto en el artículo 2.3.2.2.3.87 del Decreto 
Nacional 1077 de 2015, la revisión y actualización del Plan de Gestión Integral de 
Residuos Sólidos es obligatoria y deberá realizarse dentro de los doce (12) meses 
siguientes al inicio del período constitucional del alcalde distrital o municipal.  
 
En consecuencia, una vez se actualice por parte de la Administración Distrital el 
PGIRS, sus objetivos, metas, programas, proyectos y actividades, se entenderán 
incorporados al presente Plan de Desarrollo, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 88 de la Ley 1753 de 2015, del Decreto 1077 de 2015 y la Resolución 0754 
del 2014 del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.” 
(Subrayado fuera del texto) 
 

Así las cosas, aunque se reconoce la sustitución de vehículos de tracción humana, sin 
embargo desconoce la labor desarrollada con medios de carga humano, por lo cual 
seguimos en busca de llevar a política publica este tipo de iniciativas. 
 
La Administración Distrital, aclara que frente al cumplimiento del Artículo 86 del Acuerdo 645 
de 2016, la UAESP adjudicó el contrato No. 443 de 2017 con el Consorcio NCU-UAESP con 
fecha de inicio de 16 de agosto de 2017, cuyo objeto es: “realizar el estudio técnico de la 
caracterización en la fuente de residuos sólidos generados en la ciudad de Bogotá por tipo 
de generador y establecer el uso de métodos de transporte para materiales aprovechables”, 
y frente a esto la Administración considera como insumo para la toma de decisiones en 
materia de la tracción humana”. 
 
4. COMPETENCIA DEL CONCEJO 
 
El Concejo de Bogotá es competente para dictar normas relacionadas con el objeto del 
proyecto de acuerdo, según las disposiciones Constitucionales mencionadas que obligan al 
Estado a la adopción de medidas a favor de grupos marginados o discriminados. 
 
Así mismo el Decreto Ley 1421 de 1993, en su Artículo 12, Numeral 1 y 10, le concede al 
Concejo atribuciones para dictar normas. 
 
Artículo 12:  
Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 

4. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 
funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito.  
(….)  

 
12. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la desconcentración y la 

participación y veeduría ciudadanas. 
(….)  

 
25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
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5. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con el Artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los gastos que genere la presente 
iniciativa se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan Operativo Anual de 
Inversión de las entidades competentes.  
 
Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante lo anterior, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, 
no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa, afirmando: 
 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 

2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 

exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 

legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 

principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 

lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 

 

“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 

actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma 

de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 

Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 

obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 

macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 

legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

Con fundamento en los argumentos expuestos, ponemos a consideración del Honorable 
Concejo de la Ciudad la presente iniciativa. 
 
Cordialmente, 
 
 
ALVARO ARGOTE MUÑOZ 
Concejal de Bogotá 
 
 
 

CELIO NIEVES HERRERA 
Concejal de Bogotá  
 
 
 

 
XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal de Bogotá 
 

 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO 
Concejal de Bogotá - Vocero 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 286 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR EL CUAL SE SUSTITUYE LA TRACCIÓN HUMANA EN LA POBLACIÓN DE 

RECICLADORES DE OFICIO DE BOGOTÁ Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial de las que le 
confiere el numeral 1, 10 y 25 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
ACUERDA: 

 
ARTÍCULO 1. Objeto. Sustituir la tracción humana denominada “tracción a sangre” por 
vehículos de tracción mecánica en la población de recicladores de oficio de Bogotá que 
adelantan su labor con estos medios de carga humano. 
 
ARTICULO 2. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaria Distrital de Gobierno y 
de la Unidad Administrativa Especial de Servicios Públicos UAESP adelantará lo establecido 
en Articulo 86 del Acuerdo 645 de 2016 en lo pertinente a la inclusión y acciones frente a 
esta población de recicladores. 
 
La sustitución se hará a cada uno de los recicladores de oficio que adelanten su labor con 
medios de “carga humano”, con vehículos de tracción humana, por un medio mecánico moto 
carga, triciclo con motor u otro modelo productivo que mediante la asociatividad pueda hacer 
parte de la cadena del reciclaje. Las acciones referidas en este artículo se ejecutarán en 
consecuencia con el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos adoptado por el Decreto 
495 de 2016 o cuya norma que haga sus veces. 
 
Parágrafo 1. Previa a la entrega de los vehículos por parte de la entidad correspondiente, se 
deberá proporcionar una capacitación pertinente para los recicladores que harán uso de los 
mismos, con el fin de ofrecer un servicio eficiente, eficaz y efectivo.  
 
ARTICULO 3. Los recursos fiscales que demanda la ejecución del presente acuerdo estarán 
contemplados en las acciones afirmativas que debe adelantar la Administración con la 
población de Recicladores de Oficio de la Ciudad de Bogotá, según lo establecido por la 
Corte Constitucional y en el Articulo 86 del Acuerdo 645 de 2016 “Por el cual se adopta el 
Plan de Desarrollo Económico, Social, Ambiental y de Obras Públicas para Bogotá D.C. 
2016 – 2019 “Bogotá Para Todos” en lo pertinente a la inclusión y acciones frente a los 
recicladores. 
 
ARTICULO 4. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.  

 
PUBLÍQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 287 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL PROGRAMA ESPECIAL DE ASISTENCIA 

NUTRICIONAL A LA PRIMERA INFANCIA EN SUS PRIMEROS 1000 DÍAS DE VIDA 
“VENTANA DE OPORTUNIDAD” 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
 
1. OBJETO DEL PROYECTO  
 
El presente proyecto de la Bancada del Polo Democrático Alternativo busca crear el 
programa especial de asistencia nutricional a la primera infancia en sus primeros 1000 días 
de vida “Ventana de Oportunidad”, en pro de fortalecer el desarrollo y crecimiento de los 
infantes de la ciudad de Bogotá de los estratos socioeconómicos uno y dos, desde su 
concepción hasta los dos años de edad.  
 
2. ANTECEDENTES  
 
Según documento de la Unicef “informe mundial: Improving Child Nutrition: The achievable 
imperative for global progress” en diversos países se han logrado  intervenciones exitosas 
para combatir la desnutrición de los menores de 5 años, dentro de las cuales están: mejorar 
la nutrición de las mujeres, especialmente antes, durante y después del embarazo; la 
lactancia materna temprana y exclusiva durante los primeros 6 meses; la alimentación 
complementaria a tiempo, segura, y de buena calidad de los 6 a los 24 meses; y una ingesta 
adecuada de micronutrientes. 
 
Algunos ejemplos de países que han logrado intervenciones exitosas para combatir la 
desnutrición: 
• Perú, en tan sólo unos pocos años, se redujo en un tercio de un estimado del 30% en 
2004-2006 al 20% en 2011.  
• Ruanda, en sólo cinco años (de 2005 a 2010), disminuyó de un estimado del 52 al 
44%.  
• Etiopía, entre 2000 y 2011, disminuyó de un estimado del 57 al 44%.  
• Haití, los resultados preliminares de encuestas indican que disminuyó de un estimado 
del 29% en 2006 al 22% en 2012.  
• Maharashtra en la India, las estimaciones provisionales indican que se redujo del 39% 
en 2005-2006 al 23% en 2012.  
• Nepal, se redujo del 57% en 2001 al 41% en 2011. 
Según el anterior informe de la Unicef Colombia se ubica en el puesto 37 de los países con 
desnutrición crónica en niños menores de 5 años para el año 2011.  
 
Actualmente en Colombia se cuenta con la estrategia de cero a siempre para la atención 
integral para la primera infancia. 
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La Ley 1450 de 2011 del “Plan Nacional de Desarrollo 2010–2014: Prosperidad para Todos”, 
hizo explícito el compromiso del Gobierno nacional de implementar la Estrategia De Cero a 
Siempre como la principal movilizadora de atención integral a la primera infancia. La 
Estrategia, presentada al país el 21 de febrero del año 2011 por el presidente Juan Manuel 
Santos Calderón, fue exaltada como una de las acciones prioritarias y de la Unidad 
Nacional, de igual manera con la expedición de la Ley 1753 de 2015 “Por La Cual Se Expide 
El Plan Nacional De Desarrollo 2014-2018 "Todos Por Un Nuevo País" en su Artículo 82 
ratifica la “Política de atención integral a la primera infancia, infancia y adolescencia. El 
Gobierno Nacional consolidará la implementación de la política de primera infancia y 
desarrollará una política nacional para la infancia y la adolescencia, en armonía con los 
avances técnicos y de gestión de la estrategia De Cero a Siempre, con énfasis en la 
población con amenaza o vulneración de derechos” 
 
Según la estrategia de cero a siempre el mayor cambio presentado fue el presupuesto 
asignado para el ICBF con respecto a la atención integral a la primera infancia en el modelo 
de educación inicial. 
  
Esta estrategia de cero a siempre contempla varios tópicos a tratar como el sector educativo, 
sector salud, sector cultural para la primera infancia, pero es necesario y por ello se plantea 
en este proyecto de acuerdo que se enfatice en la parte alimentaria para los primeros 1000 
días de vida, aunque se tiene presupuestado hacer un plan piloto en la estrategia de cero a 
siempre para los primeros 1000 días de vida aun dentro del mercado objetivo no se 
contempla a Bogotá. A continuación se enuncia dicho el plan piloto. 
 
El Piloto del Esquema de los Primeros mil Días  
• Se realizará en 10 municipios 
• El piloto se financiará en su mayoría con recursos de la Cooperación y el Gobierno 
Nacional 
• Los 10 municipios se dividirán de la siguiente manera con el fin de implementar el 
Esquema ajustado a los distintos contextos territoriales: 

4 de menos de 10.000 habitantes 
3 de 10.000 a 20.000 habitantes 
2 de 20.000 a 50.000 habitantes 
1 de más de 50.000 habitantes  
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Como antecedente también es necesario aclarar, que esta iniciativa se presentó en las 
siguientes oportunidades: 
 

No. 
Proyecto 

Fecha 
radicación 

Autor 
COMISIÓN TITULO PROYECTO 

PONENTES Hs.Cs. y 
Comentarios de la 

Administración 

117 
17 de 

marzo / 
2016 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
estímulo a la primera infancia en 
sus primeros 1000 días de vida 

“Bono de Vida – Ventana de 
Oportunidad” 

Comentarios Sec. de 
Gobierno: No es viable. 

Ponencia Negativa H.C. Jorge 
Lozada Valderrama. 

Ponencia Negativa H.C. 
Ángela Sofía Garzón Caicedo. 

254 
14 de junio 

/ 2016 
Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
estímulo a la primera infancia en 
sus primeros 1000 días de vida 

“bono de vida –ventana de 
oportunidad” 

Ponencia Negativa Conjunta 
Hs Cs David Ballén Hernández 

y Daniel Palacios Martínez.  

421 
14 de 

septiembre 
/ 2016 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
estímulo a la primera infancia en 
sus primeros 1000 días de vida 

“bono de vida – ventana de 
oportunidad” 

Ponencia Negativa Conjunta 
Hs Cs Daniel Palacios Martínez 

y Roberto Hinestrosa Rey 

090 
20 de 

enero / 
2017 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
estímulo a la primera infancia en 
sus primeros 1000 días de vida 

“Bono de Vida – Ventana de 
Oportunidad” 

  

202 
14 de 

Marzo / 
2017 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
estímulo a la primera infancia en 
sus primeros 1000 días de vida 

"Bono de Vida - Ventana de 
Oportunidad" 

  

Comentarios Secretaria de 
Gobierno: No es Viable 

Ponencia Positiva H.C. Jorge 
Durán Silva 

Ponencia Positiva H.C. 
Hollman Felipe Morris Rincón  

377 
13 de junio 

/ 2017 
Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
programa especial de asistencia 
nutricional a la primera infancia 

en sus primeros 1000 días de vida 
“Ventana de Oportunidad” 

Comentarios Secretaria de 
Gobierno: No es Viable 

508 
11 de 

septiembre 
/ 2017 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
programa especial de asistencia 
nutricional a la primera infancia 

en sus primeros 1000 días de vida 
“Ventana de Oportunidad” 

Ponencia Positiva, H.C. 
Antonio Sanguino Páez. 
Ponencia Negativa, H.C. 
Andrés Eduardo Forero. 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5118 

No. 
Proyecto 

Fecha 
radicación 

Autor 
COMISIÓN TITULO PROYECTO 

PONENTES Hs.Cs. y 
Comentarios de la 

Administración 

026 
10 de 

enero / 
2018 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
programa especial de asistencia 
nutricional a la primera infancia 

en sus primeros 1000 días de vida 
“Ventana de Oportunidad” 

  

159 
16 de 
marzo 
/2018 

Segunda 

"Por medio del cual se crea el 
programa especial de asistencia 
nutricional a la primera infancia 

en sus primeros 1000 días de vida 
“Ventana de Oportunidad” 

Comentarios Secretaria de 
Gobierno: No es Viable. 
Ponencia Positiva con 

Modificaciones;  H.C. Juan 
Felipe Grillo Carrasco. 

Ponencia Positiva;  H.C.  Diego 
Fernando Devia Torres 

 
En el periodo normativo de mayo de 2017, recibió ponencias positivas de los Honorables 
Concejales Jorge Duran Silva y Hollman Morris y frente a las modificaciones que ha 
presentado el primero de ellos, consideramos su pertinencia y la inclusión en esta nueva 
propuesta. El periodo de agosto de 2017 no fue sorteado y se mantuvo el concepto de no 
viabilidad de la Administración, sin embargo frente al Concepto de la Administración 
expedido por la Dra. María Consuelo Araujo (Secretaria Distrital de Integración Social) del 12 
de abril de 2016, “reconocemos que la atención integral a la primera infancia no se cumple 
exclusivamente con el mejoramiento del aporte alimenticio, y que quisiéramos plantear esta 
iniciativa con un criterio más universal, sin importar del estrato socioeconómico, pero 
también debemos asumir que este tipo de políticas deben tener una progresividad en el 
marco del poder avanzar por la ruta y el sendero del bienestar, que depende claramente de 
la disponibilidad presupuestal”. 
 
 
3. JUSTIFICACIÓN  
 
En Bogotá se cuenta con una población de niños y niñas hasta los dos años de 366.307 
 

 
Fuente: DANE. Proyección de población 2005 – 2018. 
 

Al considerarse la desnutrición infantil como una determinante social de la salud - 
entendiéndose esta según la OMS como “…el conjunto de actores sociales, políticos, 
económicos, ambientales y culturales que ejercen gran influencia en el estado de salud” y 

Año 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013 2014 2015

Total 353.149           351.924               351.996          353.132          355.033            357.199             359.269         360.935         362.038         362.641         363.038         

Hombres 180.625           180.064               180.128          180.693          181.640            182.769             183.724         184.601         185.316         185.864         186.314         

Mujeres 172.524           171.860               171.868          172.439          173.393            174.430             175.545         176.334         176.722         176.777         176.724         

Año 2016 2017 2018

Total 364.230           365.321               366.307          

Hombres 187.084           187.713               188.199          

Mujeres 177.146           177.608               178.108          
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“aquellas situaciones que rodean la vida de las personas…” (OMS, 2009) – y por las razones 
globales, la desnutrición está muy relacionada con la pobreza. 
 

 
Fuente: (Martínez, R., & Fernández, A. (2006.). Modelo de análisis del impacto social y económico 

de la desnutrición infantil en América Latina. Santiago de Chile.: Naciones Unidas.) 

 
 
La existencia de desnutrición infantil en Bogotá puede originarse por varias razones; por las 
condiciones sociales de una familia, su nivel de ingresos o por desconocimiento de la 
importancia de la nutrición en los primeros años de vida de los niños y las niñas o 
sencillamente por la pobreza. De ahí parte nuestra propuesta de apoyar “la ventana de 
oportunidad” que deben tener todos los niños y niñas, desde su concepción hasta los dos 
primeros años de vida, en donde si no tienen la nutrición adecuada, tendrán daños 
irreversibles en la estructura ósea y en el crecimiento y desarrollo del cerebro (lo explica 
Bernardo Kliksberg, asesor principal del Director de la Organización de las Naciones Unidas 
para la Alimentación y la Agricultura, FAO, para América Latina y el Caribe).  
 
Estos dos primeros años de vida para los niños y niñas, son la base del ser humano, en 
donde se definirá su salud, su desarrollo cognitivo y hasta su felicidad, además es el 
momento en el que en los infantes se desarrolla su sistema inmunológico, metabólico, tiene 
el mayor crecimiento y su cerebro crece más que el resto de su vida 
(http://www.abcdelbebe.com). 
 
Colombia ha adoptado los patrones antropométricas, el peso y la talla para la determinación 
de la situación nutricional infantil y adolescente teniendo como referencia el indicador 
nutricional de IMC (índice de masa corporal) (MPS, 2010, Resolución 2121 de 2010,  
Ministerio De La Protección Social - Por la cual se adoptan los Patrones de Crecimiento 
publicados por la Organización Mundial de la Salud, OMS, en el 2006 y 2007 para los niños, 
niñas y adolescentes de 0 a 18 años de edad y se dictan otras disposiciones.).  
 
En la ciudad de Bogotá se han hecho esfuerzos significativos por atender a la primera 
infancia, pero esta atención debe pasar a ser un acto de ejercer el derecho de los infantes y 
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no una iniciativa que dependa de las voluntades de los mandatarios de turno, que de paso 
ayude en la eliminación de la segregación o la disminución de la brechas que la producen, 
en especial en la primera infancia en donde existe una  diferencia sustancial en el proceso 
de crianza y de educación inicial de los niños y niñas, dependiendo de su nivel cultural y 

socio‐económico.  
 
En esta etapa que va desde la gestación hasta los cinco años se definen las oportunidades 
biológicas del desarrollo, relacionadas con la nutrición y salud y estamos de acuerdo con lo 
planteado en el Plan de Desarrollo Distrital 2012 – 2016 “….que frente al rezago en la 
atención integral a la primera infancia es indispensable fortalecer todos los aspectos de 
protección, nutrición, salud básica y potencialización del desarrollo que corresponden a este 
grupo poblacional. En este terreno no es suficiente la acción directa sobre los niños y niñas, 
sino sobre sus familias y sobre la ciudadanía en general”. 
 
Es claro que los esfuerzos que se realicen desde las políticas de salud pública en favor de 
los niños y niñas, en especial en el periodo de sus primeros dos años, son fundamentales 
para su desarrollo y normal crecimiento, y serán determinantes para una sociedad que debe 
ver en la prevención una herramienta para darle sostenibilidad al modelo de salud, que se ve 
abocado a crisis por la prevalencia de enfermedades en la comunidad que en buena medida 
se podrían evitar con acciones de prevención, como bien lo manifiesta la Ley 1438 De 2011 
(Enero 19) "Por medio de la cual se reforma el Sistema General de Seguridad Social en 
Salud y se dictan otras disposiciones" en su artículo 2 de la “Orientación del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud” y en donde manifiesta que “el Sistema General de 
Seguridad Social en Salud estará orientado a generar condiciones que protejan la salud de 
los colombianos, siendo el bienestar del usuario el eje central y núcleo articulador de las 
políticas en salud. Para esto concurrirán acciones de salud pública, promoción de la salud, 
prevención de la enfermedad y demás prestaciones que, en el marco de una estrategia de 
Atención Primaria en Salud, sean necesarias para promover de manera constante la salud 
de la población..(  ) (Subrayado fuera del texto). 
 
Por otra parte se justifican estas acciones desde los Principios del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud (Artículo  3, de la ley 1438 De 2011), dentro de ellos, la 
universalidad, solidaridad, la Igualdad, la  obligatoriedad, prevalencia de derechos, el 
enfoque diferencial, la equidad, la calidad, la eficiencia, la participación social, la 
progresividad, la prevención que define el enfoque de precaución que se aplica a la gestión 
del riesgo, a la evaluación de los procedimientos y la prestación de los servicios de salud. 
 
4. SUSTENTO JURÍDICO 
 
Dentro del marco jurídico que soporta el presente proyecto se pueden mencionar los 
siguientes: 
 
Desde el Marco Internacional y asumiendo las recomendaciones expuestas en el concepto 
de la Administración (Secretaria Distrital de Integración Social, del 12 de abril de 2016) se 
considera el siguiente: 
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 Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y el protocolo de San Salvador, sólo en la medida 
en que los individuos dispones, acceden, consumen y alcanzan una utilización 
efectiva de los alimentos, pueden participar en igual de condiciones en los progresos 
económicos, sociales, culturales y políticos y pueden ejercer sus derechos civiles y 
políticos y sus deberes económicos y sociales (subrayado fuera del texto). 

 
Desde el marco Constitucional, resaltamos los Artículos 13, 43, 44 y 334 sobre los derechos 
fundamentales de los niños: 

 ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados (subrayado fuera 
del texto). 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

 ARTICULO 43. La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La 
mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo 
y después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá 
de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada. 

 
El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia.  

 

 ARTICULO 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, 
la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 
tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 
cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda 
forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, 
explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 
derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados 
internacionales ratificados por Colombia. 
 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y proteger al niño 
para garantizar su desarrollo armónico e integral y el ejercicio pleno de sus derechos. 
Cualquier persona puede exigir de la autoridad competente su cumplimiento y la 
sanción de los infractores. 
 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los demás.  
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 ARTICULO 334. Modificado por el art. 1, Acto Legislativo 003 de 2011, Desarrollado 
por la Ley 1695 de 2013. El nuevo texto es el siguiente: ………. 

El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos 
humanos y asegurar, de manera progresiva, que todas las personas, en particular las 
de menores ingresos, tengan acceso efectivo al conjunto de los bienes y servicios 
básicos. También para promover la productividad y competitividad y el desarrollo 
armónico de las regiones…… 

Dentro de las Leyes, normas y documentos que soportan y justifican las acciones en favor 
de los niños, se mencionan las siguientes: 
 

 Ley 7 de 1979. "Por la cual se dictan normas para la protección de la Niñez, se 
establece el Sistema Nacional de Bienestar Familiar, se reorganiza el Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y se dictan otras disposiciones". 
 
Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto. 

a. Formular principios fundamentales para la protección de la niñez;  
b. Establecer el Sistema Nacional de Bienestar Familiar;  
c. Reorganizar el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

En consecuencia, a partir de su vigencia, todas las actividades vinculadas a la 
protección de la niñez y de la familia se regirán por las disposiciones de esta ley.  

TITULO II 

DE LA PROTECCION A LA NIÑEZ 

Artículo 2. La niñez constituye parte fundamental de toda política para el progreso 
social y el Estado debe brindar a los niños y a los jóvenes la posibilidad de participar 
activamente en todas las esferas de la vida social y una formación integral y 
multifacética. 

Artículo 3. Todo niño tiene derecho a participar de los programas del Estado y a la 
formación básica que se brinda a los colombianos, sin distinciones de raza, color de 
piel, sexo, religión, condición social o procedencia. Del mismo modo tiene derecho a 
ser educado en espíritu de paz y fraternidad universal. 

Artículo 4. Todos los niños desde la concepción en matrimonio, o fuera de él, tienen 
derecho a los cuidados y asistencias especiales del estado. El Gobierno procurará la 
eliminación de toda forma de discriminación en el régimen jurídico de la familia y toda 
distinción inferiorizante entre los hijos. 

Artículo 5. Todo niño tiene derecho a un nombre y a una nacionalidad. 

A esta garantía corresponde el deber del Estado de dar todas las oportunidades para 
asegurar una progenitura responsable. 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=43214#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=55979#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=55979#0
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Artículo 6. Todo niño tiene derecho a la educación, la asistencia y bienestar sociales. 
Corresponde al Estado asegurar el suministro de la Escuela, la nutrición escolar, la 
protección infantil, y en particular para los menores impedidos a quienes se deben 
cuidados especiales. 

Artículo 7. Todo niño tiene derecho a la asistencia médica, al acceso a la cultura y al 
deporte, y vivir bajo un techo familiar. Así mismo tiene derecho el niño enfermo a su 
rehabilitación y a estar entre los primeros que reciban socorro en caso de desastre. 

Artículo 8. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que 
habrá de darse a sus hijos. En defecto de éstos y a falta de persona responsable, 
corresponde al Estado asumir la educación de los menores de acuerdo con su edad y 
aptitudes. 

Artículo 9. El Estado debe velar por que la educación preescolar esté orientada a 
promover y estimular en los niños menores de 7 años el desarrollo psicomotor, la 
percepción sensible, su integración social y el aprestamiento para actividades 
escolares. En las zonas rurales y en las áreas marginadas de las ciudades, los 
programas en tal sentido deberán asociarse con el complemento alimenticio para la 
seguridad del menor. 

Artículo 10. El Estado velará porque en el juzgamiento de hechos e infracciones 
imputables a menores, se tengan como fundamentos principales la prevención del 
delito y la corrección de la conducta, en busca de una atención integral que permita su 
rehabilitación y reincorporación a la vida social. 

Artículo 11. El Estado impulsará la presencia dinámica de la comunidad en toda 
actividad donde estén de por medio los intereses de los niños. 

 Ley 12 de 1991. CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DEL 
NIÑO "Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los Derechos Del Niño 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 20 de noviembre de 
1989". 
 
Articulo 24 
1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel 
posible de salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la 
rehabilitación de la salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún 
niño sea privado de su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios.  

2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este derecho y en particular, 
adoptarán las medidas apropiadas para:  

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;  
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b) Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención sanitaria que sean 
necesarias a todos los niños, haciendo hincapié en el desarrollo de la atención 
primaria de salud;  

c) Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de 
la salud mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el 
suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en 
cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente;  

d) Asegurar atención sanitaria prenatal y post-natal apropiada a las madres;  

e) Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en particular los padres y los 
niños, conozcan los principios básicos de la salud y la nutrición de los niños, las 
ventajas de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento ambiental y las medidas 
de prevención de accidentes, tengan acceso a la educación pertinente y reciban 
apoyo en la aplicación de esos conocimientos;  

f) Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los padres y la 
educación y servicios en materia de planificación de la familia.  

3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles 
para abolir las prácticas tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los 
niños.  

4. Los Estados partes se comprometen a promover y alentar la cooperación 
internacional con miras a lograr progresivamente la plena realización del derecho 
reconocido en el presente artículo. A este respecto, se tendrán plenamente en cuenta 
las necesidades de los países en desarrollo. 
 

 Ley 100 de 1993. "Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se 
dictan otras disposiciones". 
 
ARTICULO. 166.-Atención materno infantil. El plan obligatorio de salud para las 
mujeres en estado de embarazo cubrirá los servicios de salud en el control prenatal, 
la atención del parto, el control del posparto y la atención de las afecciones 
relacionadas directamente con la lactancia. 

El plan obligatorio de salud para los menores de un año cubrirá la educación, 
información y fomento de la salud, el fomento de la lactancia materna, la vigilancia del 
crecimiento y desarrollo, la prevención de la enfermedad, incluyendo inmunizaciones, 
la atención ambulatoria, hospitalaria y de urgencia, incluidos los medicamentos 
esenciales; y la rehabilitación cuando hubiere lugar, de conformidad con lo previsto en 
la presente ley y sus reglamentos. 

Además del plan obligatorio de salud, las mujeres en estado de embarazo y las 
madres de los niños menores de un año del régimen subsidiado recibirán un subsidio 
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alimentario en la forma como lo determinen los planes y programas del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar y con cargo a éste. 

PARAGRAFO. 1º-Para los efectos de la presente ley, entiéndase por subsidio 
alimentario la subvención en especie, consistente en alimentos o nutrientes que se 
entregan a la mujer gestante y a la madre del menor de un año y que permiten una 
dieta adecuada. 

PARAGRAFO. 2º-El Gobierno Nacional organizará un programa especial de 
información y educación de la mujer en aspectos de salud integral y educación sexual 
en las zonas menos desarrolladas del país. Se dará con prioridad al área rural y a las 
adolescentes. Para el efecto se destinarán el 2% de los recursos anuales del Instituto 
Colombiano de Bienestar Familiar, el 10% de los recursos a que se refiere el 
parágrafo 1º del artículo 10 de la Ley 60 de 1993 y el porcentaje de la subcuenta de 
promoción del fondo de solidaridad y garantía que defina el Gobierno Nacional previa 
consideración del consejo nacional de seguridad social en salud. El Gobierno 
Nacional reglamentará los procedimientos de ejecución del programa. La parte del 
programa que se financie con los recursos del ICBF se ejecutará por este mismo 
instituto.  

 Ley 789 de 2002. Por la cual se dictan normas para apoyar el empleo y ampliar la 
protección social y se modifican algunos artículos del Código Sustantivo de Trabajo. 

 

 Ley 1122 de 2007. por la cual se hacen algunas modificaciones en el Sistema 
General de Seguridad Social en Salud y se dictan otras disposiciones. 

 

 Ley 1098 de 2008. Por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia. 
 
Artículo 1. Finalidad. Este código tiene por finalidad garantizar a los niños, a las niñas 
y a los adolescentes su pleno y armonioso desarrollo para que crezcan en el seno de 
la familia y de la comunidad, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. 
Prevalecerá el reconocimiento a la igualdad y la dignidad humana, sin discriminación 
alguna. 
 
Artículo 17. Derecho a la vida y a la calidad de vida y a un ambiente sano. Los niños, 
las niñas y los adolescentes tienen derecho a la vida, a una buena calidad de vida y a 
un ambiente sano en condiciones de dignidad y goce de todos sus derechos en forma 
prevalente. 
 
La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral acorde con la dignidad de 
ser humano. Este derecho supone la generación de condiciones que les aseguren 
desde la concepción cuidado, protección, alimentación nutritiva y equilibrada, acceso 
a los servicios de salud, educación, vestuario adecuado, recreación y vivienda segura 
dotada de servicios públicos esenciales en un ambiente sano. 
 
Parágrafo. El Estado desarrollará políticas públicas orientadas hacia el fortalecimiento 
de la primera infancia. 
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Artículo 24. Derecho a los alimentos. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen 
derecho a los alimentos y demás medios para su desarrollo físico, psicológico, 
espiritual, moral, cultural y social, de acuerdo con la capacidad económica del 
alimentante. Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, 
habitación, vestido, asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en 
general, todo lo que es necesario para el desarrollo integral de los niños, las niñas y 
los adolescentes. Los alimentos comprenden la obligación de proporcionar a la madre 
los gastos de embarazo y parto. 

 
Artículo 41. Obligaciones del Estado. El Estado es el contexto institucional en el 
desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. En cumplimiento de sus 
funciones en los niveles nacional, departamental, distrital y municipal deberá: 
 
1. Diseñar y desarrollar programas de prevención en salud, en especial de 
vacunación, complementación alimentaria, suplementación nutricional, vigilancia del 
estado nutricional y mejoramiento de hábitos alimentarios. 
…... 
10. Apoyar a las familias para que estas puedan asegurarle a sus hijos e hijas desde 
su gestación, los alimentos necesarios para su desarrollo físico, psicológico e 
intelectual, por lo menos hasta que cumplan los 18 años de edad. 
…… 
15. Asegurar los servicios de salud y subsidio alimentario definidos en la legislación 
del sistema de seguridad social en salud para mujeres gestantes y lactantes, familias 
en situación de debilidad manifiesta y niños, niñas y adolescentes. 
…… 
31. Asegurar alimentos a los niños, las niñas y los adolescentes que se encuentren en 
procesos de protección y restablecimiento de sus derechos, sin perjuicio de las demás 
personas que deben prestar alimentos en los términos de la presente ley, y garantizar 
mecanismos efectivos de exigibilidad y cumplimiento de las obligaciones alimentarias. 

 

 Ley 1361 de 2009. por medio de la cual se crea la Ley de Protección Integral a la 
Familia. 

 
Artículo 4. Derechos. El Estado y la Sociedad deben garantizar a la familia el 
ejercicio pleno de los siguientes derechos: 
……. 
17. Derecho a una alimentación que supla sus necesidades básicas. 

 

 Ley 1295 de 2009. "por la cual se reglamenta la atención integral de los niños y las 
niñas de la primera infancia de los sectores clasificados como 1, 2 y 3 del SISBEN". 
 
Artículo 1. Objeto. Contribuir a mejorar la calidad de vida de las madres gestantes, y 
las niñas y niños menores de seis años, clasificados en los niveles 1, 2 y 3 del 
SISBEN, de manera progresiva, a través de una articulación interinstitucional que 
obliga al Estado a garantizarles sus derechos a la alimentación, la nutrición adecuada, 
la educación inicial y la atención integral en salud. 
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Artículo 2. Derechos de los niños. Los derechos de los niños comienzan desde la 
gestación, precisamente para que al nacer se garantice su integridad física y mental. 
Los niños de Colombia de la primera infancia, de los niveles 1, 2 y 3 del SISBEN, 
requieren la atención prioritaria del Estado para que vivan y se formen en condiciones 
dignas de protección. 
 
El Estado les garantizará a los menores, de los cero a los seis años, en forma 
prioritaria, los derechos consagrados en la constitución nacional y en las leyes que 
desarrollan sus derechos. 
 
Los menores recibirán la alimentación materna, de ser posible, durante los primeros 
años y accederán a una educación inicial, la cual podrá tener metodologías flexibles. 

 

 Ley 1438 de 2011. "Por medio de la cual se reforma el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y se dictan otras disposiciones". 

 

 Resolución 2121 de 2010. Por la cual se adoptan los Patrones de Crecimiento 
publicados por la Organización Mundial de la Salud, OMS, en el 2006 y 2007 para los 
niños, niñas y adolescentes de 0 a 18 años de edad y se dictan otras disposiciones. 

 

 Conpes 102 de 2006. Red de protección social contra la extrema pobreza. 
 

 Conpes 109 de 2007. Política pública de primera infancia “Colombia por la primera 
infancia” 

 

 Conpes 113 de 2007. Política nacional de seguridad alimentaria y nutricional (PSAN). 
 

 Objetivos de Desarrollo Sostenible Naciones Unidas.  Los 17 Objetivos de 
Desarrollo Sostenible (ODS) de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible — 
aprobada por los dirigentes mundiales en septiembre de 2015 en una cumbre 
histórica de las Naciones Unidas — entraron en vigor oficialmente el 1 de enero de 
2016. Con estos nuevos Objetivos de aplicación universal, en los próximos 15 años 
los países intensificarán los esfuerzos para poner fin a la pobreza en todas sus 
formas, reducir la desigualdad y luchar contra el cambio climático garantizando, al 
mismo tiempo, que nadie se quede atrás. 
 
Dentro de ellos, se destacan: 
Objetivo 2: Poner fin al hambre, lograr la seguridad alimentaria y la mejora de la 
nutrición y promover la agricultura sostenible. 

 

 Ley 1804 del 2 de agosto de 2016 “por la cual se establece la política de estado para 
el desarrollo de la primera infancia de cero a siempre y se dictan otras disposiciones” 
la cual ha sido apoyado por las diferentes bancadas políticas y por los entes 
internacionales como el UNICEF, que de manera frontal a manifestado el apoyo a 
todas las acciones que “buscan convertir en una política de Estado la estrategia de 
Cero a Siempre, para promover el desarrollo integral de niños y niñas en su primera 
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infancia”, tal como es el caso de nuestra iniciativa que presentamos a la Corporación. 
Según la UNICEF, “este programa busca fortalecer el marco institucional para el 
reconocimiento, la protección y la garantía de los derechos de las mujeres gestantes y 
de los niños de cero a seis años, y para que se convierta en política de Estado”….. 
“Consideramos que esta iniciativa corresponde al llamado de la Convención Sobre los 
Derechos del Niño, aprobada por el Estado Colombiano en 1991, pues reconoce la 
necesidad de asegurar un desarrollo integral para todos los niños y las niñas en su 
primera infancia, bajo un enfoque diferencial y de derechos, que les permita su pleno 
desarrollo sin importar su contexto social”, afirmó el representante de Unicef 
Colombia, Roberto De Bernardi. 

 
Con base al articulo2, de la mencionada Ley, “la política de “cero a siempre” 
representa la postura del Estado sobre la primera infancia….y aseguran la protección 
integral y la garantía del goce efectivo de los derechos de la mujer en estado de 
embarazo y de los niños y niñas de cero (0) hasta los seis años de edad”. 

 
5. COMPETENCIA DEL CONCEJO 
 
El Concejo de Bogotá es competente para dictar normas relacionadas con el objeto del 
proyecto de acuerdo, según las disposiciones constitucionales mencionadas que obligan al 
Estado a garantizar la salud de los niños y a nivel general de brindarla en condiciones que 
protejan la salud de los colombianos, siendo el bienestar del usuario el eje central y núcleo 
articulador de las políticas en salud. 
 
Así mismo el Decreto Ley 1421 de 1993, en su Artículo 12, Numeral 1, 10 y 25 le concede al 
Concejo atribuciones para dictar normas. 
 
Artículo 12:  
Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 

5. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las 
funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito.  
(….)  
 

13. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la desconcentración y la 
participación y veeduría ciudadanas. 
(….)  
 

25. Cumplir las demás funciones que le asignen las disposiciones vigentes. 
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6. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con el Artículo 7 de la Ley 819 de 2003, los gastos que genere la presente 
iniciativa se entenderán incluidos en los presupuestos y en el Plan Operativo Anual de 
Inversión de las entidades competentes.  
 
Es relevante mencionar, para el caso en concreto, que no obstante lo anterior, la Corte 
Constitucional en Sentencia C-911 de 2007, puntualizó que el impacto fiscal de las normas, 
no puede convertirse en óbice, para que las corporaciones públicas ejerzan su función 
legislativa y normativa, afirmando: 
 

“En la realidad, aceptar que las condiciones establecidas en el art. 7° de la Ley 819 de 
2003 constituyen un requisito de trámite que le incumbe cumplir única y 
exclusivamente al Congreso reduce desproporcionadamente la capacidad de iniciativa 
legislativa que reside en el Congreso de la República, con lo cual se vulnera el 
principio de separación de las Ramas del Poder Público, en la medida en que se 
lesiona seriamente la autonomía del Legislativo”. 
 
“(…) Precisamente, los obstáculos casi insuperables que se generarían para la 
actividad legislativa del Congreso de la República conducirían a concederle una forma 
de poder de veto al Ministro de Hacienda sobre las iniciativas de ley en el Parlamento. 
Es decir, el mencionado artículo debe interpretarse en el sentido de que su fin es 
obtener que las leyes que se dicten tengan en cuenta las realidades 
macroeconómicas, pero sin crear barreras insalvables en el ejercicio de la función 
legislativa ni crear un poder de veto legislativo en cabeza del Ministro de Hacienda”. 

 
 
Con fundamento en los argumentos expuestos, ponemos a consideración del Honorable 
Concejo de la Ciudad la presente iniciativa. 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
 
 
ALVARO ARGOTE MUÑOZ 
Concejal de Bogotá 
 
 
 
 

 
 
 
 
CELIO NIEVES HERRERA 
Concejal de Bogotá  
 
 
 
 

 
XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal de Bogotá 

 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO 
Concejal de Bogotá - Vocero 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 287 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
"POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL PROGRAMA ESPECIAL DE ASISTENCIA 

NUTRICIONAL A LA PRIMERA INFANCIA EN SUS PRIMEROS 1000 DÍAS DE VIDA 
“VENTANA DE OPORTUNIDAD” 

 
EL CONCEJO DE BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL 

 
En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales y, en especial de las que le 

confiere el numeral 1, 10 y 25 del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 
 

ACUERDA: 
 

ARTÍCULO 1. Objeto. Créase el Programa Especial de Asistencia Nutricional a la Primera 
Infancia en sus primeros 1000 días de vida “Ventana de Oportunidad” conforme a mandatos 
de la UNICEF, en pro de fortalecer el desarrollo y crecimiento de los infantes de la ciudad de 
Bogotá de los estratos socioeconómicos más vulnerables, desde su concepción hasta los 
dos años de edad. 
 
ARTICULO 2. La Administración Distrital en cabeza de las Secretarias de Integración Social 
y de Salud Distrital o quien haga sus veces y en coordinación con los gobiernos locales, 
implementará el programa especial de asistencia nutricional “Ventana de Oportunidad” para 
los niños o niñas hasta los dos años de edad. Este Programa Especial de Asistencia 
Nutricional a la Primera Infancia se entregará mensualmente a la madre o padre del menor o 
a quien haga las veces de patria potestad del menor. 
 
En el periodo de la gestación de los niños y niñas, la Administración Distrital, implementará 
el Programa Especial de Asistencia Nutricional a la Primera Infancia “Ventana de 
Oportunidad” a las madres en forma técnica y científica de acuerdo a los requerimientos del 
periodo de gestación del niño o niña. 
 
ARTICULO 3. Los recursos fiscales que demanda la ejecución del presente acuerdo estarán 
contempladas en los presupuestos anuales de Bogotá D.C., en observancia a lo establecido 
a la Ley 1098 de 2006 “por el cual se expide el Código de Infancia y la Adolescencia” en su 
artículo  
 
ARTICULO 4. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaría de Integración Social o 
quien haga sus veces, establecerá los procedimientos de seguimiento y control del 
Programa Especial de Asistencia Nutricional a la Primera Infancia “Ventana de Oportunidad” 
y sus fines serán exclusivamente para el aporte a la mejor nutrición y alimentación de los 
infantes que trata el artículo 1 del presente acuerdo. 
 
ARTICULO 5. Vigencia. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación.  

PUBLÍQUESE, COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 288 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 

"POR EL CUAL SE CREA EL CERTIFICADO DE “ANTECEDENTES DE VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR” Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 

 

 EXPOSICION DE MOTIVOS  

 

1.  OBJETO 

Considerando la alta incidencia que los hechos de violencia intrafamiliar tienen en la ciudad 

y el impacto que éstos ocasionan en la garantía de los derechos humanos de las víctimas, 

se hace necesario establecer mecanismos de reproche que contribuyan en la contención de 

estas conductas por parte de quienes las cometen. Considerando la alta incidencia que los 

hechos de violencia intrafamiliar tienen en la ciudad y el impacto que éstos ocasionan en la 

garantía de los derechos humanos de las víctimas, se hace necesario establecer 

mecanismos de reproche que contribuyan en la contención de estas conductas por parte de 

quienes las cometen. 

2.  JUSTIFICACION  

 

2.1 VIOLENCIA INTRAFAMILIAR 

 

La violencia tiene raíces históricas y hoy es más aguda y compleja que nunca. Se da a todos 

los niveles: político, económico, social, laboral e intrafamiliar. Se toma todo el espacio: la 

calle, la escuela, el hospital, la empresa, el hogar. Asume múltiples formas: física, 

psicológica, sexual, verbal y económica. Tiene múltiples representaciones: suicidio, 

homicidio, desaparición, secuestro, masacre, maltrato, chantaje, ultraje. Afecta a todos: 

niños, niñas, jóvenes, adultos, hombre, mujeres, en calidad de víctimas o victimarios y hace 

parte de nuestra vida cotidiana21. 

 

La violencia que se ejerce en el ámbito de la convivencia familiar es un fenómeno social 

complejo, permeado por aspectos culturales, históricos, económicos y de salud, que reviste 

múltiples expresiones y modalidades de acuerdo a los involucrados y a la dirección de la 

agresión. En las dos últimas décadas su estudio tomó interés en el mundo por las 

consecuencias que trae a todo el conjunto social; deteriora el capital económico, político, la 

                                                           
21 Documento, SUESCUN Mario, Violencia Intrafamiliar Derechos Humanos y Competencias institucionales. Revista No. 11-Años 7, 

Noviembre 2002 Bogotá D.C. 
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cohesión de grupos y comunidades, y produce grandes pérdidas de años de vida saludable 

Por esto se le ha dado la denominación de epidemia silenciosa.   

 

La violencia intrafamiliar se denomina al tipo de violencia que ocurre entre miembros de una 

familia, y que puede tener lugar en el entorno doméstico o fuera de él. El Código Penal 

Colombiano en su artículo 229, entiende por violencia intrafamiliar el maltrato físico o 

psicológico ejercido por una persona a cualquier miembro del núcleo familiar.  

 

Cuando el Código Penal se refiere a cualquier miembro del núcleo familiar, hace referencia, 

ya sea a padre, madre, abuelos, hijos, hijos adoptivos, personas que permanentemente 

están integrados a la unidad doméstica o persona que no es miembro de la familia, pero está 

encargado del cuidado. 

 

La problemática de la violencia intrafamiliar es un tema que nos atañe a todos, pues sus 

consecuencias se ven reflejadas en el ámbito económico, político, social y de salud pública. 

De acuerdo con estudios del Banco Mundial, “las violaciones y la violencia doméstica llevan 

a la pérdida de nueve millones de años de vida saludable (AVISA) por año en el mundo”22 ; 

de seguridad pública porque involucra el libre ejercicio de los derechos y desarrollo de la 

personalidad. Por otro lado, afecta la unidad familiar porque la violencia es un patrón de 

interacción transmitido de generación en generación.  

 

La violencia intrafamiliar es un fenómeno social que afecta a la familia como institución 

básica de la sociedad. Para la Corte Constitucional dicho fenómeno comprende: “todo daño 

o maltrato físico, psíquico o sexual, trato cruel, intimidatorio o degradante, amenaza, agravio, 

ofensa o cualquier otra forma de agresión, producida entre miembros de una familia, llámese 

cónyuge o compañero permanente, padre o madre, aunque no convivan bajo el mismo 

techo, ascendientes o descendientes de éstos incluyendo hijos adoptivos, y en general todas 

las personas que de manera permanente se hallaren integrados a la unidad doméstica.” 23De 

conformidad con lo anterior, es claro que se incluye todo tipo de violencia la que sean 

víctimas los integrantes de un núcleo familiar. 

 

En Colombia, la familia es el contexto más violento. De acuerdo con las cifras reportadas por 

el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en el decenio 2006-2015 fueron 

objeto de reconocimiento médico legal 289.784 casos de agresiones ocurridas a manos de 

otros miembros de la unidad familiar, distintos a la pareja o ex pareja y a la violencia 

sexual24.  

                                                           
22 Organización Panamericana de la Salud Unidad de Género y Salud: Modelo de Leyes y Políticas sobre VIF contra las mujeres. Abril, 

2004 
23 Sentencia C-059 de 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, reiterada en la Sentencia C-674 de 2005, M.P. Rodrigo Escobar Gil. En 

la elaboración de esta definición se siguen los parámetros consagrados en la Ley 294 de 1996, en especial los artículos 2 y 4. 
24 Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas. (2016). Reporte general sobre víctimas. Recuperado de 

http://www.unidadvictimas.gov.co. 
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Con mayor frecuencia los diversos estudios han centrado su foco de interés en la violencia 

contra la mujer, violencia conyugal, violencia contra niños, niñas y adolescentes y contra el 

adulto mayor. Sin embargo, en los últimos años comienza a despertar cierto interés por otro 

tipo de violencia que tiene su génesis en el seno de las familias. Se trata de la violencia filio-

parental (VFP); pese a que algunos autores la reconoce como un fenómeno “nuevo”, 

históricamente ha estado latente en el seno de la familia. En 1957 fue denominado como 

“síndrome de los progenitores maltratados” y considerado un subtipo de violencia familiar por 

Maccoby y Levin, según lo referido por Stewart y sus colaboradores; por su parte Pereira & 

Bertino, consideraron este fenómeno como el tercer tipo de violencia intrafamiliar. También 

se le denomina violencia ascendiente o ascendente, maltrato filial, hijos maltratadores, 

padres/progenitores maltratados y “abuso de padres”25.  

 

Se entiende la VFP como los actos de agresión perpetuado por los hijos, en especial, 

menores de edad, que hacen que sus progenitores se sientan amenazados, intimidados y 

controlados. La agresión o abuso pude ser físico, psicológico financiero y pretende, además 

del control, ganar poder sobre los padres. Para otros autores este fenómeno se caracteriza 

por las agresiones reiteradas dirigida a los padres o aquellas figuras parentales que les 

sustituyan como tutores y educadores, entre otros. Esto excluye el parricidio, que presenta 

características particulares que lo distinguen de este tipo de violencia y que, a menudo, 

constituye un episodio único, sin que se registren antecedentes previos.  

 

En relación a las víctimas de este fenómeno, si bien, el mayor porcentaje de agresiones es 

dirigida a ambos padres, la desagregación por sexo, evidencia que las madres son las 

receptoras más frecuentes de agresiones por parte de los hijos; en tanto que las cifras de 

padres como únicas víctimas es muy inferior. Al respecto, una investigación realizada en 

California encontró que aproximadamente 14 % de los jóvenes admitieron golpear a uno o 

ambos padres en el último año; de éstos, 47,5 % golpearon solamente a su madre, 31,1 % a 

su padre y 21,3 % ambos padres26. 

 

2.2  TIPOS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR27  

 

Dado que la principal víctima de violencia intrafamiliar es la mujer, consideramos las 

siguientes definiciones extraídas del Reglamento de Violencia de Pareja.  

 

Abuso verbal: utilización del lenguaje hablado para humillar, ridiculizar, amenazar o denigrar 

al otro miembro de la pareja.  

                                                           
25

 Grupo de Memoria Histórica. (2013). ¡BASTA YA! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Bogotá: Imprenta Nacional 
26

http://www.medicinalegal.gov.co/documents/88730/4023454/Forensis+2016++Datos+para+la+Vida.pdf/af636ef3-0e84-46d4-bc1b-

a5ec71ac9fc1 
27 http://www.medicinalegal.gov.co/documents/10180/33850/9+Violenciaintrafamiliar.pdf/10708fa9-efb1-4904-a9e6-36377ca8a912 
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Abuso emocional o psicológico: subvaloración o descalificación del otro, el autoritarismo, la 

imposición de ideas o deseos. Puede acompañar o preceder la  

violencia física como una forma de control a través del miedo y la degradación. Intimidación 

en los tratos, incluyendo la coacción utilizando terceros.  

 

Aislamiento: acción ejercida para controlar cada aspecto de la vida del otro miembro de la 

pareja como su tiempo, sus actividades, su contacto con los otros. Así mismo cuando a una 

persona no se le permite trabajar, recibir llamadas telefónicas o ver amigos o familiares y 

debe estar fuera o desconectada del mundo exterior.  

 

Abuso económico: la agresión se ejerce cuando se controla el acceso de la pareja al uso del 

dinero, el manejo y gasto del mismo.  

 

Abuso sexual: desde un punto de vista médico-social (no jurídico) se refiere a todas las 

conductas que atentan contra los derechos sexuales y reproductivos de una persona. 

Incluye acoso sexual, violación, actos sexuales realizados contra el otro miembro de la 

pareja o contra la persona con la que se haya convivido o procreado.  

 

Abuso físico: Se refiere a las conductas que atentan contra la integridad física del otro 

miembro de la pareja.  

 

La violencia psicológica se detecta con mayor dificultad. A diferencia de la violencia física, no 

deja huellas visibles y el agredido tiene que luchar contra la palabra del agresor que suele 

tachar a la víctima de exagerada o loca, por lo que consideramos que las estadísticas 

presentan un sub registro sobre este tipo de violencia. 

 

2.3 CIFRAS VIOLENCIA INTRAFAMILIAR FORENSIS 201628 

 

El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses conoció 77.182 casos de 

violencia intrafamiliar ocurridos en Colombia durante 2016, de los cuales, 65,70 % (50.707) 

corresponden a violencia de pareja. 

 

 

A. VIOLENCIA DE PAREJA 

 

El sistema médico legal colombiano ha reportado desde el año 2007 al 2016, unos 527.284 

casos atendidos en el contexto de violencia de pareja. El mayor número de casos se registró 

en el 2009 (61.131) con una tasa por 100.00 habitantes de 168,13 con un descenso hasta el 

                                                           
28

http://www.medicinalegal.gov.co/documents/88730/4023454/Forensis+2016++Datos+para+la+Vida.pdf/af636ef3-0e84-46d4-bc1b-

a5ec71ac9fc1 
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año 2013, año que registró el menor número de casos. La violencia de pareja presentó un 

aumento del 7 % en el presente año, con una tasa de 126,30 por cada 100.000 habitantes.  

 

El 86 % de los casos fue por violencia contra la mujer con una tasa de 213,48 por 100.000 

habitantes. El grupo de edad más comprometido fue el de 25 a 29 años (22,18 %), seguido 

de los de 20 a 24 años (20,99 %).  

 

El 46,45 % de los casos en los que se tenía información de la escolaridad, habían cursado 

educación básica secundaria/secundaria baja. En lo que hace referencia al estado civil, tanto 

hombres (46,74 %) y mujeres (47,85 %), manifestaron vivir en unión libre con su pareja.  

 

El 45,99 % de las mujeres y el 42,62 % de los hombres, manifestaron agresión por su 

compañero (a) permanente. El 72,29 % de las mujeres fueron agredidas por su pareja en la 

vivienda, mientras que los hombres manifestaron haber sido agredidos en la calle (16,32 %) 

y en la vía pública (6,79 %).  

 

El mes que registró más casos fue mayo (4.632) y el mes que menos casos presentó fue 

noviembre (3.692). El día de la semana más afectado fue el domingo (24,48 %), seguido del 

sábado (15,18 %) y el lunes (14,78 %). Los rangos de hora más comprometidos fueron los 

de 18:00 a 20:59 horas (10.164) casos y 21:00 a las 23:59 (9.737) casos.  

 

El 57,80 % de los hombres y el 47,29 % de las mujeres manifestaron como factor 

desencadenante la intolerancia/machismo. Los mecanismos causales más utilizados para la 

agresión fueron el contundente en el 65,13 % y el mecanismo múltiple en el 22,50 % de los 

casos. Con respecto al diagnóstico topográfico de la lesión, el 66,52 % de los casos 

presentaron politraumatismo, el 13,92 % trauma facial y el 11,29 % trauma de miembros.  

 

|Los departamentos con mayor número de casos de violencia de pareja fueron Bogotá, D.C., 

(12.888); Antioquia (5.101), Cundinamarca (4.235), Valle del Cauca (3.502), Atlántico 

(2.506). 
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Con respecto al presunto agresor, el 45,99 % de las mujeres y el 42,62 % de los hombres, 

manifestaron agresión por su compañero (a) permanente, seguido del ex compañero 

permanente en el 33,54 % de los hombres y en el 30,86 % de las mujeres. No se obtuvo 

información del presunto agresor en 116 casos. 

 

B. VIOLENCIA CONTRA NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 

 

Durante el decenio 2007-2016 se conocieron 122.328 casos de violencias contra niños, 

niñas y adolescentes (NNA) ocurridos en Colombia, lo que significa aproximadamente 

12.233 casos por año, 840 por mes y 28 por día. Las tasas más elevadas del periodo se 

presentaron durante 2011 y 2009 y, por el contrario, la menor tasa se registró en 2013. En el 

último año la cifra ascendió a 10.082 casos, 353 menos que en 2015, que significó una tasa 

de 65,25 por 100.000 habitantes. Pese a que la cifra es escandalosa, los casos de 

conocimiento del sistema forense presentan una tendencia a la disminución 

 

El maltrato contra NNA es la modalidad de violencia ocurrida en el contexto familiar que 

registra una diferencia estrecha de acuerdo al sexo de la víctima; en 2016 la frecuencia de 

víctimas mujeres fue de 52,33 % y la de hombres de 47,67 %. Sin embargo, la 

desagregación del problema por grupos de edad evidencia diferencias importantes; en los 

menores de 10 años, es mayor el número de lesionados hombres (54,48 %). A partir de los 

10 años se invierte la distribución, en el grupo de 10 a 14 años la participación de las 

mujeres es de 54,73 % y la de los hombres de 45,27 %; y en el grupo de 15 a 17 años la 

frecuencia de víctimas mujeres es de 60,39 % y la de los hombres de 39,61 %.  
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Igual que en los últimos diez años, los actos de violencia ocurridos en el contexto familiar 

contra los NNA se presentaron con mayor frecuencia en menores cuyas edades oscilaban 

entre los 10 y 14 años, su participación fue 33,33 %; sin embargo, la tasa por cien mil 

habitantes identifica como grupo de mayor riesgo el que oscila entre 15 y 17 años de edad 

(97,99 por cien mil habitantes). Si bien, la frecuencia de agresiones hacia los niños y niñas 

menores de cinco años es la más baja, hipotéticamente esta puede ser mayor, toda vez que 

para que se trasgredan los límites de la intimidad y el evento violento se constituya en 

asunto público, y sea de conocimiento del sector justicia, depende de la denuncia de sus 

propios familiares, cuidadores y profesores. 

 

 
 

Los agresores de los NNA generalmente conviven en la misma residencia; durante 2016, el 

90,20 % de los responsables de las lesiones ocasionados a los menores de edad fueron sus 

parientes; sobresale la violencia parento-filial, es similar la participación de padres y madres 

(29,92 % y 28,19 % respectivamente); generalmente debido a formas de corrección y 

manejo de autoridad ejercidas inadecuadamente por los padres. La violencia en este 

subsistema familiar, es difícil de comprender y aceptar, a pesar que las cifras evidencian que 

es un fenómeno frecuente, debido a que socialmente se percibe a los padres de familia 

como las personas que proporcionan amor, protección, cuidado, educación y apoyo a sus 

hijos.  

 

La diferencia entre las agresiones causadas por padrastros y madrastras fue amplia: por 

cada menor agredido por la madrastra, se registraron 5 NNA agredidos por el padrastro. 

Otras personas encargadas de cuidado de los menores, quienes además ejercen autoridad 

sobre éstos, son también señaladas de perpetrar el 9,80 % de las agresiones (tabla 3). Una 

de las categorías que amerita destacarse es la violencia en las relaciones fraternas o entre 

hermanos; a pesar que solo se registró en 4,77 % de los casos, es un tipo de agresión 

prevalente en las vidas de muchos niños y niñas, con frecuencia salpicadas por los celos, la 

competencia y la diferencia de edad; sin embargo, poca atención se le ha dado a este 

fenómeno. 
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C. VIOLENCIA CONTRA LA POBLACIÓN ADULTA MAYOR 

 

Durante el último decenio el sistema forense conoció 14.607 casos de violencia contra la 

población adulta mayor ocurridos en Colombia; un promedio de 1.461 eventos por año 

aproximadamente, 122 por mes y cuatro por día, lo que significa que cada seis horas, 

ocurrieron cuatro actos de maltrato contra este grupo etario, que fueron denunciados y cuyas 

lesiones fueron objeto de valoración médico legal. Los años 2010 y 2011 registraron las 

tasas por cien mil habitantes más elevadas; en 2016 se conocieron tres casos más que el 

año inmediatamente anterior, no obstante, la tasa registró una leve disminución (1,12 

puntos).  

 

Se estima que estas cifras son solo el iceberg de un problema de mayor magnitud, debido a 

que dentro de este grupo poblacional, por un lado, no existe la cultura de denunciar y, por el 

otro, la mayoría de las veces no cuentan con la facilidad para recurrir a las autoridades 

pertinentes y demás redes de apoyo que los atiendan o protejan, igual como sucede en 

niños y niñas. 

 

La distribución porcentual de las víctimas con respecto al sexo fue similar, 50,70 % mujeres 

y 49,30 % hombres. La violencia ocurrió considerablemente en aquellos denominados 

adultos mayores más jóvenes, entre los 60 y 64 años, que registró la tasa más elevada del 
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grupo etario; sin embargo, en el grupo de los hombres es mayor la tasa por cien mil 

habitantes en los longevos de 80 años o más. 

 

 
 

En los extremos del ciclo vital de las personas, en lo que respecta a los actores de la 

violencia doméstica, se invierte el rol de los agresores; mientras que en la infancia y 

adolescencia los principales victimarios son los padres, en la vejez son los hijos. Esta 

primacía de agresores hijos contra padres ha permanecido en los años 2010 a 2015, 

excepto en 2011 que ocupó el segundo lugar. Posiblemente este fenómeno hace parte del 

ciclo de la violencia; personas que fueron maltratadas en la infancia, se tornan maltratadoras 

en la adultez, recayendo su agresividad principalmente en sus cónyuges, hijos y padres, 

sobre todo cuando el cuidado de éstos están bajo su responsabilidad. 

 

La vivienda sigue siendo, paradójicamente, el lugar de mayor riesgo para el maltrato de la 

población adulta mayor; en este escenario ocurrieron durante el último año, 86,83 % de las 

agresiones perpetuadas contra personas de la tercera edad.  

 

Se evidencian que la violencia contra la población mayor no tiene un patrón o explicación 

estacionaria; los meses de los dos periodos de comparación difieren, aunque en el primer 

trimestre los altibajos son similares. En todos los meses de 2016 el número de eventos de 

maltrato superó al promedio del periodo 2010-2015, excepto el mes de mayo que registró 

tres casos menos. Los meses más críticos en el último año fueron agosto y enero, en 

contraste con los meses de noviembre y febrero que registraron menor número de casos. 
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D. VIOLENCIA ENTRE OTROS FAMILIARES 

 

En los últimos diez años fueron objeto de reconocimiento médico legal 153.243 personas, 

debido a eventos de violencia entre familiares, sin incluir las violencias contra niños, niña y 

adolescentes, de pareja, contra el adulto mayor y violencia sexual. Por año se atendieron en 

promedio 15.324 casos; lo que implica un promedio mensual aproximadamente de 1.277 

casos, y 43 por día. En este sentido, se puede afirmar que durante el decenio cada hora se 

presentó, en territorio colombiano, dos actos de violencia entre familiares, que fueron 

conocidos por el sistema forense.  

 

En 2016 se conocieron 14.738 casos de violencia entre otros familiares, 161 menos que en 

2015; es el tercer año, después de 2013 y 2007, con menor número de eventos en el 

periodo de observación. 

 

En este tipo de violencia familiar prevalece la violencia contra la mujer; de 14.738 de 

víctimas atendidas en 2016, 64,73 % correspondían a mujeres; lo que significa que por cada 

10 hombres lesionados en el contexto de la violencia que nos ocupa, fueron agredidas 18 

mujeres. La tasa de las mujeres es 77,83 % superior que la de los hombres.  

 

De acuerdo con la distribución porcentual, las personas más afectadas, tanto en hombres 

como en mujeres, fueron los que tenían entre 20 y 29 años de edad; empero, de acuerdo a 

la distribución de las tasas por cien mil habitantes, los grupos de mayor riesgo son las 

mujeres entre 18 y 19 años y entre 20 y 29 años de edad. 

 

Llama la atención que mientras que en las mujeres a medida que avanzan en edad, las 

tasas disminuyen, en los hombres la distribución de este indicador presenta el fenómeno 

contrario: mientras más adulto, mayor la tasa de maltrato por otros familiares.   
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Se obtuvo información acerca de la escolaridad de las víctimas en 14.552 casos que 

representa el 98,74 %. Tratándose de jóvenes y adultos jóvenes, el nivel de escolaridad es 

bajo; solo el 4,82 % culminaron la secundaria, y el 15,02 % obtuvieron formación técnica, 

tecnológica o profesional. Es elevado el número que personas sin escolaridad o con 

educación inicial o preescolar, 1.461casos, que corresponde al 10,04 % de todas las 

víctimas (598 hombres y 863 mujeres), lo cual incrementa la situación de vulnerabilidad. 

 

La relación víctima – victimario en el maltrato entre otros familiares permite clasificar las 

modalidades de violencia que ocurre en los grupos etarios jóvenes y adultos jóvenes. En 

primer lugar, sobresale la violencia fraterna o entre hermano, que durante 2016 su 

participación alcanzó el 26,25 %; en segundo lugar la violencia entre parientes civiles 

(cuñados, yernos, nueras, suegros) que significó el 23,04 % de los casos. La tercera 

modalidad hace referencia a la violencia filio-parental o de hijos contra padres (12,54 %). Por 

su parte, la violencia parental (de padre a hijos) fue de 11,29 %, incluyendo la agresión 

ejercida por padrastros y madrastras.  

 

Otras modalidades de violencia son la violencia ascendiente (ejercida por hijos, sobrinos, 

nietos) que incorporó el 17,97 % de las agresiones; la violencia descendiente (ejercida por 

padre, madre, tíos, abuelos) con una participación del 13,88 %; y las horizontales (entre 

pares, en este caso entre hermanos y primos) que aglomeró el 32,51 % de los casos. 

 

Considerando la necesidad de visibilizar la violencia que despliegan los hijos contra sus 

padres, que a menudo queda solapada por el interés que se les ha desplegado a otras 

modalidades de violencia en el contexto familiar, y puede tonarse en un problema mayor, si 

no se le reconoce y se toman las medidas de prevención y control que requiere, se hará una 

breve descripción de los casos conocidos por el sistema forense.  

 

Los actos de violencia ascendente de hijos a padres en Colombia, ascendieron a 16.137 

casos en el septenio 2010-2016 (incluye víctimas adultos mayores); lo que significa un 

promedio aproximado de 2.305 casos por año. Los años extremos registraron las tasas más 

elevadas del periodo (5,22 y 5,16 casos por cien mil habitantes respectivamente); si bien, se 

presentó un quiebre importante en el año 2013, la tendencia en el tiempo es relativamente 

estable. Durante 2016 se conocieron 263 casos más que en 2015.   

 

Es de aclarar que este fenómeno en el país es mayor, debido a que el sistema forense 

recoge solo los casos que han sido denunciados y fueron objeto de reconocimiento médico 

legal, quedando por fuera, además, los actos de maltrato emocional, verbal y económico, 

entre otras manifestaciones de violencia. 
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La mayoría de los padres agredidos son adultos (71,71 %); llama la atención 669 casos de 

violencia de hijos a padres que se encuentran en el ciclo de la vejez; en esta etapa es mayor 

el porcentaje de víctimas hombre que mujeres. En lo que respecta al estado civil de las 

víctimas, sobresalen las que establecieron unión conyugal libre, seguido de las casadas. Sin 

embargo, la desagregación por sexo evidencia que porcentualmente es mayor la 

participación de hombres casados y en unión libre, mientras que la participación de las 

mujeres es mayor en las condiciones de soltería, separación o divorcio y viudez 

(corresponde al 53,11 % entre el grupo de mujeres); lo que deja entrever la condición de 

madres solteras que hace que se incremente su condición de vulnerabilidad.  

 

El nivel de escolaridad de la mayoría de los padres agredidos es bajo, más de la mitad 

(57,61 %) solo obtuvieron educación inicial o preescolar y básica primaria, y 4,74 % no 

recibieron ningún tipo de formación académica; en contraste fue mínimo el porcentaje de 

padres con educación superior agredidos por los hijos.  

 

En lo que respecta a los mecanismos empleados por los hijos en la agresión física a sus 

padres, prevalecen las armas contundentes, seguidas de mecanismos múltiples y de armas 

cortocontundentes, cortopunzantes y cortantes ; compatible con las armas que se utilizan 

con mayor frecuencia en el contexto de la violencia intrafamiliar 
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2.4 BOGOTA 

 

Registra la Secretaría Distrital de Ambiente 29 que de las 163.000 hectáreas de extensión de 

Bogotá, 122.000 corresponden a territorio rural, es decir un 75%, destacando, que se estima 

que tan  sólo 51.203 habitan en el territorio rural. 

 

De las 20 localidades en las que se encuentra dividida la ciudad, el área rural está presente 

en nueve  de ellas, así: Sumapaz, Usme, Ciudad Bolívar, Usaquén, Santa Fe, San Cristóbal, 

Chapinero, Suba y Bosa.   

 

En cuanto a la población  que presenta, nos indica que el 34% del total de campesinos, es 

decir más de 17.000, habita Usme, seguida de  Sumapaz con 11.600 y Ciudad Bolívar con 

11.100.   

 

Es evidente que la administración se ha ocupado de estudiar la ruralidad en cuanto a la 

implementación de la Política Pública,  allí  se garantiza la protección de los ecosistemas 

estratégicos, bajo principios como solidaridad, equidad, sostenibilidad y participación 

específicamente; pero igualmente,  podemos afirmar que  no es menos cierto, que nos  hace 

falta mucho, en cuanto a políticas para las personas que habitan este amplio territorio y que 

ha sido directamente víctima de la violencia en todas sus manifestaciones, de aquí la 

esencia del actual proyecto. 

 

Aunque el Distrito se ha preocupado por implementar planes, programas y proyectos que 

cubran  y protejan las necesidades de las mujeres,  las estadísticas siguen siendo 

preocupantes y las metodologías se quedan cortas al abordar las problemáticas es así como 

según el informe presentado por la Secretaria Distrital de Integración Social: 

 

A noviembre de 2016 se registró que el mayor número de casos de violencia física se 

reportaron en la localidad de Kennedy (1.923), seguido de Ciudad Bolívar (1.745) y suba 

(1.571) 

 

De igual manera de los casos reportados por violencia intrafamiliar a mujeres víctimas hasta 

noviembre de 2016 (24.180) el mayor número se registró en la localidad de Kennedy (3.350), 

seguido de Ciudad Bolívar (3.101) y suba (2.711). 

 

De acuerdo con el reporte suministrado por la Secretaría Distrital de Integración Social a 

Noviembre de 2016  las mujeres atendidas según el tipo de violencia, corresponde a 19.108 

casos de los cuales: 

 

7 casos fueron registrados por abandono 
                                                           
29 http://ambientebogota.gov.co/ruralidad-sda 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5144 

33 por negligencia 

25 por violencia económica o explotación 

14.074 violencia física 

4.847 violencia psicológica 

122 por Violencia sexual 

 

En apoyos policivos a favor de las víctimas para el año 2016 se otorgaron 10.951 medidas. 

 

Con intervención terapéutica (14.750).  

En número  Multas  a Nov. 2016  se sancionaron  2372 personas 

En orden de arresto cumplida 141 personas se encontraron privadas de la libertad. 

 

Entre las intervenciones de seguimiento realizadas por las comisarías de familia a 

Noviembre de 2016 según la base de datos de seguimiento a medidas de protección 2009-

2016 

 

 Intervención Familiar 4.617 en comparación con el año 2015 2.704 

 Consulta en domicilio con fines terapéuticos 3.794 en comparación con 2.704 del 2015 

 Entrevista Interventiva 22.449 en comparación con 15.008 de 2015 

 Interconsulta Interinstitucional 976 en comparación con 796 de 2015 

Talleres vivenciales de seguimiento 4.257 en comparación con 1.020 de 2015. 

 

COMISARÍAS DE FAMILIA – INFORME OFICIAL ENERO A ABRIL DE 2017 BOGOTÁ 

 

Ordenes de acción por violencia intrafamiliar  

6.893 en donde las localidades con más solicitudes fueron: 

 

LOCALIDAD CASOS PORCENTAJE 

Ciudad Bolívar  993 14% 

Bosa 964 13% 

Kennedy 728 10% 

 

Denuncias Delito Sexual atendidas 42 mayor número de casos en San Cristóbal 11 casos. 

 

Atención Conflicto Familiar 5.543 ordenes 

  

LOCALIDAD CASOS PORCENTAJE 

Kennedy 848 15% 

Engativá 661 12% 

Ciudad bolívar 656 11% 
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Número de Medidas de Protección en las diferentes localidades 5.919  

Trámites en incumplimiento de Medidas de protección 1.421 

Conciliaciones Generales  12.771 

 

 

 

2.5 EXPERIENCIAS INTERNACIONALES 

 

En los Estados Unidos la Oficina de la Violencia contra la mujer (OVW) que se encuentra 

ubicada en el departamento de Justicia, se estableció como respuesta a la ley de 1994, 

trabaja en reducir la violencia contra las mujeres en áreas diferentes incluyendo los campus 

universitarios y los entornos familiares, igualmente administra justicia y fortalece servicios 

para las víctimas de violencia doméstica, violencia de pareja, asalto sexual y asecho. 

 

El aparato administrativo está conformado por un director nombrado por el presidente y 

confirmado por el senado, recibe fondos federales para subsidios que se otorgan a las 

comunidades, con el fin de crear asociaciones federales y estatales al mismo tiempo que 

proporcionar servicios de ayuda a las víctimas de la violencia, actualmente cuenta con 24 

programas de subvenciones para reducir estos delitos.  Sin embargo esta oficina ha sido 

criticada por la inversión que se realiza debido a que no tiene en cuenta a los hombres que 

al igual sufren de violencia doméstica, violencia entre parejas, asalto sexual y acecho. 

 

En este sentido, el director informa al fiscal general, responde por disposiciones legales y 

políticas que se implementen en favor de la ley de violencia contra las mujeres, tiene 

máximo control sobre las subvenciones, acuerdos de cooperación, contratos y supervisa un 

presupuesto de $400 millones.30  

 

ONU Mujeres establece compromisos con los países y presta apoyos intergubernamentales 

para adoptar y promulgar reformas jurídicas que sean acordes con estándares 

internacionales, para promover el fin de la violencia y aumentar la sensibilización sobre sus 

causas y consecuencias. 

 

Los países establecen compromisos de acuerdo con las experiencias adquiridas así: 

 

Afganistán 

“Garantizar que las leyes del país no sean mal aplicadas 

y que sólo los que sean culpables de crímenes 

específicos sean castigados” 

                                                           
30 https://en.wikipedia.org/wiki/Office_on_Violence_Against_Women#cite_note-Acting_Director-12 
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Alemania 

“Ratificar e implementar el Convenio del Consejo de 

Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 

contra las mujeres” 

Argentina 

“Mejorar los servicios de asistencia a la víctima, aumentar 

la conciencia acerca de leyes existentes y recopilar 

estadísticas nacionales sobre la violencia contra la mujer”  

Australia 
“Tolerancia cero para la violencia doméstica y los abusos 

sexuales”  

Canadá 

“Toma medidas a nivel nacional para luchar contra la trata 

de personas y la violencia hacia las mujeres aborígenes e 

inmigrantes; adopta nuevas leyes e involucra a los 

hombres y a los niños en la 5146 revénción”.  

Colombia 
“Implementación de un plan nacional para poner fin a la 

violencia contra las mujeres”  

España 

“Fortalecer protocolos para conseguir mejores respuestas 

coordinadas ante la violencia de género e implicar a 

empresas del sector privado en la prevención”  

Francia 

“Ratificar y aplicar el Convenio del Consejo de Europa 

sobre 5146prevención y lucha contra la violencia contra 

las mujeres y la violencia doméstica y aprueba una nueva 

ley”  

  Fuente:http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-

women/take-      

   action/commit/government-commitments 

 

De igual manera, el informe a 2015 da cuenta de que al menos 119 países han aprobado 

leyes sobre violencia doméstica, 125 tienen leyes sobre el acoso sexual y 52 tienen leyes 

sobre la violación conyugal. Sin embargo, ni siquiera contar con una ley garantiza que ésta 

siempre respete o implemente los estándares y las recomendaciones internacionales31. 

 

 2.6 DE LAS MEDIDAS DE PROTECCIÓN  

 

Las medidas de protección que expiden las comisarías de familia con fundamento en la Ley 

294 de 1996, modificada por la Ley 575 de 2000 y por la Ley 1257 de 2008 y los decretos 

reglamentarios se regulan de la siguiente manera: 

Artículo  4o. Modificado por el Art. 1 de la Ley 575 de 2000, Modificado por el art. 16, Ley 

1257 de 2008.  - Toda persona que dentro de su contexto familiar sea víctima de daño físico 

o síquico, amenaza, agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro 

                                                           
31 http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-women/facts-and-figures  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5372#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34054#16
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34054#16
http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-women/facts-and-figures
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miembro del grupo familiar, podrá pedir, sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere 

lugar, al Comisario de familia del lugar donde ocurrieren los hechos y a falta de éste al Juez 

Civil Municipal o promiscuo municipal, una medida de protección inmediata que ponga fin a 

la violencia, maltrató o agresión o evite que ésta se realice cuando fuere inminente. 

Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despacho judicial 

competente para conocer de esta acción, la petición se someterá en forma inmediata a 

reparto. 

Parágrafo 1o. No obstante la competencia anterior podrá acudirse al Juez de Paz y al 

Conciliador en Equidad, con el fin de obtener, con su mediación, que cese la violencia, 

maltrato o agresión o la evite si fuere inminente. En este caso se citará inmediatamente al 

agresor a una audiencia de conciliación, la cual deberá celebrarse en el menor tiempo 

posible. En la audiencia deberá darse cumplimiento a las previsiones contenidas en el 

artículo 14 de esta ley. 

Podrá el Juez de Paz o el Conciliador en Equidad, si las partes lo aceptan, requerir de 

instituciones o profesionales o personas calificadas, asistencia al agresor, a las partes o al 

grupo familiar. 

Si el presunto agresor no compareciere o no se logra acuerdo alguno entre las partes, se 

orientará a la víctima sobre la autoridad competente para imponer medidas de protección, a 

quien por escrito se remitirá la actuación. 

Parágrafo 2o. En los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades indígenas, el 

competente para conocer de estos casos es la respectiva autoridad indígena, en desarrollo 

de la jurisdicción especial prevista por la Constitución Nacional en el artículo 246. 

Artículo 4o. Toda persona que en el contexto de una familia sea víctima de daño físico o 

síquico, amenaza agravio, ofensa o cualquier otra forma de agresión por parte de otro 

miembro del grupo familiar, podrá sin perjuicio de las denuncias penales a que hubiere lugar, 

pedir al juez de familia o promiscuo de familia; promiscuo municipal o civil municipal, si 

faltare el de familia, una medida de protección inmediata que ponga fin a la violencia, 

maltrato o agresión o evite que ésta se realice cuando fuere inminente. 

En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por causal de maltrato, el juez podrá 

decretar cualquiera de las medidas de protección consagradas en esta ley. 

Parágrafo. Cuando en el domicilio de la persona agredida hubiere más de un despacho 

judicial competente para conocer de esta acción, la petición se someterá a reparto dentro de 

la hora siguiente a su presentación. 
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Artículo  5o. Modificado por el Art. 2 de la Ley 575 de 2000, Modificado por el art. 17, Ley 

1257 de 2008. - Si el Comisario de Familia o el Juez de conocimiento determina que el 

solicitante o un miembro de un grupo familiar ha sido víctima de violencia o maltrato, emitirá 

mediante providencia motivada una medida definitiva de protección, en la cual ordenará al 

agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier otra similar contra 

la persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario podrá imponer, 

además, según el caso, las siguientes medidas: 

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, 

siempre que se hubiere probado que su presencia constituye una amenaza para la vida, la 

integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia; 

b) Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la 

víctima, cuando a discreción del funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir 

que aquél moleste, intimide, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o 

con los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada; 

c) Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños y personas 

discapacitadas en situación de indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las 

acciones penales a que hubiere lugar; 

d) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública 

o privada que ofrezca tales servicios, a costa del agresor cuando éste ya tuviera 

antecedentes en materia de violencia intrafamiliar; 

e) Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos médicos, psicológicos y 

psíquicos que requiera la víctima; 

f) Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición el Comisario 

ordenará una protección temporal especial de la víctima por parte de las autoridades de 

policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere; 

g) Cualquier otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos de la presente 

ley. 

Parágrafo 1o. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por causal de 

maltrato, el juez podrá decretar cualquiera de las medidas de protección consagradas en 

este artículo. 

Parágrafo 2o. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provisional e inmediata 

por el fiscal que conozca delitos que puedan tener origen en actos de violencia intrafamiliar. 

El fiscal remitirá el caso en lo pertinente a la Acción de Violencia Intrafamiliar, al Comisario 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5372#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34054#17
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=34054#17
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de Familia competente, o en su defecto al Juez Civil Municipal o Promiscuo Municipal, para 

que continúe su conocimiento. 

Artículo 5o. Si el Juez determina que el solicitante o un miembro del grupo familiar ha sido 

víctima de violencia o maltrato, emitirá mediante sentencia una medida definitiva de 

protección, en la cual ordenará al agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la 

queja, o cualquier conducta similar contra la persona ofendida. El Juez podrá imponer, 

además, según el caso, las siguientes medidas: 

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa habitación que comparte con la víctima, siempre 

que se hubiere probado que su presencia constituye una amenaza para la vida, la integridad 

física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia. 

En la misma sentencia se resolverá lo atinente a la custodia provisional, visitas y cuota 

alimentaria en favor de los menores y del cónyuge si hubiere obligación legal de hacerlo; 

b) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública 

o privada que ofrezca tales servicios, a costa del agresor, cuando éste ya tuviere 

antecedentes en materia de violencia intrafamiliar; 

c) En todos los casos de violencia el Juez ordenará al agresor el pago, con sus propios 

recursos, de los daños ocasionados con su conducta, en los cuales se incluirán los gastos 

médicos, sicológicos y psiquiátricos; los que demande la reparación o reposición de los 

muebles o inmuebles averiados, y los ocasionados por el desplazamiento y alojamiento de la 

víctima si hubiere tenido que abandonar el hogar para protegerse de la violencia; 

d) Cuando la violencia o el maltrato revista gravedad y se tema su repetición, el Juez 

ordenará una protección especial de la víctima por parte de las autoridades de policía, tanto 

en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere. 

Artículo 6o. Modificado por el Art. 3 de la Ley 575 de 2000. -Cuando el hecho objeto de la 

queja constituyere delito o contravención, el funcionario de conocimiento remitirá las 

diligencias adelantadas a la autoridad competente, sin perjuicio de las medidas de 

protección consagradas en esta ley. 

Artículo 7o. Modificado por el Art. 4 de la Ley 575 de 2000. - El incumplimiento de las 

medidas de protección dará lugar a las siguientes sanciones: 

a) Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales mensuales, 

convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco (5) días siguientes a su 

imposición. La Conversión en arresto se adoptará de plano mediante auto que sólo tendrá 

recursos de reposición, a razón de tres (3) días por cada salario mínimo; 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5372#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5372#1
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b) Si el incumplimiento de las medidas de protección se repitiere en el plazo de dos (2) años, 

la sanción será de arresto entre treinta (30) y cuarenta y cinco (45) días. 

En el caso de incumplimiento de medidas de protección impuestas por actos de violencia o 

maltrato que constituyeren delito o contravención, al agresor se le revocarán los beneficios 

de excarcelación y los subrogados penales de que estuviere gozando. 

Artículo 8o. Todo comportamiento de retaliación, venganza o evasión de los deberes 

alimentarios por parte del agresor, se entenderá como incumplimiento de las medidas de 

protección que le fueron impuestas. 

3. LO QUE SE PROPONE  

Teniendo en cuenta las cifras de violencia intrafamiliar que hemos registrado en la 

justificación de este proyecto de acuerdo, y ante la necesidad de buscar herramientas que 

permita combatir y expresar el rechazo social frente a los casos de violencia dentro de las 

familias en el distrito Bogotá, y considerando la alta incidencia que los hechos de violencia 

intrafamiliar tienen en la ciudad y el impacto que éstos ocasionan en la garantía de los 

derechos humanos de las víctimas, se hace necesario establecer mecanismos de reproche 

que contribuyan en la contención de estas conductas por parte de quienes las cometen. 

Por tal razón proponemos crear el “CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR” para personas naturales que tengan o hayan tenido domicilio en la ciudad 

de Bogotá, en el que se hará registro de las Medidas de Protección que se hayan ordenado 

a un/a ciudadano/a, por decisión de las Comisarías de Familia de la ciudad, con fundamento 

en la Ley 294 de 1996, modificada por la Ley 575 de 2000 y por la Ley 1257 de 2008 y los 

decretos reglamentarios de cada una de estas leyes y las que las modifiquen y/o 

complementen, como instrumento de control social frente a la Violencia Intrafamiliar en sus 

diferentes manifestaciones, en el Distrito Capital. 

El “CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR”, servirá como 

elemento de valoración de antecedentes generales a las/los ciudadanas/os que aspiren a 

ser vinculados laboralmente, en cualquiera de las entidades del Distrito Capital y, en todo 

caso, preferirá a quienes no presenten estos antecedentes.   

Igualmente se pretende instar a las empresas privadas del Distrito Capital para que dentro 

de sus procesos de contratación incluyan como  requerimiento el “CERTIFICADO DE 

ANTECEDENTES DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR”, con el mismo criterio de priorización 

antes expuesto e igual acción preventiva en sus procesos de inducción. 
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4. MARCO NORMATIVO  

 CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

 

El Artículo 2. Consagra los fines esenciales del Estado, servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 

afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 

independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y 

la vigencia de un orden justo. 

 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 

libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 

particulares. 

 

El Artículo 5 establece que el Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los 

derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la 

sociedad. 

 

El Artículo 42 establece que La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se 

constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer 

de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 

 

El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá 

determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la 

intimidad de la familia son inviolables. 

 

Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el 

respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se 

considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley. 

 

El Artículo 322. señala, que “(…)Bogotá, Capital  de  la  República  y  del  departamento  

de  Cundinamarca,  se organiza como Distrito Capital…” y que “…a las autoridades 

distritales corresponderá garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y  la  

eficiente  prestación  de  los  servicios  a  cargo  del  distrito;  a  las locales, la gestión de los 

asuntos propios de su territorio.” 

 

 LEYES Y DECRETOS. 

 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5152 

LEY 51 DE 1981 "Por medio de la cual se aprueba la "Convención sobre la eliminación de 

todas las formas de discriminación contra la mujer", adoptada por la Asamblea General de 

las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979 y firmada en Copenhague el 17 de julio de 

1980". 

 

LEY 248 DE 1995 Por medio de la cual se aprueba la Convención Internacional para 

prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, suscrita en la ciudad de Belem 

Do Para, Brasil, el 9 de junio de 1994. 

 

LEY 294 DE 1996 Por la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se 

dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar. 

 

LEY 575 DE 2000 "Por medio de la cual se reforma parcialmente la Ley 294 de 1996. 

 

LEY 1257 DE 2008 "Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de 

formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de 

Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones" 

 

DECRETO 652 DE 2001 "Por el cual se reglamenta la Ley 294 de 1996 reformada 

parcialmente por la Ley 575 de 2000". 

 

DECRETO 4799 DE 2011 por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 294 de 1996, 

575 de 2000 y 1257 de 2008. 

 

 ACUERDOS DISTRITALES. 

 

ACUERDO 152 DE 2005 "por el cual se modifica el Acuerdo 12 de 1998 y se adoptan 

medidas para la atención integral a víctimas de violencia intrafamiliar y violencia y 

explotación sexual" 

 

ACUERDO 155 DE 2005 "por medio del cual se crea el programa de seguimiento y apoyo a 

familias afectadas por la violencia intrafamiliar-parvif" 

 

ACUERDO 329 DE 2008 Por medio del cual se institucionaliza la Semana Distrital del Buen 

Trato desde el 19 de noviembre hasta el 25 de noviembre de cada año en Bogotá, D.C." 
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5. IMPACTO FISCAL 

De conformidad con el Artículo 7º de la Ley 819 de 2003, el Proyecto de Acuerdo no tiene 

impacto fiscal, no se incrementará el presupuesto anual del Distrito, ni ocasionará la 

creación de nuevas fuentes de financiación. Las medidas a adoptar deberán ser financiadas 

con el presupuesto de las entidades pertinentes.  

 

 

Atentamente,  

 

 

 

LUCIA BASTIDAS UBATE            MARIA CLARA NAME RAMIREZ   

 Concejala de Bogotá                             Concejala de Bogotá 

 

 

 

GLORIA ELSY DÍAZ MARTÍNEZ            OLGA VICTORIA RUBIO CORTES   

Concejala de Bogotá             Concejala de Bogotá 

 

 

 

NELLY PATRICIA MOSQUERA MURCIA  ANGELA SOFIA GARZON   

Concejala de Bogotá                       Concejala de Bogotá 

 

 

 

LUZ MARINA GORDILLO SALINAS               MARIA VICTORIA VARGAS SILVA 

Concejala de Bogotá    Concejala de Bogotá 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 288 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 

"POR EL CUAL SE CREA EL CERTIFICADO DE “ANTECEDENTES DE VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR” Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ 

En uso de sus atribuciones legales y en especial las conferidas por el Decreto Ley 

1421 de 1993 en su artículo 12 

ACUERDA: 

ARTÍCULO 1o.- El presente acuerdo tiene por objeto la creación del “CERTIFICADO DE 

ANTECEDENTES DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR” como instrumento de control social 

frente a la Violencia Intrafamiliar en sus diferentes manifestaciones, en el Distrito Capital. 

ARTÍCULO 2.- Créese el “CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR”, para personas naturales que tengan o hayan tenido domicilio en la ciudad 

de Bogotá, en el que se hará registro de las Medidas de Protección que se hayan ordenado 

a un/a ciudadano/a, por decisión de las Comisarías de Familia de la ciudad, con fundamento 

en la Ley 294 de 1996, modificada por la Ley 575 de 2000 y por la Ley 1257 de 2008 y los 

decretos reglamentarios de cada una de estas leyes y las que las modifiquen y/o 

complementen. 

El certificado deberá contener como mínimo datos del solicitante, datos del agresor, medidas 

ordenadas, fechas de cumplimiento y autoridad que las ordenó.  

ARTÍCULO 3.- La Administración Distrital solicitará a las/los ciudadanas/os que aspiren a 

ser vinculados laboralmente, o suscriban contratos de prestación de servicios profesionales 

o apoyo a la gestión, en cualquiera de las entidades del Distrito Capital, el “CERTIFICADO 

DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR”, como elemento de valoración de 

antecedentes generales. Así mismo, en los procesos de inducción capacitará sobre 

temáticas orientadas a la prevención de estas conductas y la advertencia de sus 

implicaciones legales.  

 ARTÍCULO 4.-  La Secretaria Distrital de Integración Social reglamentará el registro, 

expedición y funcionamiento del “CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR”, de manera que la información consignada en el mismo se mantenga 
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actualizada y vigente, conforme a la vigencia de los procesos y de las Medidas de 

Protección ordenadas por las Comisarías de Familia. 

ARTÍCULO 5.-  La Administración Distrital, en cabeza de la Secretaría de Gobierno y la 

Secretaría de Desarrollo Económico, invitará y persuadirá a las empresas privadas del 

Distrito Capital para que dentro de sus procesos de contratación incluyan como 

requerimiento el “CERTIFICADO DE ANTECEDENTES DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR”, 

en los términos del presente acuerdo, aplicando acciones preventivas en sus procesos de 

inducción. 

ARTÍCULO 6.-El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación. 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 289 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN LINEAMIENTOS PARA LA OPERACIÓN DE 

CAMIONES DE COMIDA EN EL ESPACIO PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 
I. OBJETO DEL PROYECTO 
 
El objeto del presente proyecto de acuerdo es establecer lineamientos para que la Administración 

Distrital por medio de las entidades correspondientes, definan la viabilidad de la operación de 

camiones de comida (Food Trucks) y establezcan zonas y horarios para el desarrollo de la misma. 

II. ANTECEDENTES 
 
El presente proyecto de acuerdo no ha sido presentado previamente. 
 
III. CONTEXTO Y JUSTIFICACIÓN     
 
En Bogotá los Carros de Comida o Food Trucks han venido expandiéndose en los últimos años, 

especialmente en zonas de alto flujo de personas como universidades y en cercanías a centros 

comerciales. Tal es el caso que en algunas zonas de la ciudad se han creado Food Trucks Parks, 

que son espacios cerrados (usualmente en parqueaderos) donde los vehículos se ubican para 

comercializar sus productos, debido a la ambigua normativa que existe para el desarrollo de 

actividades económicas de este tipo. 

Con la expedición del Decreto Distrital 456 de 2013, “Por el cual se adopta el Marco Regulatorio del 

Aprovechamiento Económico del Espacio Público en el Distrito Capital de Bogotá” se buscó que se 

organizaran las actividades comerciales en el espacio público y se cobrara la explotación comercial 

en los casos de eventos publicitarios, ferias, mercados, actividades recreativas y deportivas, 

filmaciones de obras audiovisuales, estacionamientos, recreación, ecoturismo, entre otros.  

De acuerdo con la respuesta emitida por el IDU, dentro de las actividades permitidas en el decreto se 

incluyó la “venta de alimentos en vía”, actividad que se realiza en vehículos automotores, 

expendiendo alimentos en vía, cuya reglamentación y cobro se delegó al Instituto de Desarrollo 

Urbano. Este último llevo adelantó estudios técnicos y de mercadeo durante los años 2014 y 2015, 

que fueron coordinados por la Secretaría de Movilidad y el DADEP, analizando más de 1.800 

espacios en la ciudad para el parqueo de camiones32. De este estudio se concluyó que sólo 200 

espacios (zonas de parqueo en vía) eran viables para la venta de alimentos en vía pública, sin 

embargo el estudio económico no mostró que permitir esta actividad genere grandes retornos a la 

ciudad por vía de impuestos.  

Desde hace 4 años las ventas de comidas callejeras han ido cambiando con la llegada de los Food 

Trucks, negocio que en Colombia ha crecido 120% desde el 2014. Sin embargo, estos 

                                                           
32 Tomado de la respuesta enviada por el IDU 
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negocios están perdiendo su principal característica, la movilidad, pues la falta de regulación los ha 

obligado a parquearse en diferentes lotes arrendados, para poder ejercer su actividad.  

Las cifras recolectadas por parte de las asociaciones de Food Trucks indican que en el país hay 300 

camiones de comida que venden aproximadamente 1.200 millones de pesos mensuales (no todos se 

consideran Food Trucks). Es decir, cada camión genera en promedio cerca de $4 millones, pero 

existen algunos casos que venden más de $20 millones, como los que se ubican en el Food 

Truck Park, cerca del centro comercial Atlantis Plaza en Bogotá.  

Además de los tradicionales camiones de comida, existen motos y bicicletas adaptadas para vender 

productos en la calle. En este sentido, la rentabilidad puede variar dependiendo del tipo de vehículo, 

ya que un food truck puede costar entre $70 millones y $120 millones; las motos, entre $20 

millones y $35 millones, y las bicicletas, alrededor de $15 millones. 

Muchos dueños de camiones de comida han expresado su deseo de formalizar su negocio y de 

pagar a la ciudad un porcentaje por la explotación económica del espacio público. Sin embargo, la 

administración no ha adelantado ninguna labor para permitir esta actividad, argumentando entre 

otras razones, que primero debe aprobarse el proyecto de cobro por parqueo en vía y definirse las 

zonas que serán habilitadas para tal fin. De lo contrario ambos proyectos entrarían en conflicto. 

Tipos de comida 

En los diferentes puntos de venta de comida móvil en la ciudad se consiguen productos como 

hamburguesas, perros calientes, pizzas, papas fritas, helados, jugos de fruta, helados, bocadillos, 

productos de panadería y pastelería. 

Por ejemplo en el Food Truck Park de la calle 81 con 13 en el Food Truck Park, la multinacional 

PepsiCo tiene como sede de su nuevo negocio un food truck con la marca De Todicentros, el cual 

vende frituras empacadas (De toditos). 

Frank Food Truck, ubicado en la misma zona, es un negocio dedicado a la venta de comida rápida, 

perros calientes, nachos, galletas y otros. 

I love choripán, es un restaurante reconocido que tiene puntos fijos en locales comerciales de la 

ciudad. Además de los tradicionales choripanes venden carne al grill y picadas argentinas. 

Gorila Fusión: Sus platos principales son los burritos, los tacos y las quesadillas que fusionan 

sabores mexicanos y asiáticos. 

Bacon Street: Se dedica a la venta de comida rápida, pero de tipo gourmet. 

 

EXPERIENCIAS INTERNACIONALES 

Estados Unidos: Cada Estado o ciudad tiene requerimientos específicos que deben reunirse 

dependiendo del modo de operación. Por ejemplo, si una persona vende alimentos preempacados, 

no es considerado responsable de los alimentos y tiene requisitos menos estrictos que alguien que 

prepara alimentos o incluso sirve helado. 
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En Estados Unidos antes de que un Food Truck pueda salir a la vía pública, inspectores de 

salubridad inspeccionan el vehículo. En Washington por ejemplo, los inspectores deben verificar: 

 Prueba de propiedad, identificación apropiada y licencia del vehículo. 

 Prueba de la tarjeta de identificación del administrador de alimentos emitida por el Distrito. 

 Registro de compra de alimentos y tenencia de registros. 

 Depósito o instalación de soporte del servicio que cumpla con las necesidades de operación de la 

unidad de distribución. 

 Copia de la licencia para el servicio de la instalación y/o reporte de inspección reciente. 

 

Los vehículos son revisados al menos una vez al año por un inspector del Departamento de Salud de 

manera aleatoria. El inspector revisa cómo la comida está almacenada para que este no se dañe y 

esté conservada a una temperatura adecuada. Los equipos de cocina así como los lavaplatos y las 

fuentes de agua son revisadas. Las cocinas comerciales y los garajes en los que se guardan los food 

trucks, también son inspeccionados frecuentemente y pueden ser multados si no cumplen los 

códigos de salubridad y de incendios. 

Nueva York: En Nueva York los Food Trucks se encuentran en muchos lugares de la ciudad, hay 

eventos que reúnen varios de ellos en parqueaderos vacíos cada semana, y en verano varios de 

estos también llevan sus productos a la playa. 

La acogida de los food trucks ha generado varios problemas. En primer lugar, el Departamento de 

Sanidad de Nueva York sólo concede un número limitado de licencias cada año y la lista de espera 

para montar un foodtruck es tan larga que desde 2007 ya no se admiten solicitudes. Esto ha 

conllevado a que los interesados busquen las licencias en el mercado negro, por un precio de hasta 

unos 20.000 dólares.  

Segundo, con el creciente número de camiones, cada vez es más difícil encontrar lugares adecuados 

para la venta de alimentos en vía, además de las tensiones que se han presentado con vecinos y 

otros establecimientos. Sin embargo, el éxito de los camiones de comida ha llevado a que muchos se 

establezcan en locales comerciales, lo que indica que aunque el mercado pueda empezar a estar 

saturado, el negocio es tan rentable que le permite crecer a los empresarios.  

España: En el país no existe una normativa nacional para este tipo de negocios y el propietario debe 

empaparse de todas las normativas municipales para conocer qué licencias necesita antes de 

planificar su ruta. 

Los vehículos sólo pueden vender comida en recintos privados en eventos, en los que se debe 

pagar en promedio 300 euros por fin de semana al organizador. También, se necesita un local 

independiente certificado por Sanidad y con todas las licencias al día para poder cocinar, ya que no 

está permitido hacerlo dentro de los mismos camiones. 

Argentina: En el 2016 la ciudad de Buenos Aires aprobó la norma que habilita a los Food Trucks a 

trabajar en zonas con poca oferta gastronómica. Anteriormente, los camiones sólo podían trabajar en 

eventos especiales como ferias gastronómicas o festivales al aire libre, pero ante la alta aceptación 

que han tenido entre la gente (hay hasta tres ferias por fin de semana), la Legislatura porteña terminó 

habilitándolos a salir a la calle a sitios fijos. 
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El proyecto aprobado permite la operación de los camiones en el espacio público, por lo cual los 

responsables de la operación recibirán permisos de uso precario. No podrán estar a menos de 200 

metros de distancia de un restaurante y pagarán un canon anual de 18.000 pesos (cerca de 

3.300.000 pesos colombianos). 

La iniciativa impulsada por la alcaldía primero lanzó una encuesta para preguntarles a los vecinos si 

les gustaría que haya camiones de comida o food trucks en los barrios sin oferta 

gastronómica. Participaron más de 110.000 personas y el 83% manifestó estar de acuerdo. 

Lo camiones deberán contar con un tanque de agua potable de al menos 50 litros, agua caliente, 

neveras y equipos de cocina eléctricos, recibirán una habilitación general por parte de la Agencia 

Gubernamental de Control. Tendrá un año de vigencia y será renovable. Para poder trabajar en la vía 

pública, necesitarán un permiso particular de uso precario que será otorgado por el Ministerio de 

Ambiente y Espacio Público de la Ciudad. 

 

ASOCIACIONES 

A pesar de que no existen asociaciones visibles de food trucks, la más conocida en la escena 

gastronómica nacional es la Asociación Colombiana de Food Trucks presidida por Humberto 

Medina. Como presidente lidera una campaña para impulsar el negocio de venta de comida en el 

país y es propietario de Bogotá Wraps, un restaurante de comida saludable ubicado en el centro de 

Bogotá que además cuenta con un punto móvil. 

Según Medina no todos los carros de comida pueden considerarse Food Trucks, y en Bogotá hay un 

promedio de 35 camiones que cumplen con las características necesarias para serlo, en Cali hay 

dos, en Medellín uno rodando y dos en proyecto, en Cartagena uno y en Barranquilla otro. “Bogotá 

ha sido la plaza más fácil de desarrollar porque hay mucha más gente con camiones y este negocio 

es definitivamente más cómodo y tranquilo cuando se unen tres o cinco camiones para salir a 

trabajar”. 

No obstante, la cifra exacta de camiones de comida en el país que cumplen las características para 

considerarse Food Trucks es difícil de determinar, ya que hasta el momento no se ha registrado 

un food truck en ningún lado. De hecho, la Asociación, es algo que suena institucional, pero en 

realidad es una página en Facebook que facilita la compra de materiales para crear los camiones. 

En el país existen además las asociaciones Asofoodtrucks (Bogotá) y Asociación de Food Trucks del 

Caribe (Barranquilla). 

 

EMPRESAS QUE FABRICAN FOOD TRUCKS  

En Bogotá existen algunas empresas encargadas de fabricar, adaptar y trasformar vehículos para 

que funcionen como food trucks, éstas se suman a la cadena productiva del negocio de comidas y 

generan varios puestos de trabajo. 

La empresa más conocida es Colombian Food Trucks, la cual se especializa en 

el diseño, adaptación, equipamiento y operación de Food Trucks y Food Trailers en Bogotá. También 
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organizan fiestas empresariales, catering de eventos, matrimonios, cumpleaños, festivales y 

conciertos. 

La construcción de un tráiler dependiendo de las características solicitadas por el cliente, puede 

costar entre 20 y 45 millones de pesos, mientras que un camión de comida es vendido entre 70 y 120 

millones.  

Food Trucks de Colombia es otra empresa establecida en 2013, como una de las primeras 

fabricantes de Food Trucks en Colombia. Tienen servicios de asesorías que van desde el diseño 

(desarrollo de la imagen, nombre y uso de la marca) hasta la compra y adecuación del Food Truck. 

La empresa cuenta con dos centros de producción completamente equipados y funcionales, en los 

que el cliente puede alquilar el tiempo de producción en diferentes horarios y días de la semana o del 

mes. 

Esta compañía tiene además 4 Food Trucks que manejan su marca propia, en 3 de estos funcionan 

los restaurantes Gorila Fusión (comida fusión), Yogi Juice (jugos de fruta) y la bestia (comidas a base 

de carne de cerdo). 

ENTIDADES INVOLUCRADAS EN LA VIGILANCIA Y CONTROL 

Alcaldías locales 

Son las encargadas de hacer operativos de control de parqueo en vía pública, a través de los 

gestores de movilidad de la Secretaría de Movilidad, en compañía de agentes de la policía de tránsito 

y transporte. También se encargan de adelantar operativos de recuperación de espacio público en 

compañía del comandante (o delegado) de la policía de la localidad. 

Secretaría de Movilidad 

Es la encargada de dirigir la política pública de gestión y administración de la vía pública en la 

ciudad, da lineamientos al IDU para expedir autorizaciones para ocupar la vía pública para la venta 

de alimentos en este caso. Han desarrollado identificación de espacios para el aprovechamiento 

económico pero a la fecha no ha definido nada. 

Secretaría de Salud  

Tal y como lo expresaron en la respuesta emitida al Concejo de Bogotá, la Secretaría Distrital de 
Salud no realiza vigilancia en la venta de alimentos en vía pública o en unidades móviles que no 
estén enmarcadas dentro de la resolución 604 de 1993 y por tanto no realiza abordaje de este tipo de 
vehículos. 
¿Qué aspectos diferencian a los Food Trucks de otros vehículos motorizados de venta de 

alimentos? 

El Decreto 456 de 2013, describe que la actividad de aprovechamiento económico “Venta de 

Alimentos en vía” solo es permitida en vehículos automotores, para lo cual se definió la ficha técnica 

de los vehículos que cumplen con la normatividad para la venta y expendio de alimentos en la vía, 
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señalados en el numeral II) camión, del artículo 5 de la resolución 4100 de 2004, del Ministerio de 

Transporte, tal como se describen a continuación33: 

 

Según el Decreto del Ministerio de Transporte, los vehículos deben cumplir con las características 

descritas en la tabla anterior (5 a 7 metros de largo por 2 metros de ancho). Todos los vehículos que 

no cumplen con estas especificaciones técnicas, no se encontrarían reglamentados dentro de la 

actividad de aprovechamiento económico Venta de Alimentos en Vía (VAV). Así mismo, es 

importante señalar que la venta de alimentos en vía se refiere a aquellos camiones en los cuales se 

prepara comida en el momento en que el cliente la ordena, y no a los vehículos estacionados en 

esquinas vendiendo alimentos tales como bocadillos, productos comestibles empacados, etc.34  

Buen negocio pero falta de regulación 

La falta de legislación obliga a los camiones de comida que existen en el país  a encerrarse en 

plazoletas o parqueaderos, lo cual eleva sus costos de operación, debido al pago de arrendamientos. 

Como y se mencionó estos camiones de comida generan grandes utilidades que pueden ir desde los 

4 a los 20 millones de pesos mensuales. Además se estima que en ciudades intermedias como 

Santa Marta las ventas diarias son de $500.000. 

No obstante, la falta de regulación no es solo un problema para los propietarios sino para los mismos 

consumidores, ya que al no existir una norma que regule la venta de alimentos en la vía impide que 

se hagan controles sanitarios que garanticen la inocuidad de los alimentos que se entregan a las 

                                                           
33 Tomado de la respuesta emitida por el IDU 
34 Tomado textual de la respuesta enviada por el IDU. 
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personas. La Secretaría de Salud por ejemplo, solo se limita a acompañar los operativos de control 

de espacio público que adelantan las alcaldías locales, pero no puede tomar acciones sobre las 

comidas que se venden. 

Por su parte, se ha evidenciado  que a muchos de los dueños de los Food Trucks no les interesa 

que los legalicen, ya que esto acarrearía costos adicionales como el pago de impuestos, permisos e 

incluso pagos de seguridad social a sus empleados. 

Según el presidente de la Federación Nacional de Comerciantes (Fenalco), consultado este año 

por el diario el Espectador “esta es una actividad que se debe regularizar, ya sea por el Gobierno 

Nacional o por las alcaldías de cada ciudad. El potencial de esta industria depende en gran medida 

de las normas que le apliquen, que aseguren que cumplan con todas los requisitos legales y fiscales.  

Hasta la fecha no se ha convocado una nueva reunión de la Comisión Intersectorial del 

Espacio Público, en la cual se tomen medidas para reglamentar la venta de alimentos en vía. 

Al no ser una actividad que se encuentra reglamentada, la operación de Food Trucks no está 

autorizada y las autoridades no pueden tomar medidas para controlarla. 

 

Importancia de la Regulación 

Si bien hasta el momento no existe ninguna reglamentación en cuanto a la operación de los Food 

Trucks, lo cual impide que se adelanten actividades de control, es importante crear una norma que 

regule esta actividad por múltiples razones. En primer lugar, al no estar reglamentado la Secretaría 

de Salud no puede hacer nada al respecto frente a la comida que consumen las personas en vía 

pública, y sólo se limita a hacer acompañamiento a las alcaldías locales en los operativos de 

recuperación del espacio público. 

Al no existir control sanitario sobre los alimentos que se venden en vía pública, los consumidores se 

exponen a ingerir productos de mala calidad que pongan en riesgo su salud. Igualmente, la falta de 

control sobre los lugares de parqueo nocturno de los camiones de comida, puede conllevar a que se 

propaguen plagas como ratas y cucarachas, que afectan la inocuidad de los alimentos. 

Segundo, la Secretaría de movilidad se limita a realizar acciones de control y recuperación de la vía 

pública, y solamente puede retirar los vehículos que la invaden, por lo que no toma acciones en 

cuanto al tipo de vehículos que venden alimentos en vía pública.  

El negocio de los food trucks está en auge y seguirá creciendo, por lo que la falta de regulación está 

creando un mercado de ilegalidad. Igualmente, los vendedores están siendo obligados a ocupar otros 

espacios importantes como lo son parqueaderos públicos, que ya hoy escasean en la ciudad. 

La regulación de la venta de productos en vía, puede evitar que sucedan problemas de apropiación y 

venta del espacio público, como viene sucediendo en algunos lugares de la ciudad. 

IV. MARCO CONSTITUCIONAL Y LEGAL 

a) Constitución Política 

Artículo 1. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 

descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 
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fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la 

integran y en la prevalencia del interés general. 

Artículo 5. El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables 

de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad. 

Artículo 88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e intereses 

colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la salubridad pública, la moral 

administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y otros de similar naturaleza que se 

definen en ella. 

Artículo 313. Corresponde a los Concejos: 

1. Reglamentar las funciones y la eficiente prestación de los servicios a cargo del municipio 

9.  Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y 

cultural del municipio. 

10. Las demás que la Constitución y la ley le asignen. 

b) Leyes 

Ley 9 de 1979 “Por la cual se dictan Medidas Sanitarias”: El título V establece los requisitos de 

funcionamiento de los establecimientos industriales y comerciales encargados de producir, 

transportar y comercializar alimentos o bebidas. El artículo 246 estipula que solamente los 

establecimientos que tengan licencia sanitaria podrán elaborar, producir, transformar, fraccionar, 

manipular, almacenar, expender, importar o exportar alimentos o bebidas. En los demás se hacen 

exigencias sobre los equipos y utensilios de los establecimientos, las operaciones de elaboración 

proceso y expendio,  los empaques, o envases y envolturas, publicidad y otros requisitos en cuanto 

al manejo de cárnicos. 

Resolución 604 de 1993: “Por la cual se reglamenta parcialmente el título V de la Ley 9ª de 

1979, en cuanto a las condiciones sanitarias de las ventas de alimentos en la vía pública”: En 

sus artículos 39, 40 y 41 menciona los requisitos para la obtención del permiso sanitario de 

funcionamiento. 

Resolución 4100 de 2014 (Ministerio de Transporte): “Por la cual se adoptan los límites de pesos 

y dimensiones en los vehículos de transporte terrestre automotor de carga por carretera, para su 

operación normal en la red vial a nivel nacional”. 

Ley 769 de 2002 "Por la cual se expide el Código Nacional de Tránsito Terrestre y se dictan 
otras disposiciones": El artículo 127 “Del retiro de vehículos mal estacionados”  dicta lo siguiente: 

“La autoridad de tránsito, podrá bloquear o retirar con grúa o cualquier otro medio idóneo los 
vehículos que se encuentren estacionados irregularmente en zonas prohibidas, o bloqueando alguna 
vía pública o abandonados en áreas destinadas al espacio público, sin la presencia del conductor o 
responsable del vehículo; si este último se encuentra en el sitio, únicamente habrá lugar a la 
imposición del comparendo y a la orden de movilizar el vehículo. En el evento en que haya lugar al 
retiro del vehículo, éste será conducido a un parqueadero autorizado y los costos de la grúa y el 
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parqueadero correrán a cargo del conductor o propietario del vehículo, incluyendo la sanción 
pertinente”. 

c) Normativa Distrital 

Decreto 98 de 2004 "Por el cual se dictan disposiciones en relación con la preservación del 

espacio público y su armonización con los derechos de los vendedores informales que lo 

ocupan": Hace la definición de los tipos de vendedores ambulantes, las instancias de coordinación y 

concertación entre los vendedores y las autoridades, las medidas de preservación y recuperación del 

espacio público y las zonas especiales reservadas y prohibidas para las ventas ambulantes. 

Decreto 319 de 2006 “Por el cual se adopta el Plan Maestro de Movilidad para Bogotá Distrito 
Capital, que incluye el ordenamiento de estacionamientos, y se dictan otras disposiciones”: 

Sobre el estacionamiento en vía los artículos 51 y 51 dictan lo siguiente: 

Artículo 51 Medidas puntuales sobre estacionamiento en vía. 

La Secretaría de Tránsito y Transporte, al implementar el estacionamiento en vía, seguirá las 
siguientes previsiones específicas: 

a. Definir la tarifa en función de la congestión de la zona, permanencia, estrato socioeconómico 
predominante, oferta de transporte público y tipo de vehículo. 

b. Implementar mecanismos tecnológicos de cobro que garanticen la permanente auditoría y control 
de los ingresos, por parte del Distrito, así como conocer el comportamiento de la demanda, la 
rotación en cada zona específica. 

La Secretaría de Tránsito y Transporte, realizará los estudios para la ubicación de los cupos de 
estacionamiento en vía, e iniciará su operación en el corto plazo, haciendo uso de las facultades 
conferidas en el Acuerdo 34 de 1991 y sus normas reglamentarias, y en el Plan de Ordenamiento 
Territorial. 

Cumplidas las condiciones de los literales precedentes, se iniciará la operación. 

PARÁGRAFO PRIMERO. La Administración Distrital incentivará la participación de las personas 
habitualmente dedicadas a la explotación del estacionamiento en vía dentro de los procesos de 
selección de los operadores, que podrán en todo caso, contar con personal propio en las áreas 
administrativas y directivas, y realizar las labores de provisión de capital, equipos, recaudo, así como 
las demás contenidas en los respectivos pliegos de condiciones. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. La implementación de zonas de estacionamiento en vía, que tendrá 
carácter progresivo de acuerdo con las condiciones de la demanda, procurará el otorgamiento a 
varios operadores diferenciados por zonas, quienes suministrarán a la Secretaría de Tránsito y 
Transporte, la información necesaria respecto de la demanda efectiva de servicios, como uno de los 
insumos para determinar las necesidades de la red de estacionamientos públicos fuera de vía. 

Artículo 52 De las modalidades del estacionamiento en vía. 
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En las zonas donde se determine hacer uso del estacionamiento en vía a cargo del Distrito o de sus 
contratistas, será dable el cobro. Su implementación estará precedida de estudios específicos por 
cada zona, para que se realice por sectores homogéneos desde el punto de vista geográfico, 
socioeconómico y urbanístico, en vías donde no se afecte la movilidad; dotadas de un adecuado 
sistema de control, definidas las horas de restricción y las tarifas correspondientes. Cada zona 
contará con servicios para las siguientes categorías de vehículos o usuarios: 

1. Zona de residentes: Lugares de estacionamiento en vía, en vías de la malla vial local intermedia 
donde se presente un uso de suelo residencial. 

2. Zonas de comercio zonal y vecinal en temporadas específicas: Para atender periodos específicos 
de alto movimiento comercial, en vías de la red vial local e intermedia de la ciudad. Su tarifa variará 
en función del periodo de uso. A largo plazo se procurará ofrecer estacionamientos públicos cuando 
la demanda sea permanente. 

3. Zonas de cargue y descargue: Este estacionamiento se dotará en vía para aquellos 
establecimientos cuyo uso sea industria o comercio zonal o vecinal; estará sujeto a restricciones de 
horario y de jerarquía vial de acuerdo con los períodos de menor volumen vehicular en la zona 
determinados en estudios específicos. 

4 .Zonas para las categorías restantes de usuarios: El número de éstas y su ubicación obedecerá a 
estudios específicos sobre cada zona. 

Las zonas de estacionamiento en vía deberán contar con asignación de cupos para personas con 
movilidad reducida de acuerdo con lo que sobre el particular establezca el estudio. 

PARÁGRAFO. Con las tarifas del estacionamiento en vía en las zonas congestionadas, se 
desestimulará la ocupación del espacio público e incentivará el uso del Sistema Integrado de 
Transporte Público y el intercambio modal. 

Acuerdo 335 de 2008 “Por el cual se establece el inventario de los aparcaderos vinculados a 
un uso”: Sobre el uso de parqueaderos. 
 
Artículo 1. Anualmente los alcaldes locales realizarán el inventario de los aparcaderos 
vinculados a un uso o abiertos al público de su respectiva localidad. Dicho inventario se remitirá 
dentro de los tres (3) primeros meses del año a las Secretarias Distritales de Gobierno, Hacienda, 
Planeación, Movilidad y al Departamento Administrativo Especial de la Defensoría del Espacio 
Público para lo de su competencia. 

Decreto 456 de 2013 “Por el cual se adopta el Marco Regulatorio del Aprovechamiento 

Económico del Espacio Público en el Distrito Capital de Bogotá”: Dicta disposiciones para 

definir las políticas y estrategias de gestión del aprovechamiento económico del espacio público. 

Precisar los actores, armonizar las competencias institucionales y establecer el modelo y los 

procedimientos de retribución por el Aprovechamiento Económico del Espacio Público. 

V. COMPETENCIA DEL CONCEJO 
 

De conformidad con el artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993: 
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“Articulo 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y a 

la ley:  

 

1.  Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la 

eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 

Por su parte, el artículo 13 señala: 

 

“Artículo 13. Iniciativa. Los proyectos de acuerdo pueden ser presentados por los concejales y el 

alcalde mayor por conducto de sus secretarios, jefes de departamento administrativo o 

representantes legales de las entidades descentralizadas. El personero, el contralor y las juntas 

administradoras los pueden presentar en materias relacionadas con sus atribuciones. De 

conformidad con la respectiva ley estatutaria, los ciudadanos y las organizaciones sociales podrán 

presentar proyectos de acuerdo sobre temas de interés comunitario”.  

 

VI. IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con el artículo 7 de la Ley 819 de 2003, el presente proyecto de acuerdo no tiene 

impacto fiscal, ya que no se incrementará el presupuesto anual del Distrito, ni ocasionará la creación 

de nuevas fuentes de financiación. Las medidas a adoptar deberán ser financiadas con el 

presupuesto de las entidades pertinentes.  

 

BANCADA PARTIDO ALIANZA VERDE 

 

 

LUCIA BASTIDAS UBATE                         MARIA CLARA NAME RAMIREZ    
    Concejal de Bogotá                         Vocera Partido Alianza Verde 
 

 

 
HOSMAN MARTÍNEZ MORENO                 MARIA FERNANDA ROJAS 
        Concejal de Bogotá                                   Concejal de Bogotá 
 

 

 
JORGE TORRES CAMARGO                               EDWARD ANIBAL ARIAS RUBIO 
          Concejal de Bogotá                                                 Concejal de Bogotá                        
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PROYECTO DE ACUERDO N° 289 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECEN LINEAMIENTOS PARA LA OPERACIÓN DE 

CAMIONES DE COMIDA EN EL ESPACIO PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

ARTÍCULO 1. Formalización. La administración distrital a través de las entidades del sector central 

definirá los procedimientos para la formalización de la operación de camiones de comida en el 

espacio público de la ciudad. 

ARTÍCULO 2. Espacios de operación. La Secretaría de Movilidad, como entidad competente, 

estará encargada de habilitar espacios públicos y bahías para el debido funcionamiento de los 

camiones de comida, conforme a los estudios de impacto económico adelantados hasta el momento 

por el IDU. 

 

Parágrafo 1. Sólo podrán operar vehículos motorizados que permitan su movilización en caso de 

requerimiento por parte de las autoridades de tránsito. 

 

ARTÍCULO 3. Control sanitario. La Secretaría de Salud como entidad competente, será la 

encargada de hacer control y vigilancia al estado y características de los camiones de comida, así 

como de la inocuidad de los alimentos que estos se comercialicen. 

 

ARTÍCULO 4. Manipulación de alimentos. Todas las personas que deseen trabajar con carros de 

comida deberán realizar un curso de manipulación de alimentos, y su certificado deberá ser emitido 

por una institución avalada por la Secretaría de Salud. Este certificado deberá ser presentado a la 

autoridad competente cuando esta lo solicite. 

ARTÍCULO 5. Requisitos mínimos de camiones comida. Cada camión de comida que desee 

operar en la ciudad, deberá contar como mínimo con las siguientes características: 

 

a) Cubierta interior de acero inoxidable. 

b) Superficies de materiales impermeables, lisas y de fácil limpieza. 

c) Tanque con agua potable para la elaboración de alimentos. 

d) Trampas de aceites utilizados para la elaboración de los alimentos. 

    e) Tanque de desagüe. 

f) Congelador para el almacenamiento y conservación de los alimentos y   bebidas. 

g) Equipo de cocina; 

h) Pileta con desagüe para el lavado de alimentos y utensilios; 

i) Los demás exigidos por la autoridad sanitaria competente. 
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Parágrafo 1. Los requerimientos adicionales para el correcto funcionamiento de la actividad 

comercial, serán definidos por las entidades distritales respectivas. 

 

ARTÍCULO 6. Permisos de funcionamiento. Las Secretarías de Movilidad y Salud, así como la 

respectiva alcaldía local serán las entidades encargadas de emitir los permisos de funcionamiento y 

salubridad. Estos permisos deberán ser verificados cada seis meses y sin ellos ningún vehículo 

podrá prestar el servicio. 

 

ARTICULO 7. Vigencia: El presente proyecto de acuerdo rige a partir de su divulgación.  

 

Publíquese y cúmplase 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 290 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
  “POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA y ADICIONA PARCIALMENTE EL ACUERDO 

01 DE 1998 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 
 

Objeto del proyecto  
 

El objetivo del presente acuerdo consiste en mejorar la calidad de vida del Distrito Capital, 
impulsando el derecho a un medio ambiente sano y espacio público limpio y ordenado, 
inspirándose en una legitima política ambiental e incluyendo el derecho a la libre iniciativa 
privada dentro de los límites del bien común, para incluir dentro del desarrollo urbano a 
todos los actores afectados e interesados por la presente iniciativa. Como objetivos 
específicos se tienen la recuperación del mobiliario público y fachadas que se ven afectadas 
por la pega de publicidad exterior visual de manera deliberada por falta de regulación 
efectiva y específica, que permita la formalidad de los gremios asociados a este tipo de 
actividad publicitaria en el distrito capital, por medio de la recuperación e instalación de 
mogadores en puntos estratégicos de la ciudad. 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS  
 

l. INTRODUCCIÓN. 
 
La contaminación visual es un acontecimiento que hoy en día no se puede ignorar en el 
Distrito Capital, lo cual poco a poco se está volviendo más progresivo y menos fácil de 
controlar por las autoridades y entidades del distrito. El deterioro del mobiliario urbano y 
espacio público debido a la pega deliberada de afiches vallas, carteles, y demás avisos 
publicitarios, están afectando el derecho a un medio ambiente sano, a una humana calidad 
de vida y puede alcanzar complicaciones en la salud mental de los habitantes de la ciudad. 
La falta de regulación en publicidad exterior visual es un factor que afecta tanto a los 
capitalinos como a los mismos anunciantes, ya que por un lado se crean los problemas que 
trae la mala estética de la ciudad, junto con la saturación de los espacios públicos y  por otro 
lado  reduce los efectos de una publicidad efectiva ya que al existir demasiados avisos 
publicitarios de tantos tipos, ya no logran el impacto esperado y las personas no se fijan en 
ninguno de ellos.  
 
La ciudad necesita  estipular claramente las reglas del juego para la actividad saludable de 
una publicidad exterior visual, ya que la ausencia de las mismas son lo que está conllevando 
la explotación del espacio público y la poca de efectividad en la publicidad, lo cual genera un 
círculo vicioso que hace repetitiva la situación. La claridad mediante la articulación 
institucional  con el ciudadano y los anunciantes lograran un beneficio común tanto para la 
recuperación y el embellecimiento de la ciudad y una actividad económicamente efectiva por 
medio de la publicidad, generando los objetivos programados por todos los actores afectaos 
e interesados en la problemática.  
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Para el presente proyecto serán tenidos en cuenta los estudios de la Universidad Distrital 
Francisco José de Caldas en el convenio interadministrativo 039 del 17 de diciembre de 
2008 con la  Secretaria Distrital de Ambiente. 
 
ll. JUSTIFICACIÓN. 
 
La calidad ambiental y el embellecimiento urbano se están deteriorando, los anunciantes se 
están viendo afectados por la informalidad generada a falta de la regulación clara y procesos 
optimizadores para la práctica efectiva de la publicidad exterior visual, Una ciudad limpia, 
organizada y embellecida es una ciudad más saludable para los ciudadanos, factible para el 
desarrollo de una buena convivencia y aumento de la seguridad ciudadana.   
 
En la universidad de Stanford  En 1969 (Estados Unidos) se adelantó un estudio de 
psicología social en cabeza del profesor Philip Zambardo, el cual consistía dejar dos autos 
en dos zonas distintas de la ciudad, con la particularidad que estos dos autos contaban con 
las mismas tipologías físicas, ambos eran del mismo color y la misma marca, con las misma 
características de abandono y destrucción, la diferencia se encontraba que uno fue 
abandonado en la zona del Bronx donde la situación de pobreza y conflicto ciudadano es 
evidente y el otro en una prestigiosa y tranquila zona de california llamada Palo Alto. A las 
pocas horas ya se reportaban incidentes, pues el auto ubicado en el Bronx empezó a ser 
vandalizado mediante el robo de las partes que aun podían sacarse algún provecho y 
mediante la consecutiva destrucción del auto. Una vez el auto ubicado en el Bronx fue 
totalmente destruido los investigadores procedieron a romper las ventas del auto ubicado en 
Palo Alto el barrio tranquilo y acomodado de california. El cual al poco tiempo tuvo el mismo 
resultado que el auto anterior, pues el auto fue penetrado, saqueado destruido y resulto en 
las mimas condiciones que aquel que fue ubicado en el una zona con características 
sociales totalmente diferentes. 
 
Los resultados del estudio profundizan el análisis psicosocial de las personas, no se trata de 
situación en las que las personas habitantes de cierta zona se encuentran, si no el mensaje 
que el desorden público genera, es decir  el auto destruido reflejaba desorden y ausencia de 
la ley, lo cual genera las mismas repercusiones de comportamiento ciudadano en los 
espacios públicos de una ciudad afectándose la seguridad y la convivencia ciudadana. En 
experimentos posteriores, (James Q. Wilson y George Kelling), desarrollaron la "teoría de las 
ventanas rotas, la misma que desde un punto de vista criminológico, concluye que el delito 
es mayor en las zonas donde el descuido, la suciedad, el desorden y el maltrato son 
mayores. Si se rompe el vidrio de una ventana de un edificio y nadie lo repara, pronto 
estarán rotos todos los demás35. 
 
Los mismo puede ocurrir en el Distrito Capital, donde el mensaje que arroja la saturación de 
los espacios públicos es una idea de desorden, lo cual rompen los lazos de convivencia y 
transmite la sensación de falta de normas, reglas y autoridades cada nueva situación 
deliberada de invasión a mobiliario urbano o espacios públicos puede aumentar la fallida 

                                                           
35 Teoría de las ventanas rotas (Universidad Stanford) – Edición – Articulo - Centro de Estudios 

Lomas CEL. 
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idea de ausencia de la autoridad generando una interrelación perjudicial e irracional en la 
comunidad. 
 
lll. DIAGNOSTICO. 
 
En Bogotá se evidencia el problema de la perturbación del espacio público por medio de la 
ocupación con publicidad ilegal como afiches, pasa calles, fotografías y demás, las cuales no 
están siendo autorizadas por las autoridades ni reglamentadas. Estas son pegadas 
deliberadamente en el mobiliario urbano y espacios públicos unas sobre otras saturando las 
calles de la ciudad. Mediante reuniones optimas con la Secretaria Distrital de Ambiente y 
empresarios anunciantes dedicados a actividades económicas con la publicidad exterior 
visual, se reconocieron los distintos problemas de forma estructural que están ocurriendo en 
la ciudad y los cuales podrían acontecer si no se brinda una pronta solución.  
 
La relación costo desmonte desfavorece la operatividad del distrito ya que a los anunciantes 
les cuesta un promedio de 600 pesos la instalación de un afiche publicitario mientras que al 
distrito le está costando un valor de 6000 pesos. 
 
La reglamentación no ha sido clara y consecuente, para los anunciantes lo cual está 
empezando a crear una informalidad más en la ciudad por medio de la pega ilegal de afiches 
de manera clandestina. 
 
En Bogotá  según lo manifestado por el Secretario de Ambiente, Francisco Cruz, las 
localidades que se han reportado con mayor problema de publicidad exterior visual ilegal, 
son las localidades de Usaquén, Chapinero y Santafé, por otro lado las industrias a las 
cuales se están viendo más relacionada con este tipo de publicidad son los eventos 
culturales y espectáculos artísticos y distintos tipos de venta de pequeños negocios locales.  
 
Los actores que influyen en la situación son: los anunciantes, los ciudadanos quienes son 
los receptores de la publicidad o el efecto de la saturación de dicha publicidad las 
instituciones y los vendedores los cuales contratan a los anunciantes para hacer publicidad 
sobre sus proyectos o iniciativas comerciales. A pesar de que ya existen antecedentes 
jurídicos al respecto la problemática no se ha eliminado y por el contrario sigue 
incrementando, lo cual significa a que debe existir un sentido de apropiación del territorio por 
parte de los actores y se debe también debe trabajarse sobre una relación más estructural 
de la administración frente a los anunciantes.  
 
En cuanto al territorio, es claro que este se abarca espacios de la estructura urbana como 
plazas, parques, vías y demás escenarios  colectivos que constituyen el espacio público; 
además la carga de las apropiaciones sobre elementos complementarios como el 
amoblamiento urbano, hacen que el espacio sea dinámico y cambie la percepción que cada 
uno de los actores tienen. Lo cual procede en que los factores argumentados y enunciados 
son un proceso de mejoramiento a partir de la base de principios de corresponsabilidad y 
cultura ciudadana.36 

                                                           
36 Convenio interadministrativo 039 – 2008, del 17 de diciembre. Secretaria Distrital de Ambiente – 

Universidad Distrital Francisco José de Caldas – Facultad de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 
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En el Acuerdo 01 de 1998 compilado por el Decreto 959 de 2000, modificado por el Acuerdo 
12 de 2000, Reglamentado por el Decreto 506 de 2003 “por el cual se Reglamenta la 
Publicidad Exterior Visual en el Distrito Capital de Santafé de Bogotá. En su Título lll, 
Capitulo l V Articulo 22, se define mogador. “(…) Se entiende por mogador la estructura 
ubicada por las autoridades Distritales o autorizadas por éstas en el espacio público con el 
fin de que a ella se adosen carteles o afiches”. 
 
En Bogotá se reconocen alrededor de 12 mogadores instalados en las localidades de La 
Candelaria, Usaquén, Teusaquillo y Santafé, de los cuales 8 de ellos están ubicados en la 
Candelaria, dos en Teusaquillo, uno en Usaquén y otro en Santafé. 
 
De conformidad con el estudio adelantado por la Universidad Distrital, los mogadores son 
mobiliarios urbanos ubicados en andenes o plazoletas, son suministrados por el distrito y 
están destinadas a ser utilizadas para la pega de publicidad visual exterior, son de forma 
cilíndrica o de panel con un material de ladrillo o  de metal, ninguno supera el 70% de su 
aprovechamiento mismo. 4 de ellos tienen un 0% de aprovechamiento 3 más alcanzan solo 
el 5 %, dos el 50%  y uno el 65%. De los 12 mogadores 7 están ubicados en plazoletas y 5 
en andenes. El objetivo estratégico de este mobiliario urbano es justamente lo que no se 
está cumpliendo en sí, respecto al aprovechamiento mismo para efectos de publicidad visual 
exterior. Los estudios revelan que están en condiciones deterioradas, los anunciantes pegan 
unos sobre otros formando una competencia informal y poco legitima entre ellos. Al existir no 
solo las malas condiciones de los mogadores si  no la poca disponibilidad ya que solo se 
encuentran 12 en la ciudad, se está optando por la utilización de postes, puentes, fachadas y 
demás lo cual nos remiten a nuestro problema principal. 
 
Por otro lado, la relación estructural entre la administración distrital y los empresarios, 
anunciantes y vendedores necesita una formalización y re estructuración de manera drástica 
para el buen funcionamiento y la sanación de la informalidad y saturación de publicidad en el 
mobiliario urbano y espacios públicos. Es necesario la creación de una plataforma 
informativa o base de datos que contribuya a la inscripción de los anunciantes, proveedores 
e instaladores de publicidad exterior visual que trabajan con afiches anuncios y carteles, con 
el ánimo de organizar la actividad comercial sobre la capital y destruir la competencia 
informal entre los mismos anunciantes.  
 
No existe un control regular sobre los anunciantes en cuanto al  lugar y durabilidad de sus 
anuncios, tampoco el reconocimiento del mantenimiento de los espacios propicios para la 
adaptación de publicidad. Es necesario que a manera de corresponsabilidad, con el fin del 
óptimo rendimiento de las gestiones para una mejor organización, exista una agremiación de 
fabricantes e instaladores para que exista una participación y correlación articulada con el 
distrito y entre si se manejen las mejores estrategias de respeto y competencia que se 
tomen conjuntamente con el único objetivo de una ganancia común. De esta forma se abren 
las posibilidades a concesiones para la administración debidamente determinadas sobre 
bienes públicos, como son los mogadores por parte de particulares que dediquen 
actividades comerciales de fijación de publicidad exterior visual. Esta es una estrategia para 
combatir la informalidad de anunciantes que fijan  publicidad exterior visual.  
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Las instituciones directamente relacionadas para la normatividad, lineamientos técnicos y 
demás gestiones para la organización y reglamentación de la publicidad exterior visual en el 
distrito son: Secretaria Distrital de Planeación, quienes dictan los parámetros técnicos sobre 
la instalación y fabricación de los mogadores como pieza fundamental para la sanación de la 
saturación de espacios públicos con afiches y anuncios publicitarios en sus distintos tipos y 
formas. Secretaría Distrital de Ambiente, la cual dicta los principales parámetros en cuanto a 
regulación y normatividad en el Distrito Capital y la entidad la cual debería encargarse de la 
regulación, organización de los permisos y registros para los fabricantes y anunciantes que 
desean fijar publicidad. La Policía Metropolitana, quienes son la institución garante de la 
prevención de la invasión al espacio público y control para el orden público y  respeto al 
medio ambiente. El Departamento Administrativo de La Defensa del Espacio Público, 
encargados de la ejecución física de la construcción y mantenimiento del mobiliario público 
en este caso mogadores ubicados estratégicamente en la ciudad.   
 
lll. INSTALACION MOGADORES.  
 
Aspectos técnicos: 
 
La instalación de mogadores de manera estratégica y con los debidos estudios técnicos  y 
legales es la principal propuesta del presente proyecto de acuerdo, para lo cual, fueron 
tenidos en cuenta los estudios de la Universidad Distrital en el convenio interadministrativo 
039 de diciembre 17 del 2008. La institución recomienda la identificación estratégica y 
planeación técnica para la instalación y construcción de los mogadores teniendo en cuenta 
distintos lineamientos como lo son la aglomeración y circulación de personas y la sana 
armonía con el paisaje de la ciudad y el espacio público. La Universidad realiza los 11 
lineamientos para la instalación de los mogadores. 
“Para la identificación de las zonas se debe considerar como un factor definitivo la 
aglomeración que las actividades promuevan en circulaciones o permanencias, en ese orden 
de ideas se tendrá en cuenta los siguientes criterios técnicos además de los normativos 
relatados anteriormente”37 
 

1. No instalar mobiliario en los paraderos de transporte público (según términos de 

concesión 01 de 2000 EUCOL)  

2. No instalar a 2 metros a la redonda de los armarios telefónicos. 

3. Próximos a Equipamientos Jerárquicos (Financieros, comerciales. Dotacionales, 

institucionales) 

4. Instalar en los extremos de los parques y/o plazas al interior de la línea del parámetro 

del andén. 

5. No obstrucción en la circulación ni en la movilidad 

6. Espacio disponible en las fachadas privadas, en la medida que se cuenta con la 

anuencia del propietario y/o  poseedor  

7. En las fachadas de edificaciones de entidades publicas  

                                                           
37 Convenio Interadministrativo 039 – 2008, del 17 de Diciembre. Secretaria Distrital de Ambiente – 

Universidad Distrital Francisco José de Caldas – Facultad del Medio Ambiente y Recursos Naturales  
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8. Los mogadores se  podrán instalar en andenes de tramos B-50 Y B-60, alamedas  de 

tramos B-90,B-95,B-100, en armonía con la aplicación de los demás criterios técnicos 

y normativos 

9. La localización de los mogadores se dará al interior de los mismos, en los accesos y 

en las circulaciones principales, teniendo en cuenta la aplicación integral de los 

demás criterios 

10. No se permite en los sitios señalados en los numerales 1, 3 y 4 del artículo 75 del 

Decreto 190 del 2004 

11. No se permite en los monumentos nacionales, ni a 200 metros a la redonda  

 
Aspectos estratégicos: 
  
Una vez reconocido que existen los criterios técnicos y la viabilidad jurídica para la 
instalación de mogadores en el espacio público, como estrategia principal para subsanar la 
saturación de los espacios públicos, el deterior de la fachada de la ciudad y la afectación de 
la calidad de vida de los ciudadanos además de la situación comercial de los anunciantes, 
fabricadores y vendedores que dedican sus actividades comerciales a la fijación de 
publicidad exterior visual, es necesario reconocer igualmente las zonas estratégicas en 
donde se deben instalar mogadores en el Distrito Capital, a partir de los lineamientos 
normativos y técnicos que las instituciones del Distrito permitan ejecutar.  
 
Los mogadores deberán ser incluidos dentro de las cartillas de mobiliario urbano para su 
efectivo rendimiento y utilización. Los espacios estratégicos una vez estipulados junto con 
los criterios de su instalación son  los parques zonales, parques metropolitanos y las 
plazoletas de la ciudad y andenes con un ancho superior a 10 metros38. La administración 
fijara los puntos exactos de su ubicación y dictara las medidas específicas para el 
aprovechamiento privado y un espacio en el mogador para aprovechamiento de anuncios 
públicos en los cuales se puede incluir  un anuncio institucional, cultural y demás que sea 
también provechoso para el crecimiento de la cultura ciudadana e institucional de la ciudad.  
 
Las características físicas recomendadas en el estudio son comparadas con los casos 
positivos de Medellín en donde le mogador está fabricado con concreto, tiene unas medidas 
de 2.20 metros de alto y 1.60 metros de ancho, de esta manera existe la capacidad para fijar 
4 carteleras de un pliego cada una. El espesos recomendado es de 15 centímetros hacia la 
mitad  y en los extremos se reducido a 5 centímetros.  
 
El valor económico  de los mogadores teniendo en cuenta costos de instalación son: 
$2.262.00 el mogador, $144.068 albañilería más ayudante y $32.000 concreto corriente para 
un total de $2.438.070.  El costo de la operación puede ser rápidamente recuperado y 
futuramente retro alimentado a manera de ganancia si se tarifa de inscripción al anunciante, 
teniendo en cuenta parámetros de tiempo y cantidad de anuncios. Los costos de 
mantenimiento  y aseo deben articulados con las alcaldías y los mismos anunciantes que 
utilizan el mogador una vez terminen su periodo fijado ya cordado.  

                                                           
38 Convenio Interadministrativo 039 – 2008, del 17 de Diciembre. Secretaria Distrital de Ambiente – 

Universidad Distrital Francisco José de Caldas – Facultad del Medio Ambiente y Recursos Naturales 
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Para que exista un exitoso desarrollo de la actividad, una vez más se insiste en el sentido de 
corresponsabilidad, cultura ciudadana y sentido del territorio mismo. Los anunciantes 
deberán solicitar de manera formal a la administración la utilización de cada mogador 
instalado en la ciudad y este debe ser debidamente autorizado por un lapso de tiempo y 
unas condiciones específicas que cumplan con una sana competencia, una responsabilidad 
pública y legal. El anunciante debe ser responsable del mismo mantenimiento del mogador 
al cual le fue asignado posteriormente a su uso y a su orden durante el mismo. Las 
instituciones relacionadas deben ser responsables del control normativo y comercial. 
 
El formato para la base de datos y generar la inscripción recomendada por el estudio de la 
Universidad Distrital recomienda la siguiente información para que exista una garantía de 
control, organización y formalidad: Asignación de código, razón social, Nit o Rut, 
representante legal, cedula, teléfono, celular, dirección. A la misma como forma de petición 
para hacer uso de un mogador debe asignarse la fotografía del anuncio con las medidas 
específicas y características que demuestren que cumplen los criterios de normatividad y 
responsabilidad social.  
 
De esta manera, se brindan aspectos técnicos y estratégicos para la viabilidad en pro de una 
mejora de la calidad de vida de los ciudadanos y la organización y reparación de los 
espacios públicos. La informalidad en la fijación de la publicidad exterior visual está ligada a 
la falta de estos criterios estratégicos y regulación de forma organizada que permita a los 
anunciantes desarrollar sus proyectos económicos de forma solidaria con la ciudad. Los 
postes, puentes fachadas y mobiliario urbano se están viendo afectados por la falta de 
espacios que sean propicios y que no se brindan en la ciudad como es el caso de los 
mogadores como mobiliario urbano.  
 
Experiencia nacional. 
 
Medellín: 
 
Aunque es incomparable la cantidad de población en la ciudad de Medellín y Bogotá, el 
proceso y gestión que se ha dado a la situación de publicidad exterior visual  es en sí una 
forma ejemplar en su función. Los anunciantes de Medellín recuren a la inscripción con la 
administración, Empresa Públicas de Medellín cobra un impuesto por utilización del 
mogador, autoriza y emite la resolución. 
 
Decreto 1683 de 2002   
 
“Artículo No. 52 Normas para la publicidad transitoria fija 
 
(..) Permanencia: una vez finalizado el evento objeto de la publicidad el interesado debe 
retirar los elementos de lo contrario se ordenara su retiro a costas del interesado, esta 
cláusula estará contemplada en el registro. El sitio no quedara habilitado para la colocación 
de nueva publicidad.” 
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Ubicación: se podrán instalar pendones, festones y pasacalles en postes de alumbrado 
público con el respectivo permiso previo de las Empresas Públicas de Medellín.” 
 
”Articulo No. 55 Afiches y carteles. 
 
Definición. Anuncio temporal que se utiliza para promocionar eventos y sitios turísticos, 
difundir propaganda, productos, servicios marcas, empresas y lemas y recordar fechas y 
actividades” 
 
Características. Las dimensiones no pueden exceder de 0.70 metros por 1.00 metro y 0.35 
metros por 0.50 metros. 
Los carteles y afiches que anuncian espectáculos públicos de carácter político, institucional, 
deportivo, cultural y artístico, sólo podrán fijarse con pegamentos fáciles de remover en las 
carteleras que para tal fin se instalen en la ciudad, con previo concepto favorable por parte 
de la Subsecretaría de Defensoría del Espacio Público. 
  
Parágrafo. Esta publicidad debe ser removible, impresa en papel o en tela y se colocará 
teniendo en cuenta no interferir con la señalización del tránsito, con la nomenclatura  urbana 
y con la visibilidad vehicular. No se podrá fijar en postes y estructuras de servicio público y 
deberá contener el nombre de la empresa responsable de la instalación”. 
 
IV. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE ACUERDO. 
 

1. Acuerdo 01 de 1998 “por el cual se Reglamenta la Publicidad Exterior Visual en el 
Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá” 

 
2. Acuerdo 12 del 2000 “por el cual se modifica el acuerdo 01 de 1998" 

 
V.  MARCO JURIDICO 
  
Constitución Política    
 

“Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley 
garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es 
deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de 
especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.”  
 
“Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, 
para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las 
sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. Así mismo, cooperará con 
otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas.” 
 
“Artículo 82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público 

y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. Las 
entidades públicas participarán en la plusvalía que genere su acción urbanística y regularán 
la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano en defensa del interés común.”  
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“Artículo 313. Dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del 
patrimonio ecológico y cultural del municipio.” 
 

“Artículo 322. Bogotá, Capital de la República y del departamento de Cundinamarca, se 
organiza como Distrito Capital. Su régimen político, fiscal y administrativo será el que 
determinen la Constitución, las leyes especiales que para el mismo se dicten y las 
disposiciones vigentes para los municipios. Con base en las normas generales que 
establezca la ley, el concejo a iniciativa del alcalde, dividirá el territorio distrital en 
localidades, de acuerdo con las características sociales de sus habitantes, y hará el 
correspondiente reparto de competencias y funciones administrativas. A las autoridades 
distritales corresponderá garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y la 
eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito; a las locales, la gestión de los 
asuntos propios de su territorio.” 
 

“Articulo 333.  La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites 
del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 
autorización de la ley. La libre competencia económica es un derecho de todos que supone 
responsabilidades. La empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que 
implica obligaciones. El Estado fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el 
desarrollo empresarial. El Estado, por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se 
restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o 
empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional. La ley delimitará el 
alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el 

patrimonio cultural de la Nación.”  
 
Leyes 
 
Ley 140 de 1994. “Por la cual se reglamenta la Publicidad Exterior Visual en el Territorio 
Nacional” 
 
“Artículo 1. Se entiende por Publicidad Exterior Visual, el medio masivo de comunicación 
destinado a informar o llamar la atención del público a través de elementos visuales como 
leyendas inscripciones, dibujos fotografías, signos o similares, visibles desde las vías de uso 
o dominio público, bien sean peatonales o vehiculares, terrestres fluviales, marítimas o 
aéreas” 
 
“Artículo 2. La presente ley tiene por objeto mejorar la calidad de vida de los habitantes del 
país, mediante la descontaminación visual y del paisaje, la protección del espacio público y 
de la integridad del medio ambiente, la seguridad vial la simplificación de la actuación 
administrativa en relación con la Publicidad Exterior Visual.” 
 
“Articulo 3. Lugares de Ubicación 
 

a) En las áreas que constituyen espacio público de conformidad con las normas 

municipales, distritales t de las entidades territoriales indígenas que se expidan 
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con fundamento en la ley 9 de 1989º de las normas que la modifiquen o 

sustituyan.  

b) “Dentro de los 200 metros de distancia de los bienes declarados monumentos 

nacionales” 

c) “Donde lo prohíban los concejo municipales y distritales conforme a los numerales 

7 y 9 del artículo 313 de la constitución Nacional”  

d) “En la propiedad privada sin el consentimiento de propietario o poseedor” 

 
Ley 99 de 1993. “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector 
Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales 
renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras 
disposiciones.” 
 
“Artículo 63. Las normas y medidas de policía ambiental, es decir  aquellas que las 
autoridades medioambientalistas expidan” 
 
Actos administrativos. 
 
Decreto Ley 1421 de 1993. "Por el cual se dicta el régimen especial para el Distrito Capital 
de Santafé de Bogotá" 

 
“Articulo 12 numeral 7.Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y 
defensa del patrimonio ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente” 
 
Decreto 959 de 2000. "Por el cual se compilan los textos del Acuerdo 01 de 1998 y del 
Acuerdo 12 de 2000, los cuales reglamentan la publicidad Exterior Visual en el Distrito 
Capital de Bogotá". 
 
 
 
 
“Articulo.5 prohibiciones. 
 

a) En las áreas que constituyan espacio público de conformidad con las normas 

distritales y la ley 9 de 1989, o con las normas que lo modifiquen, complementen o 

sustituyan; 

b) En las zonas históricas, edificios o sedes de entidades públicas y embajadas, salvo 

que se trate de los avisos que indican el nombre de las entidades, embajadas y 

lugares históricos y de la publicidad exterior visual que de manera eventual anuncien 

obras de remoción o eventos artísticos;  

c) (Modificado por el artículo 1º del Acuerdo 12 de 2000). “En los sectores residenciales 
especiales, salvo que se trate de avisos adosados a la pared de establecimientos 
comerciales, los cuales en los sectores antes señalados, no podrán tener iluminación. 
Esta prohibición no se aplicará sobre ejes de actividad múltiple ni aquellos 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=582#16
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3764#16
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establecimientos que por disposición de autoridad competente deban iluminar su 
aviso en horario nocturno; 

d) En las zonas declaradas como reservas naturales, hídricas y en las zonas declaradas 

de manejo y preservación ambiental, excepto las vallas de tipo institucional que 

informen sobre el cuidado de estas zonas, las cuales en todo caso deberán ser 

armónicas con el objeto de esta norma; 

e)  En lugares en los que su colocación obstaculice el tránsito peatonal, en donde 
interfiera con la visibilidad de la señalización vial, informativa y de la nomenclatura 
urbana, aun cuando sean removibles, y” 

f) Sobre vías principales y metropolitanas, no se permitirá publicidad exterior visual en 
movimiento, ya sea como pasa vía o en estructura de cualquier naturaleza o en 
soporte tubular” 

Vl. IMPACTO FISCAL. 

De conformidad con la Ley 819 de 2003, Artículo 7º. Análisis del impacto fiscal de las 
normas. En todo momento, el impacto fiscal de cualquier proyecto de ley, ordenanza o 
acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios tributarios, deberá hacerse explícito y 
deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 

Para estos propósitos, deberá incluirse expresamente en la exposición de motivos y en las 
ponencias de trámite respectivas los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso 
adicional generada para el financiamiento de dicho costo. 

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en cualquier tiempo durante el respectivo 
trámite en el Congreso de la República, deberá rendir su concepto frente a la consistencia 
de lo dispuesto en el inciso anterior. En ningún caso este concepto podrá ir en contravía del 
Marco Fiscal de Mediano Plazo. Este informe será publicado en la Gaceta del Congreso. 

Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, que planteen un gasto adicional o una 
reducción de ingresos, deberá contener la correspondiente fuente sustitutiva por disminución 
de gasto o aumentos de ingresos, lo cual deberá ser analizado y aprobado por el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público. 

En las entidades territoriales, el trámite previsto en el inciso anterior será surtido ante la 
respectiva Secretaría de Hacienda o quien haga sus veces. 

Si bien el considerado es la construcción de al menos 4 mogadores por localidad el proyecto 
traerá beneficios para la ciudad puesto que los costos directos de mantenimiento, 
recuperación, aseo y demás en el espacio público se verán reducidos. Los costos indirectos 
que el mal estado de las calles, desorden y la baja calidad de vida de los ciudadanos que se 
contraen, también serán comprimidos, un espacio público limpio y ordenado aumenta la 
sana convivencia y minimiza el riesgo de delincuencia e inseguridad sin dejar a un lado el 
respeto y la conservación de un medio ambiente más saludable.  
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Cada Mogador tiene un costo aproximado de $2´500.000, si son 4 por localidad 
administrados por sus mismas alcaldías, significan 10 millones de pesos por localidad y una 
totalidad en el Distrito de $200´000.000 millones de pesos. 

La instalación de los mogadores deben ser vistos como una inversión a corto plazo ya que el 
Distrito hará administración de los mismos, lo que significa un cobro por el aprovechamiento 
económico por parte de los anunciantes al momento de fijar publicidad por un tiempo 
determinado, lo cual conlleva a la recuperación de los recursos asignados.   

VII. Articulado propuesto. 

Dentro del articulado propuesto, se han tenido en cuenta las sugerencias realizadas por los 
diferentes ponentes de este acuerdo así como los de la Administración Distrital con quienes 
se han llevado a cabo mesas de trabajo para viabilizar el proyecto.  

PROPUESTA DE ARTICULADO ARTICULADO VIGENTE  

ARTICULO. 1 El artículo 22 del acuerdo 01 
de 1998,  quedará así:  
 
Definición. Entiéndase por carteleras locales 
las estructuras que se encuentran adosadas 
a los muros de cerramiento de los lotes y en  
las que se podrán fijar afiches o carteles, El 
Distrito  proveerá las carteleras locales. Se 
entiende por mogador la estructura ubicada 
por las autoridades Distritales o autorizadas 
por éstas en el espacio público con el fin de 
que a ella se adosen carteles o afiches, el 
Distrito proveerá hasta 4 por localidad. 
 
Parágrafo: La Administración Distrital 
reglamentará de acuerdo a estudios 
técnicos y a la normatividad vigente, la 
instalación y uso de los mogadores.  
 
 

Artículo 22. Definición. Entiéndase por 
carteleras locales las estructuras que se 
encuentran adosadas a los muros de 
cerramiento de los lotes y en las que se 
podrán fijar afiches o carteles, El Distrito 
proveerá las carteleras locales. 
 
Se entiende por mogador la estructura 
ubicada por las autoridades Distritales o 
autorizadas por éstas en el espacio público 
con el fin de que a ella se adosen carteles o 
afiches. 

ARTICULO 2. 1 El artículo 23 del Acuerdo 
01 de 1998. Quedará así: 
 
ARTICULO 23.Ubicación e inscripción. La 
Secretaría Distrital de Planeación definirá 
las condiciones generales y estratégicas  
para la ubicación de carteleras locales y 
mogadores de acuerdo a la normatividad 
vigente. 
 
La Secretaría Distrital de Ambiente 

Artículo 23. Ubicación. El Departamento 
Administrativo de Planeación Distrital 
definirá las condiciones generales para la 
ubicación de carteleras locales y 
mogadores. 
 
Parágrafo. Los propietarios podrán solicitar 
que en su predio o en el espacio público 
contiguo sea colocada una cartelera local o 
un mogador. 
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establecerá un registro de inscripción de los 
mogadores para fijar publicidad en donde se 
determinarán los criterios de durabilidad y 
costo por aprovechamiento de conformidad 
con lo establecido en el Acuerdo 610 de 
2015  

 
Parágrafo 1. Los propietarios de inmuebles 
en la ciudad podrán solicitar que en su 
predio o en el espacio público contiguo sea 
colocada una cartelera local o un mogador. 
 
Parágrafo 2. Los anunciantes asumirán el 
costo de mantenimiento del mobiliario 
público durante su aprovechamiento. 
 

ARTICULO 3.  VIGENCIAS Y 
DERROGATORIAS: El presente Acuerdo 
rige a partir de la fecha de su publicación, 
modifica el Artículo 22, se adiciona y 
modifica el Artículo 23 del Acuerdo 01 de 
1998, y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.  
 
 

 

 
Atentamente, 

 
 

LUCIA BASTIDAS UBATE  MARIA CLARA NAME RAMIREZ  
Concejala de Bogotá                        Vocera Partido Alianza Verde    

 
 

HOSMAN MARTÍNEZ MORENO   JORGE EDUARDO TORRES CAMARGO 
Concejal de Bogotá                            Concejal Bogotá         

 
 

EDWARD ANIBAL ARIAS RUBIO    MARIA FERNANDA ROJAS MANTILLA          
Concejal de Bogotá         Concejala de Bogotá 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 290 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 

“POR MEDIO DEL CUAL SE MODIFICA y ADICIONA PARCIALMENTE EL ACUERDO 01 
DE 1998 Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

ELCONCEJO DE BOGOTÁ, D.C., 

En uso de las atribuciones Constitucionales y legales, en especial las contenidas en el 
Artículo 313, numerales 7 y 9 de la Constitución Política; Articulo 12, numeral 7 del 
Decreto Ley 14 21 de 1993, Ley 99 de 1993 y Ley 140 de 1994. 

 
ARTICULO. 1 El artículo 22 del Acuerdo 01 de 1998. Quedará así: 
 
Definición. Entiéndase por carteleras locales las estructuras que se encuentran 
adosadas a los muros de cerramiento de los lotes y en las que se podrán fijar 
afiches o carteles, El Distrito proveerá las carteleras locales. Se entiende por 
mogador la estructura ubicada por las autoridades Distritales o autorizadas por 
éstas en el espacio público con el fin de que a ella se adosen carteles o afiches, 
el Distrito proveerá hasta 4 por localidad. 
 
Parágrafo: La Administración Distrital reglamentará de acuerdo a estudios 
técnicos y a la normatividad vigente, la instalación y uso de los mogadores.  
 
ARTICULO 2. 1 El artículo 23 del Acuerdo 01 de 1998. Quedará así: 
 
ARTICULO 23.Ubicación e inscripción. La Secretaría Distrital de Planeación 
definirá las condiciones generales y estratégicas  para la ubicación de 
carteleras locales y mogadores de acuerdo a la normatividad vigente. 
 
La Secretaría Distrital de Ambiente establecerá  un registro de inscripción de los 
mogadores para fijar publicidad en donde se determinarán los criterios de 
durabilidad y costo por aprovechamiento de conformidad con lo establecido en 
el Acuerdo 610 de 2015  

 
Parágrafo 1. Los propietarios de inmuebles en la ciudad podrán solicitar que en 
su predio o en el espacio público contiguo sea colocada una cartelera local o un 
mogador. 
 
Parágrafo 2. Los anunciantes asumirán el costo de mantenimiento del 
mobiliario público durante su aprovechamiento. 
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ARTICULO 3. VIGENCIAS Y DERROGATORIAS: El presente Acuerdo rige a 
partir de la fecha de su publicación, modifica el Artículo 22, se adiciona y 
modifica el Artículo 23 del Acuerdo 01 de 1998, y deroga las disposiciones que 
le sean contrarias 

 

Cordialmente, 

CONCEJALES PONENTES 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 291 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN MEDIDAS PARA MEJORAR LA CONVIVENCIA Y 

SEGURIDAD DENTRO Y FUERA DE ESCENARIOS DEPORTIVOS EN EL ÁMBITO DEL 

FÚTBOL EN EL DISTRITO CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

OBJETO DEL PROYECTO 

 

El presente proyecto tiene el objeto de mejorar y fortalecer los aspectos de convivencia y 

seguridad dentro y fuera del estadio Nemesio Camacho el Campin, a partir de los eventos y 

espectáculos deportivos que se desarrollan en el Distrito Capital. 

 

ANTECEDENTES 

 

 
Proyecto de acuerdo 

 

 
Ponente y sentido de la 

ponencia 
 

 
Ponente y sentido de la 

ponencia 
 

Concepto Administración 

Proyecto No 381 de 
2016 

  NO SE SORTEO 
ARCHIVADO 

Proyecto No 438 de 
2016 

H.C. DANIEL 
PALACIOS 
MARTINEZ 
Positiva con 

Modificaciones 

H.C. GLORIA STELLA 
DIAZ 

Negativa 

Viable sujeta a 
modificaciones 

Proyecto No 059 de 
2017 

  NO SE SORTEO 
ARCHIVADO 

Proyecto No 387 de 
2017 

  NO SE SORTEO 
ARCHIVADO 

Proyecto No 532 de 

2017 

H.C ROLANDO 

GARCIA 

Positiva 

H.C ANTONIO 

SANGUINO 

Positiva 

Sin concepto 

Proyecto No 256 de 

2018 

H.C JUAN FELIPE 

GRILLO 

Positiva 

H.C NELSON 

CUBIDES 

 

 

 

Es importante anotar que se han realizado los cambios en el articulado y exposición de 

motivos que se consideraron pertinentes sugeridos por el H.C ponente Daniel Palacios y el 

concepto de la Administración Distrital. Igualmente, se tuvo en cuenta la proposición aditiva 

presentada por la H.C. Gloria Elsy Díaz.  
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

INTRODUCCIÓN 

 

El deporte del futbol, es una fuente generadora de altas pasiones que contagia de manera 

universal la afición de los distintos ciudadanos traspasando todas las barreras sociales, 

culturales y étnicas. Las distintas formas de expresión respecto al apoyo a los equipos 

oficiales de este deporte tanto locales como nacionales, se ha desarrollado en la 

conformación de grupos que por medio de la asimilación de una identificación simbólica, 

territorializacion  y socialización han protagonizado distintos episodios perjudiciales a la 

convivencia ciudadana traducidos en actos violentos y vandálicos que han terminado hasta 

en la muerte de un gran número de personas a nivel distrital y nacional. 

 

JUSTIFICACIÓN  

 

En 1877 fue la familia inglesa Hooligan protagonista por distintos desmanes en pro de la 

afición a la selección de futbol de Inglaterra, en especial Edward Hooligan, reconocido por 

sus altos episodios de alcohol y riñas en nombre de la selección nacional de ese país. A 

partir de ahí las personas que protagonizaban hechos vandálicos en alusión al futbol debido 

a los espectáculos deportivos locales e internacionales, fueron denominados Hooligans, 

quienes poco a poco empezaron a organizarse para representar la afición a algún equipo en 

específico y se incrementaron sus seguidores a lo largo del país. En poco tiempo la 

internacionalización de este fenómeno fue evidente.  

 

En Latinoamérica este tipo de grupos se denominaron las “barras bravas”, las cuales 

surgieron en primera instancia en países como Argentina y Brasil y luego se esparcieron por 

el resto del continente. Las primeras barras que se organizaron en Colombia son las de 

“Blue Rain”, de la cual surgen los “Comandos Azules Distrito 13”, para el equipo capitalino 

de Millonarios Fc y la barra de la “Puteria Roja”, la cual pronto se convertiría en “Rexistencia 

Norte” para el equipo del Independiente Medellín.  

 

A partir del surgimiento de numerosas barras de futbol a nivel nacional, Colombia en 

ciudades como Bogotá, Medellín y Cali ha tenido que  sobrellevar innumerables episodios de 

riñas, vandalismo, atentados contra el espacio público y asesinatos en nombre de la defensa 

del concepto imaginario del territorio que conservan este grupo de jóvenes, los cuales tiene 

un promedio de entre los 14 a los 25 años de edad siendo en su mayoría menores de edad y 

pertenecientes a todos los estratos y condiciones socio culturales. En la década de los 90 

estos grupos se caracterizaron por distintas situaciones de violencia en el Bogotá de una 

manera más relevante. 
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Un estudio de la universidad Javeriana sobre la observación de la barra “Comandos Azules 

No 13”, demostraba la teorización para la compresión del comportamiento de estos grupos 

de jóvenes a partir de 2 conceptos fundamentales; territorialidad e identidad. Dentro del 

primer concepto se desarrollan el espacio físico, territorio simbólico y social.  

  

Es entonces donde podríamos asemejarnos al concepto de la siguiente manera: “la barra es 

un espacio social reconocido, que existe en el conjunto social, con sus propias reglas y 

jerarquías, y que en general es productor y reproductor de identidades o sentidos de 

pertenencia donde si bien el territorio no es permanente, si está estructurado y se proyecta 

desde un espacio físico hacia otros contextos territoriales; simbólicos y sociales”.39  

 

De esta forma, se emanan distintas acciones dentro de las cuales está la defensa de un 

“Capital Simbólico”, que repercuten en formas violentas entre distintas barras representantes 

a equipos opuesto a nivel regional.  

 

Adicionalmente, existen otros enfoques los cuales son materia de análisis a partir de la 

consideración de las barras de futbol, como grupos juveniles de distintos tipos de 

condiciones socio-culturales, con particulares características de consumo de alcohol, 

sustancias psicoactivas y reacciones violentas. Por lo cual, es necesario incluir el tema en la 

agenda política del Distrito Capital y reconocer estas organizaciones como población 

vulnerable.  

 

También se han encontrado indicios que abordan fenómenos para la crítica de género; 

Florence Thomas  de la Universidad de Antioquia  partir de sus entrevistas ha manifestado 

que una de las características que se en cuentan en este grupo de jóvenes son expresiones 

de masculinidad, es decir que enmarcan acciones de diferenciación de genero aumentando 

los actos machistas. Algo similar se comenta en Argentina, Eduardo Archetti (1998) 

encuentra  que en los cantos de las barras se desarrolla desafíos y de demostraciones de 

masculinidad a través de formas verbales, se compite por la demostración viril y del 

arrebatamiento de la masculinidad de la barra opuesta.1  

 

DIAGNOSTICO 

 

Plan Decenal De Seguridad, Comodidad y Convivencia en el Fútbol 2012 – 2024. 

 

La importancia del fútbol a nivel nacional representa altos índices de influencia, es 

indispensable para la capital ahondar en programas y proyectos que reestructuren y 

fortalezcan por medio de políticas públicas las situaciones de seguridad, convivencia y 

desarrollo social que se ven afectadas a partir del espectáculo del fútbol, lo cual ya es más 

que un simple evento de 90 minutos en un lugar determinado, pues  también es un 
                                                           
39 Estudio de barras de fútbol de Bogotá: Los comandos Azules. Pontificia Universidad Javeriana. 
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acontecimiento consecutivo que toca el espacio público, los hogares y demás espacios de 

socialización de los Bogotanos. 

 

Según una encuesta en el Plan Decenal De fútbol 2014- 2024 en Colombia. 

 

 El 94% de la población cree que el fútbol es muy importante 

 El 61% señala que el fútbol contribuye a alejar a los jóvenes de la violencia  

 El 22% considera que el fútbol une al país. 

 El 59% indican que uno de los momentos más emocionantes de su vida ha sido 

cuando gana su equipo 

 El 57% dice que uno de los momentos más emocionantes de su vida ha sido cuando 

ve jugar buen fútbol y el 53% cuando lo juega. 

 

Sobre la forma en la que las personas disfrutan, ven o se relacionan con el fútbol 

El 89% de las personas encuestadas dicen verlo por televisión el 83% manifiesta verlo en 

familia, el 53% lo jugó en el colegio y el 37% lo jugó en el barrio. De aquí la demostración de 

uno de las justificaciones  importantes para el fortalecimiento de estas iniciativas, ya que se 

demuestra como las personas fomenta y desarrollan lazos de convivencia en sociedad, 

formación y relaciones familiares a partir del fútbol.  

 

Los factores que relacionan el fútbol con el desarrollo humano y la educación son realmente 

importantes, pues el 84% de los encuestados considera que el fútbol  es importante para la 

desarrollar la educación y el 96% de las personas cree que los jugadores de la Selección 

Colombia inspiran a los jóvenes a superarse.  

 

Respecto al ámbito familiar, la importancia del fútbol a la hora de desarrollar valores, 

armonía y una calidad de vida más plena es indiscutible, para un 78% de los padres 

acompañar a su hijo para jugar fútbol es un momento feliz, también lo es hablar de fútbol 

para un padre con sus hijos en un 77%, el 54% manifiesta compartir con la pareja la afición 

al fútbol y el 33% va al estadio con sus hijos.  

 

Sobre la participación a los estadios el 38% de los hombres y el 25% de las mujeres 

manifestaron ir al estadio.  Quienes más asisten son los jóvenes de entre los 18 y los 24 

años de edad lo cual justifica más el fenómeno del barrismo. Sin embargo el 78% de las 

mujeres y el 70% de los hombres dicen considerar el estadio un espacio peligroso.  

 

Hoy en día el término del barrismo ha sido un término en el cual los ciudadanos asemejan 

con la marginalidad. Los jóvenes son socialmente estigmatizados por su condición de hincha 

o barrista de algún equipo de fútbol determinado.  
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Como bien se establece en el Plan Decenal de fútbol 2014 - 2024, el fortalecimiento del 

barrismo social es una estrategia principal e indispensable para fortalecer los aspectos de 

convivencia y desarrollo social para los jóvenes barristas en la comunidad, mediante la 

búsqueda de liderazgos positivos y programas que permitan fortalecer programas que 

potencialicen el crecimiento de los jóvenes pertenecientes a las barras de fútbol.  

 

Los objetivos principales para el desarrollo de una política pública a partir del reconocimiento 

del espectáculo del fútbol, el impacto y la influencia que causa en la sociedad, vinculan la 

integridad tanto institucional como de los ciudadanos aficionados o pertenecientes al 

barrismo social.  

 

Es así como se requiere el fortalecimiento interno y organizacional de las barras de futbol a 

partir de un estudio que contenga todo tipo de especificaciones administrativas y legales de 

una barra de fútbol. Mediante esta, es preciso direccionar el fortalecimiento a la construcción 

social de  jóvenes. 

 

Vincular a los jóvenes en  capacitaciones  para que desarrollen los conocimientos acerca de 

su estado administrativo, su incidencia social, sus derechos como aficionados al futbol y la 

posición legal con la que se encuentran frente al Estado. También son precisas las 

asesorías técnicas que les permitan conocer planes de prevención y contingencia.40 

 

En Bogotá se identifica la presciencia de las siguientes  barras de futbol como las más 

grandes y principales: 

 

1. Comandos Azules Distrito Capital – Millonarios Fc  

2. Blue Rain – Millonarios Fc 

3. Guardia Albi Roja Sur – Independiente Santa Fe  

4. Disturbio Rojo Bogotá -  América de Cali  

5. Los del Sur Bogotá – Atlético Nacional  

6. Rexistencia Norte Bogotá – Independiente Medellín  

 

En el Distrito Capital no existe una integridad institucional efectiva que permita cohesionar a 

todos los actores. Las instituciones Deben trabajar mancomunadamente junto con la Policía 

Metropolitana de Bogotá y los líderes de las barras de fútbol para validar los distintos 

escenarios, programas, proyectos y propuestas que se pueden desarrollar a partir de la 

búsqueda de una mejor convivencia y seguridad a partir del fenómeno y el espectáculo del 

fútbol, tanto por dentro de las instalaciones o espacios deportivos como por por fuera de 

ellos, teniendo en cuenta que los partidos de fútbol son acontecimientos que generan 

reacciones en los espacios públicos, los hogares y en establecimientos de esparcimiento 

donde los ciudadanos se reúnen para la recreación.  
                                                           
40 Plan Decenal de Seguridad Comodidad y Convivencia en el Fútbol 2014 - 2024 
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Medios de comunicación  

 

Los medios de comunicación cumplen un rol fundamental en el ámbito del fútbol ya que  

influencian  comportamientos individuales, familiares y sociales.41 Es así como se le atribuye 

gran responsabilidad a los sistemas de información ya que ocasionan un gran nivel de 

impacto a la opinión pública.  

 

Es importante estimular entonces la manera efectiva de manejar los planes de comunicación 

que no afecten socialmente a las personas en ámbitos violentos y de convivencia ya que por 

medio de la información masiva se crean estigmatizaciones sociales y se pueden promover 

involuntariamente la violencia psicosocial.   

 

Mediante la promoción del reconocimiento a los actos de valores que sean ejemplos en la 

sociedad, la exaltación al respeto en comunidad a partir de entender la diferencia en el fútbol 

y la exclusión de difusión de imágenes de actos violentos que promuevan la rebeldía y la 

falta de convivencia en sociedad, se lograría avanzar en los resultados del impulso a la 

seguridad y convivencia a partir del ámbito del fútbol en la capital del país, ya que muchos 

de los problemas que se desarrollan a partir de estos eventos deportivos contienen razones 

estructurales de fondo que no pueden solucionarse solo de manera represiva y reactiva sino 

también con estrategias preventivas. 

 

NUEVAS ESTRATEGIAS  

 

Protocolo de convivencia  

 

En Bogotá, se han aprobado iniciativas a nivel administrativo en pro de la seguridad y la 

convivencia a partir de los espectáculos deportivos del futbol local,  de la mano con las 

barras de futbol de los distintos equipos de la ciudad o con afición en Bogotá. Dentro de 

estas iniciativas está el programa de Goles en Paz y el Acuerdo 360 del 2009 sobre el 

fortalecimiento de los gestores locales para el desarrollo del proceso de intervención de las 

barras. 

 

Dichas iniciativas tiene como metodología principal, la sana comunicación vía 

interinstitucional con los representantes de las barras que se identifican en la  capital. 

Mediante fijaciones de compromisos con estos grupos de jóvenes sobre el buen 

comportamiento fuera y dentro del espacio deportivo, más la creación de protocolos de 

seguridad por parte de la policía metropolitana y la vigilancia efectiva del desarrollo de estas 

iniciativas.  

 
                                                           
41 Plan Decenal de Seguridad Comodidad y Convivencia en el Fútbol 2014 - 2024 
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Mediante los distintos programas se ha podido evidenciar la disminución de violencia en los 

últimos 12 años en la ciudad de Bogotá, lo cual estimula a seguir impulsando la 

comunicación entre los distintos actores del escenario del fútbol local, para que se siga 

desarrollando los espectáculos deportivos con una sana convivencia y de manera pacífica. 

 

Debido a lo anterior, es importante crear un protocolo de convivencia y paz para que antes 

de cada partido de alto riesgo respecto a la participación de las barras de futbol, los 

representantes de cada una de ellas se reúnan junto con un representante de la Policía 

Metropolitana de Bogotá  y un representante de la administración distrital, para fijar 

compromisos de conservación del orden la convivencia y la paz.  

 

Campaña educativa y cultural  

 

Existen estudios importantes que analizan las características del comportamiento de estos 

grupos de jóvenes mal llamados “ Barras bravas” en donde se describe la importancia de su 

forma de actuar para comprender su sentido de identidad el estudio de barras bravas: 

comandos azules de la Universidad Javeriana determino que “ el lenguaje utilizado por el 

grupo está estructurado a través de la coherencia histórica con hechos que han marcado la 

barra brava, y con procesos de representación de sí mismos, de otras barras, y de la prensa 

y la policía como expresiones de la sociedad. Así mismo el lenguaje se constituye en un 

capital simbólico que es puesto en la escena social como mecanismo identitario y de 

marcaje y defensa de la territorialidad”.1 

 

Por otra parte, los canticos de las barras de futbol son unas de las formas de expresión en 

las cuales es más fácil identificar tanto los sentimientos, el grado de pasión, las 

características de la barra y la forma en que  los jóvenes se sienten identificados dentro de 

un grupo.  

 

Aunque es evidente que a estas organizaciones juveniles pertenecen adolecentes de todo 

tipo de estrato socioeconómico, los lugares de concentración con sus fines sociales externos 

al estadio donde se han identificado, son en ciertas zonas críticas o vulnerables a conflictos 

de convivencia de las diversas localidades, por lo cual asemejan un estilo de vida a la hora 

de interactuar como barristas en los escenarios deportivos y extra deportivos.42 

 

La simbología y la territorialidad son dos de los aspectos más fundamentales para el 

desarrollo de la barra de futbol. A partir de estos dos elementos se desarrollan los aspectos 

de identidad, la ideología y los niveles de apasionamiento que un joven puede desarrollar 

                                                           
1 Estudio de barras de fútbol de Bogotá: Los comandos Azules. Pontificia Universidad Javeriana. 
42 Barras de Futbol Juventud y Conflictos: Mapeo en la localidad de Kennedy(Bogotá) David Aponte, 

Diana Pinzón y Andrés Vargas – Centro de Recursos Para el Análisis de Conflictos (CERAC) 
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como miembro de una barra de futbol, por lo cual la transgresión de limistes en alguno de 

estos dos aspectos son los principales generadores de situaciones conflictivas.43 

 

Es por esto, que algunos de los problemas de convivencia y violencia no solo se deben 

resolver desde una mirada solamente represiva, ya que muchos de estas situaciones tienen 

unos causas estructurales que van más allá de la comprensión de la violencia física, por 

consiguiente  al ignorar dichas causas las consecuencias son  el desarrollo de la expresión 

misma de la violencia y la falta de convivencia ciudadana.  

 

El lenguaje como parte de su representación de identidad y estilo de vida hace parte de sus 

escenarios cotidianos de expresión. “son individuos que viven el fútbol con cánticos, euforia, 

demarcación de territorio, son fieles a su grupo, y la violencia que se desprende de ella tiene 

como elementos comunes el trasgredir aspectos que llegan a tener sentido sólo al interior de 

la barra, afirmación que sustenta Ocampo (2007) al decir “toda violencia física y no física, 

ejercida por los barristas es simbólica, pues se encuentra codificada y funciona como un 

lenguaje pleno de significaciones.” (p. 7)44 

 

Por último, un estudio de la universidad de Iowa (Estados Unidos), revela la relación entre 

las canciones violentas y la agresividad juvenil, por medio de cinco experimentos se 

determinó que cuando se exprime una influencia negativa en los adolescentes afecta a los 

jóvenes sin importar las características de la personalidad.  Una de las conclusiones 

taxativas más representativas enuncia que  las letras de las canciones con aspectos 

violentos influyen negativamente en el bienestar emocional, pues a partir de los 

experimentos realizados los jóvenes que escucharon canciones violentas demostraron 

hostilidad en mayores niveles que los que no.45 

 

Una vez evidenciada las formas de expresión de los barristas las cuales se     caracterizan 

en su mayoría por locuciones de violencia, retos conflictivos, machismo y demás, es 

necesario incluir sensibilización  de tipo cultural y educativa para la erradicación de la 

expresión de violencia a la hora de crear nuevos canticos, para apoyar a sus equipos 

respectivos o entonar sus formas de identidad.  

 

                                                           
43 la influencia de la pertenencia a barras bravas en la convivencia escolar de tres instituciones 

educativas distritales. Una mirada desde la escuela - Bibiana Ávila Martínez John Adams Buitrago 

Medina Abel de Jesús Ortiz Mora- Universidad de la Sabana 2015 
44 la influencia de la pertenencia a barras bravas en la convivencia escolar de tres instituciones 

educativas distritales. Una mirada desde la escuela - Bibiana Ávila Martínez John Adams Buitrago 

Medina Abel de Jesús Ortiz Mora – Universidad de la Sabana 2015. 
45 Iowa University – U.S.A relationship between violent songs and youthful aggressiveness – Journal of 

Personality and Social Psychology 
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Igualmente, el anterior esfuerzo debe realizarse para la simbología gráfica, la cual se 

representa en distintos tipos de banderas, afiches que entran al estadio. También  

pedagogía cívica para eliminar los grafitis que se encuentran en los distintos espacios 

públicos de la ciudad que hacen alusión a los nombres de las barras y el apoyo  a los 

distintos equipos del país.  

 

Debido a lo anterior, esta iniciativa debe ser acogida e impulsada principalmente de manera 

institucional promoviendo a referirse como “barras de fútbol” y no como “barras bravas”,  

para empezar a eliminar las estigmatizaciones de violencia.  

 

Reforzar las actividades físicas recreativas y deportivas: 

 

La fomentación de actividades recreativas y deportivas van ligadas a la disminución de 

actitudes agresivas de las personas. 

 

Según la  UNICEF la actividad física y recreativa son aspectos fundamentales para el sano 

desarrollo del comportamiento social, la personalidad y psicología en los jóvenes y los niños. 

Participar en deportes y actividades físicas mejoran considerablemente los resultados 

académicos y de convivencia, disminuye la participación en actividades delictivas y conflictos 

sociales, ya que estos confines promueven la sana competencia y los valores, se aumentan 

la capacidad de adquirir disciplina, la facilidad de trabajar en grupo y el respeto.   

 

Además de los anteriores beneficios mencionados, los estudios adhieren ventajas en 

materia de salud y eliminación de estereotipos de género, ya que las actividades deportivas 

y culturales disminuyen la ignorancia sobre los efectos del alcohol, la drogadicción y el 

tabaquismo, los cuales en bastantes ocasiones son principales las fuentes que conllevan a 

los conflictos de convivencia.46 

 

Una vez aprovechada la estrecha relación entre el fenómeno de las barras de fútbol con el 

deporte como tal, es importante reforzar las actividades recreativas destinadas para estos 

jóvenes instaladas en los programas que se han aprobado a nivel distrital, en pro de la 

disminución de la violencia y los conflictos que afectan la sana convivencia.  

  

Identificación  

Una de las maneras más efectivas de controlar las multitudes en cuanto a la asistencia de 

barras de futbol  en Europa, es la carnetización de estos grupos asistentes al estadio. De 

esta manera se lleva un control del ingreso al establecimiento y se pueden tomar medidas 

de seguridad correctiva y sancionatoria más efectivas para las personas que no cumplan con 

un protocolo o de convivencia y de seguridad.  

                                                           
46 UNICEF – sobre los beneficios de las actividades recreativas y deportivas en la formación de la 

infancia y adolescencia.  
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Personalizar la compra de las entradas por medio de la identificación de las personas y 

estimular el respeto por la zona y sillas asignadas en las boletas permitirá la identificación 

más efectiva dentro del estadio.  

 

EXPERIENCIAS INTERNACIONALES  

En Europa existe una disminución considerable de los actos de violencia que en gran 

medida se presentaban en la región. Desde 1989 ya existía la prohibición del acceso a los 

estadios hasta por 10 años a individuos condenados por cuásar actos vandálicos en relación 

con el fútbol. Teniendo en cuenta que pueden ser adentro del estadio o en algún lugar de la 

ciudad que perjudique el espacio público de las ciudades.  Este tipo de sanciones implican 

también la obligación de presentarse ante las autoridades a la persona sancionada en el 

momento del evento deportivo. 

 

(Tomado de lasillavacia.com) 

Aunque la violencia no ha desaparecido, se ha disminuido en cantidades considerables año 

tras año, tal cual como lo demuestra la gráfica.  

Alemania: 

 

En Alemania en 1992 se creó un registro central que organiza los datos de personas que 

han sido sospechosas o han llamado la atención por indicios de actos vandálicos que tengan 

relación con el fútbol. Dentro de los estadios existen observaciones por video para reconocer 

y controlar a las personas que incitan a los actos de violencia.  

 

Francia:  

 

El gobierno francés reestructuro la legislación prohibiendo que aficionados vinculados a 

actos vandálicos y violentos, viajen de ciudad en ciudad con fines de participación y 

asistencia en los eventos deportivos, según el riesgo del partido teniendo en cuenta  las 

barras de los equipos protagonistas.  
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Las autoridades controlan en las graderías de los estadios que no se hagan alusiones por 

medio de simbología impresa a expresiones radicales de violencia o terminologías nazis.  

 

Italia: 

 

Existen sanciones de hasta 3 años de prohibición de acceso a los culpables de causar 

peleas adentro de los estadios, si la persona reincide la pena aumentaría de entre los 5 a los 

8 años y es obligado a presentarse en las comisarías cuando se esté produciendo el evento 

deportivo.  

 

Se introdujo la obligación carnetizarse como aficionado para poder seguir al equipo de 

manera regulada en otras ciudades o como condición de visitante. A este carné pueden 

tener acceso las personas que nunca hayan tenido delitos vinculados al estadio. También 

las entradas que se compren son personales y se debe respetar el asiento asignado para 

facilitar la identificación. 

 

 

MARCO JURIDICO. 

Constitución Política 

 

“Articulo 315. Numeral 2. Conservar el orden público en el municipio, de conformidad con 

la ley y las instrucciones y órdenes que reciba del Presidente de la República y del 

respectivo gobernador. El alcalde es la primera autoridad de policía del municipio. La Policía 

Nacional cumplirá con prontitud y diligencia las órdenes que le imparta el alcalde por 

conducto del respectivo comandante.”  

 

 Ley 1270 de 2009 “Por la cual se crea la Comisión Nacional para la Seguridad, 

Comodidad y Convivencia en el Fútbol y se dictan otras disposiciones” 

 

 Ley 1445 de 2011 “por medio de la cual se modifica la Ley 181 de 1995, las 

disposiciones que resulten contrarias y se dictan otras disposiciones en relación con 

el deporte profesional.” 

TÍTULO V: DISPOSICIONES EN MATERIA DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA EN EL 
DEPORTE PROFESIONAL 

TÍTULO VI: DISPOSICIONES PENALES EN MATERIA DE SEGURIDAD Y CONVIVENCIA 
EN EL DEPORTE PROFESIONAL 

 Decreto ley 1421 de 1993  

 

“Artículo 38: son atribuciones del alcalde mayor: 
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 1a Hacer cumplir la Constitución, la ley, los decretos del Gobierno Nacional y los acuerdos 

del Concejo. 

 2a Conservar el orden público en el Distrito y tomar las medidas necesarias para su 

restablecimiento cuando fuere turbado, todo de conformidad con la ley y las instrucciones 

que reciba del Presidente de la República.” 

 Decreto 164 de 2004 “Por el cual se crea el comité de Seguridad y convivencia para 

los espectáculos de fútbol profesional “Goles en Paz”. 

 

 Acuerdo 360 de 2009  “Por medio del cual se fortalecen los gestores locales para el 

desarrollo de procesos de intervención de las barras futboleras en el Distrito Capital y 

se dictan otras disposiciones” 

 

 Decreto 1717 de 2010 “por el cual se adopta el Protocolo para la Seguridad, 

Comodidad y Convivencia en el Fútbol y se dictan otras disposiciones.” 

 

 Decreto 79 de 2012: “Por el cual se reglamentan las Leyes 1445 y 1453 de 2011.” 

 

 Decreto 1007 de 2012: “Por el cual se expide el Estatuto del Aficionado al Fútbol en 

Colombia.” 

 

IMPACTO FISCAL. 

 

De conformidad con lo anterior y en cumplimiento del artículo 7° de la Ley 819 de 2003, 

aclaramos que la presente iniciativa no genera un impacto fiscal que implique una 

modificación en el marco fiscal de mediano plazo, toda vez que no se incrementará el 

Presupuesto del Distrito, ni ocasionará la creación de una nueva fuente de financiación.   

 

 

Cordialmente, 
 
LUCIA BASTIDAS UBATE   MARIA CLARA NAME RAMIREZ  
Concejala de Bogotá Vocera    Partido Alianza Verde    
 
 
 
HOSMAN MARTÍNEZ MORENO  JORGE EDUARDO TORRES CAMARGO 
Concejal de Bogotá                        Concejal Bogotá         
 
 
EDWARD ANIBAL ARIAS RUBIO      MARIA FERNANDA ROJAS MANTILLA          
Concejal de Bogotá      Concejal de Bogotá 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 291 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE DICTAN MEDIDAS PARA MEJORAR LA CONVIVENCIA Y 

SEGURIDAD DENTRO Y FUERA DE ESCENARIOS DEPORTIVOS EN EL ÁMBITO DEL 

FÚTBOL EN EL DISTRITO CAPITAL Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

 

ELCONCEJO DE BOGOTÁ, D.C., 

 

En uso de las atribuciones Constitucionales y legales, en especial las contenidas en el 

Artículo 313, numerales 7 y 9 de la Constitución política; Articulo 12, numeral 7 del 

Decreto Ley 14 21 de 1993. 

ACUERDA 

 

ARTICULO 1. La Administración Distrital deberá incluir dentro de los lineamientos para la 

formulación de la política pública para la Seguridad y Convivencia en el Futbol en Bogotá, 

los parámetros establecidos en el Plan Decenal de Seguridad y Convivencia en el Futbol del 

Ministerio del Interior 2014-2024.  

 

La formulación de la política pública para la Seguridad y Convivencia en el Futbol Bogotá 

estará en cabeza de la Secretaría de Gobierno y la Secretaría de Seguridad, Convivencia y 

Justicia quienes articularán con las demás secretarias distritales de acuerdo a sus 

competencias.  

 

ARTICULO 2. La Administración Distrital diseñará estrategias de comunicación  para que las 

instituciones distritales y los medios de comunicación adopten el término de “barras de 

fútbol” y eliminen el concepto de “barras bravas”, desincentivar la transmisión  de imágenes 

violentas que ocurran al interior de los estadios e impulsar nuevas estrategias que difundan 

los avances y los programas que fortalecen el barrismo en la ciudad desde un enfoque 

social.  

 

ARTICULO 3. La Secretaría de Seguridad, Convivencia y Justicia y el Instituto Distrital de la 

Participación y la Acción Comunal (IDEPAC) capacitará a las barras de fútbol del Distrito 

Capital en conocimientos sobre mecanismos de resolución alternativas de conflictos, 

tolerancia y respeto por las diferencias.  

 

ARTICULO 4. Realizar por medio de la Secretaría Distrital de Salud y la Secretaría Distrital 

de Educación campañas de prevención de consumo de sustancias psicoactivas y del 

alcoholismo, autocuidado, salud mental, fortalecimiento de habilidades para la vida, 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5197 

reducción de daños frente al consumo de SPA y prevención de violencia dentro de las 

“barras de fútbol”. 

 

Igualmente, la Secretaria Distrital de Salud realizará prevención selectiva e indicada con los 

integrantes de las “barras de fútbol”, en los casos donde ya se evidencia consumo de 

sustancias psicoactivas legales e ilegales.   

 

ARTICULO 5.La Secretaria Distrital de Cultura Recreación y Deporte, realizará un torneo de 

futbol anual para las barras, enfocado en el desarrollo de valores, la  paz y la convivencia.  

 

ARTICULO 6. Antes de cada partido de alto riesgo respecto a la participación de las barras 

de futbol, los representantes de cada una de ellas se reunirán junto con un representante de 

la Policía Metropolitana de Bogotá  y un representante de la Administración Distrital, para 

establecer compromisos de conservación del orden la convivencia y la paz.  

 

ARTICULO 7.  Adelantar estrategias de seguridad con los alcaldes del país para garantizar 

el traslado y asistencia de los miembros de las “barras de fútbol” a los diferentes escenarios 

deportivos a nivel nacional.  

 

ARTICULO 8.  La Secretaria Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia apoyada en la 

Policía Nacional y la Fiscalía General de la Nación, realizará acciones pertinentes para 

identificar a las personas que registren antecedentes de hechos violentos y prohibir su 

ingreso a los escenarios deportivos en Bogotá.  

 

ARTICULO 9. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación, y deroga las 

disposiciones que le sean contrarias.  

 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 292 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE CREA LAS  CASAS INTERMEDIAS PARA MUJERES EN RIESGO DE 

FEMINICIDIO”  
 

EXPOSICION DE MOTIVOS  
 
1.  OBJETO 

Implementar una medida intermedia para que las mujeres tengan una protección transitoria 

para salvaguardar su vida y la de sus familias.  

2. JUSTIFICACION  

2.1 FEMINICIDIO 
“La violencia contra las mujeres es un tema que, lamentablemente, ocupa de forma cotidiana 
un amplio espacio en los medios de comunicación masiva de todo el mundo. Noticias e 
imágenes estremecedoras de niñas y mujeres que son víctimas de maltrato físico en 
extremo son el pan de todos los días. Parece no tener fin la violencia física, sexual y 
psicológica a la que sobreviven cada instante miles de mujeres —sin importar su edad, raza, 
religión, condición socioeconómica y nivel educativo. Por el contrario, cientos de ellas son 
asesinadas no sólo por desconocidos, sino también por sus propios esposos, novios, 
concubinos, amantes, padres y hasta sus propios hijos varones”47 
 
El feminicidio es el asesinato de mujeres por parte de hombres motivados por el odio, el 
desprecio, el placer o un sentido de propiedad de la mujer ” (Caputi J. and Russell D.; 1990). 
En el 2001 Diana Russell redefinió el concepto como “el asesinato de mujeres por hombres, 
por el hecho de ser mujeres” (Russell and Harmes; 2001). Los conceptos elaborados por 
Russell y sus coinvestigadores buscan ubicar la muerte de mujeres en el contexto de la 
inequidad de género y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres.48 
 
“El femicidio es perpetrado generalmente por los hombres, pero a veces pueden estar 
involucradas mujeres integrantes de la familia. El feminicidio difiere en formas específicas de 
los homicidios de hombres. Por ejemplo, la mayoría de los feminicidios son cometidos por 
una pareja actual o anterior de la víctima e incluyen maltrato repetido en el hogar, amenazas 
o intimidación, violencia sexual o situaciones en las que las mujeres tienen menos poder o 
menos recursos que su pareja”49 

                                                           
47 CONTRERAS, Sánchez, Araceli. Feminicidio en el Mundo. Revista de la Universidad de México. 

Revisado en: http://www.revistadelauniversidad.unam.mx/4207/pdfs/103-104.pdf 
48http://www.medicinalegal.gov.co/documents/10180/31063/10+BoletinEpidemiologicoI.Femicidioen

Colombia2010.pdf/9ca3df19-9f2a-4252-9dd9-492ae61297d4?version=1.0 
49 Comprender y abordar la violencia contra las mujeres. Femicidio. Washington,DC : OPS , 

2013.Página 1. Organización Panamericana de la Salud.  
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La interpretación del término femicidio, se ha utilizado en algunas partes de Latinoamérica, 
para referirse solo a la muerte de mujeres, en oposición al término homicidio. 

2.2 Tipos de femicidios 

Femicidio Intimo 

Muertes violentas de mujeres, cometidas 
por hombres con los que la víctima tenía 
una relación íntima, familiar, de convivencia  
involucran frecuentemente el ataque sexual 
a la víctima. 

Femicidio no íntimo o femicidio de 
extraños. 

Muertes violentas de mujeres cometidos por 
hombres con los que la víctima nunca tuvo 
relaciones íntimas, familiares, de 
convivencia  u  otras  afines.  Estos  casos  
de  Femicidio  involucran  frecuentemente el 
ataque sexual a la victima 

Femicidio por conexión 
Muerte violenta de mujeres asesinas en la 
línea de fuego. 

Femicidio por ocupaciones 
estigmatizadas 

Muerte violenta de mujeres por la ocupación 
o trabajo que desempeñan. 

Femicidio Sexual 

Muerte violentas de mujeres en el que el 
elemento común es la violencia sexual 

 
Con base en el segundo informe del Instituto Nacional de Medicina Legal 2009- 2014 en 
alianza con ONU Mujeres en el país son asesinadas en promedio 4 mujeres cada día, entre 
20 y 34 años. 
 
Durante el mismo lapso de tiempo se registraron 8.020 homicidios de mujeres, tasa de 5.7 
homicidios por cada 100 mil habitantes, una de las más altas en Sudamérica, siendo similar 
con Brasil, Venezuela y Las Guyanas, países como El Salvador, Honduras y Guatemala 
tiene estadísticas superiores de homicidios. 
De los 8 mil crímenes el 49.83% corresponde a población entre 18 y 34 años, el 2% niñas de 
4 años de edad o menos (26 por año), el 7,57 (606 casos) adolescentes entre 15 y 17 años y 
el 5,6% mujeres de tercera edad (450). 
De estas mujeres se conoció el grado de escolaridad de 4.948 el 42,4% tenía primaria, el 
41% secundaria y 8.8% universidad profesional o técnico.  El 44% eran solteras y el 40% 
tenía pareja. 
 
De las 8 mil mujeres asesinadas, 1.312 reportaban algún factor de vulnerabilidad mujeres 
campesinas (221),  mujeres en condición de prostitución (154), consumidoras de sustancias 
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psicoactivas (129), habitantes de la calle (111), presuntas colaboradoras con grupos ilegales 
(107), integrantes de grupos étnicos (82) y desplazadas (42).50 
 
De acuerdo con el reporte del informe los departamentos con más altas tasas de homicidios 
durante el periodo 2009-2014 fueron: Guaviare 16,92 (161 casos), Arauca 16,67 (125 
casos), Meta 12,33 (331), Valle del Cauca 10,48 (1442) y Putumayo 9,90 (97 casos). Los 
departamentos con más casos registrados fueron: Antioquia (1.630), Valle del Cauca 
(1.442), Bogotá (844), Meta (331) y Nariño (297).Ciudades con mayor número de casos 
fueron: Bogotá (844), Cali (678), Medellín (587), Cúcuta (159) y Palmira (165).51 
 
Femicidios /Feminicidios en Colombia 
 
2014 Se asesinaron un promedio de 2.6 mujeres por día 
2015  Se asesinaron un promedio de 2.2 mujeres por día 
2016  Se asesinaron un promedio de 2.4 mujeres por día.  
2017  Se asesinaron un promedio de 2.5 mujeres por día.  
 
 
2.3 CIFRAS VIOLENCIAS POR PARTE DE MEDICINA LEGAL 
 

 “Colombia tuvo en el 2017, 23.072  muertes en lesiones fatales (Homicidio, suicidio, 
transporte y accidental). 9. 928 hombres y 940 mujeres.  

 Colombia de enero a diciembre del 2017 en lesiones fatales por violencia de pareja 
tuvo 176 muertes, 139 son mujeres y 37 hombres.  

 Colombia por violencia sexual en lesiones fatales  en el 2017 se registraron 9 muertes 
de estas 8 son mujeres y 1 fue un hombre. 

 En el 2017 se registraron 10.870 homicidios de los cuales 940 fueron mujeres y 9.928 
hombres y 2 indeterminados.   

 De los 940 homicidios de mujeres 660 fueron feminicidios  
 
BOGOTÁ 2017  

 110 homicidios a mujeres de estos fueron 94 feminicidios.  

 2.225 lesiones fatales de los cuales 1.862 hombres y 363 mujeres.  

 Bogotá de enero a diciembre del 2017 en lesiones fatales por violencia de pareja tuvo 
20 muertes donde 15  fueron mujeres y 5 hombres.  

 
COLOMBIA EN EL PRIMER TRIMESTRE DE 2018 

 Se han registrado 2.698 homicidios de los cuales  230  son mujeres y 2.466 son 
hombres. Se registran 41 feminicidios. 

 5.478 lesiones fatales en el país, 4.741hombres y 735 mujeres 
 

BOGOTÁ EN EL PRIMER TRIMESTRE DE 2018  

 536 lesiones fatales en el 2018, de estos son 78 mujeres y 458 hombres. 

                                                           
50 http://www.eluniversal.com.co/colombia/colombia-el-pais-donde-son-asesinadas-cuatro-mujeres-

cada-dia-216043 
51 Ibidem 
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 21 asesinatos de mujeres donde 9 tienen características de feminicidio. 

 1 muerte violenta de una mujer por violencia de pareja”52. 
 
Según el informe de Forensis de 2017,  6.754  mujeres sufrieron violencia de pareja en 
Colombia, de estas el 39% se encontraron en riesgo extremo de ser asesinadas, es decir, 
2.626 mujeres. El 21% en riesgo grave (1.445 mujeres) y el 24% (1.644 mujeres) con un 
riesgo moderado.   
 

Por todo lo anterior, es preciso encarar el feminicidio como uno de los  grandes problemas 
que afectan a las mujeres en su diario vivir. A su vez, son más violentadas en el espacio  
público y en el domicilio, teniendo como principal objeto contra ellas el arma de fuego 
seguido del arma blanca.  
 
Sus principales agresores/asesinos son sus parejas y ex parejas, por esto dentro de las 
Comisarias de familia al ser la instancia donde las mujeres deben denunciar la violencia 
intrafamiliar, se puede evidenciar que de las 6.408 mujeres que denunciaron  violencias y se 
les ofreció la opción de Casa Refugio sólo el 3% de estas acepto esta medida en el 2017.  
 
Los asesinatos de mujeres con característica de  feminicidios en Bogotá, es  recurrente que 
las mujeres que son asesinadas por sus exparejas o parejas tengan una medida de 
protección emitida por  un juez o comisario de familia. 
 
2.4 MEDIDAS DE PROTECCIÓN 
 
Las medidas de protección según la Ley 1257 de 2008 “Por la cual se dictan normas de 
sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las 
mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se 
dictan otras disposiciones” señala que:  
 
Artículo 17. El artículo 5° de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 2° de la Ley 575 
de 2000 quedará así: 

"Artículo °. Medidas de protección en casos de violencia intrafamiliar. Si la autoridad 
competente determina que el solicitante o un miembro de un grupo familiar ha sido víctima 
de violencia, emitirá mediante providencia motivada una medida definitiva de protección, en 
la cual ordenará al agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier 
otra similar contra la persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario 
podrá imponer, además, según el caso, las siguientes medidas, sin perjuicio de las 
establecidas en el artículo 18 de la presente ley: 

a) Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, 
cuando su presencia constituye una amenaza para la vida, la integridad física o la salud de 
cualquiera de los miembros de la familia; 

b) Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la 
víctima, cuando a juicio del funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir que 

                                                           
52 Instituto de Medicina Legal. 
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aquel perturbe, intimidé, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o con 
los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada. 

c) Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños, niñas y personas 
discapacitadas en situación de indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las 
acciones penales a que hubiere lugar; 

d) Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública 
o privada que ofrezca tales servicios a costa del agresor. 

e) Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos de orientación y asesoría 
jurídica, médica, psicológica y psíquica que requiera la víctima; 

f) Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su repetición la autoridad 
competente ordenará una protección temporal especial de la víctima por parte de las 
autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere; 

g) Ordenar a la autoridad de policía, previa solicitud de la víctima el acompañamiento a esta 
para su reingreso al lugar de domicilio cuando ella se haya visto en la obligación de salir 
para proteger su seguridad; 

h) Decidir provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los hijos e hijas si 
los hubiere, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras autoridades, quienes 
podrán ratificar esta medida o modificarla; 

i) Suspender al agresor la tenencia, porte y uso de armas, en caso de que estas sean 
indispensables para el ejercicio de su profesión u oficio, la suspensión deberá ser motivada; 

j) Decidir provisionalmente quién tendrá a su cargo las pensiones alimentarias, sin perjuicio 
de la competencia en materia civil de otras autoridades quienes podrán ratificar esta medida 
o modificarla; 

k) Decidir provisionalmente el uso y disfrute de la vivienda familiar, sin perjuicio de la 
competencia en materia civil de otras autoridades quienes podrán ratificar esta medida o 
modificarla. 

1) Prohibir, al agresor la realización de cualquier acto de enajenación o gravamen de bienes 
de su propiedad sujetos a registro, si tuviere sociedad conyugal o patrimonial vigente. Para 
este efecto, oficiará a las autoridades competentes. Esta medida será decretada por 
Autoridad Judicial; 

m) Ordenar al agresor la devolución inmediata de los objetos de uso personal, documentos 
de identidad y cualquier otro documento u objeto de propiedad o custodia de la víctima; 

n) Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley. 

Parágrafo 1°. En los procesos de divorcio o de separación de cuerpos por causal de 
maltrato, el juez podrá decretar cualquiera de las medidas de protección consagradas en 
este artículo. 

Parágrafo 2°. Estas mismas medidas podrán ser dictadas en forma provisional e inmediata 
por la autoridad judicial que conozca de los delitos que tengan origen en actos de violencia 
intrafamiliar. 
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Parágrafo 3°. La autoridad competente deberá remitir todos los casos de violencia 
intrafamiliar a la Fiscalía General de la Nación para efectos de la investigación del delito de 
violencia intrafamiliar y posibles delitos conexos". 

Artículo 18. Medidas de protección en casos de violencia en ámbitos diferentes al 
familiar. Las mujeres víctimas de cualquiera de las modalidades de violencia contempladas 
en la presente ley, además de las contempladas en el artículo 5° de la Ley 294 de 1996 y sin 
perjuicio de los procesos judiciales a que haya lugar, tendrán derecho a la protección 
inmediata de sus derechos, mediante medidas especiales y expeditas, entre las que se 
encuentran las siguientes: 

a) Remitir a la víctima y a sus hijas e hijos a un sitio donde encuentren la guarda de su vida, 
dignidad, e integridad y la de su grupo familiar. 

c.) Ordenar el traslado de la institución carcelaria o penitenciaria para las mujeres privadas 
de la libertad; 

d) Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos de la presente 

ley. 

Las anteriores medidas de protección deben ser entregadas en la estación de policía más 
cercana a las residencias  de las víctimas para que así, sean quienes brinden seguridad a 
las mujeres y estén al tanto de la situación. Sin embargo, pese a las medidas las mujeres 
quedan desprotegidas por que frecuentemente los agresores las acosan, persiguen y 
amenazan sin que las autoridades competentes puedan actuar de manera efectiva.  
 
2.5 COMISARIAS DE FAMILIA  
 
Según el Acuerdo 662 de 2016 “Por el cual se modifica el acuerdo 229 de 2006 y se dictan 
otras disposiciones sobre el funcionamiento de las comisarías de familia en el distrito capital” 
reza en su Art. 5 que  de conformidad con lo previsto en el artículo 83 del Código de la 
Infancia y la Adolescencia (Ley 1098 de 2006) reglamentado por el Decreto 4840 de 2007, 
las Comisarías de Familia son entidades distritales o municipales o intermunicipales de 
carácter administrativo e interdisciplinario, cuya misión es prevenir, garantizar, restablecer y 
reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia 
intrafamiliar y las demás establecidas por la ley. 
 
Parágrafo: Las Comisarías de Familia, estarán a cargo del (a) abogado(a), quien asumirá 
como Jefe de Policía en lo que tiene que ver con el procedimiento de la familia y el menor, 
de conformidad con lo previsto en el artículo 202 del Acuerdo 79 del 2003 del Código de 
Policía de Bogotá, D.C. 
  
Artículo 6. El Comisario de Familia debe reunir los requisitos establecidos en el artículo 85 
del Código de la Infancia y la Adolescencia. 
  
Artículo 7. Las Comisarías de Familia estarán conformadas como mínimo por un (1) 
abogado, quien asumirá la función de Comisario, un (1) psicólogo, un (1) trabajador social, 
un (1) médico y por un equipo administrativo de apoyo. 
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En las 36  comisarías de familia que se encuentran en Bogotá durante el 2017 se realizaron 
25.635 solicitudes por violencia intrafamiliar y 25.546 se convirtieron en medida de 
protección, estas 20.557 se les otorgaron a mujeres.53 Las edades de las víctimas mujeres 
con medidas de protección las lideran el grupo etario de 27 a 59 años.  
 
Se evidenció en un estudio realizado por la organización SISMA MUJER que existen 
distintas fallas para la protección efectiva de la mujeres como por ejemplo la tipificación de la 
agresión como violencia de pareja,  los comisarios muchas veces obligan a las mujeres a 
acudir a terapias de pareja con su agresor, pese a que desde el 2008 con la Ley 1257 del 
2008 la ley permite a las mujeres no tener que confrontarlo en ningún espacio; además de 
una subvaloración del riesgo en tanto que muchas mujeres señalan que las van a matar pero 
no se les da la transcendencia suficiente. ”54 
 
De ahí que, el 97% de las mujeres que se les ofreció Casas Refugio por violencias en contra 
de ellas hayan desistido en el 2017. Dentro de este tipo de protocolos cuando se les hace la 
pregunta a las mujeres víctimas se les debe recalcar que su vida está en juego y están en 
extremo riesgo de ser asesinadas.  
 
A continuación se ilustra las alertas de acuerdo a un violentómetro que mide los niveles de 
violencia y a su vez el riesgo que tiene una mujer de ser asesinada, partiendo de la base que 
las mujeres con alto riesgo de ser asesinadas por sus parejas y exparejas ya han tenido un 
ciclo de violencia permanente y latente en sus relaciones afectivas.  

                                                           
53 Cifras suministradas por la Secretaria de Integración Social el 15 de mayo de 2018.  
54 http://www.eltiempo.com/justicia/delitos/que-hacer-en-casos-de-maltrato-contra-mujeres-78210 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5205 

 
   
2.6 CASAS REFUGIO  
 
Según el Acuerdo 631 de 2015 “Por medio del cual se institucionalizan las casas refugio en 
el distrito capital en el marco de la ley 1257 de 2008”, las casas refugio se definen como 
escenario principal para el cumplimiento de las medidas de protección y atención integral, 
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son lugares dignos y seguros para vivir temporalmente que cubren las necesidades básicas 
de alojamiento alimentación y transporte de las mujeres víctimas de las diferentes formas y 
tipos de violencia, junto con sus hijas e hijos si los tienen, pero además les ayudan en la 
construcción y reconstrucción de sus proyectos de vida a través de asesoría y asistencia 
técnico legal gratuita y especializada, acompañamiento psicosocial, acompañamiento 
psicopedagógico y ocupacional, garantizando la seguridad, la  interrupción del ciclo de 
violencia y  la promoción de la restitución de sus derechos a partir del reconocimiento y 
potenciación de sus capacidades y habilidades, y el fortalecimiento de su autoestima y toma 
de decisiones, bajo el principio entre otros, de la corresponsabilidad. 
 
ARTÍCULO 6° APLICACIÓN. En los casos en los que la atención en la Casa Refugio se 
haya ordenado como medida de atención integral en los términos de la Ley 1257 de 2008, 
esta aplicará hasta por seis (4) meses, prorrogables hasta por seis meses más siempre y 
cuando la situación lo amerite. 
  
ARTÍCULO 7° FUNCIONAMIENTO. La prestación de servicios en las Casas Refugio se 
realizará a través de equipos profesionales interdisciplinarios para garantizar la protección y 
atención integral a las mujeres para su recuperación física y mental, así como para su 
empoderamiento y la reconstrucción de su proyecto de vida. 
  
La Secretaría Distrital de la mujer coordinará con los sectores de Integración Social, Salud y 
Desarrollo Económico los mecanismos administrativos necesarios para la aplicación de la 
medida de protección y atención integral en las Casas Refugio. 
  
PARÁGRAFO. Las Casas Refugio deberán cumplir con unos estándares mínimos de 
calidad en la prestación de sus servicios de acuerdo con los lineamientos del Ministerio de 
Salud o la Entidad que haga sus veces en la materia. 
  
ARTÍCULO 8° DIRECCIÓN DE LAS CASAS REFUGIO. La Secretaría Distrital de la Mujer 
diseñará, coordinará e implementará en las Casas Refugio el servicio de acogida temporal a 
mujeres víctimas de violencias con sus hijas e hijos, u otras personas dependientes de ellas. 
  
ARTÍCULO 9° FINANCIACIÓN. La Administración Distrital dispondrá lo necesario en 
materia presupuestal de acuerdo a lo ordenado en la Ley 1257 de 2008 y demás normas 
vigentes. 
 
¿Cómo se llega a estos espacios? 
 
En particular, conforme a la Ley 1257 de 2008, bajo Medida de Protección expedida por 
autoridad competente (Comisaría de Familia – Juez de Control de Garantías – Jueces de 
Familia); y en el marco de la Ley 1448 de 2011, remitidas por la Alta Consejería para los 
Derechos de las Víctimas, la Paz y la Reconciliación y/o a través de sus Centros Locales de 
Atención a Víctimas CLAVs, Personería y Defensoría del Pueblo. 
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¿Quiénes no pueden ser acogidas en Casa Refugio?  
En el caso de las Casas Refugio en el marco de la Ley 1257 de 2008, el PARÁGRAFO 2° 
del Artículo 5º del Acuerdo 631 de 2015 del Concejo de Bogotá, establece que no pueden 
ser acogidas en Casas Refugio, las siguientes personas: 

 Personas que presenten enfermedades de tipo psiquiátrico que se encuentren con o 
sin medicación, así se encuentren incluidas en la medida de protección. 

 Mujeres que no presenten una situación de violencia pero que necesiten cubrir sus 
necesidades básicas. 

 Personas con enfermedad grave que requieran atención especializada. 

 Personas consumidoras de SPA. 

 Mujeres que no quieran ingresar. 

 Mujeres que solicitan acogida pero que representan riesgo para otras mujeres al 
interior de la casa. 

 Hombres mayores de 18 años que se encuentren incluidos en la medida de 
protección. 

 Niñas, niños y adolescentes no acompañados porque ese trabajo requiere otro 
abordaje y metodología. 

 

 

CASA REFUGIO- LEY 1257 VÍCTIMAS DE VIOLENCIAS  
 
Durante el 2017 ingresaron 1.067 personas víctimas de violencias con sus grupos familiares. 
El rango de edad de las mujeres que ingresaron a las Casas Refugio es de los 18 los 59 
años, en cuanto a los integrantes del grupo familiar, han ingresado mujeres sin hijas, hijos o 
personas a cargo y mujeres entre uno hasta cuatro hijas, hijos y/o personas a cargo.  
  
La variable de tipo de violencia, la mayoría de los casos llegan en virtud de violencia física, 
como motivo fundamental para la solicitar la medida de protección. Sin embargo, al entrar a 
la casa refugio y ser valorados se ha evidenciado violencia psicológica, emocional, 
económica y sexual; esto demuestra el ciclo de violencia que viven las mujeres en la esfera 
privada a diario con sus parejas.  
 
Respecto a la Casa Refugio para las mujeres víctimas del conflicto armado, la Secretaría 
Distrital de la Mujer ha definido unos criterios bajo los cuales no podrá atender a los 
sistemas familiares, debido a que no se cuenta con las condiciones requeridas para una 
atención adecuada y para el proceso de acompañamiento psicosocial. 
 

 Mujeres con enfermedades terminales, o que algún integrante de su sistema familiar 
lo presente. 

 Habitante de calle. 

 Pacientes psiquiátricas, o que algún integrante de su sistema familiar lo presente. 

 Mujeres con compañero permanente o que tengan a cargo hombres mayores de 18 
años. 

 Mujeres en ejercicio de prostitución. 

 Mujeres solas menores de 18 años. 
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 La SDMujer cuenta en la actualidad con cinco (5) Casas Refugio, cuatro (4) para 
mujeres víctimas de violencias al interior de las familias y una (1) para mujeres 
víctimas de violencias en el marco del conflicto armado interno.  

 Para garantizar la operación y el correcto funcionamiento de las Casas Refugio, se 
brinda atención integral y acogida hasta cuarenta y dos (42) cupos diarios en cada 
una, teniendo en cuenta que las mujeres son acogidas con sus sistemas familiares. 

 

CASA REFUGIO LEY 1448- VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO 
 
Durante el 2017 ingresaron 194 víctimas del conflicto armado. A la fecha se encuentran 
acogidos 13 sistemas familiares, para un total de 34 personas acogidas, 4 reservas para los 
Centros Locales de Atención a Víctimas- CLAV y 4 cupos disponibles.  

 
Dotación Casas Refugio 

CASA 
REFUGIO 

BAÑOS COCINAS DORMITORIOS ESPACIO 
COMEDOR 

Cacica Gaitana 6 1 10 1 

María Cano 7 1 10 1 

Artemisa 10 1 8 1 

Amaru 7 1 11 1 

Ley 1448 6 1 9 1 

Reporte número de mujeres atendidas con sus esquemas familiares en  Casas Refugio del 1 
de enero al 31 de marzo de 2018, han ingresado 286 personas junto con sus esquemas 
familiares. 
 

Niños y niñas  escolarizados en Casas Refugio Ley 1257 y Ley 1448 primer trimestre 2018 

NIVEL CANTIDAD 

DESESCOLARIZADOS 7 

JARDÍN  (AULA REFUGIO) 49 

PREESCOLAR  (AULA REFUGIO) INCLUIYEN 
MENORES DE 5 AÑOS  QUE ESTAN EN 
JARDINES INFANTILES  

9 

9PRIMARIA (AULA REFUGIO) 35 

SECUNDARIA  (AULA REFUGIO) 20 

ESCOLARIZADOS EN OTRAS IED´S  (GRADO 
PRIMARIA) 

46 

TOTAL  166 

 

De acuerdo con cifras remitidas por la Dirección de Comisarias de familia en el 2017 se les 
ofreció a 6.408 personas la opción de ser remitidas a Casa Refugio. El 97% de las mujeres 
no aceptaron. Se relacionan las cifras por rangos de edad a continuación 
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Número de Personas Víctimas de Violencia 
Intrafamiliar a las cuales se les ofreció casa 

refugio, año 2017 

 

 
CASA REFUGIO GRUPO ETARIO TOTAL 

 

ACEPTO 

18 Y 26 AÑOS 83 
 

27 Y 59 AÑOS 75 
 

MAYOR 60 AÑOS 3 
 

NO ACEPTO 

18 Y 26 AÑOS 1951 
 

27 Y 59 AÑOS 3952 
 

FUERA DE 
RANGO 8  

MAYOR 60 AÑOS 336 
 

TOTAL 6408 
 

   

El 97% (n=6.408) de las mujeres a las cuales se les ofreció Casa Refugio no aceptaron. el 
3% (n=6.408)  restante aceptaron Casa Refugio.  
 

3. EXPERIENCIAS INTERNACIONALES 
 

Según el Banco Interamericano de Desarrollo en el 2001 se realizó un estudio para verificar 
y recomendar las especificidades que deberían tener los refugios para  mujeres que 
sufriesen violencia doméstica, estos incluyeron refugios de Argentina, Chile, Brasil, 
Colombia, Costa Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Nicaragua, 
Uruguay y Perú. En el mismo se concluyó que “el trabajo de convivencia cotidiana en el 
refugio y los programas ofrecidos pueden fortalecer la autonomía de las mujeres y romper el 
ciclo de la violencia. El abordaje del trabajo debe ser sistémico y estructurarse en la 
perspectiva de género, a fin de no caer en respuestas asistencialistas que sólo refuerzan la 
impotencia ante la violencia vivida.”55 
ONU Mujeres establece compromisos con los países y presta apoyos intergubernamentales 
para adoptar y promulgar reformas jurídicas que sean acordes con estándares 
internacionales, para promover el fin de la violencia y aumentar la sensibilización sobre sus 
causas y consecuencias. 
 
Los países establecen compromisos de acuerdo con las experiencias adquiridas así: 
 

Afganistán 
“Garantizar que las leyes del país no sean mal aplicadas 
y que sólo los que sean culpables de crímenes 
específicos sean castigados” 

Alemania 
“Ratificar e implementar el Convenio del Consejo de 
Europa sobre prevención y lucha contra la violencia 

                                                           
55https://publications.iadb.org/bitstream/handle/11319/639/Violencia%20Dom%C3%A9stica%3A%20

Intervenciones%20para%20su%20Prevenci%C3%B3n%20y%20Tratamiento.%20Folleto%205%3A%

20Refugios%20para%20mujeres%20en%20situaci%C3%B3n%20de%20violencia%20dom%C3%A9s

tica.pdf?sequence=1 
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contra las mujeres” 

Argentina 
“Mejorar los servicios de asistencia a la víctima, aumentar 
la conciencia acerca de leyes existentes y recopilar 
estadísticas nacionales sobre la violencia contra la mujer”  

Australia 
“Tolerancia cero para la violencia doméstica y los abusos 
sexuales”  

Canadá 

“Toma medidas a nivel nacional para luchar contra la trata 
de personas y la violencia hacia las mujeres aborígenes e 
inmigrantes; adopta nuevas leyes e involucra a los 
hombres y a los niños en la 5210 revénción”.  

Colombia 
“Implementación de un plan nacional para poner fin a la 
violencia contra las mujeres”  

España 
“Fortalecer protocolos para conseguir mejores respuestas 
coordinadas ante la violencia de género e implicar a 
empresas del sector privado en la prevención”  

Francia 

“Ratificar y aplicar el Convenio del Consejo de Europa 
sobre 5210prevención y lucha contra la violencia contra 
las mujeres y la violencia doméstica y aprueba una nueva 
ley”  

  Fuente:http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-
women/take- action/commit/government-commitments 
 

De igual manera, el informe a 2015 da cuenta de que al menos 119 países han aprobado 

leyes sobre violencia doméstica, 125 tienen leyes sobre el acoso sexual y 52 tienen leyes 

sobre la violación conyugal. Sin embargo, ni siquiera contar con una ley garantiza que ésta 

siempre respete o implemente los estándares y las recomendaciones internacionales56. 

 
4. LO QUE SE PROPONE 

 
Teniendo en cuenta las cifras anteriormente suministradas que justifican el proyecto de 
acuerdo, y ante la necesidad de buscar una medida intermedia que le de seguridad a las 
mujeres en riesgo alto  y medio de feminicidio en Bogotá, sin menester de ser alojadas en 
una casa refugio por 4 a 6 meses; donde deban dejar su trabajo, el contacto con sus 
familiares y amigos, y sus hijos dejen de ir a sus colegios habituales. Se hace necesario 
implementar un espacio de casas intermedias para acompañar de una manera integral y 
transitoria a las mujeres en riesgo de ser asesinadas por sus parejas o ex parejas.  
 
En ese orden de ideas, se propone crear casas intermedias para mujeres en riesgo alto y 
medio de feminicidio con medida de protección emitida por un juez o comisario de familia por 
violencia intrafamiliar, en donde la mujer tenga la opción de salir del ciclo de violencia de 
manera transitoria, por 1 mes, con opción de prórroga de un mes más.  
 

                                                           
56 http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-women/facts-and-figures  

http://www.unwomen.org/es/what-we-do/ending-violence-against-women/facts-and-figures
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Dentro de estas casas intermedias, las mujeres y sus familias tendrán alojamiento, 
alimentación, transporte, acompañamiento psicosocial, asistencia técnica legal, seguridad y 
acompañamiento psicopedagógico y ocupacional. La diferencia con las casas refugio a las 
casas intermedias será que las mujeres podrán continuar con sus dinámicas de vida fuera 
del ciclo de violencia, lo que quiere decir que pueden seguir trabajando, las hijas e hijos 
asistiendo a sus jornadas escolares habituales con acompañamiento permanente de la 
Policía Metropolitana y las entidades que hagan sus veces para proteger los derechos de las 
víctimas y sus familiares. A su vez, se le dará un soporte y acompañamiento permanente en 
transporte y seguridad a las mujeres en sus trayectos habituales y cuando deban realizar los 
trámites legales para continuar con el proceso respectivo de sus casos.  
 
Por otro lado, los requisitos para el ingreso de las mujeres y sus familiares mantendrán las 
mismas restricciones que las actuales de las casas refugio, sin embargo, los hombres 
mayores de 18 años que sean responsabilidad de las mujeres en alto o medio riesgo de 
feminicidio podrán ser sujetos de protección en estas casas intermedias.  
 
 

5. MARCO NORMATIVO 
 

 CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

 
El Artículo 2. Consagra los fines esenciales del Estado, servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y 
la vigencia de un orden justo. 
Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 
El Artículo 5 establece que el Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los 
derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la 
sociedad. 
El Artículo 42 establece que La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se 
constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer 
de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla. 
El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá 
determinar el patrimonio familiar inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la 
intimidad de la familia son inviolables. 
Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el 
respeto recíproco entre todos sus integrantes. Cualquier forma de violencia en la familia se 
considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a la ley. 
El Artículo 322. señala, que “(…)Bogotá, Capital  de  la  República  y  del  departamento  
de  Cundinamarca,  se organiza como Distrito Capital…” y que “…a las autoridades 
distritales corresponderá garantizar el desarrollo armónico e integrado de la ciudad y  la  
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eficiente  prestación  de  los  servicios  a  cargo  del  distrito;  a  las locales, la gestión de los 
asuntos propios de su territorio.” 
 

 LEYES Y DECRETOS. 

 

LEY 51 DE 1981 "Por medio de la cual se aprueba la "Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer", adoptada por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas el 18 de diciembre de 1979 y firmada en Copenhague el 17 de julio de 
1980". 
 
LEY 248 DE 1995 Por medio de la cual se aprueba la Convención Internacional para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, suscrita en la ciudad de Belem 
Do Para, Brasil, el 9 de junio de 1994. 
 
LEY 294 DE 1996 Por la cual se desarrolla el artículo 42 de la Constitución Política y se 
dictan normas para prevenir, remediar y sancionar la violencia intrafamiliar. 
 
LEY 575 DE 2000 "Por medio de la cual se reforma parcialmente la Ley 294 de 1996. 
LEY 1257 DE 2008 "Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de 
formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos penal, de 
Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones" 
 
DECRETO 652 DE 2001 "Por el cual se reglamenta la Ley 294 de 1996 reformada 
parcialmente por la Ley 575 de 2000". 
 
DECRETO 4799 DE 2011 por el cual se reglamentan parcialmente las Leyes 294 de 1996, 
575 de 2000 y 1257 de 2008. 
 

 ACUERDOS DISTRITALES. 

 
ACUERDO 152 DE 2005 "Por el cual se modifica el Acuerdo 12 de 1998 y se adoptan 
medidas para la atención integral a víctimas de violencia intrafamiliar y violencia y 
explotación sexual" 
 
ACUERDO 155 DE 2005 "Por medio del cual se crea el programa de seguimiento y apoyo a 
familias afectadas por la violencia intrafamiliar-parvif" 
 
ACUERDO 631 DE 2015 “Por medio del cual se institucionalizan las casas refugio en el 
distrito capital en el marco de la ley 1257 de 2008” 
 
ACUERDO 662 DE 2016 “Por el cual se modifica el acuerdo 229 de 2006 y se dictan otras 
disposiciones sobre el funcionamiento de las comisarías de familia en el distrito capital”. 
 
ACUERDO 676 DE 2017 “Por el cual se establecen lineamientos para prevenir la violencia 
basada en género y el feminicidio en Bogotá D.C. y se dictan otras disposiciones”. 
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ACUERDO 677 DE 2017 “Por el cual se crea el Sistema Distrital de Registro e Información 
Integral de Violencia de Género – VIOLETA”. 
 
ACUERDO 703 DE 2018 “Por medio del cual se actualiza el Sistema Distrital de Protección 
Integral a las Mujeres Víctimas de Violencias SOFIA y se dictan otras disposiciones”. 
 
 
 
 

6. IMPACTO FISCAL 

De conformidad con el Artículo 7º de la Ley 819 de 2003, el Proyecto de Acuerdo no tiene 
impacto fiscal, no se incrementará el presupuesto anual del Distrito, ni ocasionará la 
creación de nuevas fuentes de financiación. Las medidas a adoptar deberán ser financiadas 
con el presupuesto de las entidades pertinentes.  
 
 
Atentamente,  
 
 
 
LUCIA BASTIDAS UBATE  MARIA CLARA NAME RAMIREZ  
Concejala de Bogotá                   Vocera del Partido Alianza Verde 

 
 
 

 
HOSMAN MARTÍNEZ MORENO   JORGE EDUARDO TORRES CAMARGO 
Concejal de Bogotá                            Concejal Bogotá         

 
 
 

 
EDWARD ANIBAL ARIAS RUBIO    MARIA FERNANDA ROJAS MANTILLA 
Concejal de Bogotá          Concejala de Bogotá 
 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5214 

 
PROYECTO DE ACUERDO N° 292 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE CREA LAS  CASAS INTERMEDIAS PARA MUJERES EN RIESGO DE 

FEMINICIDIO” 

 EL CONCEJO DE BOGOTÁ 

En uso de sus atribuciones legales y en especial las conferidas por el Decreto Ley 

1421 de 1993 en su artículo 12 

ACUERDA: 

ARTÍCULO 1o.-  El presente acuerdo tiene por objeto la creación de “CASAS 

INTERMEDIAS” como albergue para evitar feminicidios en la ciudad a mujeres con riesgo 

medio y alto de ser asesinadas por sus parejas o exparejas.  

ARTÍCULO 2.- Créese las “CASAS INTERMEDIAS”, para mujeres víctimas de violencia 

intrafamiliar y riesgo alto y medio de feminicidio, con medida de protección por decisión de 

los Comisarios de familia o quien haga sus veces, con fundamento en la Ley 294 de 1996, 

modificada por la Ley 575 de 2000 y por la Ley 1257 de 2008 y los decretos reglamentarios 

de cada una de estas leyes y las que las modifiquen y/o complementen 

ARTÍCULO 3.- La Administración Distrital, en cabeza de la Secretaría de la Mujer pondrá en 

funcionamiento las “CASAS INTERMEDIAS” para mujeres víctimas de violencia intrafamiliar 

con riesgo medio y alto de feminicidio.  

ARTÍCULO 4. La Secretaria de Integración Social y la Secretaría de la Mujer actuarán de 

manera conjunta para incentivar en las mujeres con riesgo medio y alto de feminicidio  las 

“CASAS INTERMEDIAS” como medida para proteger la vida de las mujeres y sus familias.  

ARTÍCULO 5. La Secretaría de la Mujer dará albergue en las “CASAS INTERMEDIAS” por 

un periodo máximo de dos  (2) meses a las mujeres y sus familias, se contará con los 

mismos requisitos de las CASAS REFUGIO, Ley 1257 de 2008, tendrá ayuda psicosocial, 

alimentación, hospedaje, movilización y acompañamiento a los trámites y/o desplazamientos 

de la cotidianidad de las mujeres y sus familias.  

PARÁGRAFO. Se permitirá el ingreso a las “CASAS INTERMEDIAS” a hombres mayores de 

18 años, en donde la mujer víctima este a cargo.  
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ARTICULO 6. La Administración Distrital en cabeza de la Secretaria  Distrital de Educación 

realizará un acompañamiento continuo a los menores  que se alberguen en las “CASAS 

INTERMEDIAS” para así articular medidas que protejan sus derechos.  

ARTÍCULO 7.-El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación. 

 
PUBLIQUESE Y CUMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 293 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE DECLARA A BOGOTÁ, D.C., UNA CIUDAD LIBRE DE DISCRIMINACIÓN Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES” 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

I. OBJETO DEL PROYECTO 

Esta iniciativa tiene como objetivo específico erradicar cualquier acto discriminatorio en la ciudad de Bogotá 
D.C., a través de la ejecución de políticas públicas que combatan los actos discriminatorios en el Distrito 
Capital y convertirla en una ciudad libre de discriminación. 
  

II. RAZONES DEL PROYECTO 

“Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 

descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y 

pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 

personas que la integran y en la prevalencia del interés general.” 

(Constitución política de Colombia, artículo 1º.) 

La palabra discriminación, en su acepción más amplia, significa dar a una persona un trato desigual, basado en 

motivaciones raciales, políticas o religiosas, entre otras. En Colombia, las reflexiones sobre la discriminación 

han estado estrechamente asociadas al tema del derecho a la igualdad, la que, a su turno, es reconocida en la 

Constitución de 1991 no sólo como derecho sino también como un valor y un principio; es así como el artículo 

13 de nuestra Constitución consagra el derecho a la igualdad en los siguientes términos:  

“Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades 

y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, 

raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica”. 

De inmediato, la norma constitucional ordena al Estado promover las condiciones para que la igualdad sea real 

y efectiva adoptando medidas  en favor de grupos discriminados o marginados. 

Posteriormente, la Corte Constitucional definió la discriminación como la “conducta, actitud o trato que pretende 
anular, dominar o ignorar a una persona o grupo de personas, apelando a preconcepciones o perjuicios 
sociales o personales y que da como resultado la violación de sus derechos fundamentales” 

La discriminación en Colombia tiene una larga historia, sobre todo contra las comunidades afrodescendientes e 

indígenas al igual que la discriminación social contra la gente de bajos recursos. El Historiador Alfonso Munera, 

afirma que en los  discursos de las élites criollas colombianas del siglo XIX se creó un modo dominante de 

pensar la nación de una manera profundamente racista, que condenó a la exclusión a gran parte de los 

colombianos57. El ideal presentado por las elites de aquel entonces, sobre la nación estaba basado en la 

                                                           
57 MÚNERA Alfonso, El fracaso de la nación. Región, clase y raza en el Caribe colombiano: 1717 -1810, Bogotá, Banco 

de la Republica, El Ancora Editores, 1998. 
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civilización de tipo europeo, donde lo civilizado era representado por los blancos y lo no civilizado por las 

comunidades indígenas y negras, de ahí que comenzara un ocultamiento de estos grupos y el intento de 

homogeneizar la población.  

Pese a que nivel nacional, se ha intentado eliminar la Discriminación a todos los grupos que a lo largo de la 

historia de Colombia han sido objeto de discriminación, ésta persiste en la totalidad del territorio colombiano, 

careciendo, los grupos víctimas de discriminación, de atención especial por parte del Estado que le permita el 

pleno desarrollo de sus derechos como conciudadanos.     

De ahí que todos los grupos objeto de discriminación deban acudir a la Acción de Tutela, con el objeto de 

amparar los derechos a la igualdad y la no discriminación. Sin embargo, no se debe olvidar que este 

mecanismo es una acción subsidiaria de protección de derechos, que solo opera cuando se han agotado las 

demás instancias internas de reclamación. 

En Bogotá la discriminación no solo está atada a la discriminación racial contra los afrodescendientes, sino que 

también se presenta contra los grupos étnicos como los indígenas, campesinos y personas provenientes de 

diferentes regiones del país que llegan a la Capital por diferentes razones, muchas veces en tránsito y otras 

para radicarse por completo. Además de la discriminación racial, existen otras clases de discriminación como la 

social o el clasismo, es decir, la discriminación según a la clase social a la que se pertenece, el barrio o el 

estrato en donde se vive, el nivel de educación, la universidad en la que se realizaron los estudios, el apellido, 

la forma de vestir, el acento, etc.   

Por lo anterior, este proyecto de acuerdo busca enfrentar la discriminación que miles de habitantes de Bogotá 

deben asumir a diario en la Capital de la República  por sus condiciones raciales, sociales, físicas, de género, 

etc.  

III. MARCO LEGAL  

Fundamentos Constitucionales  

Artículo 1° Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, 

descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada 

en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la solidaridad de las personas que la integran y en la 

prevalencia del interés general. 

Artículo 2° Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad general y 

garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la 

participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 

cultural de la Nación; defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la 

convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, 

en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para asegurar el cumplimiento de los 

deberes sociales del Estado y de los particulares. 

Artículo 4° La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la 

ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. Es deber de los nacionales y de los 

extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, y respetar y obedecer a las autoridades. 

Artículo 5°  El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la 

persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad. 
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Artículo 7° El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. 

Artículo 12° Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes. 

Artículo   13°  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de 

las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por 

razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado  promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en favor de 

grupos discriminados o marginados. 

El Estado  protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se 

encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se 

cometan. 

Artículo  16° Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más limitaciones que 

las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico. 

Artículo  43° La mujer y el hombre tienen iguales derechos y oportunidades. La mujer no podrá ser sometida a 

ninguna clase de discriminación. Durante el embarazo y después del parto gozará de especial asistencia y 

protección del Estado, y recibirá de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o 

desamparada. 

El Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza de familia 

Artículo  93° Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos 

humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno. 

Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 

internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 

Normatividad internacional  

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes de la Persona, que en el reconocimiento de los derechos 

inherentes a toda persona contiene en su artículo II el precepto que “todas las personas son iguales ante la ley 

y tienen los derechos y deberes consagrados en esta declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni 

ninguna otra” 

La Carta de la Organización de Estados Americanos establece en el literal l) del artículo 3° sobre los principios 

lo siguiente: “Los Estados Americanos proclaman los derechos fundamentales de la persona humana sin hacer 

distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo”. 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos en su artículo 1° establece la obligación de los Estados 

de respetar los derechos y libertades “sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, 

religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento 

o cualquier otra condición social”. 
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Leyes Nacionales  

Ley 21 De 1991 “Por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre pueblos indígenas y tribales 

en países independientes, adoptado por la 76a. reunión de la Conferencia General de la O.I.T., Ginebra 

1989”  reconoce los derechos, valores y tradiciones culturales de la población indígena y pueblos tribales con 

miras a su preservación en condiciones de igualdad y sin ninguna discriminación. 

Ley 70 de 1993 "Por la cual se desarrolla el artículo transitorio 55 de la Constitución Política.” Se reconoció a 

las comunidades afro descendientes su calidad de grupo étnico. se resalta “el reconocimiento y la protección 

de la diversidad étnica y cultural, y el derecho a la igualdad de todas las culturas que conforman la nacionalidad 

colombiana”. 

Ley 22 de 1981, Por medio de la cual se aprueba "La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas 

las formas de Discriminación Racial", adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas. 

Ley 1482 de 2011, Tiene por objeto garantizar la protección de los derechos de una persona, grupo de 

personas, comunidad o pueblo, que son vulnerados a través de actos de racismo o discriminación. 

Ley 1752 de 2015, Por medio de la cual se modifica la Ley 1482 de 2011, para sancionar penalmente la 

discriminación contra las personas con discapacidad. 

Ley 1801 de 2016, Código Nacional de Policía y Convivencia Ciudadana. 

IV. JUSTIFICACIÓN  

En Bogotá, la población afrodescendiente y la indígena se ha expandido entre el censo del 2005 y el año 2011, 

pasando la primera de 97.885 personas que equivale al 1.5% de la población bogotana, a 108.058 personas 

equivalente al 1.45% de la población total expandida. La población indígena pasa de 15.032 personas que 

equivale al 0.23% de la población en el 2005, a 69.091 personas, equivalentes al 0.92%, de acuerdo a la 

población expandida para toda la ciudad.58     

Sin embargo, éstas no son las únicas poblaciones víctimas de actos discriminatorios, ni tampoco la única forma 

de discriminación existente en Bogotá. También lo son las comunidades LGBTI, las personas con 

discapacidad, la comunidad ROM o gitanos, las personas que reciben tratos discriminatorios por sus 

condiciones socio-culturales, por su oficio o por sus ingresos económicos, por el lugar en el que residen, etc. 

Por esto afirmamos que en Bogotá no solo existe la discriminación racial, sino también la discriminación social 

que se ve reflejada en la estratificación de los barrios residenciales de la Capital del País.     

Las prácticas discriminatorias a las que se enfrentan a diario estas comunidades y personas en Bogotá, 

atendiendo a criterios de raza, religión, sexo, orientación sexual o ideología política o filosófica, son conductas 

que deben ser contrarrestadas y abolidas por completo a través de políticas públicas. No basta con el 

reconocimiento que hace la Constitución Política de Colombia a la igualdad como derecho, valor y principio, 

sino que se requiere generar las condiciones, los dispositivos legales para que la igualdad entre los residentes 

de Bogotá sea real y efectiva. En el actual Plan de Desarrollo actual no se encuentra una norma que permita el 

desarrollo de una política pública que esté encaminada en la abolición de toda forma de discriminación en la 

Capital del País.    

                                                           
58 Rostros y Rastros. Seguimiento, análisis e interpretaciones de las Politicas Públicas Poblacionales. Año 2. N.°7. 

Trimestre julio-septiembre 2014.       
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Si bien es cierto que a nivel nacional se dio un gran paso para sancionar los actos discriminatorios con la 

expedición de la Ley 1482 de 2011 y la Ley 1752 de 2015, las víctimas de los actos discriminatorios, en la 

mayoría de los casos, no hacen las denuncias correspondientes, pues se sienten en una situación de 

inferioridad a sus agresores y perciben a las autoridades con temor y desconfianza. Es necesario crear una 

política pública integral cuya finalidad sea la abolición total de cualquier acto discriminatorio, se debe integrar a  

todos los sectores de la ciudad de Bogotá y prioritariamente involucrando en ello a nuestros diferentes sectores 

sociales. 

Con este proyecto de acuerdo se busca promover en el Distrito Capital un cambio profundo conducente al 

respeto de los Derechos Humanos en cuanto a la no exclusión, segregación, condición psicofísica, social, 

económica o cualquier circunstancia que implique distinción o discriminación de personas.   

 

V. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE ACUERDO 

La presente iniciativa ha sido radicada en la Corporación en cuatro (5) oportunidades: el 21 de octubre de 

2016, bajo el número 500, el 12 de enero de 2017, como proyecto de acuerdo número 051, en las sesiones 

ordinarias de mayo bajo el número 160, recibiendo ponencias positivas y negativas. Agradecemos a cada uno 

de los concejales sus aportes en beneficio de la construcción de esta iniciativa, que recoge buena parte de los 

comentarios de cada una de las ponencias.  

De manera particular, recogemos los aportes de los Honorables Concejales Juan Carlos Flórez, al observar la 

importancia de analizar las causas que provocan comportamientos discriminatorios en la ciudad, y generar 

acciones que ataquen dichas causas estructurales, las que, de acuerdo con las evidencias, resultan ser a largo 

plazo las más efectivas para cerrar brechas de desigualdad. “La educación es un factor central en dicha 

búsqueda”. El Honorable Concejal Rolando González, llama la atención sobre la pertinencia de incluir como 

parte del proyecto, aspectos del Código Nacional de Policía y Convivencia Ciudadana ya que contiene diversas 

normas que combaten la discriminación. “En ese sentido, se solicita se acomode a las medidas correctivas y 

multas contempladas en el Código Nacional de Policía y a las medidas penales contempladas en la Ley de 

discriminación.”   

Fue radicado para las sesiones de noviembre de 2017 bajo el número 502 y de las ponencias se destacan los 

siguientes argumentos principales: 

HC Jairo Cardozo Salazar, Ponencia Positiva con modificaciones: 

 

“Un hecho social como la discriminación no es susceptible de ser finiquitado por una declaración normativa, 

toda vez que el primero se refiere a una situación fáctica y la segunda es una prescripción. Por lo cual, antes 

de declarar por solucionado este hecho a través de un acuerdo, resulta más ajustado adoptar lineamientos y 

medidas en pro del respeto, la igualdad y la no discriminación en el Distrito Capital, entre ellas la 

institucionalización del eslogan: “Bogotá, ciudad libre de discriminación”. En virtud de lo anterior, es necesario 

modificar el título del proyecto de acuerdo.” 

 

(…) 

 

Dicho lo anterior, el propósito de la iniciativa se mantiene y es coherente con el llamado liderado por la Oficina 

Regional de la UNESCO para América Latina y el Caribe, según el cual las ciudades deben ser un espacio 

estratégico en la lucha contra la discriminación y la promoción de los Derechos Humanos. Llamado por el cual 

se creó en 2014 la Coalición Latinoamericana y Caribeña de ciudades contra el racismo, la discriminación y la 

Xenofobia (…) 
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Conforme a estos propósitos, el proyecto de acuerdo 502 de 2017 es una medida coherente con el concepto de 

ciudades libres de discriminación”. 

 

HC Luz Marina Gordillo, Ponencia Positiva: 

 

“Todos tenemos los mismos derechos humanos, sin discriminación alguna, es la premisa que escuchamos en 

diferentes eventos públicos y privados; no obstante, en muchas ciudades del mundo, incluida Bogotá, son 

frecuentes los actos discriminatorios por razones de raza, género, religión, ideología, etc. 

 

Los acuerdos internacionales suscritos por Colombia obligan a los Estados a implementar normas y acciones 

para erradicar la discriminación en cualquiera de sus manifestaciones y este proyecto de acuerdo es un insumo 

importante para alcanzar esta meta”. 

 

En las sesiones ordinarias del mes de febrero de 2018, el proyecto fue radicado bajo el número 11, pero 
desafortunadamente no fue sorteado por parte de la mesa directiva para la designación de ponencias, por lo 
que insistimos en esta nueva oportunidad. 
 
Posteriormente, bajo el número 148 de 2018, la iniciativa fue sorteada para ponencia de los Honorables 
Concejales Diego Fernando Devia Torres y Juan Felipe Grillo Carrasco, quienes rindieron ponencias negativa y 
positiva, respectivamente. 
 
Por su parte, la Administración Distrital, a través de la Secretaría de Gobierno, ha emitido concepto  viable al 
proyecto, indicando que “Con fundamento en los comentarios de carácter jurídico, técnico presupuestal, 
emitidos por las entidades respectivas, la Administración Distrital considera que la iniciativa analizada Es 
Viable; no obstante, se sugiere tener en cuenta las propuestas de modificación al articulado planteadas en 
cada caso”. 
 
Por todo lo anterior, agradecemos a cada uno de los concejales y a la administración distrital su contribución en 
beneficio de la construcción de esta iniciativa, comentarios y aportes que hemos  incluimos en la formulación 
de esta nueva versión que ponemos nuevamente a consideración del Concejo de la ciudad en las próximas 
sesiones ordinarias del mes de agosto de 2018. 
 

VI. IMPACTO FISCAL 

De conformidad con lo establecido en el artículo 7º de la ley 819 de 2003, la implementación de la presente 

iniciativa  no genera  impacto fiscal.  

En este sentido, el Plan Distrital de Desarrollo “Bogotá Mejor para Todos”  en el literal b. “Visión Bogotá 2020” 

de la sección 2 “Visión de Ciudad” manifiesta la inclusión social, pluralismo y respeto por la diferencia y 

establece que las políticas y programas implementados en la ciudad están cada vez más orientados por un 

enfoque basado en los derechos Humanos, que garantiza el respeto por la dignidad humana como principio 

orientador  

En el Pilar “Igualdad de calidad de Vida” Eje Transversal “Igualdad y autonomía para una Bogotá incluyente” 
dispone de $2.625.166 millones de pesos.  
 
Así las cosas, en relación con lo dispuesto en la ley 819 de 2003, consideramos  que el presente proyecto de 
acuerdo no genera impacto fiscal que afecte las finanzas del distrito en el mediano plazo, por lo que, como ya 
se dijo, no genera erogaciones presupuestales adicionales a las ya establecidas. 
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Por lo anteriormente expuesto, la Bancada del Polo Democrático Alternativo, presenta a consideración de esta 
Honorable Corporación, el presente proyecto de acuerdo “Por el cual se declara a Bogotá D.C., una ciudad 
libre de discriminación y se dictan otras disposiciones” 

Cordialmente, 

 

 

CELIO NIEVES HERRERA   ALVARO ARGOTE MUÑOZ  
Concejal     Concejal 
 
 
 
 
XINIA ROCIO NAVARRO PRADA   MANUEL JOSE SARMIENTO A.   
Concejala     Concejal 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 293 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE DECLARA A BOGOTÁ, D.C., UNA CIUDAD LIBRE DE DISCRIMINACIÓN Y SE DICTAN 

OTRAS DISPOSICIONES” 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ, D. C. 
 

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 1 y 25 
del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 

 
ACUERDA: 

 
Artículo 1. Objeto: El presente Acuerdo tiene por objeto declarar a Bogotá, D.C., una ciudad libre de 
discriminación. 
 
Artículo 2. Acto discriminatorio: La Corte Constitucional definió la discriminación en la Sentencia T- 098 
como: “un acto arbitrario dirigido a perjudicar a una persona o grupo de personas con base principalmente en 
estereotipos o perjuicios sociales, por lo general ajenos a la voluntad del individuo, como son el sexo, la raza, el 
origen nacional o familiar, o por razones irrelevantes para hacerse acreedor de un perjuicio o beneficio como la 
lengua, la religión o la opinión política o filosófica. El acto discriminatorio es la conducta, actitud o trato que 
pretende – consciente o inconscientemente – anular, dominar o ignorar a una persona o grupo de personas, 
con frecuencia apelando a preconcepciones o prejuicios sociales o personales, y que trae como resultado la 
violación de sus derechos fundamentales” 
 
Artículo 3. Igualdad de Derechos: La Administración Distrital promoverá la igualdad de derechos entre todos 
los ciudadanos de Bogotá D.C., y definirá las acciones necesarias para visibilizar y documentar la 
discriminación y brindar atención a las personas en condición de desigualdad. 
 
Artículo 4. Socialización: La Administración Distrital generará los mecanismos efectivos de socialización para 
dar a conocer las medidas correctivas y las multas por las conductas discriminatorias contenidas en Ley 1801 
de 2016 - Código Nacional de Policía y Convivencia Ciudadana; así mismo difundirá el contenido de  la Ley 
1482 de 2011 modificada por la Ley 1752 de 2015, o aquella que la sustituya o modifique.  
 
Artículo 5. Aviso: Toda entidad distrital del sector central y descentralizado, así como los establecimientos 
comerciales de bienes y servicios abiertos al público en general, deberán exhibir un aviso con el siguiente 
texto: “En este establecimiento se promueve una ciudad libre de discriminación. En Bogotá se prohíbe negar, 
excluir o restringir el acceso a prestación del servicio a cualquier persona o colectivo social por su origen 
nacional, lengua, sexo, género, religión discapacidad, condición social, identidad étnica, orientación o identidad 
de gen4ro, apariencia física, formas de pensar, o cualquier otra razón que tenga como propósito impedir el 
goce y ejercicio de los derechos humanos”, seguido de la identificación del presente Acuerdo. Este aviso 
t5enmdrea unas medidas de 25 x 40 cms. y deberá fijarse en un  lugar visible.  
 
Artículo 5. Vigencia: El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación. 
 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 294 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE LA INSTALACIÓN DE UN AVISO DE CONTEO REGRESIVO EN 

LAS VALLAS INFORMATIVAS DE EJECUCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS EN BOGOTÁ, D.C.,” 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

1. OBJETO DEL PROYECTO 

El presente proyecto de acuerdo, tiene como objeto implementar de manera obligatoria en las vallas 
institucionales donde se anuncian obras públicas de infraestructura en la ciudad, un conteo regresivo en días 
del plazo estipulado en el contrato respectivo.  

Su objetivo principal es permitir que cualquier ciudadano pueda utilizar esta herramienta para ejercer control 
social y veeduría sobre las distintas obras del distrito. Constituye también, un compromiso social de los 
responsables de la construcción: contratista, interventor y la entidad del distrito que adelanta el proyecto, con la 
población beneficiaria de la obra. 

2. ANTECEDENTES 

Este proyecto de acuerdo fue una iniciativa del exconcejal Antonio E. Sanguino Páez, quien lo presento para 
consideración de la Corporación en múltiples ocasiones, sin haber logrado su debate por vencimiento de 
términos. Ha recibido ponencias positivas con modificaciones, tal como se ilustra en el siguiente cuadro: 
 
 

RADICADO No. PONENTES CONCLUSION 

 

Nov. - 13 251 
Cesar García Positiva 

Juan C. Flórez Positiva 

Feb. - 14 043 
Roberto Sáenz Positiva 

Jimena Toro Positiva con modificaciones 

Ago. - 14 222 
Horacio J. Serpa Positiva 

José Arthur Bernal Positiva 

Feb. - 15 066 
Lucia Bastidas Positiva 

Liliana de Diago Positiva 

May. - 15 189 
Carlos V. de Roux Positiva con modificaciones 

María Fernanda Rojas Positiva 

Ago. - 15 318 
Edward Arias Positiva con modificaciones 

Armando Gutiérrez Positiva con modificaciones 

Nov. - 15 416 
Carlos V. de Roux Positiva 

María Fernanda Rojas Positiva 

Feb.  -  16 025 
Celio Nieves Herrera Positiva con modificaciones 

Diego Andrés Molano Positiva con modificaciones 

May.  -  16 157 
César Alfonso García V. Positiva 

Emel Rojas Castillo Positiva con modificaciones 

Feb.  -  17 080 

Pedro Javier Santiesteban Positiva con modificaciones 

Horacio José Serpa M.  Positiva con modificaciones 

Rubén Darío Torrado P.  Negativa 

May.  -  18 195 
Germán Augusto García M. Positiva con modificaciones 

Roger José Carrillo Campo Positiva 
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Dado que el Doctor Antonio Sanguino renunció al Concejo para aspirar al Senado de la República y el proyecto 

fue archivado, ha sido del interés de este Concejal continuar con el empeño de convertir en norma la 

propuesta, por lo que, con la anuncia de su autor original, lo hemos ajustarlo, recogiendo los diferentes aportes 

de los ponentes y los comentarios de la administración distrital y para someterlo a estudio del Concejo en las 

sesiones ordinarias del mes de mayo de 2018, igual que lo hacemos en esta oportunidad de cara a las 

sesiones del mes de agosto del presente año. 

De manera especial, son de buen recibo los aportes y comentarios de las ponencias de los Honorables 

Concejales Roger Carrillo Campo y Germán García Maya al proyecto 195 de 2018, de los cuales hemos 

extractado los siguientes apartes que fortalecen la presente iniciativa: 

“En este contexto, los sistemas de información presentan solo situaciones descriptivas de la fase inicial del 
proceso contractual, tal como se puede evidenciar en la página de la Contraloría de Bogotá, donde se puede 
consultar en detalle la información precontractual y contractual de las entidades del Distrito Capital de Bogotá, 
que de igual manera se encuentran obligadas a publicar los procesos de Contratación en el Sistema 
Electrónico de Contratación Pública – SECOP de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia 
Compra Eficiente, conforme a lo establecido en el Decreto 1510 de 2013, en sus fases precontractual e 
inclusive pos contractual. 
 
Estos sistemas de información no cuentan con el detalle de la ejecución de los contratos, y por tal motivo es 
imposible monitorear los niveles de avance y el cumplimiento de los plazos establecidos.  
 
Por tal motivo, resulta conveniente la inclusión de estas vallas de conteo regresivo sobre la ejecución de los 
proyectos contratados, para que la ciudadanía en general, especialmente el cliente objetivo de las obras, 
puedan ejercer el respectivo control social y la veeduría ciudadana sobre las mismas” (H.C. Roger Carrillo 
Campo). 
 
“De lo anterior se colige que toda obra en Bogotá debe instalar una valla informativa que contiene la 
información general de la obra. Para el caso de las obras ejecutadas por las entidades públicas, que 
generalmente se contratan a través de procesos de licitación pública, la valla está incluida en los gastos de 
administración que se encuentran enmarcado en el rubro AIU (Administración, Imprevistos y Utilidades), dentro 
de los pliegos del proceso. Sobre lo dicho, es suficiente consultar cualquier proceso de contratación de obra en 
portales como SECOP, donde se puede evidenciar que le rubro está incluido: 
 
También así es de anotar que algunas entidades del orden nacional como FONADE, han diseñado vallas que 
incluyen esta información. Este modelo, fue conciliado con el manual de imagen del Ministerio de Transporte 
que obliga al establecimiento de vallas, de conformidad con la Resolución 0000309 de febrero de 2013 “por la 
cual se modifica el anexo de la resolución N. 0000046 de enero 10 de 2013 modificado pro la resolución 
0000114 de enero de 2013” donde se establece el conteo regresivo y se especifican las características 
técnicas de la valla y se define la información que contiene” (H.C. Germán García Maya) 
 
Por su parte, la Administración Distrital, a través de la Secretaría de Gobierno, ha emitido concepto no viable al 
proyecto, indicando que “en observación de los conceptos de carácter jurídico, técnico y presupuestal, 
considera que la iniciativa No es Viable”, lo cual consideramos contrario a lo que en la practica el IDU, como 
entidad responsable de la ejecución de obras en el Distrito Capital realiza  a través de la contratación pública 
(Conclusión - párrafo tercero). 

 

3. JUSTIFICACION 

Como ya se expuso en el acápite anterior, este proyecto de acuerdo fue presentado por el Concejal Antonio 
Sanguino, de la bancada del partido Alianza Verde en 10 oportunidades desde el año 2013 y representa la 
preocupación de la ciudadanía frente a la ejecución oportuna y efectiva de los recursos de distrito, que no son 
otra cosa, que los propios impuestos que los ciudadanos pagan para el desarrollo de la ciudad. 
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La iniciativa busca generar un compromiso social por parte de los contratistas de las obras públicas de Distrito 
Capital, y también, exige a las entidades aplicar las medidas correctivas y necesarias para que las obras se 
realicen en los tiempos previstos dentro del contrato inicial. 
 
Es común, encontrar en los medios de comunicación, noticias como las siguientes: 
 
“Más de tres años de retraso tienen obras de la calle 153 con Autopista Norte. 

Muchas voces de protesta se han levantado luego del retraso de más de 3 años en las obra viales que se 
efectúan entre la calle 153 con Autopista Norte en Bogotá. 

El ingreso por esta vía se mantiene cerrado y los habitantes de barrios como Mazurén, Colina Campestre, 
Cantabria, Cantalejo y Versalles, mantienen dificultades para llegar a su hogar. 

“85 de 100 obras vitales para Bogotá presentan retrasos en su cronograma.  

El IDU visitó en 24 horas las obras más importantes que se adelantan en la ciudad y constató que solo 15 de 
ellas van de acuerdo con el cronograma.  

El Instituto de Desarrollo Urbano del Distrito (IDU), en cabeza de William Camargo, su director, y varios 
miembros de la entidad recorrieron maratónicamente 100 frentes de obra vitales en Bogotá, con el fin de 
supervisar cómo se encontraban respecto al cronograma de entrega de las mismas. 

Luego del recorrido de 24 horas a través de las 100 obras en las 20 localidades de Bogotá, Camargo informó 
que persisten los retrasos en la gran mayoría de las construcciones, como la de la Calle 45 entre carreras 
Séptima y 13, donde tiene el 61% de avance sobre 92% programado.” 

“¿Quién debe pagar los sobrecostos del deprimido de la calle 94? 
 
Los nuevos atrasos en las obras y las afectaciones del tráfico en el cruce de la avenida NQS con calle 94 han 
colmado la paciencia de algunos vecinos, que ya han pensado en demandar por la afectación del comercio y 
de los arrendadores. 

En entrevista con EL TIEMPO, William Camargo, director del Instituto de Desarrollo Urbano (IDU), explicó los 
atrasos, el nuevo cronograma y el posible cobro de una nueva valorización, por el incremento en el costo de la 
obra, cuyo valor es de 165.000 millones de pesos.” 

“¿Por qué aplazan la entrega de las obras de octubre al segundo trimestre del 2016? 

Ha faltado celeridad en traslado de redes y en las concertaciones con empresas de servicios públicos que 
generarían un impacto de 7 meses en el cronograma de obra.” 

En diversas oportunidades, en el ejercicio del control político, hemos expresado que no compartimos “la 
prorroguitis” que por años se ha vuelto costumbre en la contratación pública. Creemos que las entidades no 
deben conceder tiempos adicionales por cuanto de lo que se trata es que haya una planeación adecuada, se 
cuente con todos los estudios y diseños requeridos antes de iniciar los trabajos, y por consiguiente, se dé 
estricto cumplimiento al plazo de ejecución de obra a fin de no generar desconfianza o inconformidad entre la 
comunidad. De otra parte, las prórrogas contribuyen a incrementar los costos de las obras y a favorecer los 
intereses de los contratistas. 
 
En tal sentido, este proyecto de acuerdo permite a los ciudadanos hacer uso de los derechos consagrados en 
la Ley 850 de 2003, “Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas.”, ya que en caso de 
observar atraso en las obras, sentir afectados sus intereses, alterado su bienestar, y de considerarlo necesario, 
podrán presentar ante las entidades ante las entidades promotoras de las obras o ante los órganos de control, 
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las quejas correspondientes, lo que de paso, fortalece la relación entre los particulares y la administración 
como parte del control ciudadano a la gestión pública en el distrito capital.  
 
Veamos lo que contempla el artículo primero de la Ley 850 de 2003. 
 
Artículo  1°.- Definición. Se entiende por Veeduría Ciudadana el mecanismo democrático de representación 
que le permite a los ciudadanos o a las diferentes organizaciones comunitarias, ejercer vigilancia sobre la 
gestión pública, respecto a las autoridades, administrativas, políticas, judiciales, electorales, legislativas y 
órganos de control, así como de las entidades públicas o privadas, organizaciones no gubernamentales de 
carácter nacional o internacional que operen en el país, encargadas de la ejecución de un programa, proyecto, 
contrato o de la prestación de un servicio público. 

Dicha vigilancia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 270 de la Constitución Política y el artículo 100 
de la Ley 134 de 1994, se ejercerá en aquellos ámbitos, aspectos y niveles en los que en forma total o parcial, 
se empleen los recursos públicos, con sujeción a lo dispuesto en la presente ley. 

Los representantes legales de las entidades públicas o privadas encargadas de la ejecución de un programa, 
proyecto, contrato o de la prestación de un servicio público deberán por iniciativa propia, u obligatoriamente a 
solicitud de un ciudadano o de una organización civil informar a los ciudadanos y a las organizaciones civiles a 
través de un medio de amplia difusión en el respectivo nivel territorial, para que ejerza la vigilancia 
correspondiente. 

Todos estos factores “han llevado a pensar en la urgente necesidad de que los ciudadanos nos empoderemos 
de nuestro papel de control social y de veedores ciudadanos, por lo cual es importante que le demos 
herramientas para su ejercicio, por lo cual proponemos crear en todas las vallas institucionales en donde se 
anuncien obras públicas de infraestructura o se ejecuten recursos del D.C., un conteo regresivo del plazo 
estipulado en el contrato, donde se especifique el número de días faltantes para la terminación de la obra; 
conteo este que proponemos debe estar incorporado dentro de las vallas institucionales…” 
 
Por esta razón, compartimos  el propósito del proyecto de acuerdo, pero consideramos necesario realizar 
algunos planteamientos tanto en su sustentación como en el articulado a fin de concretar algunos aspectos que 
requieren de claridad en el mismo, planeamientos hechos en nuestra ponencia al proyecto de acuerdo 025 de 
2016, por lo que, una vez realizadas las modificaciones y ajustado el articulado, ponemos a consideración de 
esta Corporación este proyecto de acuerdo para que sea estudiado en las próximas sesiones ordinaria del 
Concejo de la ciudad. 
 
Esta propuesta obedece entonces a la necesidad de crear una herramienta de control social y de veeduría 
ciudadana frente al cumplimiento de la ejecución de las obras publicas del distrito capital,  principalmente en lo 
relacionado con el plazo para su entrega y su puesta en servicio de la comunidad, por lo que el presente 
proyecto de acuerdo pretende principalmente establecer que en todas las obras públicas de infraestructura en 
la ciudad, los contratistas con cargo a su propio patrimonio, deberán instalar dentro de la valla institucional en 
un lugar visible, un aviso de conteo regresivo que permita conocer el tiempo faltante para la culminación del 
plazo contractual, de manera tal que cualquier ciudadano pueda utilizar esta herramienta para ejercer control, a 
la vez que constituye una especie de compromiso social del contratista, el interventor y la entidad con la 
ciudadanía.  
 
El hecho de incorporar en las vallas institucionales un conteo regresivo del plazo estipulado en el contrato, es 
una medida ya está establecida en la ciudad para la totalidad de obras públicas y es de obligatorio 
cumplimiento tanto para el contratista como para los instituciones del D.C. así como su registro ante la 
Secretaria Distrital de Ambiente; no obstante, es necesario que cada contratista es responsable de la 
elaboración, instalación y actualización del aviso de conteo regresivo frente a la obra que ejecute. 
 
La iniciativa busca generar un compromiso social por parte de los contratistas de las obras públicas de Distrito 
Capital, y también, exige a las entidades aplicar las medidas correctivas y necesarias para que las obras se 
realicen en los tiempos previstos dentro del contrato inicial. 
 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5228 

La valla contendrá, además de la información del contrato, el número de días faltantes para la terminación de la 
obra; conteo que se registrará mediante una aviso en una dimensión tal que sea visible para el ciudadano del 
común, en un mínimo del 25 % sobre el total de mts2 de la valla a instalarse, en todo caso que no sobre pasen 
los 18 mts2 tal como está establecido en el Acuerdo 1 de 1998 art.  14, que define las vallas institucionales y 
sus condiciones, así:  

 
Articulo14.- Vallas Institucionales. Las vallas institucionales tienen por objeto comunicar actividades de 
los organismos del Estado. Se regirán por lo previsto en este Acuerdo y sólo por excepción podrán 
utilizarse en el espacio público adyacente a la obra en desarrollo. Estas vallas son temporales y contienen 
información institucional, preventiva, reglamentaria o direccional sobre servicios, medidas o sistemas de 
seguridad o transporte, construcción y reparación de obras y vías, programas de recreación, medio 
ambiente, salud e higiene o comportamientos cívicos. El área máxima será de 18 M2. Se podrá utilizar 
pintura o materiales reflectivos”. 

 
La utilización de vallas como medio publicitario o informativo está reglada en la Ley 140 de 1994, “Por la cual 
se reglamenta la Publicidad Exterior Visual en el Territorio Nacional”, sobre el uso, goce y disfrute del Espacio 
Público y donde se contempla además que todo tipo de publicidad pública o privada, que se ubique en el 
espacio público, debe contar con un Registro Previo ante la autoridad competente, norma emanada de la Ley 
99, “Por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la 
gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables, se organiza el Sistema 
Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras disposiciones”.  

Por su parte, el distrito expidió el Acuerdo 01 de 1998 “por el cual se Reglamenta la Publicidad Exterior Visual 
en el Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá”, compilado por el Decreto Distrital 959 de 2000 

De acuerdo con lo anterior, es claro que hoy los contratistas e instituciones públicas que desarrollen obras 
públicas en la ciudad, están obligados a instalar temporalmente, una valla informativa de un tamaño máximo de 
18 mts2, la cual debe ser registrada ante la Secretaria de Ambiente y contendrá el tipo de obra a desarrollar, 
número de contrato, datos del contratista, datos de la entidad ejecutora de la obra, entre otros, como una 
medida de carácter informativo a los ciudadanos. 

Este hecho no ha sido suficiente para que los contratistas, interventores y entidades, cumplan con los plazos 
estipulados en los contratos. Hemos visto durante los últimos tres (3) años toda la problemática que en materia 
de obras públicas se ha generado en la ciudad, hecho este que ha hecho que la Bogotá pierda  productividad, 
movilidad, credibilidad institucional, detrimento patrimonial, razón por la cual considera necesaria y pertinente 
esta medida. 

De otra parte, contribuye a la defensa del espacio público, labor encaminada dentro de la administración 
pública desde antes de la Constitución de 1991. La ley 9 de 1989 más conocida como la ley de reforma urbana, 
en su artículo 5º. definió el espacio público ¨el conjunto de inmuebles públicos y los elementos arquitectónicos y 
naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de 
necesidades urbanas colectivas que transcienden, por tanto, los límites de los intereses, individuales de los 
habitantes¨, a la vez que entró a listar dichos elementos constitutivos del espacio público, hecho este que 
marcó un hito en nuestra legislación sobre un espacio que estaba ahí, que nos pertenecía a todos, pero que 
todos desconocíamos e ignorábamos. 

Respecto del uso del espacio público para esta actividad, hay normatividad nacional y distrital que permite el 
uso de este tipo de elementos informativos y su instalación en el espacio público. 

La Constitución Política de Colombia de 1991, en sus artículos 79 y 82 estableció el espacio público como una 
parte integrante de la diversidad ambiental a la cual tenemos derecho todos los ciudadanos de nuestro país, a 
la vez que estableció como un derecho fundamental en materia ambiental el goce de un ambiente sano. Este 
derecho fundamental en materia ambiental dio origen a la Ley 99 o Ley Ambiental, la cual le atribuyó a los 
Municipios, la facultad de expedir normas en materia ambiental que tiendan al control, preservación y defensa 
del patrimonio ecológico del respectivo municipio, por lo que  al postre el distrito expidió el Acuerdo 01 de 1998, 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=582#16
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4718#0
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compilado por el Decreto Distrital 959 de 2000, Modificado por el Acuerdo 12 de 2000 , y Reglamentado por el 
Decreto Distrital 506 de 2003. 

4. MARCO LEGAL 
 

El presente proyecto de acuerdo está sustentado en las siguientes normas circunscritas a la constitución 
nacional, a las leyes colombianas y los acuerdos del distrito capital, relacionadas con el uso del espacio público 
y la posibilidad de instalar en él publicidad exterior visual, en este caso, vallas institucionales. 
 

o DE ORDEN CONSTITUCIONAL 
  

ART. 82. ¨Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio público y por su 
destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular… 

 
ART. 313. Corresponde a los concejos:  
 
(…) 
 
Numeral 7: Reglamentar los usos del suelo y, dentro de los límites que fije la ley, vigilar y controlar las 
actividades relacionadas con la construcción y enajenación de inmuebles destinados a vivienda …  
 

o DE ORDEN LEGAL 
 

 Ley 9 de 1989 “Por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, 
compraventa y expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones”.   

ART. 5. Entiéndase por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los elementos 
arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su naturaleza, por su uso o 
afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas que transcienden, por tanto, los límites 

de los intereses, individuales de los habitantes.  

Así, constituyen el espacio público de la ciudad las áreas requeridas para la circulación, tanto peatonal 
como vehicular, las áreas para la recreación pública, activa o pasiva, para la seguridad y tranquilidad 
ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, plazas, 
zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y mantenimiento de los servicios públicos 
básicos, para la instalación y uso de los elementos constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus 
expresiones, para la preservación de las obras de interés público y de los elementos históricos, 
culturales, religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y preservación del paisaje y los 
elementos naturales del entorno de la ciudad, los necesarios para la preservación y conservación de 
las playas marinas y fluviales, los terrenos de bajamar, así como de sus elementos vegetativos, arenas 
y corales y, en general , por todas las zonas existentes o debidamente proyectadas en las que el 
interés colectivo sea manifiesto y conveniente y que constituyan, por consiguiente, zonas para el uso o 
el disfrute colectivo”. 

 

 LEY 140 de 1994 “Ley de Publicidad Exterior Visual”.  
 

ART. 11. Registro. A más tardar dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la colocación de la 
Publicidad Exterior Visual, deberá registrarse dicha colocación ante el alcalde del municipio, distrito o 
territorio indígena respectivo o ante la autoridad en quien está delegada tal función. 

 
Las autoridades municipales, distritales y de los territorios indígenas abrirán un registro de colocación 
de Publicidad Exterior Visual, que será público. 

 
Para efectos del registro, el propietario de la Publicidad Exterior Visual o su representante legal deberá 
aportar por escrito y mantener actualizados sus datos en el registro la siguiente información: 

 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4718#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3764#1
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=11056#0
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=11056#0
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1. Nombre de la Publicidad, junto con su dirección, documento de identidad, Nit, y demás datos 
necesarios para su localización. 
2. Nombre del dueño del inmueble donde se ubique la publicidad, junto con su dirección, documento 

de identidad, Nit, teléfono y demás datos para su localización. 
3. Ilustración o fotografías de la Publicidad Exterior Visual y transcripción de los textos que en ella 
aparecen. El propietario de la Publicidad Exterior Visual también deberá registrar las modificaciones 
que se le introduzcan posteriormente. 

 
Se presumirá que la Publicidad Exterior Visual fue colocada en su ubicación de registro, en el orden en 
que aparezca registrada. 

 
Las personas que coloquen publicidad distinta a la prevista en la presente Ley y que no la registren en 
los términos del presente artículo, incurrirán en las multas que para el efecto señalen las autoridades 
municipales, distritales y de los territorios indígenas, en desarrollo de lo previsto en el artículo 13 de la 
presente Ley”. 
 
ART. 13  Sanciones. La persona natural o jurídica que anuncie cualquier mensaje por medio de la 
Publicidad Exterior Visual colocada en lugares prohibidos, incurrirá en una multa por un valor de uno y 
medio (1. 1/2) a diez (10) salarios mínimos mensuales, atendida la gravedad de la falta y las 
condiciones de los infractores. En caso de no poder ubicar al propietario de la Publicidad Exterior 
Visual, la multa podrá aplicarse al anunciante o a los dueños, arrendatarios, etc. o usuarios del 
inmueble que permitan la colocación de dicha publicidad. 
 
Dicha sanción la aplicará el alcalde. Las resoluciones así emitidas y en firme prestarán mérito 
ejecutivo. 
 
Parágrafo: Quien instale Publicidad Exterior Visual en propiedad privada, contrariando lo dispuesto en 
el literal d) del artículo 3o. de la presente Ley, debe retirarla en el término de 24 horas después de 
recibida la notificación que hará el alcalde”. 
 
ART. 14 Impuestos. Autorizase a los Concejos Municipales, Distritales y de las entidades 
territoriales indígenas que se creen, para que a partir del año calendario siguiente al de  entrada en 
vigencia de la presente Ley, adecuen el impuesto autorizado por las Leyes 97  de 1913 y 84 de 1915, 
al cual se refieren la Ley 14 de 1983, el Decreto-ley 1333 de 1986 y  la Ley 75 de 1986 de suerte 
que también cubra la colocación de toda Publicidad Exterior  Visual, definida de conformidad con la 
presente Ley. En ningún caso, la suma total de  impuestos que ocasione cada valla podrá superar el 
monto equivalente a cinco (5) salarios  mínimos mensuales por año. 
 
Las autoridades municipales tomarán las medidas necesarias para que los funcionarios encargados 
del cobro y recaudo del impuesto reciban los nombres y número del NIT de las personas que 
aparezcan en el registro de Publicidad Exterior Visual de que trata el artículo 12 de la presente Ley”.¨ 
 

 Ley 388 de 1997, “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989 y la Ley 2 de 1991 y se  dictan  otras 
disposiciones”. (Ley de Ordenamiento Territorial) 
 

 Ley 1712 de 2014, “Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del  Derecho de 
Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras  disposiciones”. 

Artículo  9°. Información mínima obligatoria respecto a la estructura del sujeto  obligado. Todo 
sujeto obligado deberá publicar la siguiente in formación mínima  obligatoria de manera proactiva 
en los sistemas de información del Estado o herramientas  que lo sustituyan:  

(…) 

f) Los plazos de cumplimiento de los contratos;  

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1994/ley_0140_1994.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1994/ley_0140_1994.html#3
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1994/ley_0140_1994.html#12
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g) Publicar el Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano, de conformidad con el  artículo 73 de 
la Ley 1474 de 2011.  

Parágrafo 1°. La información a que se refiere este artículo deberá publicar se de tal  forma 
que facilite su uso y comprensión por las personas, y que permita asegurar su  calidad, veracidad, 
oportunidad y confiabilidad.  

Parágrafo  2°. En relación a los literales c) y e) del presente artículo, el Departamento  Administrativo 
de la Función Pública establecerá un formato de  información de los  servidores públicos y 
de personas naturales con contra tos de prestación de servicios, el  cual contendrá los 
nombres y apellidos  completos, ciudad de nacimiento, formación  académica, experiencia laboral 
y profesional de los funcionarios y de los contratistas. Se  omitirá cualquier información que 
afecte la privacidad y el buen nombre de los servidores  públicos y contratistas, en los términos 
definidos por la Constitución y la ley.  

Parágrafo  3°. Sin perjuicio a lo establecido en el presente artículo, los sujetos obligados 
deberán observar lo establecido por la estrategia de gobierno  en línea, o la que haga sus  veces, 
en cuanto a la publicación y divulgación  de la información.  

Artículo  10. Publicidad de la contratación. En el caso de la información de contratos 
indicada en el artículo 9° literal e), tratándose de contrataciones sometidas al régimen de 
contratación estatal, cada entidad publicará en  el medio electrónico institucional sus  contrataciones 
en curso y un vínculo al  sistema electrónico para la contratación pública o  el que haga sus 
veces, a través del cual podrá accederse directamente a la información  correspondiente al respectivo 
proceso contractual, en aquellos que se encuentren  sometidas a dicho sistema, sin excepción.  

 Parágrafo. Los sujetos obligados deberán actualizar la información a la que se refiere  el  artículo 
9°, mínimo cada mes.  

  

o NORMATIVIDAD DISTRITAL 
 

 Acuerdo 01 de 1998 “Por el cual se Reglamenta la Publicidad Exterior Visual en el Distrito 
Capital de Santa Fe de Bogotá”. 

 
ART. 14. Vallas Institucionales. Las vallas institucionales tienen por objeto comunicar actividades de 
los organismos del Estado. Se regirán por lo previsto en este Acuerdo y sólo por excepción podrán 
utilizarse en el espacio público adyacente a la obra en desarrollo. Estas vallas son temporales y 
contienen información institucional, preventiva, reglamentaria o direccional sobre servicios, medidas o 
sistemas de seguridad o transporte, construcción y reparación de obras y vías, programas de 
recreación, medio ambiente, salud e higiene o comportamientos cívicos. El área máxima será de 18 
M2. Se podrá utilizar pintura o materiales reflectivos. 

 

 Acuerdo 12 de 2000, ¨Por el cual se modifica el Acuerdo 01 de 1998”. 
 

 Decreto 959 de 2000, "Por el cual se compilan los textos del Acuerdo 01 de 1998 y 
 del Acuerdo 12 de 2000, los cuales reglamentan la publicidad Exterior Visual en el 
 Distrito Capital de Bogotá". 

 

 Acuerdo 79 de 2003: “Código de Policía de Bogotá” y las normas que lo modifiquen, 
adicionen o sustituyan.   

 
ART. 55. El ambiente es patrimonio de todas las personas. El aire, el agua, el suelo, el subsuelo, 
los cerros y los bosques, los ríos y las quebradas, los canales, las chucuas, los humedales y las zonas 
de ronda hidráulica y zonas de manejo y preservación ambiental del sistema hídrico, los parques, las 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=582#16
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=3764#16
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zonas verdes y los jardines, los árboles, las alamedas, los cementerios, la flora y la fauna silvestre, el 
paisaje natural y el paisaje modificado, las edificaciones, los espacios interiores y públicos son 
recursos ambientales y del paisaje del Distrito Capital de Bogotá y fuentes de alegría, salud y vida. 
Estos recursos son patrimonio colectivo y, por tanto, su preservación y conservación es de primordial 
interés para toda la comunidad. La biodiversidad de la ciudad deberá ser protegida prioritariamente y 
aprovechada en forma sostenible¨ 

  
5. COMPETENCIA 

EL Concejo de Bogotá es competente para estudiar y aprobar o improbar el presente proyecto de acuerdo en 
virtud de lo establecido en el Artículo 12 del Decreto ley 1421 de 1993, principalmente los numerales 1 y 10 que 
facultan al a Corporación para dictar normas para garantizar el cumplimiento de las funciones y la prestación de 
los servicios a cargo del Distrito, así como también, para garantizar la participación y las veedurías ciudadanas; 
así:  
 
 DECRETO LEY  1421 de 1993 “Estatuto Orgánico de Bogotá”.  
 

Art. 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y la ley: 
 
1. Dictar normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente 
prestación de los servicios a cargo del Distrito… 
 
(…) 
 
10. Dictar las normas que garanticen la descentralización, la desconcentración y la participación y 
veeduría ciudadanas. 
 

6. IMPACTO FISCAL 

 
Es de anotar que el hecho de incorporar en las vallas institucionales un conteo regresivo del plazo estipulado 
en el contrato, es una medida que no generara impacto presupuestal para la ciudad, toda vez que la misma ya 
está establecida en la ciudad para la totalidad de obras públicas y es de obligatorio cumplimiento tanto para el 
contratista como para los instituciones del D.C. así como su registro ante la Secretaria Distrital de Ambiente, 
por lo tanto tal como lo contempla la Ley 819 de 2003, su implementación no generara impacto presupuestal 
sobre las finanzas del Distrito. 

 
Adicionalmente, es  necesario clarificar que la fuente de financiación del aviso de conteo regresivo tanto en su 
instalación como en su actualización permanente, corresponde directamente a los contratistas de las obras 
públicas de infraestructura con cargo a su propio patrimonio, por lo que, en consecuencia, con esta medida no 
se afectan las finanzas públicas del Distrito Capital.  
 

7. CONCLUSION 
 

En los términos antes expuestos, la Bancada del Polo Democrático Alternativo, presenta a consideración de 
esta Honorable Corporación, el presente proyecto de acuerdo “Por medio del cual se establece la instalación 
de un aviso de conteo regresivo en las vallas informativas de ejecución de obras públicas en Bogotá, D.C.” 
 

Cordialmente, 

 
CELIO NIEVES HERRERA   ALVARO JOSE ARGOTE MUÑOZ 
Concejal     Concejal 
 
XINIA ROCIO NAVARRO PRADA   MANUEL JOSE SARMIENTO A.   
Concejala     Concejal 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 294 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE LA INSTALACIÓN DE UN AVISO DE CONTEO REGRESIVO EN 

LAS VALLAS INFORMATIVAS DE EJECUCIÓN DE OBRAS PÚBLICAS EN BOGOTÁ, D.C.” 
 
 

EL CONCEJO DE BOGOTA, D.C., 
 
 

En ejercicio de sus atribuciones constitucionales y legales, en especial las conferidas en los numerales 1°  y 
10° del artículo 12 del Decreto Ley 1421 de 1993 
 
 

A C U E R D A: 
 
 

Artículo 1.Objeto. Establecer la instalación de un aviso de conteo regresivo en las vallas informativas de 
ejecución de las obras públicas en la ciudad, como una medida de seguimiento ciudadano al desarrollo de las 
mismas y de cumplimiento de los términos de construcción de la obra.  
 
Artículo 2. Aviso de Conteo Regresivo. A partir de la entrada en vigencia de este Acuerdo, todas las obras 
públicas de infraestructura en la ciudad deberán instalar dentro de la valla institucional en un lugar visible, un 
aviso que permita saber los días que faltan para la finalización del plazo contractual y el porcentaje ejecutado a 
la fecha. 
 
PARAGRAFO. En caso de que el contrato haya sido objeto de prórrogas, adiciones o modificaciones, el conteo 
regresivo se individualizará para cada una de ellas, identificándolas debidamente con el número y/o la sigla que 
corresponda a cada uno de estos actos contractuales  
 
Artículo 3. Responsables. Los contratistas de las obras públicas de infraestructura serán los responsables de 
instalar y actualizar, con cargo a su propio patrimonio, el aviso de conteo regresivo de la obra en ejecución, 
incluyendo la suspensión o modificación que pudieran causarse, de acuerdo con los términos del presente 
Acuerdo, y deberán contar con la anuencia de la entidad del distrito promotora del proyecto. 
 
La actualización de los días faltantes para culminar el plazo otorgado contractualmente para la ejecución de la 
obra se hará diariamente, mientras que la del porcentaje ejecutado se hará cada mes.  
 
Parágrafo. Las entidades contratantes verificarán la existencia y funcionamiento del aviso de conteo regresivo 
para la finalización de la obra en ejecución.  
 
Artículo 4. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
 

 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 295 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE ESTABLECEN LINEAMIENTOS PARA HACER EFECTIVA LA PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA EN LA GESTIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS: 

I. OBJETIVO DEL PROYECTO 
 
El presente proyecto de acuerdo tiene por objeto establecer mecanismos de participación comunitaria 
buscando articular la gestión institucional y el control ciudadano para fortalecer la gestión y defensa del espacio 
público comunal: parques y zonas verdes de la ciudad. 
 
De la misma forma, se define la participación ciudadana en la gestión del espacio público, indicando que todos 
los ciudadanos en forma plural o a través de organizaciones civiles como: organizaciones comunitarias, 
profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo de lucro y 
constituidas con arreglo a la ley y a las normas distritales vigentes. 
 
De esta manera, se fortalece la construcción de la relación entre los particulares y la administración, que viene 
a ser un factor fundamental en la vigilancia de la función pública.  
 
 

II.  GENERALIDADES 

Concepto teórico de espacio público 

Desde el concepto aristotélico, el espacio público es definido como un espacio vital y humanizante donde la 
sociedad se reunía para compartir sus opiniones, evaluar propuestas y elegir la mejor decisión. 

El concepto de Espacio Público ha venido evolucionando en el tiempo y según algunos tratadistas como 
Joseph en 1988 “se desarrolla como una faceta de lo social que hace posible observarnos a nosotros como 
sociedad y cultura”. 

Hoy se observa al espacio público como un compendio múltiple donde se conjugan identidad, cultura, 
paisajismo, libertad de expresión o espacio libre de tránsito y locomoción con el ser humano como protagonista 
y sujeto activo de derechos.  

”En la actualidad el espacio público tiene un carácter polifacético que incluye desde los andenes, donde la 
socialización es aparentemente simple, hasta los escenarios que concuerdan con lo que Marc Augé, 1994, 
define como "lugares": "lugar de la identidad (en el sentido de que cierto número de individuos pueden 
reconocerse en él y definirse en virtud de él), de relación (en el sentido de que cierto número de individuos, 
siempre los mismos, pueden entender en él la relación que los une a los otros) y de historia (en el sentido de 
que los ocupantes del lugar pueden encontrar en él los diversos trazos de antiguos edificios y establecimientos, 
el signo de una filiación. 
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El paisaje urbano se origina como consecuencia de la relación del hombre con su cultura en un ambiente 
natural dado, y es percibido como la manifestación de valores comunes a un grupo humano dentro de una 
concepción temporal y espacial que involucra forma y función.”59 

Definición legal de espacio público 

A efectos del presente proyecto de acuerdo, acogernos como definición de espacio público, la que realiza el 
Decreto Distrital 456 del 11 de octubre de 2013, “Por el cual se adopta el Marco Regulatorio del 
Aprovechamiento Económico del Espacio Público en el Distrito Capital de Bogotá”, que en su artículo 6, 
numeral 13, señala: 
 

“6.13.- Espacio Público: Es el conjunto de inmuebles públicos y los elementos Arquitectónicos y naturales 
de los inmuebles privados destinados por naturaleza, usos o afectación,  a la satisfacción de necesidades 
urbanas colectivas que trascienden los límites de los intereses individuales de todas las personas en el 
Distrito Capital de Bogotá. En concordancia con los artículos 63 y 72 de la constitución Política, están 
destinados al uso y goce de todos los habitantes, son inalienables, imprescriptibles e inembargables.  
 
En consecuencia, el espacio público será abordado como derecho colectivo, para garantizar de manera 
universal su acceso, uso y disfrute, así como su mantenimiento y preservación. Considerándolo a su vez, 
como escenario que posibilita el desarrollo de actividades económicas privadas, limitadas a lo establecido 
en la reglamentación distrital y en especial a lo estipulado en el presente decreto.” 

 
 

III. JUSTIFICACION 

Dentro de la ciudad se identifica una amplia gama de problemáticas relacionadas con el espacio público que 
motivan la creación de normas de participación ciudadana en la gestión del espacio público tal como lo 
contempla el Decreto 215 de 2005, Plan Maestro de Espacio Público – PMEP,  al señalar como uno de sus 
objetivos específicos: 9.- “Establecer normas y procedimientos que permitan adoptar mecanismos tendientes a 
promover la sostenibilidad y apropiación social del espacio público, así como la participación de la comunidad 
en los procesos encaminados a su mantenimiento y recuperación, a través del apoyo y fortalecimiento de las 
organizaciones comunitarias, y la creación e institucionalización de las redes sociales para la apropiación del 
espacio público”. 
 
Entre otras, se observan las siguientes problemáticas: 
 

 Elementos de la Estructura Ecológica Principal segmentados por el crecimiento y expansión urbana 
desmedida y no planificada, lo cual destruye nuestros sistemas bióticos y ecológicos.  
 

 Elementos de la Estructura Ecológica Principal y otras zonas verdes afectados por desechos, basuras, 
escombros, afectando cuerpos de agua; canales y ríos, generando contaminación y poniendo a la 
ciudad en riesgo de inundaciones en temporadas de lluvia.  
 

 Obras públicas y privadas que reducen la cantidad de espacio verde disponible, con la consecuente 
ocupación indebida del espacio público.  
 

 La no cesión y entrega de áreas comunes por parte de privados a las comunidades y al DADEP. 
 

 Explotación económica indebida del espacio público que afecta la movilidad y la seguridad de los 
ciudadanos, sesgando el derecho al disfrute y libre circulación, protegido por la Constitución del 91.  
 

                                                           
59 http://www.unalmed.edu.co/~paisaje/doc4/concep.htm 

 

http://www.unalmed.edu.co/~paisaje/doc4/concep.htm
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Estos problemas se ven en parte explicados por el desconocimiento que existe en torno al tema en Bogotá, 
destacando que el Distrito no cuenta con un inventario detallado de los bienes de uso público, invasiones, 
zonas de cesión, ocupaciones indebidas, aprovechamiento irregular; carencia de control urbanístico y de 
coordinación entre las entidades responsabilizadas, y en gran medida, falta de una autentica apropiación del 
espacio público tanto a nivel institucional como entre la ciudadanía.  
 
Con base en estas problemáticas, se propone la generación de lineamientos para hacer efectiva la 
participación ciudadana en la gestión del espacio público, que permita la vinculación de los habitantes 
capitalinos en la veeduría y el control social para obtener y estudiar información oportuna y veraz sobre estas 
problemática de la ciudad para la formulación y mejoramiento de políticas relacionadas con el espacio público 
en la ciudad de Bogotá, y fomentar, dentro de un trabajo interinstitucional y participativo hacia la comunidad, la 
apropiación, la generación, recopilación, análisis y difusión de información sobre el espacio público en el 
Distrito Capital. 
 
Se propone también implementar el Observatorio Distrital del Espacio Público – ODEP, como un instrumento 
articulador de sistemas de documentación y producción de datos para el diagnóstico, análisis,  planeación, 
seguimiento y evaluación de información, con el fin de orientar la toma de decisiones en la generación de 
políticas públicas  acordes  con la realidad de la ciudad, crear conocimiento real y objetivo encaminado a la 
caracterización, protección, buen uso, memoria y tradición del espacio público del Distrito capital, promoviendo 
a través del mismo, la participación ciudadana en la gestión del espacio público.  
 
Un observatorio se define como “un conjunto dinámico de actividades y productos que toma diferentes 
modalidades y dimensiones, dependiendo de los objetivos y necesidades”.60 Para el caso particular, el 
desarrollo, análisis de información referente al espacio público, articulación de sistemas de documentación y 
producción de datos para el diagnóstico, análisis, planeación, seguimiento y evaluación con el fin de orientar la 
toma de decisiones en la generación de políticas públicas, creando conocimiento real y objetivo para la 
caracterización, protección y buen uso del espacio público. 
 
De tiempo atrás, el Concejo de Bogotá ha debatido acerca de la ocupación indebida del espacio público. 
Referente  a la pregunta: ¿cuántas zonas verdes se encuentran ocupadas o construidas de manera irregular?, 
se ha establecido que el distrito no  cuenta con un inventario detallado de los bienes de uso público o de zonas 
de cesión que presentan invasión u ocupaciones indebidas del espacio público. ¿La razón?, hace falta un 
riguroso y permanente control urbanístico por parte de las alcaldías locales. Así mismo, falta mayor 
coordinación entre las entidades del sector y la ciudadanía para facilitar y optimizar el manejo de la 
información.  
 
Por lo anterior, es necesario iidentificar e inventariar áreas privadas con vocación del suelo para zonas verdes, 

considerando su adquisición; apropiar en el presupuesto distrital mayores recursos para adquisición y 

mejoramiento de zonas verdes, incluyendo arborización; revisar la reglamentación de la compensación de 

áreas de cesión para parques y zonas verdes, y velar por que los recursos producto de las mismas, sean 

efectivamente aplicados a la provisión de zonas verdes dentro de la ciudad; revisar y mejorar la comunicación 

entre las distintas entidades del sector: Alcaldías Locales, DADEP, IDRD, para optimizar la información y 

contribuir a alcanzar los índices ideales de cobertura verde en la ciudad, tal como lo establecen los estándares 

nacionales y mundiales al señalar las metas en materia de espacio público efectivo y área verde por habitante. 

 

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud – OMS, el índice de espacio púbico efectivo por habitante 

es de 15 m2; y el espacio verde por habitante debe ser de 9 M2. En el mismo sentido, el Decreto 1504 de 

1998, “Por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los POT”, establece que por cada habitante 

debe haber 15 M2 de espacio público efectivo, y 9 M2 de espacio verde. Por su parte, en el Pan Maestro de 

espacio Público de Bogotá (Decreto 215 de 2005), se contempla la necesidad de tener 6.0 m2 de espacio 

                                                           
60 portal.uexternado.edu.co/pdf/6_derechoSeguridadSocial/observatorio/Que_es_observatorio.pdf  

 

http://www.unalmed.edu.co/~paisaje/doc4/concep.htm
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público por habitante. Bogotá cuenta en la actualidad con 3.93 m2 de espacio público por habitante y 6.3 m2 de 

área verde;, es decir muy por debajo de los estándares mininos establecidos sobre la materia. 

 

¿Aprovechamiento o explotación económica del espacio público? 

 
Otro aspecto que preocupa respecto del tema de este proyecto, es el relacionado con la ocupación del espacio 
público por  parte de los vendedores informales, ventas en vías, parqueaderos, parques, alamedas, andenes y 
hasta en las áreas residuales de las obras públicas de la ciudad (subutilizadas), son una forma de 
aprovechamiento socioeconómico de este atributo urbano que ha sido objeto de debate por mucho tiempo y 
que actualmente se discute sobre la permisibilidad de este “servicio” con un costo para quien lo explota y un 
beneficio para a la ciudad. Su aprovechamiento debe ser un beneficio en doble vía. Quienes lo utilizan se 
benefician económicamente, pero también deben aportar recursos a la ciudad para su sostenimiento; así es en 
algunos casos, pero debe ser en la totalidad del espacio público. Dicha práctica se realiza con censura cuando 
se trata de los bienes públicos, sin embargo, no se mide con el mismo rasero a aquellos propietarios de 
inmuebles privados que se apropian de espacios públicos y construyen azoteas y espacios de comercio, 
transformando incluso en muchas ocasiones la estructura y los linderos de estos predios. No obstante, en 
cualquier caso, el aprovechamiento económico del espacio público no puede sesgar el derecho de la 
comunidad en general a su disfrute y a la libre circulación, derechos protegidos por la constitución nacional. 

 
El Acuerdo 645 de 2016, “Por el cual se adopta el Plan de Desarrollo económico, social, ambiental y de obras 
públicas para Bogotá, D.C., 2016-2020 “Bogotá Mejor para Todos”, contempla como componente prioritario de 
la estrategia para la recuperación y disfrute adecuado del espacio público, la estructuración de un observatorio 
distrital del espacio público.  
 
Textualmente, en el Segundo Pilar: “Democracia Urbana”, dentro del Programa: 4.2.5 “Espacio Público, 
derecho de todos”, reconoce la necesidad de crear el ODEP, enfatizando: “Se deberá estructurar el 
observatorio distrital de espacio público, como herramienta de información institucional para la toma 
de decisiones en materia de espacio público.  
 
Paralelo a ello, se desarrollará un diálogo estratégico con las Altas Cortes para reclamar la protección del 
espacio público. Esto implica el diseño de una agenda legislativa entorno al ajuste del marco normativo para su 
protección. 
 
Como gran aporte para la estrategia, la Secretaría Distrital de Gobierno fortalecerá las acciones de 
recuperación de espacio público en el marco de las funciones de Inspección Vigilancia y Control. Dotará de 
herramientas técnicas, jurídicas y operativas a las Alcaldías Locales, para la descongestión de las actuaciones 
administrativas en materia de Espacio Público. Así mismo, fortalecerá la realización de operativos en el marco 
de la Coordinación Intersectorial frente a función de Inspección, vigilancia y control que ejercen las Alcaldías 
Locales. 
 
Por último, se sensibilizará a los ciudadanos por medio de campañas de prevención y divulgación sobre la 
normatividad existente para su acatamiento y la propensión de una mejor convivencia, seguridad y calidad de 
vida dentro del territorio.” 
 
En tal sentido, se introduce como acción para la intervención del espacio público deteriorado, la utilización de 
instrumentos de gestión social. El Artículo 82, establece que la administración podrá a través de instrumentos 
de gestión social vincular o delegar en vecinos y comerciantes del sector a intervenir el desarrollo de proyectos 
que permitan su recuperación integral, elementos jurídicos y normativos que apoyan, reconocen la necesidad y 
establecen la viabilidad para la constitución y la implementación del Observatorio Distrital del Espacio Público - 
ODEP, que como se dijo anteriormente, constituye un instrumento para fomentar, desde la acción de la 
sociedad, la identificación, defensa y sostenibilidad del espacio público de Bogotá. 
 
Este proyecto de acuerdo pretende entonces, como ya se expresó, establecer mecanismos de participación 
comunitaria buscando articular la gestión institucional y el control ciudadano para fortalecer la gestión y defensa 
del espacio público comunal: parques y zonas verdes de la ciudad. 
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De la misma forma, se define la participación ciudadana en la gestión del espacio público, indicando que todos 
los ciudadanos en forma plural o a través de organizaciones civiles como: organizaciones comunitarias, 
profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo de lucro y 
constituidas con arreglo a la ley y a las normas distritales vigentes. 
 
 

IV. MARCO JURÍDICO 

 
o DE ORDEN CONSTITUCIONAL 

 
 ARTICULO   63.  Los bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales 
 de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los 
 demás bienes que determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables. 
 
 ARTICULO  82. Es deber del Estado velar por la protección de la integridad del espacio 
 público y por su destinación al uso común, el cual prevalece sobre el interés particular. 
 
 ARTICULO  88. La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos 
 e intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 
 salubridad pública, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia económica y 
 otros de similar naturaleza que se definen en ella. 
 

o DE ORDEN LEGAL 
 

 LEY 9 DE 1989, “por la cual se dictan normas sobre planes de desarrollo municipal, compraventa y 
expropiación de bienes y se dictan otras disposiciones.” 
 
 Artículo 5º.- Entiéndase por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los 
 elementos arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su 
 naturaleza, por su uso o afectación, a la satisfacción de necesidades urbanas colectivas 
 que transcienden, por tanto, los límites de los intereses, individuales de los habitantes.  
 
 Así, constituyen el espacio público de la ciudad las áreas requeridas para la circulación, 
 tanto peatonal como vehicular, las áreas para la recreación pública, activa o pasiva, para la 
 seguridad y tranquilidad ciudadana, las franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, 
 fuentes de agua, parques, plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la 
 instalación y mantenimiento de los servicios públicos básicos, para la instalación y uso de 
 los elementos constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para la 
 preservación de las obras de interés público y de los elementos históricos, culturales, 
 religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y preservación del paisaje y los 
 elementos naturales del entorno de la ciudad, los necesarios para la preservación y 
 conservación de las playas marinas y fluviales, los terrenos de bajamar, así como de sus 
 elementos vegetativos, arenas y corales y, en general , por todas las zonas existentes o 
 debidamente proyectadas en las que el interés colectivo sea manifiesto y conveniente y 
 que constituyan, por consiguiente, zonas para el uso o el disfrute colectivo.  
 

 Ley 388 de 1997, “por la cual se modifica la Ley 9 de 1989, y la Ley 2 de 1991 y se dictan 
otras disposiciones.”, (Ley de Ordenamiento Territorial.) 
 
 Artículo   1º.- Objetivos. La presente Ley tiene por objetivos: 
 
 3. Garantizar que la utilización del suelo por parte de sus propietarios se ajuste a la función 
 social de la propiedad y permita hacer efectivos los derechos constitucionales a la vivienda 
 y a los servicios públicos domiciliarios, y velar por la creación y la defensa del espacio  público, 
así como por la protección del medio ambiente y la prevención de desastres. 
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 Artículo  3º.- Función pública del urbanismo. El ordenamiento del territorio constituye en su 
 conjunto una función pública, para el cumplimiento de los siguientes fines: 

 
 1. Posibilitar a los habitantes el acceso a las vías públicas, infraestructuras de transporte y 
 demás espacios públicos, y su destinación al uso común, y hacer efectivos los derechos 
 constitucionales de la vivienda y los servicios públicos domiciliarios. 
 

 Decreto nacional 1504/98– “por el cual se reglamenta el manejo del espacio público en los POT,”  
 

 Ley 850 de 2003, “Por medio de la cual se reglamentan las veedurías ciudadanas. 
 
 T I T U L O III 
 FUNCIONES, MEDIOS Y RECURSOS DE ACCION DE LAS VEEDURIAS 
 
 Artículo 15. Funciones. Las veedurías ciudadanas tendrán como funciones las siguientes: 
 

a) Vigilar los procesos de planeación, para que conforme a la Constitución y la ley se dé 
 participación a la comunidad; 
 b) Vigilar que en la asignación de los presupuestos se prevean prioritariamente la solución 
 de necesidades básicas insatisfechas según criterios de celeridad, equidad, y eficacia; 
 c) Vigilar porque el proceso de contratación se realice de acuerdo con los criterios legales; 
 d) Vigilar y fiscalizar la ejecución y calidad técnica de las obras, programas e inversiones 
 en el correspondiente nivel territorial; 
 e) Recibir los informes, observaciones y sugerencias que presenten los ciudadanos y 
 organizaciones en relación con las obras o programas que son objeto de veeduría; 
 f) Solicitar a interventores, supervisores, contratistas, ejecutores, autoridades contratantes 
 y demás autoridades concernientes, los informes, presupuestos, fichas técnicas y demás 
 documentos que permitan conocer el cumplimiento de los respectivos programas, contratos 
 o proyectos; 
 g) Comunicar a la ciudadanía, mediante asambleas generales o en reuniones, los avances 
 de los procesos de control o vigilancia que estén desarrollando; 
 h) Remitir a las autoridades correspondientes los informes que se desprendan de la función 
 de control y vigilancia en relación con los asuntos que son objeto de veeduría; 
 i) Denunciar ante las autoridades competentes los hechos o actuaciones irregulares de los 
 funcionarios públicos. 
 

o NORMATIVIDAD DISTRITAL 
 

 Acuerdo 18 de 1999, “Por el cual se crea la Defensoría del Espacio Público”. Se creó la 
Defensoría del Espacio Público como un Departamento Administrativo, cuya misión es contribuir al 
mejoramiento de la calidad de vida a través de una eficaz defensa del espacio público, una 
adecuada administración del patrimonio inmobiliario de la ciudad y de la construcción de una nueva 
cultura del espacio público, que garantice su uso y disfrute colectivo y estimule la participación 
comunitaria. 

 Artículo 4º.- Espacio Público. Corresponde a la Defensoría del Espacio Público ejercer 
 entre otras las siguientes funciones: 

a. Administrar los bienes que hacen parte del espacio público distrital.  
b. Formular las políticas, planes y programas distritales relacionados con la defensa, inspección, 

vigilancia, regulación y control del espacio público.  
c. Asesorar a las autoridades locales en el ejercicio de funciones relacionadas con el espacio público, 

así como en la difusión y aplicación de las normas correspondientes.  
d. Actuar como centro de reflexión y acopio de experiencia sobre la protección, recuperación y 

administración del espacio público y preparar proyectos de Ley, Acuerdos o Decretos sobre la 
materia.  
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e. Instaurar las acciones judiciales y administrativas necesarias para el cumplimiento de las funciones 
asignadas al Departamento.  

f. Organizar en coordinación con las autoridades competentes actividades tendientes a evitar que se 
ubiquen en el espacio público construcciones que afecten la seguridad, la salubridad de los 
transeúntes o impidan su disfrute.  

g. Promover en coordinación con las autoridades competentes un espacio público adecuado para 
todos.  

h. Coordinar y promover con las autoridades distritales y locales actividades que promocionen el buen 
uso del espacio público y prevengan su deterioro.  

i. Promover en coordinación con otras entidades del Distrito, la creación de incentivos para quienes 
contribuyan de manera especial, a mantener, mejorar y ampliar el espacio público de la ciudad.  

j. Organizar y adelantar campañas cívicas y educativas para defender, recuperar, proteger y 
controlar el espacio público.  

k. La Defensoría del Espacio Público asumirá las funciones y objetivos que le fueron conferidos al 
Taller Profesional del Espacio Público mediante el Decreto 324 de 1992. El Taller Profesional del 
Espacio Público, mantendrá las mismas funciones que le confiere el Decreto 1087 de 1997.  

l. Identificación de espacios en la ciudad que permitan la ubicación de vendedores en proceso de 
reubicación en zonas estratégicas que le permitan adelantar sus actividades.  

Entre los objetivos estratégicos del DADEP se encuentran: 
  

 Definir políticas urbanas que propendan por la defensa, sostenibilidad y administración eficiente y 
justa del espacio público.  
 

 Implementar mecanismos de cooperación institucional que permitan aunar esfuerzos, recursos e 
intereses en pro del mejoramiento social, económico y cultural de la ciudad.  
 

 Crear espacios de participación donde la ciudadanía adquiera un papel protagónico en la 
apropiación de “lo público”. 
 

 Establecer a mediano y largo plazo estrategias que permitan hacer sostenible el ejercicio que sobre 
el espacio público se está realizando. 
 

 Decreto 215 de 2005, Plan Maestro de Espacio Público – PMEP 
 
 Artículo 5.- Objetivos. Este Plan Maestro tiene por objeto concretar las políticas, 
 estrategias, programas, proyectos y metas relacionados con el espacio público del Distrito 
 Capital, y establecer las normas generales que permitan alcanzar una regulación 
 sistemática en cuanto a su generación, mantenimiento, recuperación y aprovechamiento 
 económico, y apropiación social. Para el logro de estos fines, se establecen los siguientes 
 objetivos específicos: 
 
8. Definir un sistema de indicadores de gestión que permita el seguimiento y la evaluación objetiva 
de la ejecución del Plan, en lo relacionado con el cumplimiento de los objetivos y la consecución de 
las metas contenidas en el mismo. 
 
9. Establecer normas y procedimientos que permitan adoptar mecanismos tendientes a promover 
la sostenibilidad y apropiación social del espacio público, así como la participación de la comunidad 
en los procesos encaminados a su mantenimiento y recuperación, a través del apoyo y 
fortalecimiento de las organizaciones comunitarias, y la creación e institucionalización de redes 
sociales para la apropiación del espacio público. 
 
10. Formular una política para la generación permanente de espacio público, con fundamento en el 
principio constitucional de la función social y ecológica de la propiedad privada. El Plan pretende 
solucionar, a más tardar en el año 2019, el déficit actual y las necesidades futuras en cuanto a 
disponibilidad de espacio público, hasta alcanzar el estándar de 10 m2 por habitante adoptado por 
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el Plan de Ordenamiento Territorial, de los cuales, 6 m2 por habitante deberán estar representados 
en parques, plazas y plazoletas de todas las escalas, y los 4 m2/hab. restantes, deberán 
corresponder al producto de la recuperación y adecuación de las áreas pertenecientes a la 
Estructura Ecológica Principal. 
 

 Decreto Distrital 456 de 2013, “Por el cual se adopta el Marco Regulatorio del Aprovechamiento 
Económico del Espacio Público en el Distrito Capital de Bogotá”. (Artículo 6, numeral 13) 
 
6.13.- Espacio Público: Es el conjunto de inmuebles públicos y los elementos Arquitectónicos y 
naturales de los inmuebles privados destinados por naturaleza, usos o afectación,  a la satisfacción 
de necesidades urbanas colectivas que trascienden los límites de los intereses individuales de 
todas las personas en el Distrito Capital de Bogotá. En concordancia con los artículos 63 y 72 de la 
constitución Política, están destinados al uso y goce de todos los habitantes, son inalienables, 
imprescriptibles e inembargables.  
 
En consecuencia, el espacio público será abordado como derecho colectivo, para garantizar de 
manera universal su acceso, uso y disfrute, así como su mantenimiento y preservación. 
Considerándolo a su vez, como escenario que posibilita el desarrollo de actividades económicas 
privadas, limitadas a lo establecido en la reglamentación distrital y en especial a lo estipulado en el 
presente decreto.” 
 

 Acuerdo 645 de 2016, “Por el cual se adopta el Plan de Desarrollo económico, social, ambiental y 
de obras públicas para Bogotá, D.C., 2016-2020 “Bogotá Mejor para Todos”. 
 
Artículo 82. Instrumentos de Gestión Social para proyectos de recuperación de espacio 
público. En espacios públicos deteriorados y con condiciones de inseguridad en la ciudad, la 
administración podrá a través de instrumentos de gestión social y económica vincular o delegar en 
vecinos y comerciantes del sector a intervenir el desarrollo de proyectos que permitan su 
recuperación integral con el apoyo permanente de las Alcaldías Locales y la Secretaría Distrital de 
Seguridad, Convivencia y Justicia. 

  
 

V. COMPETENCIA 

El Concejo de Bogotá, D.C., es competente para dictar el presente acuerdo, apoyado en las siguientes 
disposiciones: 
 

Decreto-Ley 1421 de 1993 
 
 “ARTICULO 12. ATRIBUCIONES. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución y a la 
ley:  

 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y la eficiente 

prestación de los servicios a cargo del Distrito.” 

7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio ecológico, los 
recursos naturales y el medio ambiente. 

      13. Regular la preservación y defensa del patrimonio cultural. 
 
 

VI. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE ACUERDO 
 
La presente iniciativa fue radicada en las pasadas sesiones ordinarias del mes de noviembre de 21017 bajo el 
número 503 de 2017,  recibiendo ponencia negativa del concejal Jorge Lozada Valderrama y ponencia positiva 
con modificaciones del Concejal Horacio José Serpa Moncada. La Administración Distrital no se pronunció 
sobre la iniciativa. 
 



 
EDICIÓN 2774  JUNIO 15  DEL  AÑO  2018             ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 

 
 
 
 

5242 

De manera particular, recogemos el aporte del Honorable Concejal Horacio Serpa al observar que: “los 
objetivos planteados en el proyecto de acuerdo 503 de 2017 buscan fortalecer la participación ciudadana, 
generar un sentimiento de apropiación por parte de los ciudadanos y generar lineamientos de política pública 
para la coordinación de las entidades competentes”. 
 
“Al respecto se propone hacer cambios en el articulado para institucionalizar este Observatorio en los planes de 
desarrollo venideros, garantizando el cumplimiento de las funciones de articulación de los sistemas de 
información, producción de datos para el diagnóstico y el análisis, y la divulgación de los productos de esta 
entidad, establecidos en el artículo 3º. Modificatorio de la parte final de este documento…. con el fin de 
fortalecer este proyecto de acuerdo, evitar duplicidad normativa y solventar algunos inconvenientes para la 
discusión y aprobación de disposiciones que puedan resultar contrarias a la ley”. 
 
En las sesiones ordinarias del mes de febrero de 2018, el proyecto fue radicado bajo el número 13, pero 
desafortunadamente no fue sorteado por parte de la mesa directiva para la designación de ponencias, por lo 
que insistimos en esta nueva oportunidad. 
 
Posteriormente, bajo el número 150 de 2018, la iniciativa fue sorteada en las sesiones ordinarias del mes de 
mayo para ponencia de los Honorables Concejales Edward Aníbal Arias Rubio y María Fernanda Rojas, 
quienes rindieron ponencias positiva y positiva con modificaciones, respectivamente, de las cual se extracta lo 
siguiente: “La importancia de la participación y la apropiación por parte de la ciudadanía se reconoció en el 
actual plan de desarrollo. En este documento se identificó que hay en la ciudad una “inconsciencia social e 
institucional de la noción de espacio público como bien colectivo, inalienable, imprescriptible e inembargable” 
(Alcaldía Mayor de Bogotá, 2016)  
 
También se encontró que en la sociedad no se presentan uso y disfrute apropiado del espacio público porque 
se percibe que este es un bien de todos y de nadie lo que genera una actitud indiferente ante su mal uso. La 
percepción de inseguridad en estos lugares, tampoco contribuye a un proceso de apropiación real por parte de 
la ciudadanía.  
 
(…) 
 
EL concepto radicado por la administración desconoce otras formas de participación ciudadana que puedan ser 
propuestos desde entidades como el Concejo de Bogotá. Se atribuyen las entidades el conocimiento sobre las 
formas de participación “efectiva” lo cual no resulta aceptable. De igual forma, los argumentos presentados 
para institucionalizar el Observatorio Distrital del Espacio Público - ODEP- no parecen pertinentes.” 
 
Por su parte, la Administración Distrital, a través de la Secretaría de Gobierno, ha emitido concepto  de No 
Viable al proyecto, indicando que “No son necesarios los artículos 1, 2 y 4, dado que el DADEP como 
autoridad competente en la materia y en el marco del desarrollo de sus funciones tiene la idoneidad para seguir 
realizando procesos que faciliten la sostenibilidad y apropiación social del espacio público, así como la 
participación de la comunidad en procesos encaminados a su mantenimiento, recuperación y para la 
formulación de políticas, planes y programas para el distrito en temas de espacio público”., aspectos que, 
aunque parezcan ya establecidos en la normatividad vigente, son totalmente independientes por cuanto se 
relacionan con la participación ciudadana y no con las funciones  institucionales de la administración distrital. 
 
De la misma manera indica que “El artículo 3o. se debe revisar, precisando que una vez se institucionalice el 
Observatorio del Espacio Público de Bogotá” es la Defensoría del Pueblo quien lo implementará, toda vez que 
ya ha adelantado las acciones necesarias para su desarrollo según el mandato legal que le otorga la 
competencia y tiene la idoneidad para seguir liderando el desarrollo y la impeman5acion del Observatorio del 
Espacio Público de Bogotá, por la infraestructura información base y el recurso humano…”, lo cual no 
corresponde con el contenido del proyecto. 
 

 
VII. IMPACTO FISCAL 

 
Si bien la implementación del presente proyecto de acuerdo puede demandar recursos presupuestales, es de 
precisar que no implica que la Administración Distrital invierta mayores recursos económicos, como quiera que 
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no se compromete al Distrito en asignar apropiaciones presupuestales diferentes a las establecidas para las 
entidades vinculadas. 
 
Así las cosas, en relación con lo dispuesto en la ley 819 de 2003, consideramos  que el presente proyecto de 
acuerdo no genera impacto fiscal que afecte las finanzas del distrito en el mediano plazo, por lo que, como ya 
se dijo, no genera erogaciones presupuestales adicionales.. 
 
Por lo anteriormente expuesto, la Bancada del Polo Democrático Alternativo, presenta a consideración de esta 
Honorable Corporación, el presente proyecto de acuerdo “Por el cual se establecen lineamientos para hacer 
efectiva la participación ciudadana en la gestión del espacio público y se dictan otras disposiciones”. 

 
Cordialmente; 

 
 
 
CELIO NIEVES HERRERA                               ALVARO JOSE ARGOTE MUÑOZ 
Concejal                                                     Concejal 
 
 
 
 
XINIA ROCIO NAVARRO PRADA        MANUEL JOSE SARMIENTO A.        
Concejala                     Concejal 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 295 DE 2018  

 
PRIMER DEBATE 

 
“POR EL CUAL SE ESTABLECEN LINEAMIENTOS PARA HACER EFECTIVA LA PARTICIPACIÓN 
CIUDADANA EN LA GESTIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES” 

El Concejo de Bogotá D. C., en uso de las facultades constitucionales y legales en especial las conferidas en 
los numerales 1 y 7 del Artículo 12 del Decreto 1421 de 1993, 

 
ACUERDA: 

 
Artículo 1º.- Objeto: Establecer lineamientos de participación comunitaria buscando articular la gestión 
institucional y el control ciudadano para fortalecer la defensa del espacio público comunal: parques y zonas 
verdes de la ciudad. 
 
Artículo 2º.- Procedimiento: El Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público - DADEP, 
en coordinación con el Instituto Distrital de Participación  y Acción Comunal – IDPAC, establecerá 
procedimientos que faciliten la sostenibilidad y apropiación social del espacio público, así como la participación 
de la comunidad en procesos encaminados a su mantenimiento y recuperación, con el fin de garantizar la 
participación y el control ciudadano sobre el espacio público de Bogotá, en concordancia con las normas 
vigentes.  
 
Artículo 3º.- De la participación ciudadana en la vigilancia del espacio público: Todos los ciudadanos, en 
forma individual o que formen parte a través de organizaciones civiles como: organizaciones comunitarias, 
profesionales, juveniles, sindicales, benéficas o de utilidad común, no gubernamentales, sin ánimo de lucro y 
constituidas con arreglo a la ley, podrán constituir veedurías ciudadanas del espacio público. 
 
La Administración Distrital, a través del Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – 
DADEP, en coordinación con el Instituto Distrital de Participación  y Acción Comunal – IDPAC, implementará 
acciones de difusión de información para la conformación de dichas veedurías. 
 
Artículo 4º.- Observatorio del Espacio Público - ODEP: Institucionalícese el Observatorio Distrital del 
Espacio Público – ODEP en el Distrito capital, el cual tendrá las siguientes funciones: 
 

a) Articular los sistemas de documentación y producción de datos para el diagnóstico, análisis  y 
evaluación de información, con el fin de orientar la toma de decisiones en la formulación de políticas 
públicas. 
 

b) Crear conocimiento real y objetivo encaminado a la caracterización, protección, buen uso, memoria y 
tradición del espacio público del Distrito capital, promoviendo a través del mismo, la participación 
ciudadana en la gestión del espacio público.  

 
c) Evaluar la incidencia de los procesos participativos ciudadanos en los programas y proyectos que 

implementa el Distrito Capital para la gestión del espacio público. 
 

d) Divulgar los datos, estadísticas y productos resultantes de estas funciones nombradas  
 

e) Las demás funciones que considere la Administración Distrital 
 
Artículo 5º. Vigencia: El presente Acuerdo rige a partir de su publicación. 
 

PUBLIQUESE Y CUMPLASE 


